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INTRODUCCIÓN  
 
 
La Constitución Política de 1991 le otorga por primera vez a las comunidades indígenas de 
Colombia la participación directa en los Ingresos Corrientes de la Nación, reglamentada 
posteriormente por la ley 60 de 1993, enmarcada dentro de la política de descentralización que en 
este caso particular pretendió promover la participación de las comunidades indígenas en la vida 
política de la Nación, dinamizar los procesos de protección a la diversidad étnica y cultural, promover 
su autonomía y sus formas propias de gobierno y en general propender el bienestar de dichas 
comunidades.  
 
Nunca antes habían tenido las comunidades indígenas en Colombia la oportunidad de decidir 
sobre la inversión de recursos en sus territorios y participar en la ejecución de los mismos. Se 
convierte esta entonces en una oportunidad única para posicionarse en el ámbito político del país 
como un par de los demás entes territoriales, al considerarse a los resguardos indígenas 
transitoriamente como municipios para efectos fiscales. 
 
Sin desconocer que el proceso de descentralización ha presentado avances, la falta de 
reconocimiento de la heterogeneidad territorial y la definición de estrategias uniformes e 
igualitarias, sin considerar las características propias, potencialidades y condiciones sociales, 
políticas, económicas y culturales de las comunidades, han generado inflexibilidades e 
ineficiencias en los diferentes procesos derivados del mismo. Estas deficiencias en el caso de la 
participación de las comunidades indígenas ha sido aún más notable dadas las características 
especiales de las mismas. 
 
La implementación del sistema de transferencias, hoy denominado Sistema General de 
Participaciones, se dio de una forma precaria pues no contempló la capacidad real de los entes 
territoriales, administradores de los recursos, y de los resguardos indígenas, para asumir estas 
“nuevas funciones”, ni el apoyo necesario para llevarlo a cabo. Alrededor del proceso han surgido 
múltiples críticas por problemas relacionados con la inversión inadecuada de los recursos, la 
duplicidad de funciones y competencias y las dificultades de tipo operativo y administrativo 
inherente al mismo.    
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En el caso particular de los resguardos indígenas del municipio de Leticia, que se hacen partícipes 
de estos recursos desde 1994, no existen antecedentes de estudio y/o análisis que permitan 
conocer cómo ha avanzado dicho proceso, en situaciones específicas como mecanismos y 
priorización de ejecución de recursos, el impacto social y organizativo hacia el interior de las 
comunidades, la problemática de índole legal generada por el proceso, las potencialidades y 
limitaciones del mismo, la trascendencia y alcance de la participación comunitaria, la aplicabilidad 
y pertinencia de la normatividad vigente entre otros. Y lo más importante, si realmente su 
implementación ha permitido que se cumplan las metas que orientaron dicha política. 
 
El presente trabajo contempla una primera parte en la que se hace una aproximación a la política 
de descentralización en Colombia; allí se identifica la estrategia del Estado para redistribuir las 
competencias y funciones de los entes territoriales en un escenario de mayor participación y 
autonomía de las comunidades regionales, dentro del espíritu que orientó la Constitución Política 
de 1991, y que para este caso particular se concentra en las normas fiscales y la política de 
ordenamiento territorial.  
 
A continuación se revisa la acción estatal y la organización política, administrativa y fiscal de los 
hasta hace unos años denominados “territorios nacionales”, específicamente del actual 
departamento del Amazonas, en razón a que hasta hace poco fue el principal intermediario de la 
acción estatal en la región, hoy compartida con el municipio de Leticia. Principal análisis merecen 
las acciones orientadas hacia  las comunidades indígenas de la región en dicho marco de 
descentralización y ordenamiento territorial que trasciende hasta el trámite de  la ley de 
ordenamiento territorial que se adelanta actualmente en el Congreso de la República. 
 
 El Capítulo III se ocupa del municipio de Leticia, como espacio donde se ubican los resguardos 
indígenas objeto del presente análisis, y en el cual interactúan las dos figuras (municipio y 
resguardo), en un constante intercambio de orden político, económico, social, cultural y demás, 
que han determinado el origen, la configuración y caracterización actual de los resguardos y de las 
comunidades que los habitan. 
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El Capitulo IV hace una revisión del actual Sistema General de Participaciones, que como política 
orientada hacia la descentralización fiscal, surge en la Constitución Política de 1991 como 
transferencias a las entidades territoriales bajo la figura del Situado Fiscal (SF) y la Participación 
en los Ingresos Corrientes del a Nación (PICN). Se ocupa especialmente de identificar y analizar 
los recursos asignados a los resguardos del municipio de Leticia en aspectos tales como la  
participación de las comunidades, la población beneficiaria, la administración de los recursos por 
parte de las comunidades y la Alcaldía, la ejecución y la inversión de los mismos. Igualmente 
recoge la problemática más sobresaliente que se identificó alrededor de dicho proceso así como 
las expectativas de las comunidades en el futuro desarrollo del mismo. 
 
Por último, en el Capítulo V se muestran los resultados de un estudio de caso realizado en el 
resguardo de Arara, respecto al manejo de los recursos del SGP, que profundiza en el análisis 
anterior y que además aporta elementos más precisos sobre los resultados obtenidos, así como 
sobre la participación de la comunidad en el proceso e identifica los inconvenientes más 
sobresalientes que limitan una política orientada a dinamizar los procesos de protección a la 
diversidad étnica y cultural, la participación de las comunidades indígenas en la vida política de la 
Nación y el apoyo a la autonomía de los grupos indígenas y sus formas propias de gobierno, se 
cumplan. 
 
Aunque el presente trabajo se sustenta eminentemente en un análisis de tipo financiero y 
administrativo, incluye algunos elementos sociales, culturales, económicos y políticos de las 
comunidades indígenas, en busca de un entendimiento integral alrededor de la implementación del 
SGP, que puede ser referencia de análisis relacionados y que a su vez deja planteados varios 
interrogantes alrededor de los cuales se debe profundizar en el futuro. 
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CAPITULO I 
 
ESTADO, DESCENTRALIZACIÓN Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL   
EN COLOMBIA 
 
 
A. ANTECEDENTES DEL ESTADO MODERNO 
 
El Estado es la forma de organización política más extendida en la sociedad moderna. En tanto 
que es un hecho ligado a la dimensión social del hombre, puede ser explicado desde diversas 
ramas del saber social1. El Estado puede concebirse como “la estructura permanente de dominación de 
una sociedad, sobre la cual, y en el territorio que ocupa, ejerce su autoridad con exclusión de cualquier 
otra”. Así, los elementos básicos que forman el Estado son la población, el territorio, el gobierno y 
la soberanía2. 
 
Las teorías relacionadas con el Estado datan de los autores clásicos, pasando por conceptos 
como la polis griega, la república romana, el estado feudal  y el estado absolutista de la edad 
media, hasta desembocar en las primeras consideraciones sobre el Estado moderno, ligadas en 
primera instancia al estado liberal3 en el siglo XVIII. A partir del Siglo XIX se acentúa la distinción 
entre el Estado y la sociedad civil, en teorías de pensadores como Hegel y Marx. 
 
                                                 
1 El estudio del Estado puede ser abordado desde la ciencia política, rama del saber que se ocupa de los fenómenos 
de poder, y desde otras ciencias sociales como la Historia, que lo estudia en su dimensión de fenómeno histórico de 
carácter universal; la Sociología, cuyo enfoque radica en determinar sus relaciones con la sociedad civil; la Filosofía, 
centrada en la especulación acerca del concepto teórico y ético del Estado, o el Derecho, al cual interesa en su 
vertiente jurídica e institucional. 
2 La población se refiere al grupo de personas que habitan el territorio, definido como un área específica sobre la cual 
reside permanentemente la población. El gobierno es la organización política a través de la cual la voluntad o la ley del 
Estado es expresada y administrada y la soberanía hace referencia a la supremacía del Estado sobre todos los 
individuos y asociaciones dentro del él, y la independencia jurídica del Estado de todo dominio político externo. 
3 La polis o ciudad-Estado, descrita entre otros por Aristóteles, en esencia garantizaba el bienestar de la comunidad. 
La República de la época romana se sustentaba en el sistema jurídico de carácter personalista. Maquiavelo y Jaen 
Bodin (siglo XV) defendían la figura de un Estado fuerte, capaz de garantizar su permanencia, a cargo del “soberano”, 
consecuente con los estados absolutistas de la época. Hobbes concibió el Estado como un pacto de “voluntades” que 
dan el poder a un “soberano”  que los representa. Rousseau aportó a la teoría del Estado el concepto sobre soberanía 
y fue uno de los pilares de la teoría del estado liberal. Uno de los principales aportes de Montesquieu fue el concepto 
de separación de poderes (ejecutivo, legislativo y judicial). 
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Para Hegel el Estado se da por la coincidencia entre los miembros de una sociedad, donde la 
libertad individual se somete a la “comunión de voluntades” que se identifica con la nación. Para 
Marx el Estado se constituía en una entidad de carácter transitorio, surgida de la división en clases 
de la sociedad con el fin de perpetuar el dominio de la clase superior, que debe ser sustituida por 
una “dictadura del proletariado” y cuyo destino es desaparecer cuando las clases hayan sido 
abolidas por el comunismo.  Marx concibe la forma ideal de Estado como aquella que se identifica 
con el interés común. Sin embargo el Estado es el ámbito de la lucha de clases sociales y por 
tanto, la clase que quiera ser dominante debe conquistar el poder político, para presentar su 
interés como el interés general.  
 
Max Weber, con una orientación menos ética-metafísica y más positivista, define en el siglo XIX el 
fenómeno estatal como un instrumento de las clases sociales que se diferencia de otras formas de 
gobierno por ostentar el monopolio de la fuerza; los ciudadanos se convierten entonces en 
sociedad civil y aceptan la dominación. En este contexto es importante disminuir la presión del 
Estado, disminuir la burocracia y someterla a un control político. A partir de este supuesto, Weber 
constituye una Tipología de los Poderes sobre los diferentes tipos de dominación, en la que 
sobresale la Dominación racional o legal en donde el Estado y la burocracia son el máximo poder 
garante de la justicia y la eficacia4. 
 
Muchas de las tesis los anteriores pensadores sustentaron el concepto de Estado Moderno, que 
se desarrolló paralelamente al concepto de soberanía, al cual está íntimamente ligado, y que 
implica la necesidad de que el Estado sea un cuerpo autónomo, por encima del cual no debe 
existir ningún poder que decida cuando sea necesario. Como complemento a la noción de 
soberanía surgió la otra idea que caracteriza el Estado moderno: la forma de gobierno en una 
comunidad política debe ser decidida por sus miembros, es decir, por el pueblo o la nación en su 
conjunto. La soberanía es así depositada en el colectivo social, del cual derivan todos los poderes. 
Las instituciones políticas, por tanto, tienen carácter representativo, pues reciben potestad para 
                                                 
4 Los otros dos tipos de Dominaciones que expone Weber son: Dominación carismática, que se da en sociedades 
primitivas, donde el poder es encarnado por el líder (mediador entre la sociedad y fuerzas espirituales) y 
Dominación tradicional, donde la comunidad reconoce y acepta la tradición ancestral como base constitutiva del 
poder presente, que es el caso de los monarcas.  
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cumplir la función de velar por los derechos de los individuos que forman el cuerpo político. Todo 
ello convierte al Estado en un entramado institucional que concretiza la voluntad de los miembros  
 
La ciencia política moderna elabora nuevas teorías del Estado, que estructuran  el concepto de 
Estado Social de Derecho, fundamentado en el bienestar público, en la participación social, en la 
dignidad humana, en el trabajo y en la solidaridad y cuyos fines se concentran en el servicio a la 
comunidad; la garantía de principios, derechos y deberes; en la promoción de la participación de la 
comunidad; en la defensa de la independencia nacional y el mantenimiento de la integridad 
territorial y en asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 
 
Lograr tales objetivos por parte del Estado implica su intervención para que, bajo el sometimiento 
a una norma básica o constitución y respetando la libertad individual y la iniciativa privada, 
garantice mediante su actuación el bienestar de la comunidad, para lo cual es necesario que 
facilite servicios básicos como la sanidad, la educación y las necesidades de las clases más 
necesitadas. Esto por supuesto en un esquema que de promoción de la participación ciudadana,  
brinde protección de los derechos individuales de las minorías y permita la intervención de agentes 
intermedios entre el Estado y la sociedad (partidos políticos, sindicatos, organizaciones 
profesionales, entre otras). 
 
 
B. ESTADO Y TERRITORIO 
 
La concepción de Estado implica la concepción de un territorio. La acción estatal para lograr sus 
fines tiene un depositario: los habitantes, y en consecuencia, sus políticas se expresan 
territorialmente, como espacio donde estos habitan. Una de las principales críticas a los Estados 
ha sido precisamente el desconocimiento de las necesidades de sus regiones, léase de los 
habitantes de sus regiones, al plantear políticas públicas de corte centralista, que desconocen las 
particularidades de las mismas y minimiza la eficacia de la acción estatal. Así, los territorios o 
regiones tienden a ser depositarios de las políticas estatales, para propender la efectividad de las 
mismas, y por ende, el desarrollo regional.  
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El enfoque que plantea Orlando Fals Borda para abordar el territorio como construcción social, 
hace una crítica a los criterios históricamente guías: las fronteras nacionales y la soberanía. 
Aunque los cataloga como “fetichistas” y “naturales”, reconoce que han desempeñado un papel 
“unificante” en la concepción del territorio. Sin embargo declara que han desconocido los procesos 
locales económicos, sociales y culturales que han dinamizado la ocupación y apropiación del 
territorio. Para Fals Borda “este modelo vertical ha limitado severamente la comprensión de los 
procesos sociales de base implicados en el ordenamiento y uso de los territorios”.  
 
Las teorías sobre región y desarrollo se agrupan en dos grandes vertientes: por un lado un 
enfoque espacial que se fundamente en la geografía y para el cual “lo territorial” es el punto de 
partida para su análisis. Por otro lado las vertientes que señalan los procesos de crecimiento 
económico fundamentales para su concepción. Los aportes de la geografía socioeconómica, 
unifican estos dos criterios al concluir que “el desarrollo territorial trasciende el campo económico 
para entrar en las dimensiones social, cultural y política” (Trujillo, 2001, p.96). 
 
Se han desarrollado muchos conceptos acerca de región, que la pueden definir desde un pequeño 
poblado y su entorno físico natural, hasta una gran subregión de un continente, aceptables de 
acuerdo al tipo de análisis. Sin embargo se pueden establecer al menos cuatro tipos de regiones, 
delimitadas por la similitud de ciertas características económicas, culturales, sociales, políticas y 
geográficas5:  
 
• Regiones uniformes u homogéneas, delimitadas por factores económicos, geográficos y 
culturales. 
• Región-Plan, identificada como el territorio sobre el cual el gobierno ejerce jurisdicción y 
realiza la planeación. 
• Región Nodal corresponde a la agrupación de zonas alrededor de un polo de desarrollo 
que las une. 
• Región como espacio social, equivalente al lugar donde se dan las relaciones de 
producción y consumo,  y por ende, de dominio de clases, en una dimensión espacio-
temporal. 
                                                 
5Alfredo Rancel Suárez (1993). 
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Al configurarse la región como la dimensión espacial de las relaciones sociales, es depositaria de 
la acción del Estado para promover su desarrollo y a su vez la consolidación del mismo Estado. 
Ahora bien, el desarrollo ha sido identificado con nociones análogas de cambio, progreso y 
evolución. Sin embargo al aplicar el concepto a una sociedad, hay diferentes aspectos 
económicos, sociales, políticos, culturales y geográfico-ambientales que están involucrados en el 
desarrollo de una organización social, que interactúan entre sí y que determinan que el estudio del 
desarrollo social requiera un marco de referencia espacio-temporal que sea dinámico en el tiempo. 
Un enfoque integral del desarrollo de una sociedad  debe considerar todos estos factores. 
 
Ahora bien, el Estado como promotor del desarrollo regional, debe implementar un ejercicio de 
redistribución de recursos entre las regiones para atenuar los desequilibrios entre las mismas. Sin 
embargo el desarrollo regional no se da en una relación vertical gobierno-región, sino mediante 
una acción estatal que promueva la configuración de un escenario regional, donde la sociedad sea 
capaz de dinamizar y consolidar las acciones estatales, con base en sus potencialidades y 
debilidades, de acuerdo a sus propias dinámicas económicas, sociales, políticas y culturales, a 
partir de la autonomía y la participación. Al respecto, Germán Rozas en su visión de la relación 
gobierno-región6 expone: “...en la relación gobierno y región, ningún recurso del Estado en un 
territorio es capaz de provocar un desarrollo si no existe realmente una sociedad regional, 
compleja, con instituciones verdaderamente regionales, con una clase política, con una clase 
empresarial, con organizaciones sociales, sindicales, con proyectos políticos propios, capaz de 
trabajar colectivamente en pos del desarrollo”.  
 
Lograr el anterior cometido puede tener dos concepciones diferentes sobre el papel del Estado. 
Por un lado la necesidad de un Estado fuerte, que al ser capaz de cohesionar políticas 
integradoras y propiciar el desarrollo de las regiones, pueda consolidar su misma existencia. En su 
defecto, se correría el riesgo de la “atomización” de  esas regiones, convertidas en subestados sin 
ningún lazo que las una. Por otro lado, y dentro del fenómeno de globalización a nivel mundial, 
algunas corrientes sugieren  minimizar el papel del Estado en aras de una mayor autonomía 
                                                 
6 German Rozas. “Identidad y Desarrollo Regional”. En la Revista de Psicología de la Universidad de Chile. Volumen 
VII. Santiago de Chile, 1997. pp.8-12. 
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regional para orientar y gestionar su propio desarrollo, incluso con instancias foráneas7. Toma 
aquí fuerza el término de “glocalización”, como un concepto alrededor de una doble mirada del 
territorio y el desarrollo: lo global y lo local. Este escenario presupone una conjugación estratégica 
en dónde lo local trasciende directamente a lo global, como mecanismo de desarrollo, 
aprovechando sus “ventajas comparativas” dentro de una economía globalizada. 
 
El papel de Estado frente a las regiones y al desarrollo no se limita a ser un simple “espectador”. 
Si bien es cierto que las regiones deben entrar a dinamizar procesos propios de gestión y 
desarrollo, el Estado se convierte en un orientador común que permite unificar y viabilizar esos 
esfuerzos en pro de su propia existencia. Las políticas públicas toman entonces el carácter de 
herramientas tendientes a lograr dicho objetivo. Dentro de ellas la descentralización y el 
ordenamiento territorial se han posicionado como esenciales en esta intención del Estado. 
 
C. EL PROCESO DE DESCENTRALIZACIÓN 
      
El concepto de descentralización en el ámbito público, implica el traslado de competencias y 
funciones en las áreas política, administrativa, económica y fiscal de la administración central a las 
autoridades y corporaciones locales ó regionales8. De Mattos (1990, p.182) entiende como 
descentralización el proceso mediante el cual se aumenta el poder y la autonomía de decisión y 
control de recursos, las responsabilidades y las competencias de las colectividades locales. Los 
principios básicos de la descentralización están relacionados con el mayor acercamiento entre el 
gobierno y el ciudadano, así como el logro de una mayor eficiencia en el gasto público en aquellos 
sectores que, como el social, carecen de las economías de escala necesarias para justificar un 
manejo centralizado. 
 
                                                 
7 Las tendencias mundiales de la Globalización de las economías, fortalecen la regionalización de las unidades 
económicas, en las que las ciudades sirven como vínculo con la sociedad global. Surge así el concepto de ciudades-
Estados. Tal puede ser el desarrollo alcanzado por estas ciudades-Estados que incluso pueden liderar economías 
locales gracias a su conexión directa con el mundo. Tal es el caso de Singapur, clave en la recuperación de la crisis 
económica de la región asiática. 
8 Es importante diferenciar el proceso de descentralización del de desconcentración. Mientras que en la 
desconcentración se delegan determinadas funciones operativas a entidades y funcionarios sin autonomía plena, 
manteniendo concentradas la toma de decisiones en el Estado central, la descentralización implica el traslado de 
competencias a entidades y funcionarios con gran autonomía.  
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Horacio Duque Giraldo expone tres enfoques sobre la descentralización, de escuelas que ofrecen 
perspectivas diferentes9: 
 
1. Para la escuela neoclásica la descentralización tiene como objeto alcanzar la asignación más 
eficiente de los recursos del Estado y el mejoramiento de la calidad de los servicios esenciales, en 
donde la relación beneficio-costo es preponderante, lo que implica una orientación eminentemente 
económica, dejando de lado la política y cultural10. 
 
2. La escuela estructuralista define la descentralización como el mecanismo ideal para solucionar 
los principales problemas políticos y económicos de los países latinoamericanos, que se 
caracterizan por una crisis fiscal dada por el endeudamiento externo y consecuentes  ajustes 
internos. El déficit de recursos disminuye el poder de acción social del Estado, que conllevan a la 
pérdida de legitimidad, presión política y polarización socioeconómica. Este fenómeno es propio 
de estructuras centralizadas, donde impera el concepto de Estado de bienestar y la 
implementación de procesos de modernización, que a la postre generan desigualdad regional, 
crecimiento incontrolado de ciudades, alta dependencia de la intervención estatal, y mínima social 
y política. En este escenario la descentralización tendería a promover el desarrollo regional, 
democratizar los procesos sociales, aumentare la participación popular y reducir la injusticia 
social11 (De Mattos, 1990, p.177). 
 
3. Los enfoques apoyados en el marxismo, indican que en tiempos de reestructuración económica, 
a nivel mundial, los países dependientes, que han creado amplias estructuras de intervención 
estatal, viven fuertes presiones, resultado de los ajustes aplicados por la crisis económica, 
consecuencia del endeudamiento externo. Se genera así una crisis en la relación Estado-
Sociedad, ya que la deficiencia de recursos genera incapacidad del Estado para intervenir. La 
                                                 
9 Horacio Duque Giraldo, en “La Descentralización y el desarrollo institucional en Colombia, Hoy” 
10 Herrera (1994, p.46) considera que la posición de la escuela neoclásica presenta dos dificultades: por un lado cree 
ingenuamente en los mecanismos del mercado y por otro considera al Estado neutral, cuando las presiones de los 
diferentes grupos sociales inciden para que el Estado tenga en cuenta sus intereses. 
11 Para Restrepo (1994), la visión de la escuela estructuralista es un tanto romántica, pues su aplicación se basa en un 
criterio armónico de las estructuras locales, olvidando que a nivel local existen diversas tensiones sociales. 
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respuesta debe ser un proceso de modernización del Estado, que implique nuevas posibilidades 
de participación en las áreas políticas, es decir, una “democratización del régimen”12.  
 
La descentralización está asociada a una estructura política de varios niveles que implica la 
distribución de funciones y asignación de recursos para asumirlas, en busca del desarrollo local, la 
equidad, la eficiencia, el desarrollo institucional y una mayor participación social y autonomía. En 
general la descentralización busca que las necesidades y preferencias locales se expresen, se 
escuchen y se resuelvan desde el nivel del gobierno que se encuentra más cerca de las personas 
y que sea capaz de hacer los diagnósticos correctos y responder a las necesidades de los 
habitantes de una manera más eficiente y eficaz, lo que la potencia para redefinir las relaciones 
políticas y sociales de las comunidades. Un proceso efectivo de descentralización debe incluir 
procesos de participación de la sociedad civil en la fiscalización, programación y la conducción de 
la actividad estatal y una estructura funcional e institucional, regional y sectorial que garantice su 
implementación. 
 
La descentralización se enmarca dentro del proceso de modernización y reforma estructural 
correspondiente a una etapa de evolución de las naciones en desarrollo. Como lo sugiere Garay 
(1997, pp.32-33), lo importante no es controvertir la existencia del Estado y el tipo de orientación 
ideológica que aplique la descentralización13, sino definir un Estado que responda más 
eficazmente al reto de un nuevo orden económico y político mundial, que implica una 
reformulación de la lógica política, financiera y administrativa del Estado y permita velar por el 
interés de la sociedad en su conjunto. La reforma del Estado con miras a un proceso exitoso de 
descentralización, debe implicar una mayor participación pública y la acción estatal debe 
orientarse por la prevalencia del interés general sobre el particular. 
 
 
                                                 
12 Haldewang (p.236) considera que el enfoque radical comete una falla al considerar la descentralización como un 
proceso de ajuste demasiado “racional”,  de largo plazo, orientada eminentemente al exterior, de corte eminentemente 
económica. Se desconocen factores internos, políticos, de corto plazo, donde los diversos procesos sociales y 
políticos internos deben ser de importante consideración. 
13Varios autores han relacionado directamente el proceso de descentralización con la viabilidad de la existencia de un 
Estado federalista. Sin embargo otros consideran que mientras en un Estado Federal los Estados que lo conforman 
tienen autonomía y capacidad para autogobernarse y tomar decisiones frente al jurídico, político y social, en un Estado 
unitario como el colombiano se conserva la unidad legislativa, administrativa y judicial.  
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1. DESCENTRALIZACIÓN EN AMÉRICA LATINA 
 
A partir de los años ochenta América Latina experimentó una dura etapa de ajuste económico y 
social, como una vía de  salida a las crisis económicas y sociales de las décadas de los setenta y 
ochenta que resultaron en países incapaces de responder a las necesidades de una sociedad 
cada vez más descontenta y creciente14. Varios Estados latinoamericanos iniciaron profundas 
reformas estructurales, tendientes a cumplir eficazmente los requerimientos de la población. 
Según José Luis Méndez15 “El Estado-Nación, sin desaparecer, se vio forzado a transformarse no 
sólo por presiones transnacionales ligadas al proceso de globalización, sino también regionales y 
locales, a grado tal, que en algunos países aumentó la preocupación por la fragmentación…”.  
 
Estas reformas se han centralizado en aspectos como cambio en las políticas públicas, 
disminución del tamaño del Estado, descentralización en la prestación de los servicios, mayor 
atención a los requerimientos locales, entre otros. Lo anterior supone que el Estado prioriza sus 
acciones en la política social, la macroeconomía, el fomento económico,  y la seguridad pública. 
Igualmente supone el desplazamiento de otras actividades, especialmente de índole productivo al 
sector privado. 
 
Sin embargo la implementación del proceso de descentralización, ha encontrado disímiles 
obstáculos, generados entre otras cosas por la  crisis económica, inapropiadas políticas de 
aplicación, desconocimiento de las dinámicas locales, crisis política, debilidad institucional y 
desorganización local. Otra gran crítica al proceso es que se sus acciones se han enfocado 
principalmente en el traslado de funciones más que en el de competencias.  
 
 
                                                 
14 Para Jean Michael Blanquer y Darío Fajardo, en gran parte de Latinoamérica la descentralización aparece como 
una alternativa para lograr el desarrollo de los países de la región, enfrentados a fuertes crisis sociales y económicas y 
limitación en procesos democráticos y participativos. La descentralización busca  esencialmente diversificar los 
centros de decisión y poder, y por tanto, llevar mayor democracia y autonomía a las regiones, acompañadas de un 
proceso de crecimiento económico viable y sustentable.  
 
15José Luis Méndez en “Regresando al futuro, Postmodernidad y reforma al Estado en América Latina”. Carta 
Administrativa No.85. Pag.33. Santafé de Bogotá, julio de 1997. 
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2. DESCENTRALIZACIÓN EN COLOMBIA 
 
Colombia no fue ajena al fenómeno latinoamericano. El esquema político manejado por décadas16 
redundó en la imposibilidad del Estado para atender las múltiples necesidades de la población, el 
debilitamiento administrativo y financiero de las entidades territoriales, la deficiencia de la 
prestación de los servicios públicos, entro otros aspectos, que promovieron la implementación  
gradual de un proceso de descentralización, que originariamente se limitó a la desconcentración 
de funciones y competencias dejando de un lado la participación y autonomía local17.  
 
Tras varios intentos descentralizadores durante la década de los setenta18, en la década de los 
ochenta a los conceptos de descentralización administrativa y técnica se sumaron las discusiones 
sobre descentralización fiscal, con un énfasis particular en el desarrollo municipal. Con la ley 38 de 
1981 se buscó la incorporación de las regiones al proceso de elaboración del Plan Nacional de 
Desarrollo y se dispuso la conformación de los Comités Departamentales de Planeación. La ley 14 
de 1983, orientada a disminuir la “pereza fiscal”19 de las entidades territoriales,  aumentó la 
                                                 
16 La Constitución de 1886 definió a Colombia como un Estado centralizado políticamente y descentralizado 
administrativamente, forma típica del Estado unitario centralizado, lo que condicionó una relación vertical, en donde el 
poder político del Estado estaba centralizado en las autoridades nacionales, con el Presidente a la cabeza, y las 
competencias administrativas residían en los entes territoriales. A pesar de los cambios políticos y presiones 
regionales, expresados inequívocamente en hechos de violencia que vivió el país durante varias décadas, este 
esquema se mantuvo durante gran parte del siglo XX. 
 
 
18 A mediados de los setenta se tomaron medidas tendientes a promover la asociación de entidades de carácter 
nacional con asociaciones regionales para la ejecución de algunas funciones públicas. En 1968, bajo el gobierno de 
Carlos Lleras Restrepo, se aprobó una reforma constitucional, que incluía reformas administrativas tendientes a la 
tecnocratización de las políticas económicas y el manejo del presupuesto, a través de procesos más integrales de 
planificación y de concentración de funciones en el ejecutivo. En el mismo año se dieron reformas administrativas 
dirigidas a ordenar la función del Estado en las regiones, donde se definió la presencia legal de tres categorías de 
empresas públicas, de acuerdo a la participación del gobierno: establecimientos públicos, empresas industriales y 
comerciales y sociedades mixtas. Por otro lado la ley 33 de 1968 estableció la "cesión a los municipios", monto 
transferido a esas entidades en función del impuesto sobre las ventas. En 1976 el presidente López promovió la 
convocatoria a una “Pequeña Constituyente”, para afrontar dos temas de importancia en la época: la reorganización 
de la justicia y la descentralización. Entre otros aspectos el proyecto se centraba en la regionalización de la 
planificación pública y la organización de las transferencias. Sin embargo fue declarado inconstitucional por la Corte 
Suprema de Justicia. Tomado de “La inestabilidad del Siglo XX: Transición de las instituciones católicas a las 
calvinistas”. Por Juan Manuel Charry Urueña. http://www.charrymosquera.com/documentos/michelse.pdf.2004. En 
1979 mediante los Decretos 2273, 2274 y 2275 de 1978 y 876, el Presidente delegó en los gobernadores el ejercicio 
de algunas funciones nacionales, consideradas como descentralización, pero que efectivamente correspondía  a 
desconcentración de funciones, pues las decisiones políticas y fiscales dependían del Gobierno Central..  
    
19 El concepto de “pereza fiscal” se refiere a la escasa gestión de los entes territoriales para generar recursos propios, 
asociados especialmente a ingresos tributarios. 
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autonomía tributaria de las entidades territoriales y modernizó y amplió las bases de sus 
gravámenes, sobre todo del catastro. 
 
A partir de 1986 la descentralización se focalizó en el municipio colombiano. La ley 12 de 1986 
hizo creciente el porcentaje del impuesto al valor agregado (IVA) que se traspasaba a los 
municipios, y decretos posteriores (el 077 de 1987, por ejemplo) definieron una serie de 
responsabilidades municipales, en particular la provisión de servicios sociales básicos. En 1986 se 
dio un paso importante en materia de descentralización política al establecerse, a través del Acto 
Legislativo No 1, la elección popular de los alcaldes a partir de 1988. 
La Ley 29 de 1989 impulsó la descentralización a nivel administrativo trasladando a los alcaldes el 
nombramiento, la administración y la supervisión del personal docente de los planteles nacionales. 
La nación continuaba pagando los salarios y prestaciones. El Ministerio de educación quedó 
facultado para financiar y organizar, en acuerdo con las entidades territoriales, los Fondos 
Educativos Regionales (FER).  
La ley 10 de 1990 reorganizó el Sistema Nacional de Salud. Como en la educación, se buscaba 
que los municipios asumieran la administración de los servicios. Se modificó el porcentaje del 
Situado Fiscal destinado al sector y se crearon los Fondos Seccionales de Salud para que 
manejasen dichos recursos, junto con las rentas cedidas o transferidas. Se fijaron aumentos 
anuales en los porcentajes del Situado Fiscal. De acuerdo a criterios de necesidades, cobertura y 
población, los departamentos debían distribuir entre los municipios dichos recursos. Se creó un 
fondo con destino a la salud con el recaudo proveniente de los juegos de azar.  
Así, a fines de los años 80 y comienzas de los noventa, el país había llevado a cabo una serie de 
tentativas en materia de descentralización, que implicaban desconcentración-descentralización de 
procesos fiscales y administrativos, la mayoría de ellos implantados sin tener en cuenta una 
estrategia que vinculase los esfuerzos en materia política, institucional, administrativa y fiscal ni la 
capacidad real de los entes territoriales para asumir esas nuevas funciones. La necesidad de 
ordenar el proceso asumiendo que las instituciones existentes no eran capaces de implantar y 
profundizar con éxito el proceso de descentralización, aunado a los nuevos desafíos políticos y en 
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materia de seguridad ciudadana, fueron factores primordiales en la presión popular que condujo a 
la reforma constitucional de 1991. 
3. EL PROCESO DE DESCENTRALIZACIÓN A PARTIR DE LA CONSTITUCIÓN DE 1991 
 
A partir de la Constitución política de 1991, que define al Estado colombiano como una república unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, se 
consolida la descentralización territorial, como proceso político, concertado y participativo, que se 
fundamenta en la transferencia efectiva de poder decisorio, recursos y responsabilidades del gobierno 
nacional a las entidades territoriales. La autonomía de las entidades territoriales queda explicada en 
el artículo 287 de la Constitución: “Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión 
de sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley. En tal virtud tendrán los 
siguientes derechos: 1. Gobernarse por autoridades propias. 2. Ejercer las competencias que les 
correspondan. 3. Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento 
de sus funciones. 4.  Participar en las rentas nacionales” 
 
Dentro del nuevo marco constitucional, se redefinen las competencias de los niveles nacional, 
departamental y municipal, con gran énfasis en la prestación de los servicios públicos y se dan 
importantes aportes que fortalecen el proceso de descentralización, entre ellos: 
 
• Reorganización de las transferencias a las entidades territoriales 
• Elección popular de  autoridades territoriales (gobernadores y alcaldes) 
• Posibilidad de organización flexible de entidades territoriales. Además de las existentes, 
se pueden conformar provincias regiones, entidades territoriales indígenas y distritos 
turísticos e históricos y se pueden asociar lo municipios y las áreas metropolitanas. 
• La conversión de las intendencias y comisarías en departamentos. 
• La creación del Sistema Nacional de Planeación con consejos de planeación del orden 
municipal, departamental y nacional, con participación de gremios, comunidad y otros 
grupos. 
• La obligatoriedad de los planes seccionales de desarrollo, para darle coherencia al uso de 
los recursos transferidos. 
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• La consagración de la participación como principio del Estado, y su injerencia en la 
elaboración, ejecución, contratación, seguimiento y control a las políticas públicas. 
• La creación de los Distritos de Desarrollo fronterizo. 
• La autonomía de las entidades territoriales para emitir títulos y bonos de deuda pública y 
contratar créditos externos20. 
 
En adelante se desarrolla un proceso de expedición de normas que reglamentan los enunciados 
constitucionales en el ámbito de la descentralización, entre ellas: 
 
-Decreto 2132 de 1992: Con el cual se constituye el Sistema Nacional de Cofinanciación, que 
busca concentrar el trámite de todas las fuentes de cofinanciación de los recursos apropiados en 
el presupuesto nacional en pocas. Complementado posteriormente por la Ley 105 de 1993 
 
-Ley 60 de 1993: Desarrolla los artículos 151 y 288 de la Constitución. En ella se dictan las normas 
sobre la distribución de competencia y recursos entre entidades territoriales.  
 
-Ley 99 de 1993: Crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado 
de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables y se organiza 
el Sistema Nacional Ambiental –SINA, determinando nuevas funciones para las entidades 
territoriales en el ámbito del medio ambiente.  
 
-Ley 141 de 1994: Reglamenta los artículos 360 y 361 de la Constitución Nacional y da origen a la 
Comisión Nacional y al Fondo Nacional de Regalías. Amplía los recursos de la descentralización y 
establece las distribuciones, destinación y control de los recursos provenientes de las regalías y 
compensaciones causadas por la explotación de recursos naturales no renovables propiedad del 
Estado. 
 
- La Ley 152 de 1994 ó Ley Orgánica del Plan de Desarrollo: se pasa de una planeación 
                                                 
20 El artículo 295 de la Constitución Política de 1991 establece que “las entidades territoriales podrán emitir títulos y 
bonos de deuda pública, con sujeción a las condiciones del mercado financiero e igualmente contratarán crédito 
externo, todo de conformidad con la ley que regule la materia”.  
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centralizada a la planeación en las entidades territoriales, destacando que “tienen autonomía en 
materia de planeación del desarrollo económico, social y de gestión ambiental” y que “sin perjuicio 
de su autonomía deberán tener en cuenta para su elaboración las políticas y estrategias del plan 
nacional”. Desarrolla el papel de los Consejos de Planeación creados por la Constitución como 
organismos de participación de carácter consultivo. 
 
-Ley 358 de 1997: regula y controla la deuda de las entidades territoriales y con ella se adoptan un 
conjunto de normas que fijan las pautas a las entidades territoriales para su endeudamiento. 
 
-El Acto Legislativo 01 de 2001 que modifica los artículos 347, 356 y 357 de la Constitución de 
1991, crea el Sistema General de Participaciones e incorpora criterios para la distribución de 
recursos,  define los montos e incrementos del Sistema y el cálculo de los mismos. 
 
-La Ley 715 de 2001, por medio de la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y 
competencias de conformidad con los artículos 288, 356 y 357 de la Constitución Política y se 
dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los servicios de educación y salud, entre 
otros, y que modifica en parte a la ley 60 de 1993.   
 
El proceso de descentralización en Colombia es relativamente nuevo. Durante su desarrollo se 
han fortalecido los procesos de participación comunitaria y se han mejorado los índices de 
distribución de los recursos del país21. A pesar de los logros visibles a nivel de descentralización 
fiscal y administrativa, existen razones sociales, económicas y políticas que interfieren en el 
proceso. La falta de reconocimiento de la heterogeneidad territorial y la formulación de políticas 
homogéneas que no tienen en cuenta las características y condiciones políticas, económicas, 
sociales, culturales y ambientales propias de cada región,  han limitado su eficiencia. Igualmente la 
rigidez de las normas, especialmente en lo referente al aspecto fiscal, se ha traducido en 
ineficiencia en la ejecución del gasto público en los niveles territoriales. Se pueden señalar como 
                                                 
21 En el capítulo IV se hace referencia al aumento de los recursos transferidos a los entes territoriales durante la 
década de los noventa, lo que es un indicador de mayor redistribución de los mismos. Por otro lado la ley ha 
establecido un sinnúmero de mecanismos de participación local a los cuales pueden acceder los ciudadanos tales 
como los Consejos Territoriales de Planificación,  las Veedurías Ciudadanas,  
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los problemas más relevantes alrededor del proceso de descentralización que se ha venido 
adelantando en Colombia los siguientes: 
 
• Compleja reglamentación y organización administrativa, que se traduce en falta de 
consenso en las responsabilidades de los distintos niveles de gobierno. 
• Incipiente participación ciudadana dados los mecanismos existentes. A pesar de que 
legalmente existen diversos mecanismos de participación ciudadana, el control político y 
electoral sigue asociado a los intereses de políticos regionales y la gestión pública sigue 
vinculado a dichos intereses. La falta de participación, el desinterés por los asuntos 
públicos,  la falta de sentido de pertenencia de la comunidad facilitan la corrupción 
administrativa. 
• Falta de diseño e implementación de instrumentos que definan las relaciones fiscales 
intergubernamentales, lo que propicia la duplicidad de funciones, la ineficiencia en el 
gasto y la desatención de funciones a cargo de los diferentes entes territoriales. 
• Falta de control y responsabilidad en procesos de endeudamiento a nivel local. La crisis 
fiscal de los entes territoriales (municipios y departamentos) en la década del noventa fue 
una de las primeras consecuencias de la capacidad de endeudamiento local22. La 
irresponsabilidad de los gobiernos locales para asumir créditos internos y externos 
redundó en endeudamientos imposibles de pagar, que a la postre significó el compromiso 
de gran parte de los recursos públicos en pagos de servicio de la deuda, desatendiendo 
otros sectores prioritarios, y en la implementación de medidas tendientes a reestructurar 
los entes territoriales (minimizarlos), para subsanar el déficit fiscal23.  
                                                 
22 En Colombia Deuda Pública y Territorial se hace un análisis exhaustivo de la crisis fiscal de los departamentos y 
municipios a finales de la década de los noventa, haciendo énfasis en el aumento de las carteras municipales y 
departamentales como % de los ingresos corrientes, el aumento de los gastos departamentales y municipales como 
porcentaje del PIB, la irresponsabilidad en las operaciones de crédito pública, tanto de las entidades financieras para 
otorgarlas como de los entes territoriales para su control e inversión y la implementación de la 550 de 1999 orientada 
a la reestructuración de la deuda pública de los departamentos y municipios. 
23 Las condiciones de crisis están vinculadas a los procesos de globalización, apertura y privatización asociadas no 
sólo al sector económico, sino a la concepción del Estado y su función pública y social a nivel regional y local. Las 
corrientes neoliberales y económicas recientes abogan por la disminución del tamaño del Estado, orientaciones 
defendidas generalmente por entidades internacionales financieras como El Banco Mundial. Dentro de esta 
concepción, la privatización de los servicios públicos ocupa un lugar preponderante. Y bajo esa orientación, en 
Colombia se ha privatizado gran número de empresas de servicios públicos, con consecuencias  tales como el 
encarecimiento de los servicios, la deficiencia en la prestación de los mismos, el descontento de la sociedad, 
reacciones y políticas de “no pago” por parte de la comunidad. 
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• Falta de apoyo político al proceso de descentralización. Un ejemplo de esta falta de 
apoyo es el trámite de la promulgación de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, 
instrumento insuperable para consolidar el proceso de descentralización en Colombia.  A 
pesar de ello el legislativo ha ocupado más de 10 años en el trámite de esta Ley.  
 
El actual gobierno del presidente Uribe, plantea en su Plan de Desarrollo la construcción de un 
“Estado comunitario” por medio de cuatro objetivos: brindar seguridad democrática, impulsar el 
crecimiento económico y sostenible, construir equidad social e incrementar la transparencia y 
eficiencia del Estado. La propuesta  para profundizar el proceso de descentralización se centra en: 
promoción de mecanismos de participación ciudadana, fortalecimiento de la capacidad fiscal y 
gestión de las regiones, delegación de competencias de entidades nacionales a un nivel 
intermedio del gobierno y creación de un esquema permanente de la descentralización y 
promoción de procesos de gestión y ordenamiento territorial. El Plan le apunta a la seguridad y la 
consolidación económica para avanzar en otras áreas, especialmente de índole social.  
 
Queda entonces planteado el problema de que si no se hacen efectivos los avances en la 
seguridad y la economía, difícilmente se van a dar los resultados en el área social. Los avances en 
materia económica y de seguridad han tenido múltiples altibajos en el país en los últimos años y 
actualmente presenta síntomas de un claro  desmejoramiento24.  Este es, pues, un panorama 
poco halagador para consolidar procesos que se apoyaban, como el del ordenamiento territorial y 
la descentralización, sobre la buena marcha del sector económico y el orden público. 
 
D. DESCENTRALIZACIÓN Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
 
El Ordenamiento Territorial se entiende como una política de Estado, que es, a la vez, instrumento 
de planificación y de gestión y un proceso de construcción colectiva orientado a propiciar una 
                                                 
24 Las últimas cifras sobre pobreza reveladas en Colombia indican que alrededor de 10 millones de personas viven por 
debajo de los niveles de pobreza, es decir, en estado de indigencia. En informe de la Contraloría General de la 
República de agosto de 2004, se señala que el índice de pobreza en Colombia creció del 51,8% en el 2003 al 64,3%  
en el 2004.Entre los contratiempos de índole económico y de seguridad que ha tenido que afrontar el gobierno en los 
últimos tiempos se tiene: la caída del referendo que contenía importantes cambios en materia fiscal; las dificultades de 
aprobación de la reforma pensional y tributaria ante el congreso; la disminución de ingresos del sector exportador por 
la caída del dólar; la insostenibilidad de la deuda externa que pasó del 9% del PIB en 1996 a cerca del 25% del PIB .El 
Problema Fiscal, antecedentes y soluciones. DNP, 2004.  
  
34
 
adecuada organización político-administrativa del país y desarrollo armónico de las regiones. La 
principal finalidad del ordenamiento territorial es promover el equilibrio, la solidaridad y la 
complementariedad entre la Nación y las entidades territoriales, adecuando el régimen político-
administrativo para promover el desarrollo, regulando la transformación, ocupación y uso del 
territorio, de acuerdo con estrategias de desarrollo social, económico, ambiental y el respeto a la 
diversidad étnica y cultural. Para Fals Borda, el ordenamiento territorial como política de estado 
debe considerar la creación de nuevas entidades espaciales funcionales a nivel interno y externo y 
se debe revisar, eliminar o desactivar límites y fronteras resultantes de prácticas geopolíticas 
verticales que no respondan a las dinámicas sociales reales del territorio.  
 
Dentro de la estrategia de profundización de la descentralización, el ordenamiento territorial es eje 
central, como motor de consolidación de la autonomía territorial y del fortalecimiento de las 
relaciones de la comunidad con su entorno, de la consolidación de la gobernabilidad y la 
distribución de competencias entre la nación y las entidades territoriales.  
 
Como lo señala Juan Manuel Garcés (1999, p.11), “cuando se habla de ordenar el territorio, está 
implícito mucho más que la clasificación del uso del suelo, el establecimiento de restricciones 
naturales o la delimitación del ejercicio de la propiedad; se habla también de la política que define 
las reglas de apropiación y el aprovechamiento y transformación del suelo y los recursos; e implica 
además la elección de modelos de gobernabilidad, de reconocimiento, tratamiento y negociación o 
superación de conflictos entre diferentes grupos y proyectos sociales”. 
 
El proceso de configuración espacial y ordenamiento del territorio en Colombia ha sido 
influenciado por diversos factores de índole social, político y económico que han permitido 
configuraciones socio-espaciales diferenciadas. El  modelo de ordenamiento que ha prevalecido 
durante las últimas décadas en el país ha sido débil y esto se refleja en la ilegitimidad y ausencia 
del Estado en algunas regiones, la violencia regional y local, el uso inadecuado de los recursos, el 
deterioro ambiental, la marginalidad de los territorios y sectores sociales, la confusión y duplicidad 
de funciones entre entidades y niveles del Estado, la falta de reconocimiento de la diversidad 
cultural y étnica de las regiones y los territorios indígenas. 
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Desde  la Constitución de 1991 se ha impulsado un proceso de reestructuración del Ordenamiento 
Territorial en el país, implementado un marco institucional que ha dado algunos aportes en este ámbito. 
Los primeros esfuerzos se concentraron en la creación de la Comisión de Ordenamiento Territorial (1991-
1994), como instancia asesora y de consulta sobre ordenamiento territorial. Igualmente vale 
destacarse la puesta en marcha de la formulación de los Planes de Ordenamiento Territorial de los 
municipios y distritos (POT), ordenada y reglamentada por la Ley 388 de 1997 que establece los 
mecanismos que permitan al municipio promover el ordenamiento de su territorio, el uso equitativo 
y racional del suelo, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural localizado en su 
ámbito territorial entre otras competencias. Igualmente importante es el Decreto 879 de mayo de 
1999 que definió disposiciones adicionales de ordenamiento territorial municipal y distrital y planes 
de ordenamiento territorial. 
 
Pero definitivamente el objetivo más importante dentro del marco del ordenamiento territorial en el 
país ha sido la promulgación de una nueva ley marco u orgánica que lo reglamente. Desde que se 
presentó el primer proyecto de Ley de ordenamiento territorial (1994) hasta la fecha, transcurridos 
once años, son múltiples los proyectos presentados sin que se haya logrado tal objetivo.  
 
E. LA LEY ORGÁNICA DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
 
Mediante el Decreto 797 de 1999 se creó La Comisión Intersectorial  para la redacción del 
Proyecto de Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial-LOOT. La ley Orgánica de Ordenamiento 
Territorial, además de reorganizar el territorio del Estado, establecerá el marco orgánico dentro del 
cual se asignarán las competencias de las entidades territoriales y tiene por fundamento 
establecer el rol y las relaciones de los diversos entes territoriales, así como precisar el alcance de 
las nuevas figuras constitucionales como las entidades territoriales indígenas.  
 
El trámite de la Ley en el Congreso de la República ha sido “tortuoso” por llamarlo de alguna 
manera. Todos los gobiernos establecidos desde la Constitución de 1991 hasta la fecha han 
presentado varios proyectos sin éxito ante el Congreso. Son múltiples los motivos por los cuales 
se ha dificultado la expedición de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial en el país, pero 
cabe la pena destacar los siguientes: 
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• Los intereses políticos de orden regional que ven cambiar los escenarios donde actúan y 
las condiciones políticas de los mismos. 
• La claridad de las definiciones conceptuales acerca de las nuevas estructuras 
territoriales, especialmente en lo referente con región.  
• El temor del gobierno central, en la cesión de competencias a los entes territoriales, sobre 
todo por impulsar movimientos autonomistas en las regiones que minimicen el papel y la 
visión del Estado. 
• El problema de duplicidad de competencias entre los entes territoriales, especialmente 
entre municipios y departamentos, que puede generar en duplicidad de funciones ó 
ausencia de prestación de servicios. 
• Los intereses económicos de los entes territoriales por cesión de recursos. 
• La dinámica política cambiante que surja y promueva la formación de nuevos poderes 
políticos, en detrimento de los poderes políticos asociados a los partidos políticos 
tradicionales (liberal y conservador).  
• La especificidad y diferencias marcadas entre entes territoriales similares, que limitan e 
imposibilitan la aplicación de pautas normativas homólogas de acuerdo al tipo de ente 
territorial. 
 
En la actualidad el gobierno ha radicado el proyecto de Ley número 016 de julio 20 de 2003 
ante el Senado de la República, “por el cual se dictan disposiciones orgánicas en materia de 
ordenamiento territorial”. En la redacción del proyecto cabe la pena señalar el objetivo expreso en 
el artículo 1 de “expedir normas orgánicas de ordenamiento territorial, establecer reglas para 
impulsar la descentralización y autonomía de entidades territoriales, y adecuar y flexibilizar la 
organización político administrativa del Estado en el territorio a través de la promoción de los 
procesos de asociación entre las entidades territoriales”25 
 
El artículo 2 establece los principios generales que orientan el proyecto, expresados en: desarrollo 
sostenible, diversidad, gradualidad y flexibilidad, promoción de asociaciones, equidad social y 
                                                 
25 Extraído del Proyecto de Ley número 016, Senado de la República, Julio 20 de 2003, “Por el cual se dictan 
disposiciones en materia de ordenamiento territorial”. Ministerio del Interior 
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equilibrio territorial, economía y buen gobierno, responsabilidad y transparencia. Los fines del 
ordenamiento territorial sobre la organización territorial se definen como: descentralización 
territorial, autonomía de entidades territoriales, democracia, participación ciudadana, pluralismo, 
integridad territorial del Estado, responsabilidad política de elegidos frente a sus electores, 
prevalencia del interés general, función administrativa, coordinación, concurrencia y subsidiariedad 
entre distintos niveles territoriales. Y los fines como: promover capacidad de gestión y 
administración de sus intereses, integración territorial, traslado de competencias y poder de 
decisión de órganos centrales y órganos descentralizados del gobierno del orden nacional a 
niveles territoriales, con asignación recursos. 
 
Fernando Londoño Hoyos, en la exposición de motivos que realiza del Proyecto de Ley Orgánica 
de Ordenamiento Territorial, lo destaca como un esquema flexible, de concertación libre y 
voluntaria de recursos y competencias, que permite a los entes territoriales gestionar sus asuntos 
con autonomía y criterios de descentralización, de acuerdo a sus dificultades, limitaciones y 
circunstancias especiales, lo que supone la posibilidad  de asignar competencias especiales a 
cada tipo especial de ente territorial. Estos “escenarios flexibles” permiten mejorar la capacidad de 
gestión de los entes territoriales y lograr mayor eficiencia en sus tareas. En suma se supone que el 
proyecto busca aumentar la capacidad productiva de las entidades territoriales, mayores niveles 
de gobernabilidad y eficacia real de gestión, de acuerdo a diversidad de tipologías y variables de 
cada entidad territorial.  
 
El proyecto de Ley 016 de 2003 inició su trámite en el periodo legislativo que inició el 20 de julio de 
2004 en la Cámara de Representantes bajo el número 270/04. Durante este periodo presentaron 
tres debates26. Después de su trámite por la Comisión Primera y la Plenario del Senado, espera 
recibir ponencia para ser debatido en la Cámara de Representantes con una prioridad ata. En el 
resumen legislativo “20 de julio – 16 de diciembre de 2004”, de la Oficina de Información y Prensa 
de la Cámara de Representantes, no se hace referencia específica al trámite del Proyecto de 
                                                 
26 El Primer debate en el Senado se dio el 12 de octubre de 2004, con ponentes José Renán Trujillo García, Andrés 
Gonzáles Díaz, José Piñacué Achicue y Juan de Jesús Córdoba Suárez, el cual terminó sin pliego de modificaciones. 
El segundo debate en el Senado se dio también en octubre de 2004, con los mismos ponentes,  se presentó un pliego 
de modificaciones (artículos 3, 6, 14, 18 y 21) y se solicitó dar  segundo debate a los miembros de la Plenaria del 
Senado. Se hizo un tercer debate en la Cámara de Representantes a cargo de los coordinadores de los ponentes. Ver 
http//www.asocars.org.co/searc_law_project.asp?idproyecto-1. 
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Ordenamiento Territorial ni lo señala como prioritario dentro los proyectos que harán trámite el 
siguiente periodo.  
 
Existen sectores optimistas sobre el trámite de la ley de Ordenamiento Territorial en el Congreso, 
pues de hecho se ha avanzado en su discusión y creen que tiene reales posibilidades de ser 
aprobado por el Congreso de la República, lo que significa un avance ante el atraso del país en 
este tema. Otros sectores consideran improbable la aprobación de la ley, por lo difícil de conciliar 
las expectativas de las diferentes entidades regionales, la realidad social, económica, cultural y 
política de las mismas y las dificultades que generarían los nuevos escenarios y competencias en 
el orden territorial. 
 
De todas maneras, el trámite del mismo debe ser cuidadoso en que se cumplan los objetivos 
generales que persigue: “expedir normas orgánicas en materia de ordenamiento; establecer reglas 
para impulsar la descentralización y autonomía de las entidades territoriales y flexibilizar la 
organización político-administrativa del Estado en el territorio…”27. Este ejercicio debe tener 
consideraciones especiales sobre la comprensión del territorio que debe orientar el ordenamiento 
y la asignación de competencias y funciones a nivel regional, de acuerdo a la capacidad real de 
los mismos para asumirlas. 
 
Hemos avanzado un primer paso en la comprensión del contexto teórico relacionado con el papel 
del Estado en relación con la sociedad que lo habita, bajo la orientación de la región como 
construcción social y el proceso de ordenamiento del territorio y la descentralización que ha 
caracterizado durante las últimas décadas la acción del Estado en busca del desarrollo regional. 
Atendiendo a dichos lineamientos se debe identificar cómo ha sido esa acción del Estado en la 
región amazónica y la evaluación de la misma en el ordenamiento y organización del territorio, con 
énfasis en las comunidades indígenas, tema sobre el que se ocupa  el presente trabajo. 
 
 
 
                                                 
27 Artículo 1º. Objeto de la Ley. Proyecto de ley 016/03, “Por el cual se expiden normas orgánicas en materia de 
Ordenamiento Territorial y se dictan otras disposiciones”. Aprobado en Plenaria del Senado. 
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CAPITULO II 
 
TERRITORIALIDAD Y DESCENTRALIZACIÓN EN EL CONTEXTO AMAZÓNICO 
 
A. DINÁMICAS DE OCUPACIÓN Y PRESENCIA DEL ESTADO COLOMBIANO EN LA 
REGIÓN AMAZÓNICA 
 
La actividad estatal como dinamizadora de la ocupación amazónica no ha tenido en Colombia la 
misma importancia que en otros países de la región como Brasil28. De hecho después de varios 
siglos de “olvido” por parte del gobierno las principales acciones estatales se dan a comienzos del 
siglo XX como reacción al enfrentamiento con el Perú, y aún después las políticas oficiales no han 
estado acompañadas de acciones integrales tendientes a lograr una presencia efectiva en la 
región. La ocupación del territorio se inicia como respuesta de España ante el expansionismo 
portugués, liderada por grupos misioneros católicos y que posteriormente se dinamizó por 
fenómenos como los booms extractivistas (caucho, animales, pieles, oro), por la colonización 
campesina y más recientemente por los cultivos ilícitos e intereses de índole económico. 
 
En Domínguez (1999, p.48), se señala como en virtud del Tratado de límites Salomón-Lozano de 
1922 entre Colombia y Perú, se hace entrega formal  del territorio fronterizo reconocido en el 
mismo29. El hecho histórico que marca un real proceso de presencia del Estado colombiano en 
esta región fue la toma de Leticia por parte del Perú en el año de 1932 que desencadenó en un 
enfrentamiento bélico y un proceso de negociación con arbitramento extranjero, que terminó con la 
entrega oficial de Leticia por parte del Perú en el año de 1933. 
 
En el contexto de la organización política y el ordenamiento territorial del Estado colombiano, el 
hoy departamento del Amazonas ha atravesado por diferentes momentos históricos, que han 
                                                 
28 En Brasil ha existido una política de colonización oficial de “Conquista de la Amazonia”, acompañada por la 
construcción de una enorme red de carreteras de más de 13.500 kms., entre ellas la Transamazónica y la Perimetral 
del Norte. Así mismo el gobierno brasilero ha realizado grande inversiones en proyectos de desarrollo en sus 
principales estados amazónicos: Para y Amazonas. Proyectos que en la actualidad incluyen actividades industriales y 
agropecuarias.  
29 Parte de estos territorios, así como parte de la Comisaría Especial del Putumayo,  conformarán la Comisaría del 
Amazonas. 
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correspondido a la visión del gobierno central sobre su territorio, que como lo anota Fernando 
Franco (1998, p.2), estaba orientada por dos hechos: los bajos niveles de ocupación y la presencia 
mayoritaria de población indígena, lo que redundaba en una bajo interés, y por tanto, ausencia de 
políticas capaces de promover el desarrollo de la región. 
 
B. EVOLUCIÓN DE LA ORGANIZACIÓN POLÍTICO-ADMINISTRATIVA  Y FISCAL DEL 
DEPARTAMENTO DEL AMAZONAS 
      
1. CONFORMACIÓN POLÍTICO ADMINISTRATIVA DE LOS TERRITORIOS 
NACIONALES 
 
A partir de 1764 se crearon en América varias Intendencias, compuesta a su vez por varias 
provincias.30. Hacia 1808 existían en el territorio colombiano las intendencias de Santa fe, 
Cartagena, Santa Marta, Riohacha, Chocó y Antioquia. En la carta de 1821 se divide el territorio 
colombiano en departamentos, éstos en provincias, las provincias en cantones y estos últimos en 
parroquias. La Carta Constitucional de 1832 define nuevamente la división territorial luego de la 
disolución de la Gran Colombia y la constitución del Estado de la Nueva Granada, restableciendo 
las provincias y se suprimieron los departamentos. La Reforma constitucional de 1853 introduce el 
“régimen municipal” y el de un régimen especial de gobierno para algunas secciones territoriales 
del país que se convertirían después en el régimen Intendencial y Comisarial. 
 
La Constitución Federal aprobada por la Convención de Rionegro en 1863 conservó la división 
territorial de la Confederación Granadina con el nombre de Estados Unidos de Colombia y 
restableció el régimen especial para ciertos territorios mediante disposición legal para el caso pero 
administrados por el Gobierno General31 .  
 
                                                 
30 La  primera Intendencia en América fue la de Venezuela, con el objeto de sanear la Hacienda Pública y de 
centralización administrativa y funciones de Policía como el fomento de la Población, la construcción y el 
mantenimiento de poblados indígenas, la reparación de los caminos, el acondicionamiento de los pueblos”. (Díaz, 
Herrera. p.9, 1984). 
31 El artículo 78 de la Constitución de Rionegro dice “Serán protegidos por una ley especial los territorios poco 
poblados, u ocupados por tribus de indígenas, que el Estado o los Estados a los que pertenezcan, consientan en 
ceder al Gobierno General con el objeto de fomentar colonizaciones y realizar mejoras materiales”. 
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Con la Constitución Política de 1886 se constituye la República de Colombia, compuesta por 
secciones territoriales denominadas departamentos que correspondían a los anteriores Estados. 
Los “territorios nacionales” fueron incorporados a las secciones territoriales a que habían 
pertenecido, ahora departamentos, pero su administración estaba a cargo del Gobierno 
Nacional32. 
 
El Acto Legislativo de 1910, reformatorio de la Constitución Nacional dispuso en su artículo 49 que 
los Departamentos de dividieran en Distritos Municipales. La Ley 88 de 1910 creó el Régimen de 
las Comisarías  y estableció que en los Territorios de San Martín, Casanare, Caquetá, Guajira y el 
Chocó, el Poder Ejecutivo podría crear Corregimientos o Comisarías Especiales si lo estimaba 
conveniente. 
 
La Reforma de 1936 dispuso que el territorio nacional se dividiera en departamentos, intendencias 
y comisarías y a su vez los departamentos se dividieran en distritos o distritos municipales. Las 
Intendencias y Comisarías quedaban bajo la administración del gobierno, con el poder de crearlas 
o suprimirlas, darles estatutos especiales y reglamentar su organización electoral, judicial y 
contencioso-administrativa. La Enmienda de 1945 determina que las Intendencias y Comisarías se 
dividían como los departamentos, en municipios y otorgó al legislador determinar el “régimen 
especial” de las mismas. 
 
La Comisaría del Amazonas fue creada mediante Decreto de 1930, designando como capital a 
Leticia33.  La ley 2a. de 1943 se confirmó la categoría de la Comisaría y a Leticia el de 
corregimiento. Mediante la Ley 60 de 1963 el Gobierno Nacional decretó la creación del municipio 
de Leticia. Con expedición de la Constitución de 1991 las comisarías e intendencias se convierten  
en departamentos y específicamente mediante el Decreto 2274 del 04 de octubre de 1991 de la 
                                                 
32 El artículo 4 de la Carta de 1886 dice “Las secciones que componían la Unión Colombiana denominadas Estados y 
Territorios Nacionales, continuarán siendo partes territoriales de Colombia, conservando los mismos límites actuales y 
luego la denominación de departamentos”. Artículo 6: “ Por medio de una ley aprobada en la forma ordinaria y sin la 
condición antedicha, podrá el Congreso separar de los departamentos a que ahora se reincorporan, o a que han 
pertenecido, los territorios a los que se refiere el artículo 4º., o las islas, y disponer respecto de unos y otras lo más 
conveniente”. Por ejemplo, la Ley 13 de 1852 permitió segregar los territorios de Casanare y San Martín de los 
departamentos de Boyacá y Cundinamarca para crear las Intendecias del mismo nombre. 
33 Domínguez, Camilo. “Departamento del Amazonas, el hombre y su Medio”. Pag.48.  
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Presidencia de la República, se la erige como Departamento del Amazonas a partir del 5 de 
octubre de 1991. 
 
2. MANEJO ADMINISTRATIVO Y FISCAL DE LOS TERRITORIOS NACIONALES 
 
El manejo y administración de las Intendencias y Comisarías estaba a cargo de la Dirección 
General de Intendencias y Comisarías del Ministerio de Gobierno. La ley 2 de 1943 estableció 
normas sobre la división administrativa, la administración y el régimen electoral de las 
Intendencias y Comisarías (Estatuto 2451 del 14 de diciembre de 1943). Aunque simulaba la 
organización de los departamentos, señalaba muy generalmente las funciones de los Intendentes 
y los Consejos Intendenciales, que tendrían las mismas funciones, “guardando las proporciones”, 
que los gobernadores y Asambleas departamentales respectivamente.  
 
El Acto Legislativo  No.1 de 1968 (artículos 2 y 3) autorizó al legislador para segregar territorio de 
un departamento y erigirlo en Intendencia o Comisaría y lo faculta para erigir mediante leyes, las 
Intendencias y Comisarías en Departamentos, si cumplían los requisitos prescritos en el artículo 5º 
de la Constitución Nacional, indicando que bastará con la mitad de la población y renta 
establecidos en el mismo. 
 
En 1978, mediante el Decreto 1925 del 12 de septiembre, se creó el Departamento Administrativo 
de Intendencias y Comisarías (DAINCO), dependiente de la Presidencia de la República, en 
reemplazo de la Dirección General de Intendencias y Comisarías del Ministerio de Gobierno. Su 
función consistía en velar por la promoción y el desarrollo económico, cultural y social de las 
regiones “rezagadas”. Asesorado por el Consejo Nacional de Intendencias y Comisarías, DAINCO 
se ocupó de los aspectos de planificación, coordinación, ejecución y control de las Intendencias y 
Comisarías.  
 
DAINCO se convierte en el órgano regulador de la política fiscal de estos territorios, encargándose 
del trámite de solicitud de créditos y contra créditos, coordinación de planes y programas, 
coordinación  de la inversión de recursos de las entidades nacionales (ICEL, Caminos Vecinales, 
Instituto Nacional de Salud), coordinación de programas de integración fronteriza, celebración de 
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contratos con entidades públicas o privadas para la ejecución de obras en sus territorios y 
aprobación y modificación de algunos de los actos de las autoridades intendenciales y 
comisariales. 
 
La capacidad de las Intendencias y las Comisarías para gobernarse y gestionar sus asuntos era 
escasa y no gozaban de la misma autonomía que los departamentos y los municipios. La 
Administración era ejercida eminentemente por Gobierno Nacional que limitaba la autonomía de 
las autoridades intendenciales y comisariales. La gestión y control de sus asuntos lo ejercían 
diversas autoridades: en unos casos directamente el gobierno nacional (presidente de la 
República); en otros los Ministros del Despacho o Jefes de Departamentos Administrativos, el 
Departamento Administrativo de Intendencias y Comisarías y en menor grado el Intendente o 
Comisario como agente local del Gobierno Central. De todas maneras las decisiones de todas las 
autoridades estaban bajo el control del Gobierno Central; inclusive los Consejos Comisariales e 
Intendenciales, órganos deliberadores de las Intendencias  y Comisarías, no tenían, en principio, 
capacidad de decisión y autonomía propias, en parte, porque la mayor parte de sus miembros era 
designada por el Gobierno Nacional34. 
 
Los municipios y corregimientos intendenciales y comisariales podían ser modificados por el 
Gobierno Nacional y no por las autoridades locales. El régimen municipal de las Intendencias y 
Comisarías no se regía integralmente por el régimen de los municipios departamentales. Existían 
múltiples excepciones. Inicialmente la elección de los Consejeros intendendeciales y comisariales  
se hacía desde el gobierno central; luego evolucionó a elección popular 
 
Las decisiones en el ámbito fiscal no eran la excepción en el manejo centralista de los llamados 
territorios nacionales. Los recursos para inversión y funcionamiento dependían de las 
transferencias de la Nación y recaía en el gobierno central todas las decisiones en esta materia. 
Incluso la mayoría de los funcionarios que manejaban a nivel local las diferentes entidades 
gubernamentales eran foráneos. 
                                                 
34 Según el Decreto 1926 de 1975 (artículos 6, y  8), los Consejos Intendenciales eran corporaciones administrativas 
de elección popular integradas por Consejeros en número de ocho a quince, según lo determinara el Gobierno, 
teniendo en cuenta la población respectiva. Por su parte los Consejos Comisariales (artículos 10, 11 y 12) estaban 
integrados por nueve consejeros, de los cuales cuatro eran elegidos popularmente y cinco designados por el Gobierno 
Nacional, por un periodo de dos años. 
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El Consejo Comisarial, a iniciativa del Comisario, expedía el presupuesto de Rentas y Gastos de la 
Comisaría, votaba impuestos y contribuciones, fijaba tasas y tarifas para servicios que prestara 
directamente la Comisaría. Sin embargo el recaudo de recursos propios  era exiguo e inalcanzable 
para cubrir los gastos de funcionamiento, suplidos por el Gobierno Nacional y, por tanto, bajo 
sujeción de DAINCO para su ejecución.  
 
El ejercicio de la administración presentaba diversos inconvenientes,  principalmente por la baja 
capacidad operativa en la región, las condiciones geográficas y ambientales, las grandes 
distancias e inaccesibilidad a los territorios, las condiciones climáticas restrictivas, entre otras, que  
generaban altos costos de transporte y demás inconvenientes operativos que  propiciaban el uso 
de intermediarios, burocratizando así los procesos administrativos, financieros y de gestión, que 
obviamente  disminuían la efectividad del uso de los recursos. El control fiscal en estos entes 
territoriales era ejercido por la Contraloría General de la República, a diferencia de los 
departamentos que tenían sus propias Contralorías.  
 
La Ley 38 de 1981 que reglamentó la elaboración del Plan de Desarrollo Económico y Social en el 
gobierno de Belisario Betancourt, organizó en las Intendencias y Comisarías los Consejos de 
Planeación. La Ley 10 de 1983 o “Ley de Política de Fronteras”, enmarcada dentro del deseo del 
gobierno de promover y encausar el desarrollo económico y social de los llamados “territorios 
nacionales” y estimular el desarrollo de las regiones fronterizas, la mayoría comprendidas dentro 
de los territorios de las Intendencias y Comisarías, concedió al Presidente facultades 
extraordinarias que a la postre permitió la expedición de ocho Decretos extraordinarios  para poner 
en marcha la política de fronteras. En ese contexto se crean cuatro corporaciones regionales de 
desarrollo (Guajira, Cesar, Norte de Santander y Putumayo).  
 
Con la Ley 414 de 1983 se fortalecieron los fiscos regionales, al reglamentar y trasladar el recaudo 
e inversión de varios tributos de carácter nacional al local (municipal y departamental), como: 
catastro, impuesto predial, impuesto de Renta y Complementarios, impuesto de Industria y 
Comercio, impuesto de circulación y tránsito, impuesto al consumo de licores, impuesto al 
consumo de cigarrillos y normas sobre el impuesto a la gasolina.  
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3. FUNCIONAMIENTO DE LA COMISARÍA DEL AMAZONAS 
 
La Comisaría del Amazonas recibió el trato dado a los llamados “territorios nacionales”35, de 
acuerdo a las características y normatividad descrita anteriormente. Su estructura política antes de 
la Constitución de 1991 estaba conformaba por el municipio de Leticia36, capital comisarial, nueve 
corregimientos comisariales y cuatro inspecciones de Policía. El gobierno local estaba a cargo del 
Comisario, quien daba instrucciones directas a los Corregidores e inspectores de Policía, cabezas 
visibles de las divisiones territoriales y ejercía, respecto del Corregimiento, las funciones que en 
los municipios le correspondían a los Concejos Municipales, en cuanto fueran aplicables. Los 
corregidores estaban asesorados por una Junta de Fomento.  
 
Con interés en revisar el  escenario previo a la Constitución de 1991, relacionado con la 
organización territorial, política y administrativa y con la presencia del Estado en general en esta 
región, se realizó un diagnóstico con varios actores políticos de las décadas de los setenta y 
ochenta en el departamento. De este se deduce, tal como se expresa en la anterior reseña, la 
dependencia política y fiscal absoluta del nivel central del gobierno. 
 
La designación directa del intendente y el alcalde municipal, de ternas presentadas al Ministerio de 
Gobierno por parte de los congresistas del departamento de Caquetá37, obedecía la mayoría de 
las veces a intereses de índole económico y burocrático de las clases políticas y económicas 
dominantes en la región. La mínima estructura de comunicaciones y acceso a los centros urbanos 
del centro del país limitaban de una manera importante la capacidad de interlocución de las 
autoridades locales con el nivel central. En el caso de la Comisaría del Amazonas, la fortaleza 
política era mínima pues no tenía representación directa en el congreso. Por ejemplo, la figura del  
                                                 
35 Como lo presentan Díaz y Mow (1984), refiriéndose al término Territorios Nacionales. “esta expresión…debe ser 
proscrita para siempre del léxico oficial y cívico de Colombia. En primer lugar porque no contempla nuestra 
Constitución unas entidades político-administrativas territoriales con ese nombre…en segundo lugar Colombia, como 
lo sabe cualquier estudiante de primer año de Derecho, no tiene “territorios”, sino uno solo: el territorio nacional, que 
constituye un elemento esencial del Estado, indivisible, incólume, sobre el cual éste ejerce soberanía…” 
36 Sólo Leticia, como estructura político-administrativa, llenaba los requisitos para conformarse como municipio de la 
comisaría del Amazonas. 
37De acuerdo a la circunscripción nacional vigente en la época, el  Amazonas era representado en el congreso por el 
departamento del Caquetá. Dado el número de habitantes no tenía derecho a participación directa en el Congreso. 
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senador Hernando Turbay Turbay del Caquetá, es referencia importante en las decisiones 
políticas regionales en las décadas de los setenta y los ochenta.  
 
En este escenario la importancia de Leticia como centro urbano era relativamente invisible y 
estaba relegada por la relevancia, gestión y las políticas que se manejaban desde la Comisaría y 
el interior del país. En este sentido es claro anotar que simultáneamente se venían dando 
procesos de conformación, reorganización  y reconocimiento legal de territorios, que estaban 
pautados por la evolución de la política indígena en Colombia y en la región (constitución de 
resguardos, el fuero indígena, movilidad y nuevos procesos de colonización), que se desarrolla en 
el contexto de la Amazonia como un proceso parcialmente aislado. 
 
C. EL CONTEXTO INDÍGENA EN LA REGIÓN AMAZÓNICA 
 
1. RECONOCIMIENTO LEGAL DE LAS COMUNIDADES INDÍGENAS 
La legislación nacional otorga a los indígenas el derecho sobre los territorios ancestralmente 
ocupados, su aprovechamiento y el uso de los recursos naturales. La legitimización y 
reconocimiento de las tierras se hace bajo la figura jurídica de Resguardos Indígenas en propiedad 
colectiva de la misma, con carácter imprescriptible e inembargable, como lo señala la Constitución 
de 1991. 
Desde la época de la conquista, el Estado español reconoció a los indígenas la calidad de vasallos 
libres de la Corona, en igualdad de condiciones con los españoles recién llegados. Se implementó 
un sistema de adjudicación de tierras mediante la figura de concesión, generalmente en forma 
gratuita. En función de una tutela otorgada a los indígenas, a los que se les dio la categoría de 
“rústicos”, propia del derecho común, se les reconoció el derecho a la propiedad territorial de los 
pueblos autóctonos, aunque las tierras fueron declaradas inalienables y prohibido su 
arrendamiento. Claro que estas acciones también respondían a políticas de “segregación racial” y 
control de las comunidades.  
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Sobre una nueva concepción de “utilidad”  y revalorización de la tierra con base en la actividad 
agrícola creciente, las necesidades económicas de la Corona española y la modificación 
estructural de la población campesina en el Nuevo Reino, hacia el siglo XVIII se impulsaron 
políticas que reestructuraron la conformación de los pueblos indígenas, uniendo varios pueblos y 
disminuyendo las áreas de sus jurisdicciones bajo el supuesto de que se contaba con mucha tierra 
comparada con las necesidades reales de las comunidades, dándose una sistemática acción para 
eliminar el régimen comunal de los resguardos indígenas38. 
 
Con la independencia de las colonias españolas y sus supuestos de “identidad homogénea” y 
concepción de igualdad de todos los ciudadanos, se adelantó un proceso de liquidación de los 
resguardos. Se dio entonces la posibilidad de comerciar a título individual y libremente la tierra, 
durante los siglos XIX y XX. La presión de algunos sectores de la sociedad y de grupos indígenas 
obligó al Estado a plantear esta situación y se suspendió la liquidación de los resguardos. A 
mediados del siglo XX se promovió la creación de nuevos resguardos, proceso que ha continuado 
hasta la actualidad. 
 
Entre las disposiciones legales más importantes que reconocen el derecho sobre los territorios 
existe la Ley 89 de 1890, “por la cual se determina la manera como deben ser gobernados los 
salvajes que vayan reduciéndose a la vida civilizada”, hace aportes fundamentales a la protección 
y conservación de los pueblos indígenas y sus territorios. Sin embargo la misma categorización de 
“salvajes” sentará la condición discriminatoria hacia los pueblos indígenas. 
La Ley 60 de 1916 dio facultades para demarcar los territorios habitados por indígenas que se 
consideraban baldíos. Más tarde la Ley 135 de 1961 (Reforma Social Agraria), indica en su 
Artículo 29 que "...no podrán hacerse adjudicaciones de tierras baldías que estén ocupados por 
indígenas, si no es con aceptación de la División de Asuntos Indígenas".  
                                                 
38 El Resguardo, es un concepto históricamente complejo, cargado de múltiples significaciones y sentidos de acuerdo 
al momento social y contexto histórico cultural de cada época. El Resguardo es una institución legal y sociopolítica de 
carácter especial, conformada por una o más comunidades indígenas, que con un título de propiedad colectiva goza 
de las garantías de la propiedad privada, poseen su territorio y se rigen para el manejo de éste y su vida interna por 
una organización autónoma amparada por el fuero indígena y su sistema normativo propio. (Artículo 21 del Decreto 
2164 de 1965).  
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A partir de la Ley 135 de 1961 se constituyeron nuevos resguardos indígenas, pero los 
mecanismos utilizados no respondían a la problemática de las comunidades. Se concedían miles 
de títulos de baldíos y se expropiaron propiedades indebidamente explotadas. Durante las 
décadas de los setenta y ochenta se promueve a nivel nacional la conformación de resguardos 
indígenas como mecanismo de recuperación y reconocimiento territorial de las comunidades 
indígenas. 
 
Posteriormente la Ley 31 de 1967 aprobó el convenio Internacional del Trabajo, relativo a la 
protección e integración de los pueblos indígenas, que en su parte II Artículo 11 "...reconoce el 
derecho de propiedad colectiva o individual, a favor de los miembros de las poblaciones sobre las 
tierras tradicionalmente ocupadas por ellas". Tampoco se podrán trasladar los pueblos indígenas 
de sus territorios habituales y personas extrañas no podrán obtener la propiedad o el uso de las 
tierras que le pertenezcan. Finalmente, la Ley 30 de 1988 establece que los territorios 
tradicionalmente ocupados por indígenas deberán ser reconocidos a las comunidades bajo el título 
colectivo de Resguardo.  
En Colombia la entidad responsable de constituir los Resguardos Indígenas, es el Instituto 
Colombiano de la Reforma Agraria (INCORA), a través de la División de Asuntos Indígenas. A esta 
por su parte, le ha sido asignada la función de velar por los derechos de los indígenas sobre sus 
Resguardos, como también a prestar asesoría, asistencia legal y promover la constitución de 
Cabildos.  
La Ley 89 de 1980 y demás normas vigentes de la Legislación Nacional, establecen que las 
comunidades indígenas tienen pleno derecho a organizar Cabildos de acuerdo a sus formas de 
organización tradicional.  
Dentro del marco descentralizador de la Constitución de 1991, igualmente se garantiza el pleno 
ejercicio de los derechos de los indígenas y se establecen las condiciones para que sean 
partícipes de la vida económica, social y cultural de la sociedad nacional. Algunos de los aportes 
más importantes de la Constitución de 1991 en materia de reconocimiento de las comunidades 
indígenas son los siguientes: 
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Artículo 286: reconoce a los territorios indígenas como entidades territoriales. 
Artículo 246: reconoce el ejercicio de las funciones jurisdiccionales dentro del ámbito territorial 
indígena. 
Artículo 357: define el derecho de los resguardos indígenas para participar en los ingresos 
corrientes de la Nación (transferencias) y su consideración como municipios para este fin. 
 
En Arango y Sánchez (2004) se puede encontrar una recopilación completa de la jurisdicción  
vigente relacionada directa o indirectamente con las comunidades indígenas, expedida a partir de 
la Constitución de 199139. 
 
2. ORGANIZACIÓN TERRITORIAL  INDÍGENA EN EL AMAZONAS 
 
En la región amazónica, habitada desde la época prehispánica por diversos pueblos indígenas40,  
en el contexto de la organización territorial encontramos acciones claramente diferenciadas: por un 
lado la institucional como expresión de política pública del gobierno nacional, y por otro, la acción 
real de las comunidades que habitan la región. 
 
Como política pública no ha sido visible, pues los territorios de frontera no han sido para el Estado 
colombiano prioridad. Como se establece en anteriores análisis, la organización territorial y en 
general las políticas públicas en las regiones apartadas como la Amazonia, respondía a criterios 
                                                 
39Instrumentos jurídicos indígenas internacionales (Ley 21991 y Ley 156/94), Sector salud (Ley 100/93, Decreto 
2357/95, Ley 549/99, Decreto 1152/99, Decreto 1804/99, Circular 114/01, Ley 691/01, Decreto 330/01); Sector 
Educación (Ley 115/94, Decreto 1953/94, Decreto 804/95, Decreto 620/00); Sector Medio Ambiente (Ley 99/93, Ley 
70/93, Ley 165/94, Decreto 1768/94, Decreto 1867/94, Ley 243/95, Decreto 1124/99, Decreto 1791/96, Decisión 
Andina 391/96, Resolución 0128/02, Resolución 0202/02); Sector Agrario (Ley 160/94, Decreto 2164/95, Ley 607/00); 
Sector Vivienda (Decreto 706/95, Decreto1133/00, Decreto 1560/01, Decreto 951/01); Planeación (Ley 80/93, Decreto 
2284/94, Decreto 2528/94, Ley 152/94); Régimen Territorial (Ley 191/95, Decreto 1088/93, Ley 136/94, Ley 177/94, 
Ley 617/00); Hacienda Pública y fuentes de financiación (Ley 141/94, Ley 223/95, Decreto 111/96, Acto Legislativo 
01/01, Ley 715/01, Decreto 159/02, Decreto 1745/02); Jurisdicción Especial Indígena y acceso al espectro 
electromagnético (Ley 270/96, Ley 335/96, Ley 575/00, Ley 670/01); Ministerios de Defensa y del Interior (Ley 48/93, 
Ley 199/96, Decreto 372/96, Decreto 1396/96, Decreto 1397/96, Decreto 1136/99, Decreto 1136/99, Decreto 2546/99, 
Ley 649/01); Sector Transporte (Ley 105/93); Fronteras (Ley 188/94, Ley 191/95); Consulta previa con Grupos Etnicos 
(Decreto 1320/98, Decreto 1122/99), Minas, Energía y Regalías (Ley 141/94, Decreto 1376/94, Ley 619/00, Ley 
685/01, Ley 756/00, Decreto 70/01); Procuraduría Agraria y Código de Procedimiento Penal (Decreto 1156/99, Ley 
660/00); Cultura (Ley 397/97)39. 
 
40Camilo Domínguez, haciendo referencia al libro Nuevo Descubrimiento del Río de las Amazonas, del padre Cristóbal 
Acuña, señala como los primeros cronistas europeos que viajaron por las bocas del río Napo y del río Negro, 
indicaban  como “sorprendentemente denso” su doblamiento.  (Domínguez, 1999. p. 45). 
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eminentemente centralistas, que desconocían los procesos e intereses de las comunidades 
locales.  
 
Desde la perspectiva de las comunidades indígenas en la región amazónica, la ocupación del 
territorio ha sido dinámica, acorde a la presencia de diversas etnias con una alta movilidad 
espacial que sobrepasa los límites de las fronteras de los países vecinos de la región: Brasil, 
Colombia y Perú. En el proceso de ocupación indígena en la región amazónica, las diversas 
relaciones y dinámicas sociales, ambientales, económicas, políticas y culturales de la región han 
generado procesos de “reasentamiento”, generalmente en busca de acceso a servicios como 
educación y salud.   
 
Juan José Vieco41 señala que en la década de los setenta se da un proceso de poblamiento de 
comunidades indígenas en el sector colombiano del río Amazonas, alrededor de la acción estatal 
en áreas como salud, educación, infraestructura, y producción agropecuaria entre otras,  que 
permitió la conformación de gran parte de los actuales asentamientos. A finales de la década de 
los setenta y especialmente a comienzos de la década de los ochenta, como parte de la política 
nacional de conformación de resguardos indígenas, también en el Amazonas se da un proceso de 
conformación de resguardos, que ha logrado constituir hasta la fecha 30 resguardos en todo el 
departamento.  
 
3. ACCIÓN DEL ESTADO EN LAS COMUNIDADES INDÍGENAS DEL AMAZONAS 
 
La acción del Estado en las comunidades indígenas en la región amazónica se canalizó durante 
mucho tiempo por medio de la iglesia. De hecho, el papel de la iglesia durante muchas décadas 
fue de “intermediario” entre el Estado y las comunidades, en parte por el conocimiento que las 
comunidades religiosas tenían de las comunidades indígenas, y también por la facilidad de operar 
en la región por su presencia de mucho tiempo atrás, que les brindaba infraestructura, medios de 
transporte y diversos mecanismos que facilitaban la operatividad de sus actividades. 
 
                                                 
41 Juan José Vieco en “Territorialidad indígena y ordenamiento en el Amazonas”, p. 214-216 
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La prestación de servicios de educación, salud y comercio por medio de las misiones, promovió la 
nuclearización de las comunidades indígenas. Mediante la Resolución 10013 de 1981, se 
establece la representación del servicio de salud en forma gratuita para las comunidades 
indígenas, con servicios orientados de acuerdo a las condiciones sociales, culturales y de respeto 
por la medicina tradicional. Las autoridades indígenas seleccionaban al personal que se capacitara 
como promotor rural de salud, para prestar dicho servicio en sus comunidades.  
En la zona sur del Amazonas, los grupos indígenas obtenían asistencia económica, social y 
técnica por parte de la División de Asuntos Indígenas, el SENA, el INCORA y Bienestar Familiar. 
Por parte de la Comisaría también recibían asistencia en salud, educación y actividades de 
saneamiento básico, especialmente. 
En la Comisaría del Amazonas, la educación era atendida por la Prefectura Apostólica del 
Amazonas, mediante el sistema de Educación Contratada con Internados Indígenas, a través de 
internados y escuelas filiales del Fondo Educativo Regional. Desde la década de los setenta opera 
en la zona la Educación Contratada, administrada por misioneros católicos. El enfoque de estos 
programas ha sido evangelizador e integracionista. En la las últimas décadas, los programas 
educativos del gobierno han buscado reforzar la cultura tradicional y apoyar a las comunidades en 
su desarrollo.  
En cuanto al ámbito del municipio de Leticia, a partir de fuentes locales42, se identifica que en el 
presupuesto municipal existían partidas para las comunidades indígenas, orientadas 
primordialmente a apoyar actividades en el área de la educación, salud y saneamiento básico 
como construcción de escuelas, letrinas, suministros de tanques de agua, etc. Sin embargo, en la 
mayoría de los casos se reconoce la inexistencia de inversión hacia las comunidades indígenas 
desde el nivel municipal. Estas inversiones obedecían más a la “buena intención” del gobernante 
de turno que a unos planes y programas de inversión en comunidades indígenas, consecuentes 
con sus necesidades. 
La relación de las autoridades indígenas con el municipio (Alcaldía) era inexistente. Tal como lo 
anota una de las personas entrevistada “…no venían, no existía interlocución con las autoridades 
                                                 
42 Entrevistas efectuadas a actores políticos y empleados públicos de las décadas de los setenta y ochenta en la 
ciudad de Leticia. 
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indígenas…además la Alcaldía era vista como una dependencia de la Comisaría, su capacidad de 
gestión era limitada”. Con el crecimiento de la población en Leticia, los indígenas vecinos a la 
misma se integraron cada vez más al sistema de mercado, requiriendo por lo tanto mayor atención 
por parte del Estado. 
Con traslado de funciones y competencias a los entes municipales que se da en la década de los 
ochenta, el municipio adquiere nuevas responsabilidades en la prestación de los servicios básicos, 
entre ellos la educación y la salud, lo que dinamiza la acción estatal del municipio con relación a la 
población regional, incluida la indígena. Sobre todo cuando se designa al municipio como 
administrador de los recursos transferidos por el Gobierno Nacional, como participación de los 
ingresos corrientes de la Nación, a las comunidades indígenas. Aunque después de la 
Constitución de 1991 existió mayor autonomía desde el municipio, se percibe este periodo con 
limitada gobernabilidad, producida por la inestabilidad de sus primeros gobernantes43. 
 
4. TERRITORIALIDAD INDÍGENA EN EL MARCO DEL ACTUAL PROCESO DEL 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
 
El Plan de Desarrollo de Uribe (numeral 9) se hace referencia al fortalecimiento de los grupos 
étnicos, reconociendo que la mayoría de estos grupos se encuentran marginados del desarrollo y 
su desventaja frente al resto de la población colombiana, se “desarrollará una estrategia orientada 
a superar la pobreza y las desigualdades sociales, legales, políticas, económicas y culturales que 
los afectan; al fortalecimiento de su participación y autonomía; al fortalecimiento de su identidad 
cultural; y al reconocimiento, respeto y valoración por parte de la sociedad colombiana”. En otro 
aparte el plan reconoce que la problemática que viven las comunidades indígenas, asociadas con 
a violencia, desplazamiento, aislamiento, entre otros, “se agrava con la debilidad institucional para 
la planificación y administración de los recursos, especialmente los transferidos por la Nación”. 
                                                 
43 El primer alcalde de Leticia elegido por voto popular fue Félix Acosta en el año de 1991. A el le siguieron varios 
alcaldes, la mayoría con procesos de investigación y dos de los cuales  no terminaron su periodo de gobierno, debido 
en la mayoría de los casos a investigaciones disciplinarias por faltas….: Armando Montealegre (1992-1994). Laureano 
Roa (1994-1996). Gilberto Aguirre (1997-1998). Jhon Alex Benjumea (1999-2001). Juan Carlos Velásquez. Todos han 
tenido investigaciones. Esto ha configurado que el periodo del Alcalde de Leticia no coincida con el calendario 
electoral para alcaldes general del país. 
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Como respuesta el gobierno propone un plan que contempla diseñar estrategias de prevención y 
atención del desplazamiento forzado y respeto de derechos humanos, que complete el catálogo de 
los derechos indígenas mediante desarrollo legislativo en materia de jurisdicción especial, 
prestación de servicios de salud y educación, adelantando programas de conservación y uso 
sostenible de los recursos naturales en sus territorios en armonía con sus planes de vida, el 
respeto de los derechos de propiedad cultural, intelectual y acceso a recursos, la promoción de 
proyectos de etnosalud, etnoeducación y saneamiento básico de las comunidades indígenas. 
Las comunidades indígenas reconocen el proceso de integración que se ha consolidado con las 
comunidades que se han asentado en los territorios del departamento. Durante el simposio sobre 
Territorialidad indígena y ordenamiento en el Amazonas, que tuvo lugar en Leticia el 1 y 2 de 
diciembre de 1998, el capitán Rondón Tanimuka, autoridad tradicional de ACIYA (Asociación de 
Capitanes del Yaigoje-Apaporis) afirma este fenómeno cuando declara que “…creo que a nosotros 
nos queda muy difícil volver a la vida de nuestros antepasados, porque nosotros ya estamos 
dependiendo de los blancos. Ya no podemos dejar la civilización; cada día es mas grande nuestra 
dependencia porque cada día tenemos mas necesidades de las cosas del blanco”44. Para 
apuntalar esta idea hago referencia a lo expresado por Martín Von Hildebrand que reconoce esa 
voluntad de las comunidades indígenas del ser parte de la sociedad sin dejar de ser indígenas 
cuando anota que “actualmente ellos están en la búsqueda de regular sus relaciones internas, con 
el resto de la nación y con el Estado para no ser destruidos”45. 
 
Sin desconocer que las comunidades indígenas merecen, por los antecedentes históricos y los 
resultados que han originado, una política especial que subsidie su condición de población 
vulnerable, se deben establecer mecanismos que les permitan  interlocutor como pares con el 
resto de la población regional. 
 
5. EL PROYECTO DE LEY 016 DE 2003 Y LA CONFORMACIÓN DE LA 
ENTIDADES TERRITORIALES INDÍGENAS 
 
                                                 
44 Trascripción y traducción realizada por Edilberto Tanimuka en el libro “Territorialidad indígena y ordenamiento en la 
Amazonia”, p. 62. 
45 Tomado del libro “Territorialidad indígena y ordenamiento en la Amazonia”, p.242 
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En el proyecto de Ley 016/03 se destaca como un elemento de carácter histórico el 
reconocimiento de los territorios indígenas y la creación y conformación de entidades territoriales 
indígenas, lo que se convierte en un avance significativo en la concepción de la administración y 
gobierno de los pueblos indígenas, tema que se ha logrado con su concurso y voluntad. Las 
Entidades Territoriales Indígenas (ETIS) surgen como un modelo de organización coherente, bajo 
principios de unidad nacional, pero que permite una especial capacidad de  pueblos indígenas 
para autogobernarse bajo un marco detallado de procedimientos especiales. En el anexo 1 se 
resumen los principales aportes de este proyecto de Ley de Ordenamiento Territorial, en lo  
relacionado con la constitución,  reglamentación y funcionamiento de las Entidades Territoriales 
Indígenas. 
 
En el segundo debate del proyecto en el Senado, que se realizó en el Senado en octubre del 
2004, se presentó un pliego de modificaciones al proyecto de Ley 016/03, que en lo relacionado 
con las ETIS no introdujo ninguna modificación. Dentro del contexto de desarrollo y territorialidad 
indígena y desde el punto de vista institucional, ha tomado en los últimos años “vigencia”, la 
consideración de los “planes de vida” de las comunidades indígenas, como elemento de 
planificación y acción estatal dentro de sus políticas de desarrollo y ordenamiento territorial. Las 
comunidades, en mayor ó menor grado, han adelantado procesos diferenciados sobre los planes 
de vida, de acuerdo a los antecedentes históricos propios que han incorporado este proceso y que 
recientemente también ha sido influenciado desde el ámbito institucional.  
 
 
Las instituciones públicas siempre se han encontrado con un escollo al tratar de “encajar” los 
“planes de vida” de las comunidades indígenas dentro de los institucionales “planes de desarrollo” 
y “planes de ordenamiento territorial”. El artículo 12 de la Ley de Ordenamiento Territorial, al 
nombrarlos como “Plan de Vida o plan de desarrollo”, ha querido de alguna forma conciliar sus 
denominaciones,  tal vez estableciendo que son casi lo mismo y la diferencia radica en la duración 
de uno y otro: el plan de vida para toda la vida y el de desarrollo para un periodo determinado; 
esta intención queda aún mas clara al definir la adopción de un “plan plurianual de inversiones”, es 
decir, amarrando al plan de vida el mismo mecanismo técnico del plan de desarrollo como es el 
plan de inversiones, ampliando su plazo. 
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Para las comunidades indígenas existe una diferencia conceptual entre estos términos, que no se 
basa simplemente en la duración en el tiempo sino también en los fines que se persiguen y los 
motivos que los impulsan. Dentro de este planteamiento los planes de desarrollo gubernamentales 
suelen tener una orientación eminentemente administrativa, económica y de resultados. La 
concepción de las comunidades indígenas sobre su territorio y en concordancia las propuestas de 
ordenamiento y las acciones que se plantean en los planes de vida, contienen conceptos 
relacionados con  la cultura, la religión, las costumbres y usos desde estructuras de pensamiento y 
conocimientos complejas, que difieren de los intereses y objetivos prácticos propios del raciocinio 
de un plan de desarrollo. 
 
Esta diferencia ha impulsado que desde la Dirección Nacional de Planeación se haga un estudio 
detallado de los planes de vida de los pueblos indígenas en Colombia, en un intento por establecer 
“puntos de encuentro” entre los Planes de Vida de las comunidades indígenas y los planes de 
desarrollo gubernamentales. El diagnóstico ha establecido que dadas las diferencias entre los 
pueblos indígenas de tipo social, económico y organizativo, y, por tanto, el desequilibrio de las 
mismas, los planes de vida deben pretender fortalecer organizativamente las comunidades y no 
sólo ser tenidos en cuenta como en elemento que sustente un plan de inversiones. En ese 
ejercicio, que de todas formas se debe orientar por la Ley 152 de 199446 debe ser tenidos en 
cuenta los diferentes diagnósticos, experiencias y expectativas de relación entre las sobre las 
entidades territoriales y realizados por entes gubernamentales a nivel local, regional y nacional, así 
como las posibilidades de relación entre los territorios étnicos y sus autoridades con los entes 
territoriales y los diferentes nivele del gobierno.  
 
El planteamiento promulga la articulación entre las autoridades indígenas con las demás 
autoridades públicas para generar un proceso de “coadministracion”, en la que el uso racional de 
los recursos, la cofinanciación de proyectos y el cumplimiento de la normatividad de contratación 
son puntos relevantes en lo relacionado con la participación de los resguardos indígenas de los 
recursos del SGP. 
 
                                                 
46 Ley 152 del 15 de julio de 1994, “Por la cual se establece la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo”. 
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La conformación de entidades territoriales indígenas hará surgir escenarios en los cuales se 
superpondrían no sólo territorios sino funciones y competencias. Aunque la ley reglamentará las 
competencias y funciones de los diferentes entes territoriales, es difícil conciliar intereses sociales, 
políticos, económicos, culturales y demás de los diferentes grupos humanos que habitan los 
territorios que pueden dar cabida a la conformación de entidades territoriales indígenas. 
 
Por otro lado, la Constitución de 1991 establece por primera vez la transferencia de recursos 
públicos a las comunidades indígenas, creando un nuevo escenario que no sólo genera una nueva 
política estatal frente a las comunidades indígenas que presupone una mayor participación y 
autonomía de las mismas. También estimula la reorganización espacial de las comunidades, que 
al constituirse como resguardos acceden a los recursos públicos, y genera nuevos roles al interior 
de las comunidades y de estas con las instituciones y otras comunidades. El análisis que se 
realiza en los siguientes capítulos quiere de alguna manera comprobar si los supuestos de esta 
política pública se han logrado en los resguardos indígenas del municipio de Leticia e identificar 
los factores que de alguna forma limitan que se cumplan los objetivos trazados en la misma. 
 
Antonio Navarro en el debate que se hizo al actual proyecto (Bogotá, abril 20 de 2003) indica la 
preocupación por la ausencia de límites en el proyecto para las ETIS y la posible proliferación de 
las mismas. La Comisión de ponentes respondió que precisamente los requisitos que establece el 
proyecto LOOT para conformar una ETI, son garantía que evita la proliferación. Sin embargo una 
revisión detallada del articulado que estipula los requisitos para la creación de una ETI (Capítulo II, 
artículo 9 del Proyecto), deja ver un escenario poco claro en la reglamentación, viable de múltiples 
interpretaciones y con muchos vacíos de por medio. Podrían plantearse los siguientes 
interrogantes que deja en principio el análisis del proyecto de ley, y que deberán ser resueltos por 
la reglamentación de la misma, en caso de aprobarse, con base en la realidad de los pueblos 
indígenas, e incluso en la diferenciación de los mismos en las diferentes regiones del país 
 
• La reglamentación debe indicar cuál será la autonomía de  las comunidades indígenas de 
acuerdo con “los límites que establece la Constitución y la Ley”, sobre todo en aquellos 
aspectos administrativos y presupuestales que implican responsabilidades fiscales 
individuales y colectivas. 
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• La ley define que las comunidades indígenas pueden presentar una propuesta sobe 
conformación y funcionamiento del Consejo Indígena. Sin embargo sería importante 
definir unos lineamientos generales sobre las funciones de dicho consejo o su equivalente 
en cada comunidad, sobre todo en la relación con el Estado.  
• La ley está orientada, de acuerdo al espíritu del manejo de los antes territoriales, a 
determinar los recursos de las comunidades, tanto para su establecimiento como ETI, 
como para el cumplimiento de sus funciones. Gran parte de las comunidades indígenas 
del país no tienen una economía interna que implique el flujo de recursos. Este 
reconocimiento debe ser prioritario para establecer las competencias y posibilidades 
reales de gestión de las comunidades. Es decir que se deben garantizar lo medios físicos, 
económicos y técnicos necesarios para que las comunidades ejerzan las funciones que 
determine la ley. 
• Se deben contemplar requisitos mínimos de estructura y capacidad de gestión y 
operación en las comunidades, de acuerdo a las competencias de las ETIS, que 
posibiliten el ejercicio real de la autonomía y la participación en sus diferentes 
expresiones. 
• La ley determina la representatividad de la ETI, que recae en personas a las cuales se les 
asigna múltiples funciones. Aunque sólo se hace referencia al Consejo Indígena, se 
asume que dichas personas ejercen funciones públicas y, por tanto, debería dárseles un 
trato como tal, indiferentemente de que también asuman funciones más acordes con las 
particularidades sociales y culturales de la comunidad. 
• De acuerdo al Parágrafo 2 del artículo 11 del Proyecto de Ordenamiento Territorial, en 
muchos municipios de Colombia la mayor parte del territorio se superpone con territorios 
de Entidades Territoriales Indígenas. En tal caso podrían pasar a formar parte de las 
mismas, y por tanto, desaparecer como tal y pasar a integrar parte de otro municipio.  
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CAPITULO III 
 
DINÁMICAS DE ORGANIZACIÓN ESPACIAL DEL MUNICIPIO DE LETICIA: 
CONFORMACIÓN DE LOS RESGUARDOS INDÍGENAS 
 
 
 
A. NÚCLEOS URBANOS EN LA REGIÓN AMAZÓNICA 
 
En la región amazónica muy pocos núcleos urbanos reúnen los requisitos mínimos para erigirse 
como tales. La escasa articulación de los enclaves urbanos ubicados en la región con el entorno, 
cuya economía generalmente dependen de actividades extractivistas, difícilmente se desarrollan 
en este ámbito.  Dependiendo de su ubicación, en caso de ser estratégica para el país, como es el 
caso de Leticia, ubicada en zona de frontera con Brasil y Perú, se generan intereses particulares 
que propician la presencia estatal y dinamizan procesos comerciales, que a su vez permiten 
consolidar la creación y existencia de un ente territorial. 
 
Foto 1.Leticia años 1940`s, calle principal y Parque Orellana* 
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El 70% de la población del departamento del Amazonas se encuentra asentada en el trapecio 
amazónico47 y de este porcentaje el 73% se concentra en los municipios de  Leticia y Puerto 
Nariño, que son los dos núcleos urbanos más grandes de la región. En los corregimientos 
departamentales48 se encuentran otros asentamientos urbanos con una exigua población. En el 
territorio departamental encontramos los Parques Naturales  Amacayacu y Cahuinarí con un área 
de 824.975 hectáreas y la Reserva Forestal con  2.328.814 hectáreas, de las cuales 67.321 
hectáreas corresponden a áreas sustraídas. Los  Resguardos legalmente constituidos son 25 y 
cuentan con una extensión territorial de 8.233.893 hectáreas, que representa el 77% del total 
departamental.  
 
Mapa 1-Organización Político-administrativa del departamento del Amazonas 
 
 
 
 
                                                 
* Foto: PBOT. 
47 Por trapecio amazónico se conoce a la región ubicada al sur del departamento del amazonas colombiano, que limita 
al sur con la margen izquierda del río Amazonas y al norte la margen derecha del río Putumayo, de acuerdo con 
tratado Apaporis -  Tabatinga. 
48 Los corregimientos departamentales del departamento del Amazonas son: Puerto Santander, Mirití-Paraná, La 
Victoria, La Pedrera, Puerto Alegría, El Encanto, La Chorrera, Puerto Arica y Tarapacá. 
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B. ANTECEDENTES HISTÓRICOS Y OCUPACIÓN DEL MUNICIPIO DE LETICIA 
 
Es difícil establecer una periodización del poblamiento de Leticia.  Las crónicas nos remiten a la 
ubicación hacia 1850 de un 
poblado centro del comercio de 
caucho y productos tales como 
zarzaparrilla, animales, drogas, 
ubicado contiguo a Tabatinga, 
poblado con el cual  sostenía un 
importante vínculo comercial. En 
cuanto a la fecha de fundación de 
la ciudad, existen varias hipótesis 
relacionadas, pero en términos 
generales se ha aceptado como fecha oficial el 25 de abril de 1867, a cargo del capitán peruano 
Benigno Bustamante, quien la designó originalmente  con el nombre de San Antonio, cambiado 
luego al de Leticia por el señor Manuel Chacón49. 
 
El sitio donde se ubica la ciudad era ya habitado desde siglos atrás por comunidades Omagua, 
dada su característica de “tierra alta”50. Como en la mayoría de los asentamientos amazónicos, la 
presencia misionera fue preponderante en la historia de Leticia. Cabe resaltar especialmente la 
acción de los misioneros capuchinos catalanes en lo que tiene que ver con la refundación de la 
mayoría de los pueblos de la Amazonia occidental sur, incluida Leticia. 
 
El surgimiento del municipio de Leticia, así como la del departamento están asociados a intereses 
políticos y de seguridad nacional, más que a la respuesta a procesos y dinámicas sociales y 
económicas de la región. Como se señaló en el capítulo II, la característica de la posición estatal 
en las primeras décadas del siglo XX frente a esta región en particular y en general a las regiones 
                                                 
49 Definir la fecha de fundación obedece al “mito fundacional” de nuestras ciudades, necesario como base de su mutua 
interacción y acceso a la historia. 
* Foto: PBOT. 
50 La teoría sobre poblamiento amazónico hace referencia a los conceptos de tierra “alta” que corresponden a las 
ubicadas en sitios altos alejados de las vegas de los ríos y tierra “baja”, aquellas cercanas a las vegas de los ríos. Los 
Omagua fueron el grupo indígena más representativo de la región, ocupantes de las denominadas tierras altas. 
Foto 2. Puerto civil antiguo 
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“alejadas” era un “desconocimiento consciente” de las mismas, y es a raíz del conflicto colombo-
peruano que el gobierno en forma estratégica, empieza a ejercer una presencia más activa en la 
región. 
 
También es a partir del conflicto que se empieza a dinamizar la ocupación del territorio, 
especialmente de la región sur del trapecio. Si la migración inicial en la región correspondió a 
intereses económicos relacionados con actividades extractivistas, especialmente de oro, animales 
y pieles, en esta etapa se dinamiza por la reciente presencia del Estado que traslada miembros de 
la fuerza pública, crea algunas instituciones públicas, inicia un proceso de construcción de 
infraestructura y nombra funcionarios públicos51. 
 
El anterior escenario genera un proceso de ocupación por parte de los colonos de terrenos en la 
rivera del río Amazonas y en la zona circundante al núcleo urbano de Leticia. Allí empiezan a 
desarrollarse incipientes actividades ganaderas y de procesamiento de productos52. El narcotráfico 
también jugó un papel importante durante las décadas de los setenta y ochenta en la migración y 
asentamiento en el territorio amazónico, especialmente del trapecio. 
 
Estos procesos de ocupación afectaron a las comunidades indígenas que se asentaban en la 
región. La laxitud de la legalidad y de la forma de tenencia de la tierra y los roles de poder 
económico y político locales, determinaron que buena parte de los terrenos aledaños al municipio, 
especialmente en la carretera Leticia-Tarapacá y en las riveras del río Amazonas, se conformaran 
como haciendas, en terrenos que teóricamente pertenecían a reservas, lo que determina un 
proceso de reorganización espacial.  
 
C. MUNICIPIO AMAZÓNICO 
                                                 
51 Entre los años 1932 y 1952 se organizó la malla urbana de Leticia con el trazado de calles, alumbrado, construcción 
del puerto civil, hospital, iglesia, parque, edificios públicos, Banco Agrario, colegios, escuelas y el Banco de la 
República. Durante las décadas de los cuarenta y cincuenta es importante referencia señalar la actividad de monseñor 
Marceliano E. Canyes, denominado como “obispo constructor”, quien promovió un proceso de construcción de parte 
de la infraestructura arquitectónica del municipio que aún hoy se conserva. 
52 Una referencia de estas actividades es la Hacienda la Victoria, ubicada en la ribera del río Amazonas, de propiedad 
de Enrique Vigil, en donde se adelantaron procesos de procesamiento, producción y exportación de aguardiente, miel 
y azúcar (entrevista local con Gustavo Navia, Comisario durante los años 1985 a 1988). 
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Fernando Franco ha 
elaborado un concepto 
acerca del municipio 
amazónico de selva adentro 
o amazónico, como es el 
caso de la ciudad de Leticia, 
que identifica unas 
características determinadas 
por las dinámicas con las 
comunidades vecinas y 
con el Estado,  que a su vez están condicionadas por elementos políticos, sociales, culturales, 
geográficos y económicos particulares. Esta caracterización se enmarca dentro de la teoría de 
“enclaves urbanos amazónicos”53.   
 
Esta caracterización define un “modelo de municipio” diferenciado de otros municipios del país, 
especialmente los de la zona andina, que sin embargo no se ha tenido en cuenta como referencia 
en la definición de las políticas públicas estatales desde la administración central y que incide en la 
eficacia de las mismas. 
 
En este modelo cabe destacar la “desarticulación” del sector urbano, donde se concentra el poder 
y los recursos, con la periferia rural dispersa sin recursos y sin servicios, lo que conlleva a una 
desarticulación social que se ve agravada por las restricciones físicas como ausencia de vías de 
comunicación y la gran extensión del territorio municipal. Esto también influye en que las 
autoridades locales no tengan plena jurisdicción sobre el territorio que administran ni sobre la 
oferta de recursos de su entorno natural y territorial. 
 
El papel del Estado y de lo público se caracteriza por ineficiencia en la administración, actuando 
bajo modelos burocráticos trasladados del interior del país, que durante mucho tiempo han 
desconocido los habitantes locales, sus capacidades, necesidades y problemas. A esto se suma la 
                                                 
*Foto: Omar Alaín González Domínguez. 
53 Comentario efectuado en el Seminario sobre municipio amazónico en la Maestría de Estudios Amazónicos. 2002. 
Foto 3. Parque Santander, cra 10 con calle 10.   
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falta de control social a la gestión de los gobernantes, lo que se traduce normalmente en 
situaciones de ingobernabilidad. La relación Estado-comunidad se sustenta sobre beneficios 
políticos asociados a los periodos de gobierno, lo que restringe la existencia de políticas públicas 
efectivas, a largo plazo y el uso eficaz de los recursos. En este contexto los asentamientos 
humanos no indígenas carecen de cohesión social, cultural y de sentido de pertenencia de su 
entorno. 
 
D. CARACTERIZACIÓN GENERAL DEL MUNICIPIO DE LETICIA 
 
El Municipio de Leticia se encuentra en el extremo del llamado trapecio amazónico colombiano, en 
zona de frontera con los países de Perú y Brasil. Está localizado al margen izquierdo del río 
Amazonas, a 96 metros del nivel del mar, con una temperatura promedio de 30 grados.   
 
Por su posición estratégica Leticia cumple una doble función, primero como núcleo que articula y 
sostiene flujos demográficos que atraviesan el Amazonas y la comunica con el resto del país y es 
un importante centro geopolítico que consolida la soberanía nacional en zona de frontera. Leticia 
establece relaciones de interdependencia fuerte con el interior del país y a nivel regional reproduce 
los vínculos de dependencia, ya que concentra gran parte de los recursos humanos, financieros y 
de infraestructura del departamento. 
 
El territorio municipal está habitado por indígenas, colonos, aserradores, mineros y pescadores en 
las áreas dispersas, y en el área urbana por comerciantes, empleados públicos, maestros, 
empleados de la salud, desempleados y población flotante entre otros. 
 
Las actividades económicas en Leticia se han caracterizado por las diferentes bonanzas 
extractivistas, que dada su estructura no han beneficiado a la mayor parte de  la población, ni han 
permitido que se consolide un modelo de desarrollo económico. En los últimos años el comercio 
interno se ha erigido como el principal empleador y dinamizador económico de la región, posición 
que antes ocupaba el Estado. El turismo es otro sector creciente aunque su desarrollo es 
incipiente. Las actividades económicas tradicionales se sustentan fundamentalmente en el 
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extractivismo, especialmente en el sector pesquero (acopio y transporte de pescado hacia el 
interior del país). La industria es incipiente y con pocas posibilidades de expansión.  
 
Las comunidades indígenas poseen una economía de subsistencia y autoconsumo de baja 
intensidad,  basada en actividades de agricultura itinerante de chagra, pesca artesanal, caza y 
horticultura. Algunas adelantan actividades agropecuarias incipientes, especialmente de 
ganadería. En los últimos años se identifican nuevas actividades relacionadas con el comercio y el 
turismo, entre ellas la elaboración de artesanías y la oferta de alojamiento; igualmente se ha dado 
una creciente posibilidad de prestación de servicios con el Estado y el comercio. 
 
E. ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DE LETICIA 
 
El Territorio del Municipio de Leticia comprende una extensión de 5.967.43 Km2 con una baja 
densidad de población, que en la mayor parte del mismo es menor a 1 hab./Km. La población se 
concentra en la cabecera municipal y las comunidades ubicadas en la carretera Leticia-Tarapacá, 
la Vía a Los Lagos y comunidades ubicadas en la ribera del río Amazonas54.  
 
La zona rural del municipio está conformada  por territorios pertenecientes a las comunidades 
indígenas bajo la figura de resguardos55, terrenos en posesión de colonos, la reserva forestal de la 
Amazonia y el Parque Nacional Natural Amacayacu, que hace parte del Sistema Nacional de 
Parques Nacionales Naturales. La zona urbana esta constituida por la ciudad de Leticia y su área 
de influencia, en la que sobresale la ciudad brasilera de Tabatinga, contigua a Leticia, con la cual 
                                                 
54 Al respecto Bertha Becker, Ph.D Geografía, Universidad Federal de Río de Janeiro expreso en su conferencia 
“Geopolítica Contemporánea de la Amazonia”, Universidad Nacional de Colombia Sede Leticia, Abril de 2002 :  “ Los 
procesos de poblamiento en la Cuenca Amazónica en las últimas tres décadas se han caracterizado por fenómenos 
de urbanización, generando la concentración de la mayor cantidad de población en centros urbanos, los cuales tienen 
una cercanía y tejen una red de relaciones continuas en todos los aspectos con las poblaciones ribereñas, lo cual ha 
generado también procesos de movilidad de individuos indígenas hacia estos centros urbanos, igualmente se 
presentan fenómenos de migraciones interregionales y transfronterizas.”    
55 “Los resguardos indígenas constituyen una institución legal y sociopolítica de carácter especial, conformados  por 
una comunidad o parcialidad indígena, que con título de propiedad comunitaria posee su territorio y se rige por una 
organización ajustada al fuero indígena o a sus pautas y tradiciones culturales;  esta situación ha sido ratificada por la 
Constitución Política de 1991, que de ponerse efectivamente en práctica significaría mayor poder de decisión y 
autonomía territorial. Entre la gente indígena se reconoce que antes de 1991 no se tenía seguridad de  la tenencia; 
temían que algún colono llegara a arrebatársela como había ocurrido durante la época del narcotráfico”. Tomado de 
“Organizando su espacio, construyendo su territorio”. Riaño Umbarila, Elizabeth. Universidad Nacional de Colombia 
Sede Leticia, noviembre 2003. pp. 85. 
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se ha establecido una dinámica permanente de intercambio que configura un espacio en el que 
confluyen y se mezclan las culturas de Colombia, Brasil y Perú, como zona trifronteriza. 
 
De acuerdo al documento del Plan Básico de Ordenamiento Territorial 2001, que recoge 
información geográfica, administrativa, ambiental y geológica actualizada, el territorio está 
estructurado de la siguiente manera. 
 
1. AREAS DE RESERVA PARA LA CONSERVACIÓN Y PROTECCIÓN DEL 
MEDIO AMBIENTE Y LOS RECURSOS NATURALES:  
Parque Nacional Natural Amacayacu: Posee una 
extensión de 2.935.00 Km2,  y se encuentra ubicado 
en el centro del trapecio amazónico. Allí se presenta 
una superposición de áreas  de los resguardos 
indígenas (Tikuna-Cocama-Yagua de Puerto Nariño, 
Mocagua y Macedonia) y los municipios de Leticia y 
Puerto Nariño.  
 
Esta situación de superposición territorial ha conllevado a generar conflictos de manejo de los 
recursos naturales en las áreas de jurisdicción de algunas de las comunidades indígenas 
cercanas, sobretodo en la comunidad Tikuna de San Martín de Amacayacu56. 
 
Reserva Forestal de la Amazonia: Esta reserva fue reglamentada mediante la Ley 2ª de 1959.   
De ella se han sustraído terrenos con el fin de constituir la mayoría de los resguardos indígenas 
del trapecio, al igual que se han legalizado y adjudicado  por parte del INCORA terrenos en 
posesión de colonos57. Actualmente tiene una extensión de 208.040 hectáreas en la jurisdicción 
del Municipio.  
 
Aunque la Ley 99 de 1993 (Ley de Fronteras), prohíbe realizar sustracciones a la Reserva Forestal 
de la Nación en áreas de frontera, se está presentando una avance de colonización permanente 
                                                 
* Foto: OMAR ALAÍN GONZÁLEZ DOMÍNGUEZ 
56 Ibid., pp. 32. 
57 Plan Básico de Ordenamiento Territorial de Leticia, 2001. Tomado del Componente General 1.  
Foto 4. P NN Amacayacu * 
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en zonas de reserva del municipio, por parte de grupos religiosos y de colonos campesinos de 
otras regiones del país. Tal es el caso del Calderón y el Pichuna y de San Miguel, donde se 
presentan problemas de legalización de posesión de tierras y de reconocimiento  de las mejoras, 
generando graves conflictos a nivel de la intervención sobre el territorio (PBOT 2001).  
 
El mapa 1 nos muestra el municipio de Leticia, en el que se superpone parte del Parque Nacional 
Natural de Amacayacu, los terrenos correspondientes a los resguardos indígenas y el núcleo 
urbano de Leticia. El resto del territorio hace parte de la Reserva Forestal de la Amazonia. 
 
2. AREAS DE RESERVA PARA LA CONSERVACIÓN Y PROTECCIÓN DEL 
PATRIMONIO HISTÓRICO, CULTURAL Y ARQUITECTÓNICO (RESGUARDOS 
INDÍGENAS) 
Existen dentro del Territorio del Municipio de Leticia un total de 17 Resguardos Indígenas, 15 de 
los cuales están bajo la jurisdicción política del municipio de Leticia∗ 
La población indígena de los 
resguardos pertenece a los 
grupos étnicos Ticuna,  
Cocama, Yagua, Uitoto, Bora, 
Okaina, Nonuya, Miraña, 
Matapi y Yukuna, que en su 
mayoría provienen de los 
grandes resguardos del resto 
del departamento. 
  
Dentro de los grupos étnicos más numerosos, tenemos la etnia Ticuna que constituye el grupo 
poblacional indígena con más representación en el trapecio amazónico y la etnia que más 
conserva sus elementos culturales, gracias a que ha logrado adaptarse y sobrevivir a los procesos 
de cambio cultural y social en los que han sido inmersos desde sus primeros contactos con 
españoles y portugueses en el siglo XVI. 
 
                                                 
∗ Foto: OMAR ALAÍN GONZÁLEZ DOMÍNGUEZ 
Foto 5. Maloka Yukuna km 13, Resguardo km 6 y 
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Mapa 2. Jurisdicción del municipio de Leticia, PNN Amacayacu y resguardos58. 
                                                 
58 Op. Cit. Umbarila, 2003. Mapa # 17 modificado. 
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De otra parte existen otros grupos étnicos, tales como, Uitoto, Muinane, Murui, Andoke, Bora, 
Matapi, Yukuna, Makuna, Miraña, Yagua, Cocama entre otros, que  tienen una menor presencia 
poblacional en el territorio. Se han establecido en el trapecio amazónico debido a diferentes 
procesos de desplazamiento poblacional, al igual que por la vinculación a diferentes procesos 
extractivos en el territorio, lo cual ha afectado su ámbito cultural59.  
 
F. CONFORMACIÓN DE LOS RESGUARDOS INDÍGENAS DEL MUNICIPIO DE LETICIA 
 
Anteriormente se señaló cómo el proceso de conformación de los resguardos indígenas en el 
municipio de Leticia se empezó a consolidar en la década de los setenta y ochenta,  inicialmente 
bajo la intención del Estado para orientar una política de conservación del medio ambiente y 
posteriormente como legalización de la propiedad de los indígenas sobre sus territorios, que no 
poseían titularidad legal de sus tierras ante el Estado. 
 
El Cuadro No. muestra los resguardos del municipio de Leticia, con el área, resolución de 
creación, densidad poblacional y población reportada según censo efectuado por el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar en los años 2002 y 2004. Los resguardos más antiguos se 
crearon en julio de 1982 (San Sebastián de Los Lagos, San Antonio de Los Lagos, Nazareth y 
Arara. Se dieron otros procesos de creación en los años 1983, 1985, 1986,1996, 1999, 2000 y 
2001. 
 
En el año de 1991 el municipio de Leticia contaba  en su jurisdicción con diez resguardos: Arara, 
Kilómetro 6 y 11, Nazareth, San Antonio de Los Lagos, San Sebastián de Los Lagos y Santa Sofía 
el Progreso, El Vergel, Macedonia, Mocagua y Zaragoza. Desde esa fecha hasta el 2004 se 
crearon cinco resguardos más: Isla de Ronda,  La Playa, San José del Río, Puerto Triunfo y San 
Juan de los Parentes60. Estos quince resguardos ocupan en la actualidad una extensión de 41.695 
                                                 
59 Diagnóstico Situacional, ICBF. 2003 
60 Aunque en 1991 existían 10 resguardos constituidos legalmente, para efectos fiscales, a partir de 1994 año en que 
los resguardos empiezan a recibir recursos por concepto de transferencias públicas,  sólo 6 de ellos  captan estos 
dineros en el municipio.  
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hectáreas del territorio del municipio equivalente al 7% del mismo. Parte del territorio de los 
Resguardos de Ticuna Cocama, Yagua (6.517 has)  y Cotuhue (72.122,56 has), se traslapa con el 
territorio del municipio, pero no pertenece a su jurisdicción (Camacho, Hugo), puesto que la mayor 
parte del territorio de estos resguardos está fuera del municipio, y por tanto, su jurisdicción 
corresponde al municipio de Puerto Nariño y al Departamento del Amazonas.  
 
En los mapas 3 y 4 se muestran dos sectores de la conformación de los resguardos antes de 
1991. El  mapa No. 3, corresponde a la zona sur de la jurisdicción del municipio que está próxima 
al área urbana en la que se ubica seis resguardos, y en el mapa No. 4 corresponde a la zona norte 
de la jurisdicción  en la que se ubican cuatro resguardos.  En el mapa No.5  se pueden observar 
los 15 resguardos conformados actualmente. 
 
Los cinco últimos resguardos creados se han conformado en zonas más cercanas al municipio y 
con una extensión territorial pequeña. El de mayor extensión es Puerto Triunfo con 941 hectáreas. 
La Playa y San Juan de los Parentes cuentan con 46 y 197 hectáreas respectivamente. Podría 
plantearse, con base en una visión eminentemente espacial y en las dinámicas de interacción y 
dependencia con el núcleo urbano, si  resguardos como La Playa o los ubicados en las zonas de 
los Lagos, corresponderían más a un barrio de Leticia. También surge el interrogante de porque 
resguardos continuos, pequeños en extensión y con pocos habitantes como los ubicados en la 
zona de Los Lagos (San Antonio, San Sebastián, San Juan de los Parentes) no conforman un solo 
resguardo.  
 
Seguramente las respuestas obedecen a intereses particulares de las comunidades que los 
habitan. Pero igualmente podrían relacionarse con la ingerencia de las políticas públicas que se 
desprenden de la Constitución de 1991, en el ámbito del ordenamiento territorial y la 
descentralización, tendientes a fortalecer la conformación de resguardos indígenas como 
entidades territoriales indígenas y que les permiten como tales acceder al manejo de recursos 
propios. 
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61                                                 
61 Mapa 3. Resguardos ubicados en la zona sur de la Jurisdicción del municipio, próxima al área urbana. Mapa Base tomado del PBOT de Leticia 2001. Daza, Edisxon. Marzo/05  
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62 
                                                 
62 Mapa 4. Resguardos ubicados en la zona norte, Jurisdicción del Municipio, próxima a Puerto Nariño. Mapa Base tomado del PBOT de Leticia 2001. Daza, Edisxon. Marzo/05 
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Mapa 5. Resguardos indígenas del municipio de Leticia 200463. 
 
 
                                                 
63 Op. Cit. Riaño Umbarila, 2003. Mapa # 20. 
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Cuadro 1 – Conformación Resguardos Indígenas del Municipio de Leticia 
 
Número 
Nombre Constitución Legal Población Disponibilidad 
de Tierras 
Área/Hab 
Ha 
Densidad 
Poblacional 
Hab/Ha 
Área 
1 Tikuna-Uitoto Km.6 
y 11 
Res. 0005 de Enero 29 
de 1986 
1325 5.66 0.17 7.500 Hectáreas 
5200 mt2 
2 San Sebastián de 
Los Lagos 
Res. 089 de Julio 27 de 
1982 
400 0.14 6.77 59 Hectáreas 
3 San Antonio de los 
Lagos 
Res. 087 de Julio 27 de 
1982 
141 (282)* 1.34 0.74 189 Hectáreas 
4 Ronda Res. 099 de Mayo 5 de 
1999 
312 0.16 6.24 50 Hectáreas 
5 San José del Río Res. 043 de Sep 24 de 
1996 
175 3.13 0.33 549 Hectáreas 
6 Nazareth Res. 081 de Julio 1 de 
1982 
547 (614)* 2.49 0.40 1.367 Hectáreas 
7 Arara Res. 092 de Julio 27 de 
1982 
723 (685)* 17.02 0.05 12.308 
Hectáreas 
8 Santa Sofía-Yaguas 
y el Progreso 
Res. 080 de Julio 1 de 
1982 
Res. 023 de Abril 24 de 
1985 
1163 3.61 0.27 4.209 Hectáreas 
9 Zaragoza Res. 060 de Sep 21 de 
1983 
128 33.75 0.29 4.320 Hectáreas 
10 El Vergel Res. 060 de Sep 21 de 
1983 
169 14.94 0.06 2.525 Hectáreas 
11 Macedonia Res. 060 de Sep 21 de 
1983 
664 5.13 0.19 3.410 Hectáreas 
12 Mocagua Res. 060 de Sep 21 de 
1983 
447 11.43 0.08 4.025 Hectáreas 
13 La Playa Res. 099 de Mayo 27 de 
1999 
367 0.53 1.86 197 Hectáreas 
14 San Juan de Los 
Parentes 
Res. 025 de Enero de 
2000 
69 0.66 1.5 46 Hectáreas 
15 Puerto Triunfo 2001 (fuente DNP)  108 8.71 0.11 941 Hectáreas 
ÁREAS TOTALES DE LOS RESGUARDOS INDÍGENAS DENTRO DEL MUNICIPIO 
41´695 Hectáreas, 5200 mts. No se suman las 6517 has del Resguardo TICOYA en el municipio, y se exceptúan las 72.122.56 
has del Resguardo Cotuhé  Putumayo. 
Total de población estimada 6998 habitantes. 
Exceptuando la suma de los datos de población ajustados que presentan asterisco 
* Datos ajustados,  suministrados por censo de ICBF, Camacho, Hugo. 2005. 
Fuente: Diagnóstico Social Situacional de Infancia y Familia. Eje Río Amazonas: El Municipio de Leticia. Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar. Agencia Amazonas. Murillo Primero, Juan. Cano Zambrano, Luis. Camacho 
González, Hugo. Septiembre 2003, ajustado por el autor. 
 
 
G. ANTECEDENTES DE CONFORMACIÓN Y CARACTERIZACIÓN DE LOS 
RESGUARDOS DE LETICIA 
 
La Ley 135 de 1961 sobre Reforma Social Agraria en Colombia, designó al INCORA como la 
institución encargada de la redistribución, asignación y  titulaciones de tierras de los territorios 
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nacionales, terrenos baldíos y reservas indígenas. De acuerdo a esa función, fue la entidad que se  
encargó en las últimas décadas de adelantar los procesos de legalización de la conformación de 
los resguardos indígenas en el país. Para ello, se realizaban diagnósticos socioeconómicos que 
identificaban la conformación espacial del resguardo, las características de las poblaciones que 
habitaban estos territorios y justifica la conformación de los mismos. 
 
El proceso se iniciaba con la solicitud que los representantes indígenas realizaban ante el 
Gobierno Nacional para que les fueran reconocidos sus territorios con el estatus jurídico de 
resguardo. Luego la Junta Directiva del INCORA expedía una resolución que reconocía su 
creación, previa recomendación de una comisión encargada de revisar y verificar si se cumplían 
los requisitos para conformarse como tal. En la resolución el INCORA hace el reconocimiento de 
los resguardos, al establecer tal figura jurídica como el término más apropiado para  representar 
su legalidad, reconocer a las comunidades indígenas el derecho a la posesión de tierras y 
adelantar programas sociales, económicos y culturales tendientes a mejorar sus niveles de vida. 
 
Una revisión de los archivos históricos del INCORA y de la División de Asuntos Indígenas en 
Leticia permitió establecer las características identificadas en los diagnósticos que avalaron la 
conformación de los resguardos del municipio. Los documentos dan cuenta de una breve 
descripción histórica y jurídica general, así como de un diagnóstico sobre las condiciones 
económicas, sociales y culturales previas a la conformación, que son analizadas y sustentan la 
creación de los mismos. 
 
Los diagnósticos, casi idénticos para todos los resguardos de Leticia, hacen referencia a las 
transformaciones que ha sufrido la organización social de estas comunidades como consecuencia 
del contacto con la cultura externa, que se expresan en pérdida de autonomía y autoridad64; 
cambios en la concepción de su arquitectura65, concepciones ambientales y cosmogónicas;  
                                                 
64Se indica el desplazamiento de la autoridad tradicional de los viejos hacia los representantes de la comunidad, 
caciques o capitanes, quienes toman las decisiones. En algunos resguardos se señala la existencia de una Junta de 
Acción Comunal que toma las decisiones, pero la autoridad política de la zona es el Inspector de Policía. 
65 Por ejemplo la gran maloca, ese lugar en donde residían varias familias emparentadas por consanguinidad o por 
afinidad, ha sido reemplazada por las viviendas unifamiliares, con techo de zinc, madera aserrada y otras 
particularidades que se levantan sobre tocones, según los niveles de inundación 
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modificación de algunos rasgos de identidad, estimulados por la acción estatal y la implementación 
de nuevas actividades económicas66.  
 
Se hace especial referencia a la disminución de las zonas de ocupación por la presión de la 
colonización, auspiciada por los dineros de tráfico ilegal de narcóticos, lo que afectaba la 
disponibilidad de tierra para sus cultivos67 y se traducía en cosechas de baja calidad y escasa 
producción.  
 
Los procesos relacionados con la adjudicación y legalización de tierras, solución de conflictos y 
mediación de la legalidad de la permanencia en las mismas, eran atendidos por el Juzgado 
Promiscuo Territorial del Amazonas, la División de Asuntos Indígenas del Ministerio de Gobierno,  
la Procuraduría Regional de Leticia, entre otros.  A continuación se resumen los principales 
elementos tenidos en consideración en los diagnósticos que apoyaron la creación de los 
resguardos en el municipio. 
 
1. RESGUARDO SANTA SOFÍA-EL PROGRESO 
 
 
                                                 
66 Se describen las actividades económicas basadas en la agricultura de pancoger por sistema de quema y roza, 
recolección de frutos silvestres, la cacería, la pesca y el aserrío de madera. Se identificó una transformación de la 
economía de subsistencia hacia una incipiente economía de mercado, entre otras razones, por la comercialización de 
sus productos y la vinculación laboral de jornaleros en haciendas de colonos. 
67 La situación es más evidente si se tiene en cuenta que el tipo de cultivo característico de las comunidades 
indígenas de la región, por roza y quema, implica la rotación de cultivos para el sostenimiento de las familias durante 
todo el año. 
Foto 6. P uesto de control policial fluvial Santa Sofía* 
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Por medio de la Resolución 080 de 1982 del INCORA68, se constituye como Resguardo Indígena 
de Santa Sofía, una zona de carácter baldío perteneciente a la jurisdicción del municipio de 
Leticia, Comisaría Especial del Amazonas, habitada por población indígena Ticuna y Yagua de 
esta inspección de Policía, con un área de 4.155 hectáreas, limitando con la hacienda La 
Primavera, la Reserva Arara Comunidad Ticuna y la orilla izquierda del río amazonas, tal y como 
aparece descrito en el folio 5 de la resolución 80 de 1982 y en el mapa # 26 2975 del INCORA69. 
 
El diagnóstico de caracterización para la conformación del resguardo, señala que la población 
Ticuna se asentaba en la vereda de Santa Sofía, integrada por 210 individuos y 36 familias, 
quienes tenían mayor contacto con los “blancos” y,  por tanto, relaciones de intercambio  socio 
económico; sin embargo mantenían algunas costumbres ancestrales entre ellas la lengua propia. 
Los Yaguas se asentaban en la vereda del Progreso, integrada por 84 individuos y 18 familias, con 
una menor integración al cambio socioeconómico y poseen lengua propia.  
 
La zona en que se delimitó el resguardo pertenecía ancestralmente a la comunidad, aunque en 
ella se asentaban familias de colonos, que no fueron incluidos dentro de la delimitación del 
resguardo. Se estableció que la población que poseía mejoras en este territorio, podía permanecer 
allí mientras se hacían los trámites de adquisición sin aumentar el área de las mejoras ni modificar 
sus actividades económicas. 
 
El proceso contó con solicitudes de líderes de la comunidad ante La División de Asuntos 
Indígenas, con el apoyo del Cabildo como institución de manejo tradicional, en las que se 
solicitaba el trámite del problema de linderos, anulación de la venta de mejoras y permanencia de 
colonos al interior del resguardo. 
 
Después del reconocimiento del Resguardo, se presentaron múltiples disputas e irregularidades 
plasmadas en quejas oficiales de la comunidad por la imposibilidad de compra de tierras con 
                                                 
* Foto Omar Alaín González Domínguez. 
68 Resolución 080 de 1982 del INCORA. En archivo Asuntos Indígenas, Comisión Amazonas. 
69 Ibid. 
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mejoras, cuya posesión estaba en manos de uniones maritales entre indígenas y colonos. Con la 
Resolución 023 del 24 de abril de 1985 del INCORA, se incorporó al resguardo un terreno de 54 
hectáreas del lote baldío contiguo denominado La Esperanza, que estaba en posesión del señor 
José Guerra Marín70. 
 
2. RESGUARDO DE NAZARETH 
 
El resguardo se constituyó por medio de la resolución 081 del 01 de julio de 1982 de una zona 
baldía destinada a la población Ticuna en la Vereda denominada Nazareth, jurisdicción del 
Municipio de Leticia, a una extensión aproximada de 1.36771. Esta área se encuentra ubicada a 
veinte kilómetros arriba de Leticia por la margen izquierda del río amazonas y los terrenos  
colindan con las fincas de la carretera Leticia-Tarapacá.  
 
El diagnóstico indica que la gran mayoría de la población pertenecía a la etnia Ticuna, 
representados en 192 individuos y 40 familias. Reconoce la transformación de la comunidad por el 
contacto con comunidades colonas y los identifica como “rezagados” ante ellas. La autoridad 
tradicional  era representada por el curaca; sin embargo existía una Junta de Acción Comunal que 
organizaba las actividades en beneficio de la comunidad.  
 
El sector de educación era atendido por el internado de Nazareth, a cargo de la Prefectura 
Apostólica. Se indica la precaria atención en salud  pues no posee puesto de salud en el momento 
de creación del resguardo y se  hace alusión a algunas endemias como paludismo, disentería y en 
algunos casos tuberculosis.  
 
Las características socioeconómicas son similares a otros asentamientos ticunas de la  ribera del 
río en relación con la agricultura de pancoger (yuca dulce y amarga, piña, plátano  y maíz, entre 
otros), como también la caza y la. Además,  los indígenas obtienen ingresos en dinero por trabajos 
que hacen en las fincas cercanas y por el aserrío de maderas. 
 
                                                 
70 Resolución 023 del 24 de abril de 1985. En archivo Asuntos Indígenas, Comisión Amazonas. 
71 Resolución 081 de julio de 1982 del INCORA. En archivo Asuntos Indígenas, Comisión Amazonas. 
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En este resguardo se identifica la presión de la colonización y en particular por la presencia de 
dineros del narcotráfico, ha hecho que pierdan grandes áreas de tierra perteneciente a la 
comunidad, quienes tienen que afrontar el futuro con parcelas adjudicadas cada vez más 
pequeñas72. 
 
3. RESGUARDO DE ARARA 
 
Hasta el año de 1976 los 
terrenos formaban parte 
de la reserva forestal del 
Amazonas, creada en 
1959. La Resolución 
No.021 del 28 de febrero 
de 1979 destina como 
reserva en beneficio de la 
comunidad Ticuna de la 
“localidad” de Arara, en un 
terreno con un área de 11.983 hectáreas del municipio de Leticia.  
 
En el momento de la creación de la reserva se identificó un conflicto con colonos que estaban 
“disputándoles” el territorio; se censaron 282 personas y 56 familias. Se propuso la compra de 
“mejoras” a tres colonos que habitaban dentro de reserva. El resguardo se constituyó por medio de 
la Resolución No.092 del 27 de julio de 1982, con una extensión de 12.308 hectáreas. 
 
El diagnóstico da cuenta de la existencia de una escuela, con dos profesores “blancos” y un 
auxiliar indígena. Los estudiantes después de cursar aquí se desplazan al internado de Nazareth 
para culminar su último grado de primaria. La comunidad no posee puesto de salud, pero cuentan 
con un enfermero de la Junta de Acción Comunal. Practican la agricultura de pancoger con 
                                                 
72 Ibid, pp 4. 
* Foto Omar Alaín González Domínguez. 
 
Foto 7. Comunidad de Arara, calle 
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excedentes para comercialización, crianza de animales, caza y pesca. Existía ocupación de  
algunos pobladores como jornaleros en fincas vecinas. 
 
4. RESGUARDO DE SAN ANTONIO  Y SAN SEBASTIÁN DE LOS LAGOS 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
De acuerdo a la resolución 087 del 27 de julio de 1982 del INCORA, se constituyen como 
resguardo indígena en beneficio de la comunidad Ticuna, dos globos de tierras localizados en las 
veredas de San Antonio de Los lagos y San Sebastián, en el municipio de Leticia, Comisaría 
Especial del Amazonas∗. 
 
El resguardo de San Antonio, se encuentra ubicado a seis kilómetros y San Sebastián a nueve 
kilómetros al norte del casco urbano de Leticia. Sus terrenos son planos y son susceptibles de 
inundación en época de creciente del río Amazonas y su vegetación primaria para esta época es 
casi inexistente por la prolongada explotación agropecuaria  a la que ha sido sometida.  
 
Sus habitantes al estar en mayor contacto con “el blanco”, han tenido una  integración más 
cercana a la cultura y economía nacional, que es un factor para el distanciamiento  y 
descomposición de su propia cultura. Practicaban esencialmente la agricultura de pancoger, la 
pesca y el trabajo asalariado en fincas vecinas, en la administración comisarial y en la Secretaría 
de Obras Públicas. La población total al momento de conformación del resguardo era de 328 
                                                 
∗ Foto: Oscar Iván García. 
Foto 8. Salida San  AnAntonio* 
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individuos, agrupados en 49 familias, quienes en su mayoría trabajaban en Leticia, por la 
imposibilidad de hacerlo en sus desgatadas tierras. 
 
A pesar de la transformación de la comunidad por el contacto con comunidades colonas, la 
autoridad tradicional  se mantenía y era representada por el curaca. El servicio de educación era 
atendido por una escuela del Vicariato Apostólico de Leticia y la atención en salud aunque no se 
hace referencia específica en el estudio, se expresa que la salud era precaria 
   
5. RESGUARDO DE ZARAGOZA, EL VERGEL, MACEDONIA, MOCAGUA 
 
Por medio de la resolución  060 de 
21 de septiembre de 1983, se 
constituyen de manera legal y 
permanente los resguardos Ticuna 
de Mocagua, Macedonia, El Vergel y 
Zaragoza, que en el momento de su 
conformación estaba compuesto por 
cinco lotes de terrenos baldíos 
ubicados en la Inspección de Policía de Santa Sofía, corregimiento de Puerto Nariño, Jurisdicción 
del municipio de Leticia∗.  
 
 
 
 
 
 
 
 
Al igual que el anterior resguardo, estas comunidades se encuentran localizadas en el margen 
izquierda del río amazonas. Mocagua, Macedonia, El Vergel y Zaragoza, en sentido inverso al 
                                                 
∗ Foto: Omar Alaín González Domínguez. 
Foto 9. Macedonia, ribera río 
Foto 10- Puerto de Zaragoza*
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cauce del río y distan entre 30 a 50 kilómetros de Leticia. Al momento de creación estas 
comunidades sumaban una población de 721 personas, nucleadas en 131 familias. 
 
Las características geográficas, sociales, económicas, culturales,  y de organización son similares 
aunque existen algunos detalles particulares que se describen en el diagnóstico a profundidad. La 
superficie demarcada para la constitución de los resguardos se distribuyó de la siguiente manera 
por cada comunidad: Mocagua  4.025 has, Macedonia 3.410 has, El Vergel: 2.525 has, Zaragoza 
4.330 has∗. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
6. RESGUARDO KILÓMETROS 6 Y 11                          
 
Mediante la Resolución No.025 del 01 de febrero de 1978 se 
constituye la reserva especial entre los kilómetros 6 y 11 de la 
carretera Leticia-Tarapacá en el municipio de Leticia, con 
destino a la población Ticuna - Huitoto que habitaba la zona, 
con un área de 8.000 hectáreas. 
 
Se recomendó solicitar la reservación de las dos poblaciones 
por la proximidad geográfica, cultural y por el interés de la 
                                                 
∗ Foto: Oscar Iván García 
 Zaragoza 
Foto 11.Panorámica El Vergel* 
Pelazón km 6
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integración de las mismas con la sociedad. Se censaron 120 indígenas Ticuna que se desplazaron 
desde su asentamiento original en el “sitio de San José” y 186 Huitotos. Su asentamiento es 
producto de la migración forzada por la explotación del caucho∗. 
 
En 1984 los indígenas solicitan al INCORA  solucionar el problema creado por la tenencia de 
tierras de 15 colonos dentro de la reserva. Por falta de recursos, estuvieron de acuerdo en que se 
sustrajeran los terrenos respectivos (con mejoras), lo cual es recomendado por el Jefe de la 
División de Titulación de tierras del INCORA.  
 
El 29 de enero de 1986 se constituye legalmente la reserva kilómetro 6 y 11 como Resguardo 
Kilómetro 6 y 11, con un área de 7.540 hectáreas, sustrayéndose 489 de acuerdo al trámite antes 
señalado, que fueron otorgados a: Pedro Emilio Acosta: 26 hectáreas, 2.500 mts2.; Sociedad 
Parra S. en C: 16 hectáreas, 8.000 mts2.; Francisca Nuñez Riveros (Predio San Sebastián): 10 
has, 1.000 mts2.; Ligia Flórez de Arbeláez (Predio la Ponderosa): 42 has, 6.000 mts2.;Ligia Flórez 
de Arbeláez: 19 has., 1.000 mts2.; Julio Chuña Grande: 5 has, 8.500 mts2.; Laurentino Martínez: 
43 has., 1.500 mts2.; Israel Sáenz Lugo (Predio San José): 105 has, 1.500 mts2.; Angel María 
Moreno (El Tacana): 82 has. 9.000 mts.; Luis Puentes (La Escondida): 61 has, 1.500 mts2.; Isaias 
Velásquez (Finca Tacana No.2): 24 has. 3.000 mts2.; Guillermo Bueno (Agrosur): 16 has. 6.300 
mts2. 
 
Es importante anotar que la resolución en forma explícita señala en su artículo tercero “la 
ocupación de los trabajos o mejoras que dentro del Resguardo realizaren o establecieran terceras 
personas ajenas a las Comunidades beneficiarias, con posterioridad a la fecha en que comience a 
regir la presente providencia, no dará derecho al ocupante para solicitar la adjudicación por parte 
del Estado, ni derechos de alguna índole, ni para pedir a los indígenas reembolsos en dinero o en 
especie por las inversiones que hubieran realizado”. 
 
Aunque los diagnósticos socioeconómicos adelantados por el INCORA señalan situaciones 
específicas para algunos de los resguardos tales como la presencia de colonos, la influencia del 
narcotráfico, la mayor relación con el núcleo urbano de Leticia, entre otros, se observa que las 
                                                 
∗ Foto: Omar Alaín González Domínguez 
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características de las descripciones realizadas tienden a ser homogéneas, generalizantes y en 
algunos casos no obedecen a la realidad de los mismos. 
 
H. LA SITUACIÓN ACTUAL DE LOS RESGUARDOS INDÍGENAS DEL MUNICIPIO DE 
LETICIA 
 
Previa a la identificación actual de los resguardos indígenas del municipio de Leticia, es relevante 
partir del hecho jurídico que reconoce y describe específicamente el concepto actual de resguardo 
indígena, que tiene su principal antecedente en el Decreto 2164 de 1995, “Por el cual se reglamenta 
parcialmente el Capítulo XIV de la Ley 160 de 1994 en lo relacionado con la dotación y titulación de tierras 
a las comunidades indígenas para la constitución, reestructuración, ampliación y saneamiento de los 
resguardos indígenas en el territorio nacional“. Aunque la intención del Decreto se orienta al 
saneamiento territorial de los resguardos y reservas indígenas, se incluyen conceptos que 
introducen en las comunidades indígenas dos conceptos sobre autoridad indígena, que 
determinarán hacia el futuro una nueva organización, orientada fundamentalmente hacia la 
relación con el Estado. 
 
Según este Decreto, las autoridades tradicionales “son los miembros de una comunidad indígena 
que ejercen, dentro de la estructura propia de la respectiva cultura, un poder de organización, 
gobierno, gestión o control social”. El Cabildo indígena73 se considera como “una entidad pública 
especial, cuyos integrantes son miembros de una comunidad indígena, elegidos y reconocidos por 
ésta, con una organización sociopolítica tradicional, cuya función es representar legalmente a la 
comunidad, ejercer la autoridad y realizar las actividades que le atribuyen las leyes, sus usos, 
costumbres y el reglamento interno de cada comunidad”.  
 
1. ORGANIZACIÓN SOCIAL Y POLÍTICA  
 
El gobierno y la organización interna de las comunidades indígenas en los resguardos del 
municipio se basa en los Cabildos Indígenas, como el ente legal que representa al resguardo. El 
                                                 
73 El término Cabildo Indígena fue adoptado del derecho indiano y reglamentados por la ley 89 de 1890 que los 
reconoció como entidades especiales de carácter público. 
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curaca se erige como la cabeza visible de la comunidad y el Cabildo, en calidad de representante 
legal del mismo. Así las cosas, la organización social y política presenta características similares, 
determinadas además del factor señalado, por la pertenencia a un grupo étnico determinado, en 
este caso los Ticuna en la ribera del río y los Uitoto en la vía Leticia-Tarapacá como grupos 
mayoritarios. 
 
Todos los resguardos del municipio cuentan con Cabildo, conformado por el Curaca, Vicecuraca, 
vocal, tesorero y fiscal74, esquema adoptado en la década de los noventa. Actualmente el cabildo, 
incluido el curaca, se elige en un ejercicio democrático mediante votación de la comunidad por un 
período de un año,  y tiene a su cargo la representación del resguardo ante instancias foráneas, 
así como propender el bienestar de la comunidad.  
La figura del Curaca tiene un carácter cohesionador y coordinador de la vida social de la 
comunidad. Este cargo lo ocupa un hombre adulto, con capacidad de coordinar el grupo, tener 
credibilidad, poseer un conocimiento básico de su cultura y poderse comunicar con facilidad con el 
"mundo blanco", saber leer y escribir, y por tanto ser vocero de su comunidad ante las 
instituciones oficiales. Anteriormente el Curaca coincidía con el jefe guerrero y muchas veces era 
al mismo tiempo chamán o aprendiz de chamán75. Actualmente sus funciones son más de tipo 
administrativo, es el interlocutor con el Estado y el encargado de resolver los problemas que se 
presentan en la comunidad.  
Algunas de las comunidades, en particular las del río,  tienen sede comunal y Junta de Acción 
Comunal. Algunos líderes-, docentes y promotores de salud se articulan en Comités para apoyar 
las tareas, proyectos de la comunidad y en general el “desarrollo de la comunidad”. Sin embargo la 
experiencia de las Juntas de Acción Comunal no ha sido del todo exitosa y la mayoría no 
funcionan. Por su parte el salón comunal se ha constituido en espacio común de encuentro y 
concertación  comunitaria. El cuadro 2 resume la composición de los cabildos y existencia de 
Juntas de Acción Comunal en los resguardos del municipio de Leticia. 
 
 
 
                                                 
74 En la comunidad del kilómetro 11 existe un gobernador equivalente al Curaca en otras comunidades. 
75  
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Cuadro 2 - Composición de los miembros de los Cabildos de los Resguardos indígenas del 
municipio de Leticia 
 
COMPOSICIÓN DE LOS MIEMBROS DE LOS CABILDOS  
JURISDICCIÓN MUNICIPIO LETICIA 
JURISDICCIÓN LETICIA 
 MIEMBROS DEL CABILDO 
# 
 
 COMUNIDADES J.A.C. 
 
CURACA VICE 
CURACA 
CABILDO SUBTOTAL 
Pers/com. 
1 San Pedro de los Lagos 1 1  2 4 
2 San Juan de Los Parentes   1  4 5 
3 San Antonio Lagos   1  6 7 
4 San Sebastian   1 1 4 6 
5 Castañal   1  4 5 
6 La Playa   1 1 4 6 
7 La Milagrosa 1     
8 Ronda   1 1 3 5 
10 San José Rio   1 1 3 5 
11 Nazareth   1 1 4 6 
12 Arara   1 1 4 5 
13 Los Yaguas   1 1 3 5 
14 El Progreso   1 1 3 5 
15 Santa Sofía   1 1 3 5 
16 Nuevo Jardín   1 1 2 4 
17 Loma Linda   1 1 5 7 
19 Puerto Triunfo   1 1 2 4 
20 La Libertad   1 1 3 5 
21 Zaragoza   1 1 3 5 
22 El Vergel   1 1 4 6 
23 Macedonia   1 1 4 6 
24 Mocagua   1 1 4 6 
25 Palmeras   1  3 4 
TOTALES 2 21 17 67 116 
Adaptación y actualización hecha de la tabla tomada del capítulo B2 subsistema Social, del PBOT, de 
Leticia 2001. 
 
Las organizaciones y asociaciones indígenas han dinamizado las relaciones políticas, 
administrativas, sociales, interétnicas, interculturales, de gestión pública, y demás entre los 
resguardos de la región, lo que ha permitido fortalecer sus niveles de organización y 
comunicación. Existen diversas asociaciones funcionando como la Asociación de Cabildos 
Indígenas del Trapecio Amazónico (ACITAM), la Asociación Zonal de Autoridades Indígenas de 
Tierra Alta (AZCAITA), y la Asociación Cabildos Indígenas Tikuna-Uitoto (ACITU). Sin embargo 
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este ejercicio no ha sido tan exitoso  debido a problemas entre las comunidades y autoridades 
indígenas. 
 
Por ejemplo, en el resguardo del Kilómetro 6 y 11,  se presentan problemas que surgen desde su 
misma conformación social y territorial, en donde conviven rivalidades políticas, pugnas 
personales basadas en envidias, divisiones internas, engaños y venta de tierras. Esto hace parte 
de un reflejo de las dificultades de la convivencia multiétnica para gobernar y administrar una 
unidad política y territorial.  
 
2. CONDICIONES SOCIOCULTURALES 
 
Los antecedentes sobre la creación de los resguardos nos muestran, algunos rasgos particulares y 
otros generalizantes sobre la interacción social, las expresiones culturales  y la composición de las 
comunidades. De acuerdo con esto, es clave entender las dinámicas de los grupos sociales de la 
cual hacen parte los grupos étnicos. 
 
Los procesos de aculturación y de cambio social, por la cercanía de Leticia como centro urbano a 
los Resguardos Indígenas han conllevado a una dependencia en la forma de vida del “blanco”, 
generando la pérdida parcial o cambio paulatino de sus propias formas de interpretación del 
territorio, desvirtuando sus referentes ancestrales y obligándolos a realizar actividades extractivas 
que día a día apuntan a la disminución de los recursos en sus resguardos. 
 
Los resguardos más próximos a la zona urbana de Leticia y que mantiene una relación fuerte de 
comunicación e intercambio entre otros, como es el caso del Km 6 y 11, han sido desde varias 
décadas atrás más susceptible al cambio sociocultural, por la dinámica de la ciudad, su 
crecimiento, y  “perspectivas” de  desarrollo. Actualmente está conformado por una población 
multiétnica, y con distintas parcialidades dentro del mismo, conformando divisiones territoriales 
bien definidas y a su vez organizativas. Sin embargo, la presencia  de población “blanca” es 
evidente, con especial influencia en la comunidad del kilómetro 6, pues poseen características de 
infraestructura bastante urbanas, como el puesto de policía, varias iglesias, discoteca, tienda, 
escuela, núcleo deportivo, estación telefónica, entre otros.  
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Los resguardos pertenecientes a la etnia Ticuna, han presentado modificaciones en su 
organización social; sin embargo se mantienen los clanes y las uniones entre ellos. Actualmente,  
en la generalidad de las comunidades Ticunas de la ribera del río no se puede considerar la 
importancia de la maloca como elemento fundamental de la cultura, a nivel ritual, político o 
jerárquico, pues no existe como tal la estructura y tal vez fue reemplazada en su función por la 
casa o sede comunal. Practican ritos religiosos del catolicismo, sin embargo se conservan algunos 
ritos tradicionales como en otras comunidades, como la pelazón y la minga. 
 
Una característica relacional generalizada al interior del núcleo familiar, es la función de las 
mujeres, quienes realizan labores del hogar, el cuidado de los hijos y colaboran con la chagra 
(además de actividades alternativas), los hombres practican la caza, pesca  y la chagra al igual 
que las mujeres. Igualmente se realizan trabajos comunitarios limpiando calles, senderos, solares 
y  se hacen mingas para terminar chagras, construcción de viviendas y otras actividades. La 
colaboración entre familias es un elemento fundamental en las relaciones de estas comunidades. 
En algunas comunidades se presentan procesos de desplazamiento hacia el “interior” del 
resguardo por factores como la cercanía a nuevas chagras, tal como sucede en el resguardo de 
Santa Sofía76.  
 
Existe una constante movilización de la población a causa  de diferentes factores, desde  las 
determinadas por las relaciones de compadrazgo y familia extensiva, como también por la 
consecución de recursos económicos del Estado, la gestión de proyectos77, la extracción y 
comercialización de productos agrícolas y otros tales como artesanías. 
 
3. EDUCACIÓN 
 
A partir del año 2003, la educación contratada pasó del manejo de la Iglesia Católica, Prefectura 
Apostólica, a la administración de la Gobernación del Amazonas. La Gobernación del Amazonas 
                                                 
76 Datos tomados del Diagnóstico de Participación Social de la Secretaría de Salud Departamental, Gobernación del 
Amazonas, año 2004. Estos datos trabajan con estadísticas porcentuales y con base en esto fundamentan los 
análisis. En este caso de las 60 viviendas que existen en el asentamiento, 24 fueron encuestadas, que equivale  el 
100%, para decir que el grupo familiar predominante es el nuclear, con un 75%, siendo 24 el 100% de viviendas 
encuestadas y en un 13 % extensa y 12% unifamiliar. 
77 Los “proyectos” son una nueva realidad de las comunidades, como actividad para buscar financiamiento de fuentes 
que van desde las entidades territoriales, las instituciones públicas nacionales, de cooperación internacional y ONGs. 
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en la mayoría de resguardos asume la educación,  que responde por la contratación de profesores 
y construcción de infraestructura educativa, y a su vez algunas comunidades destinan recursos de 
transferencias para apoyar actividades en esta área. 
 
Es importante anotar que cinco décadas atrás operaba en la zona la Educación Contratada, 
administrada por misioneros católicos. El enfoque de estos programas ha sido evangelizador e 
integracionista sin lugar a dudas. En la actualidad los programas educativos, de acuerdo a las 
políticas del gobierno, buscan reforzar la cultura tradicional y apoyar a las comunidades en su 
desarrollo propio sin aislarlas del contexto nacional. A ello corresponden la creciente 
implementación de programas de carácter etnoeducativo. 
 
Por lo general, todas las comunidades cuentan con escuela primaria78. Algunas cuenta con 
escuelas y centros relativamente “grandes” que por su tamaño  se convierten en núcleos 
educativos no sólo de dichas comunidades, sino de habitantes aledaños. Arara cuenta con el 
colegio San Juan Bautista de la Salle que brinda desde preescolar hasta noveno de bachillerato. 
Nazareth por ejemplo, cuenta con una escuela primaria, internado y un jardín comunitario. Sin 
embargo, buena parte de la educación secundaria es remitida a la ciudad de Leticia.  
 
En el 2004 se aprobó la fusión de las escuelas de Mocagua, Zaragoza y El Vergel, que serán 
adheridos al colegio de Macedonia; es decir, en esta última comunidad se administrarán los otros 
centros educativos, con sede en el colegio Francisco de Orellana, el cual ofrecerá el bachillerato 
completo (hasta undécimo grado) a todas las comunidades; los niños de las otras comunidades 
harán la primaria en las escuelas de sus comunidades y después realizarán el bachillerato en 
Macedonia. La estrategia corresponde a una política educativa nacional que propende por la 
cobertura educativa para poblaciones rurales, fusionando curricularmente escuelas y colegios. 
 
4. POBLACIÓN 
 
En la actualidad tenemos varias fuentes de información sobre la población actual de los 
resguardos del municipio de Leticia. Entre ellas, los censos adelantados por el Instituto 
                                                 
78 Existen en el área rural de Leticia 13 escuelas de primaria que atienden a 1380 niños y niñas por 39 docentes 
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Colombiano de Bienestar Familiar entre el 2002 y el 2004, censos adelantados por instancias del 
orden municipal y departamental, especialmente las Secretarías de Salud, censos comparativos 
de  DANE Y DNP, censos de la Universidad Nacional Sede Leticia, y censos elaborados por los 
resguardos. En el capítulo IV se hará una revisión detallada  y comparativa de la población actual 
de los resguardos. 
 
5. SALUD 
 
La atención en salud a los habitantes de los resguardos presenta diversas dificultades, incluso en 
aquellas comunidades cercanas a Leticia. La mayoría de los resguardos cuenta con un puesto de 
salud y su respectivo promotor cuyo pago lo asumen los entes territoriales y en algunos casos con 
recursos del resguardo. La Secretaría de Salud Departamental tiene un Plan de Atención Básica 
en Salud, cuyos objetivos propenden por hacer atención en salud  en las correrías con 
profesionales de la salud. Por su parte la Secretaría de Salud Municipal adelanta básicamente 
actividades de promoción. 
 
La mayoría de los habitantes de los resguardos cuentan con cobertura de salud, por medio de la 
vinculación al Régimen Subsidiado. En la región este servicio es prestado por el SISBEN y dos 
empresas privadas (Mallamás y Caprecom). Existe poca claridad sobre la competencia de los 
entes territoriales y el Régimen Subsidiado, encontrándose casos en los ambos suministran un 
mismo servicio79  o, al contrario, casos en los que un servicio determinado no se presta por 
ninguno de los dos80.  
 
Sin embargo, por lo general las comunidades expresas que todos utilizan los servicios de salud, al 
igual que participan en las correrías que se realizan (consultas medicas, talleres y valoración 
nutricional infantil) en algunos casos las ARS y en otros las entidades territoriales; pero tienen 
                                                 
79 Un caso de ellos es el suministro de medicamentos, que por lo general, lo está asumiendo el resguardo con 
recursos propios 
80 las jornadas de vacunación y promoción en salud,  suelen ser una actividad repetida de uno y otro. 
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como conocimiento de los programas en salud que adelantan las Secretarías de Salud Municipal y 
Departamental81. 
 
En cuanto a la situación en salud, se identifica una tendencia constante de expansión de las 
comunidades, pues el índice de fecundidad y natalidad es alto. Sin embargo se presenta 
mortalidad temprana en menores por enfermedades respiratorias, virales, infecciosas, y otras 
endemias a causa de la vulnerabilidad de los menores en las comunidades. 
 
6. SERVICIOS 
 
No existen acueductos adecuados y en la mayoría de los resguardos el suministro de agua 
“potable” se efectúa directamente en cada vivienda, por medio de recolección de agua lluvia  a 
través de tanques. Existen algunos resguardos que cuentan con acueductos incipientes con 
regular funcionamiento, como Santa Sofía y Arara. En la comunidad del Km 11 por ejemplo, 
poseen tanques comunales y bombeo periódicamente con electro bomba. 
 
Por lo general, las viviendas cuentan con letrina para la disposición de excretas y con pozo 
séptico, pero no existen sistemas de recolección y disposición final de basuras, que generalmente 
son arrojadas en la parte trasera de las casas, a lo que se asocia la aparición de múltiples 
enfermedades en la población. En algunas comunidades se ha hace un manejo elemental de los 
residuos, como es el caso del Kilómetro 6 y San Sebastián. En estudios adelantados por la 
Secretaría de Salud Departamental, se urge la necesidad de adaptar tanques de recolección de 
agua, inodoros o letrinas y un sistema de disposición final de residuos, con el objetivo de mejorar 
el saneamiento ambiental, y por tanto, el estado de salud de la población82. 
 
La energía eléctrica es un servicio con el que no cuentan todos los resguardos. En algunos se 
suministra por medio de plantas eléctricas con servicios diarios parciales. Aquellos que se ubican 
cerca a la zona urbana, el servicio se les presta a través de la red eléctrica que viene desde 
Leticia, como es el caso de Arará, Nazareth, Km 6 y 11, San Sebastián y San Antonio de los lagos. 
                                                 
81 Tomado de “Diagnóstico de Participación Social de  la Secretaría de Salud  Departamental del Amazonas 2004”.  
Elaborado por Hernández Vargas, Sandra. Trabajadora Social  Participación Social. 
 
82 Ibid. 
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Aunque en este último caso es un servicio permanente, la ubicación en zona rural determina 
daños continuos que afectan el servicio. 
 
En los demás resguardos  este servicio, depende de la tenencia de planta eléctrica y del acceso al 
combustible ACPM. Por ejemplo en Mocagua, se presta de domingo a viernes de 6 p.m. a 9 p.m. y 
los sábados hasta las 10 p.m. El servicio tiene un cobro de tres mil pesos mensuales por vivienda 
y la planta es manipulada por un habitante de la comunidad que recibe honorarios por su oficio. 
 
Por lo general los resguardos cuentan con servicio de telefonía de Telecom o Compartel, a 
excepción de algunas comunidades de constitución reciente. Telecom presta el servicio por medio 
de una red de antenas repetidoras de baja frecuencia, que presenta múltiples fallas por falta de 
mantenimiento. Por su parte el servicio de Compartel, funciona con base en un sistema satelital de 
alta frecuencia; la calidad de la señal es deficiente y no es posible comunicarse desde cualquier 
teléfono; además la utilización de tarjetas prepago limita su uso por parte de la comunidad, 
excepto para recibir llamadas83.  
 
La mayoría de los asentamientos cuentan con trochas, senderos, división de calles con andenes y 
una calle central. La disposición de las viviendas sigue cierta organización de infraestructura “semi 
urbana”. La mayoría de comunidades poseen una estructura arquitectónica similar, en la que se refleja los 
diferentes tipos de intervenciones relacionados con proyectos y modelos estatales que se han puesto en 
marcha en décadas anteriores y que han determinado un cambio en las características de la vivienda, tanto 
en los materiales como en la estructura. 
 
7. ACTIVIDADES ECONÓMICAS Y PRODUCTIVAS 
 
Las comunidades de los resguardos presentan eminentemente una economía de subsistencia y 
autoconsumo. Las actividades económicas responden en menor o mayor grado a la interrelación 
                                                 
83 El servicio de Compartel corresponde a una concesión del gobierno a una entidad privada. Ambos sistemas 
(Telecom y Compartel) funcionan con energía solar lo que los hace dependientes del clima, que además afecta el 
estado de los quipos electrónicos. Tomado del Informe de Trabajo de Campo, Comunidad Indígena Nazareth, Carlos 
Andrés Llanos Parias, dentro del Laboratorio de Investigación en Antropología Social, I ciclo de 2003, Universidad 
Nacional de Colombia, Sede Leticia.  
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con otras comunidades y especialmente con el núcleo urbano de Leticia. Las comunidades 
ubicadas en estos resguardos, dada la cercanía con el núcleo urbano, mantienen un importante 
intercambio que han fomentado actividades incipientes de comercialización de productos.  
 
El sustento en su mayoría se deriva de la chagra, la pesca y cacería. La siembra en chagra, 
presenta cultivos diversificados, transitorios y permanentes, especialmente de yuca, piña, 
pimentón, guama, plátano,  asaí, copoazú, chontaduro, algunas plantas medicinales, artesanales y 
árboles maderables.  Aunque la pesca sea principalmente para autoconsumo, también se realiza 
intercambio y se destinan pequeños excedentes para la comercialización.Los productos agrícolas 
que más se comercializan son yuca, plátano, frutas amazónicas (piña, aguaje, chontaduro; al igual 
que algunos productos semi- procesados como la fariña, el casabe, el tucupí, entre otros. También 
se presenta alguna producción de carácter agropecuario de subsistencia y comercial. 
 
En algunas comunidades las familias trabajan las artesanías con recursos del medio (tintes, 
semillas, yanchama, chambira y otros productos), cuyos productos son comercializados en Leticia, 
incluso vendidos en las mismas comunidades o exportado. Entre ellas Mocagua  y Macedonia 
(artesanías en palosangre), el kilómetro 6 y 11 (artesanías en madera y en chambira), San 
Sebastián (pintura en yanchama), Arara (artesanías en chambira y yanchama), entre otras.  Es 
una constante que se estén formando y consolidando pequeñas microempresas, debido a los 
diferentes factores de intervención tanto de programas del estado, ONG´s interesadas en el 
desarrollo integral de los pueblos indígenas, como también de sectores organizados al interior de 
las mismas que pretenden realizar un ejercicio propio e empoderamiento económico y 
competencia en el mercado. 
 
8. A MODO DE RESUMEN 
 
La conformación de los actuales resguardos del municipio de Leticia no lleva más de tres décadas 
y ha obedecido a políticas públicas del gobierno nacional, que en principio propenden por el 
bienestar de las comunidades y el reconocimiento de sus derechos ancestrales, pero que en la 
realidad se conjugan con un sinnúmero de elementos y dinámicas regionales sociales, culturales, 
económicas y demás, que intervienen en este proceso.  
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La revisión de los diagnósticos que avalaron su legalización deja ver características similares para 
todos los resguardos, que por un lado dan cuenta de comunidades con costumbres, usos y 
dinámicas muy parecidas, consecuentes con el hecho de compartir un mismo territorio, pertenecer 
a los mismos grupos étnicos, verse enfrentadas a la presión de los mismos grupos humanos, la 
cercanía a un núcleo urbano como Leticia, entre otras. Pero por otro lado permite cuestionarse si 
esa “homogeneidad” no obedece a la debilidad de los mismos diagnósticos que posiblemente no 
efectuaron una evaluación más juiciosa de las características particulares de cada uno de ellos. 
 
La conformación espacial de los resguardos indígenas del municipio de Leticia, muestra que hasta 
la expedición de la Constitución Política de 1991 existían diez resguardos legalmente constituidos, 
los cuales en la gran mayoría presentan una gran extensión en territorio. Por el contrario, los 
resguardos conformados en la década de los noventa,  tienen como característica común una 
extensión territorial  más pequeña. Queda por lo menos planteado el interrogante si la concepción 
e importancia del territorio en su organización ha sido desplazado por otros intereses como el 
acceso a servicios y a recursos. 
 
El caso más particular es el de los resguardos que se ubican en sitios aledaños al núcleo urbano 
del municipio, pues la dependencia creciente del mismo desdibuja el sentido de entidad territorial 
como tal. En la medida en que sus relaciones económicas, sociales, culturales y el acceso a 
servicios dependen en un alto grado del municipio, su carácter como ente territorial con las 
particularidades, competencias y funciones que esto supone, implica una duplicidad de 
competencias y funciones, cuya solución no dependería tanto de criterios de autonomía sino a la 
conveniencia de los mismos. 
 
Es entonces la figura de resguardo la mas recomendable para estas comunidades o tal vez implica 
que se formule una figura diferente, que conserve las ventajas que le implique tener un carácter 
independiente al municipio, con la prevalencia del respeto de su autonomía, territorio, costumbres, 
derechos, etc., pero que aproveche los beneficios que surgen de su interrelación y cercanía.  
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Por otro lado cualquier ejercicio de organización territorial y administrativa de los resguardos tiene 
que considerar las características sociales y culturales de las comunidades que los ocupan, que 
limiten o promuevan  el mismo. El caso particular de los resguardos donde hacen presencia varias 
etnias (Kilómetro 6 y 11) y que han presentado durante los últimos años múltiples problemas al 
interior de sus comunidades, debe ser elemento de análisis y de revisión. 
 
Aunque en las tres últimas décadas los resguardos han logrado tener una infraestructura mínima y 
mayor cubrimiento de servicios, especialmente de educación y salud, persisten aún problemas 
relacionados con el saneamiento básico, la presión sobre los recursos, la presión por la posesión 
de tierras y otras múltiples situaciones que son inherentes al contacto con el “mundo blanco” y que 
deben propiciar un “diálogo” con las otras comunidades que hacen presencia en la región. Es 
inminente la presión del “mundo occidental” sobre dichas comunidades y se debe buscar el “mejor 
camino” para que esa incorporación “ineludible” sea lo más favorable posible a las comunidades 
indígenas, en términos no sólo de bienestar sino de la prevalencia de sus intereses y el respecto 
de sus costumbres. 
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CAPITULO IV 
 
EL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES: 
PARTICIPACIÓN DE LOS RESGUARDOS DEL MUNICIPIO DE LETICIA 
 
 
A. EL SISTEMA DE TRANSFERENCIAS PÚBLICAS 
 
Las finanzas públicas se constituyen en un instrumento del Estado para cumplir los objetivos de 
desarrollo propuestos. Corresponden a los recursos económicos que le permiten al sector público 
desarrollar sus actividades mediante el proceso del presupuesto público, que comprende los 
gastos e ingresos de la Nación. El anexo 2 resume el manejo actual del presupuesto público en 
Colombia y define los mecanismos incorporados en él. 
  
El sistema de transferencias intergubernamentales se basa en el hecho de que es la Nación quien 
tiene mayor capacidad de recaudación de impuestos; en consecuencia, en un proceso de 
descentralización de funciones, el desbalance fiscal entre los ingresos y los gastos de las 
entidades territoriales se compensa con transferencias del nivel nacional, las cuales deben 
guardar una relación directa con el costo de las funciones cedidas.  
 
Por lo general las transferencias tienen como objetivos corregir los desequilibrios fiscales; 
estimular la provisión de ciertos servicios y su expansión a los niveles socialmente deseables; 
acercar a niveles de igualdad a jurisdicciones que se encuentren en condiciones de inferioridad 
frente al resto y garantizar un estándar mínimo de servicios en todas las jurisdicciones.  
 
En Colombia el sistema de transferencias tiene como antecedentes a la misión encabezada por el 
profesor Richard Musgrave, que en 1966 realizó recomendaciones en materia fiscal, entre ellas 
destinar una sobretasa al impuesto predial para la ampliación de cobertura de educación primaria, 
trasladando parte de ese ingreso al nivel departamental.  
 
Las transferencias pueden ser generales, si se transfieren sin que la entidad que las recibe asuma 
ningún compromiso de destinar los recursos en un sector específico, y específicas, si su 
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asignación está sujeta a limitaciones tanto en el uso sectorial, como porcentuales e incluso 
contrapartidas. 
 
En 1968 aparece la figura del Situado Fiscal como “la obligación de transferir una parte de los 
ingresos ordinarios nacionales a los departamentos y al Distrito Especial de Bogotá”, de acuerdo 
con el tipo de responsabilidades.  Luego se reglamentarían los servicios a cargo de los diferentes 
niveles del gobierno y el porcentaje a ser distribuidos entre los departamentos, intendencias y 
comisarías. La Ley 46 de 1971 determinó el monto básico e inicial y los porcentajes a transferir por 
concepto de Situado Fiscal, así como los incrementos y límites anuales de asignación. 
   
B. SISTEMA DE TRANSFERENCIAS PÚBLICAS EN LA CONSTITUCIÓN DE 1991 
 
Con la Constitución de 1991 se profundizó el proceso de descentralización fiscal en Colombia. 
Uno de los elementos más importantes del mismo fue la revisión, ajuste y posterior reglamentación 
del sistema de transferencias públicas que se dio durante la década de los noventa. El anexo 3 
muestra la más importante reglamentación expedida después de la constitución de 1991 en 
relación con el proceso de descentralización fiscal, en el cual cabe destacar la ley 60 de 1993 que 
reglamentó la distribución de competencias y recursos entre entidades territoriales.  
 
Bajo la ley 60 de 1993 el Sistema de transferencias públicas a las entidades territoriales estaba 
conformado por el Situado Fiscal  (SF) destinado a la financiación de los servicios de educación y 
salud en los departamentos y por la Participación de los Municipios en los Ingresos Corrientes de 
la Nación (PICN) destinada a educación, salud, agua potable y otros sectores en los municipios84. 
                                                 
84 Situado Fiscal, correspondiente al porcentaje de los ingresos corrientes de la Nación cedido a los departamentos,  
Distrito Capital y los distritos especiales de Cartagena y Santa Marta, para atención de los servicios públicos de 
educación (básica primaria, secundaria y media vocacional, colegios cooperativos, planteles nacionales, centros 
experimentales piloto, pago de prestaciones sociales del magisterio personal docente y administrativo, gastos 
generales de los FER) y salud (transferencia a los servicios seccionales de salud) y de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 49, 67 y 365 de la Constitución Política. Estableció los siguientes porcentajes de asignación: 1994: 
23%; 1995:23,5%; 1996: 24,5%, y porcentajes de distribución: 15% entre deptos, el Distrito Capital y los Distritos de 
Cartagena y Santa Marta. 85%: bajo indicadores de gastos de atención a usuarios de salud y educación, condiciones 
de eficiencia administrativa, población por atender en sectores salud, educación y esfuerzo fiscal.  
84 Participación de los municipios en los ingresos corrientes de la nación (PICN):  recursos (participación) a los 
municipios deben ser ejecutados en los siguientes sectores: educación, salud, vivienda, agua potable y saneamiento 
básico, subsidios destinados a garantizar acceso a servicios públicos domiciliarios, materia agraria, apoyo a grupos de 
población vulnerable, justicia, protección del ciudadano, educación física, cultura, atención y prevención de desastres, 
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La Ley 60 de 1993 estableció el término de “eficiencia fiscal”, que implica el esfuerzo de los entes 
territoriales en la consecución de recursos propios85.  
 
La base para el cálculo de las transferencias (Situado Fiscal y del PICN) se efectuaba sobre los 
intereses corrientes de la nación, es decir,  sobre los ingresos tributarios y no tributarios, a 
excepción de los recursos del Fondo Nacional de Regalías y los ingresos definidos por el artículo 
19 de la ley 6 de 199286. Por ello es relevante revisar cuál fue el comportamiento de los ingresos 
corrientes de la nación durante el periodo de implementación del sistema de transferencias 
públicas.  
 
El anexo 4 muestra la variación de los ingresos corrientes de la nación durante el periodo 1994-
2004. La información de la fuente se convirtió a dinero constante 2004, usando los índices de 
precios para el consumidor reportados por el DANE para cada uno de los años. Las cifras 
obtenidas indican que la variación fue disímil para dicho periodo, encontrándonos con variaciones 
superiores al 16% (2000-2001: 16,41%) e incluso negativas (1997-1998: -9,30%)87, pero 
definitivamente con una tendencia alta. Bajo esa misma tendencia, las transferencias públicas 
presentaron un aumento  progresivo durante la década de los noventa. Entre 1990 y 1999 las 
transferencias crecieron de 567 millones a casi 8 billones de pesos lo que corresponde a un 
incremento del 2,8% al 5,3% del Producto Interno Bruto88.  
 
Esto generó, entre otras cosas,  que los recursos transferidos a departamentos y municipios 
tuvieran un comportamiento similar, es decir, un aumento significativo de los recursos transferidos 
con cierta inestabilidad, y que los entes territoriales optaran por pedir adiciones de recursos para 
atender sus compromisos, en situaciones deficitarias o por invertir recursos en  gastos no 
                                                                                                                                                 
desarrollo institucional, pago del servicio de la deuda, construcción y mantenimiento de redes viales municipales e 
intermunicipales y otros sectores que determine el CONPES social. Porcentajes de asignación: educación: 30%; 
salud: 25%; agua potable y saneamiento básico: 20%; educación física, recreación , deporte y cultura: 4%; libre 
inversión en sectores autorizados: 20%. 
85 El término de “eficiencia fiscal” se da en contraposición al término de “pereza fiscal” que identifica el 
cuestionamiento a la ineficiencia de los entes territoriales en la generación de recursos propios. 
86  
87 En general la variación de los ingresos corrientes de la nación tuvo una tendencia alta entre los años 1997 y 2001 
con un promedio superior al 9%, exceptuando la variación entre 1997 y 1998 que fue negativa. Esta tendencia bajó en 
los años 2002, 2003 y 2004, con variaciones del 2,5%, 0,00% y 0,00% respectivamente (Ver anexo 4). 
88 Augusto Trujillo Muñoz (2001, p.231). 
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proyectados, generalmente de personal, cuando contaban con excedentes, lo que terminó 
sobredimensionando las nóminas públicas89.  
 
La inestabilidad de las finanzas territoriales y el impacto negativo generado por la misma, fue uno 
de los elementos que el gobierno argumentó para revisar y ajustar el sistema de transferencias 
públicas. Las críticas más notables  que apoyaban tal decisión hacían referencia a la baja 
competitividad de los entes territoriales en el desempeño de sus competencias, la inexistencia de 
una relación clara entre los recursos transferidos y los costos reales de los servicios prestados, el 
desbalance entre el crecimiento de las transferencias y la cobertura de servicios90,  el aumento de 
los gastos de funcionamiento de los entes territoriales, el mínimo mejoramiento en la calidad de los 
servicios prestados, las inequidades regionales en la distribución y la falta de unificación de 
criterios para asumir competencias entre los diferentes entes territoriales.  
 
En 1997, la Comisión Racionalizadota del Gasto, creada por el gobierno para revisar el sistema de 
transferencias públicas, recomendó la necesidad de adelantar un proceso de racionalización del 
sistema fiscal de los entes territoriales, para subsanar la crisis financiera de los mismos y 
reorientar la inversión estatal hacia lo social. Una de las principales indicaciones, recomendaba 
revisar el sistema de transferencias territoriales, puesto que las mismas venían aumentando en un 
monto mayor al del recaudo por concepto de impuestos, generando un desbalance y 
correspondiente déficit fiscal91. Para ello se debía crear un sistema de “impuestos flexibles”, 
                                                 
89 Según datos del Banco de la República los gastos de funcionamiento crecieron durante la década de los noventa en 
una tasa real promedio del 16%, de los cuales, los gastos de personal fue el más representativo con el 13%. La ley 
617 del 2000 se promulgó con el objeto de fortalecer la descentralización y racionalizar el gasto público nacional,  que 
incluía entre otros aspectos la reducción neta de los gastos de funcionamiento y la asignación de recursos y 
competencias de acuerdo a la categorización de los entes territoriales, para reducir su déficit fiscal.  
90 Durante 1995-2000 la cobertura bruta oficial en educación mostró un aumento de la matrícula del 18%, mientras 
que los recursos transferidos aumentaron en 30%. Documento CONPES Social 57. Bogotá, enero 28 de 2004. 
91 La comparación del aumento de las transferencias con los impuestos obedece a que éstos son una de las 
principales fuentes de los ingresos corrientes del país, base del cálculo de las mismas. Con referencia a las críticas 
del sistema de transferencias públicas, vale la pena anotar que desde sectores diferentes al gobierno, se 
contemplaban otros factores como que se tomara como base de liquidación de las mismas indicadores de población y 
el índice de Necesidades Básicas Insatisfechas, los cuales no tenían en cuenta los criterios cualitativos de tipo social, 
económico, ambiental y geográfico de cada una de las regiones (Trujillo Muñoz, 2001). Para Alfonso Conde Cotes, la 
intención del cambio del método de transferencias públicas responde al incumplimiento que se venía efectuando 
respecto al valor que se debía transferir a los departamentos (Situado Fiscal) y a los municipios como participación, y 
que señala como entre $4.58 billones y $7.07 billones constantes de 2002. “Impacto del Acto Legislativo 012/2000”, en 
el Foro “Reforma al Régimen de Transferencias. Proyecto de Acto Legislativo 012: Reflexiones desde la Academia”. 
Univesidad Nacional de Colombia. Bogotá, D.C., 24 de mayo de 2001.  
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acorde con las características propias de las regiones y revisar el excesivo gasto público regional. 
En otras palabras, las recomendaciones apuntaban a los puntos “clásicos” cuando en el país se 
trata de la revisión del déficit fiscal: la disminución del gasto y el aumento de los impuestos 
(Augusto Trujillo Muñoz 2001, pp.215-220). 
 
Bajo estas orientaciones, el Plan de Desarrollo 1998-2002 señaló la necesidad de consolidar el 
proceso de descentralización, mediante el reconocimiento de la heterogeneidad territorial y las 
características propias, potencialidades y condiciones sociales, políticas, económicas y 
ambientales de las regiones y recomendó tener en cuenta las restricciones presupuestales, las 
responsabilidades de los distintos niveles del gobierno y la necesidad de garantizar la inversión 
estatal en acciones de su responsabilidad tales como infraestructura vial, inversión agropecuaria, 
ciencia y tecnología y defensa.   
 
El cambio del sistema de Transferencias Públicas, que se empezó a gestar en el congreso, generó 
la reacción de múltiples sectores de la sociedad, la mayoría de veces en contra del mismo, en  
razón a la posición del gobierno de liquidar las transferencias con base en el índice de de inflación 
anual causada y no en los ingresos corrientes de la nación y en general a la prioridad del ejecutivo 
de atender indicadores macroeconómicos más que las necesidades sociales reales de la 
población92. 
 
En la Universidad Nacional de Colombia en el 2001 se realizó el Foro sobre el Proyecto de Acto 
Legislativo 012, que recogió las visiones de Alfonso Conde Cotes (Impacto del Acto Legislativo 
012/2000), Iván Jaramillo Pérez (El Acto Legislativo 012 de 2000, recorte o desaceleración en la 
política social y en la descentralización) y Vivianne Morales Hoyos (Ponencia para Segundo 
debate al proyecto de Acto Legislativo 012 de 2000), que brindan información  y proyecciones 
sobre el comportamiento de las transferencias y los impactos del proyecto de referencia. De ellos 
se puede recoger un temor general a la pérdida real en ingresos per capita provenientes de las 
transferencias, así como la desatención por parte del gobierno central de sectores, especialmente 
salud y educación para atender el déficit fiscal.  
                                                 
92 Uno de los principales, si no el principal objetivo del gobierno con la reforma a la ley 60 de 1993 consistía el 
contrarrestar el déficit fiscal. Igualmente preocupante era el crecimiento de la deuda externa, el endeudamiento interno 
y externo de los entes territoriales, la inflación asociada a la oferta de recursos, entre otros. 
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C. EL ACTUAL SISTEMA GENERAL DE PARTICIPACIONES (SGP) 
 
Después de un proceso de “lobby” ante los diferentes sectores sociales, políticos y económicos del 
país, el gobierno logró que el Congreso aprobara el Acto Legislativo 01 de 2001 que modificó el 
Sistema intergubernamental de transferencias y conformó el nuevo Sistema General de 
Participaciones, en busca de garantizar la estabilidad de los recursos orientados a financiar la 
inversión social en las entidades territoriales93. El Acto Legislativo 01 de 2001 y la ley 715 de 2001 
que reformó la ley 60 de 1993, establecieron la distribución de competencias entre los diferentes 
niveles de gobierno,  los criterios de distribución y la destinación de los mismos el funcionamiento 
del Sistema General de Participaciones94.  
 
El Sistema General de Participaciones (SGP), son los recursos que el gobierno transfiere a las 
entidades territoriales para financiar los servicios a su cargo en las áreas de salud y educación. El 
Acto Legislativo 01 de 2001 determinó una base de 10.962 billones de pesos95, que crecerán 
hasta el 2009 en un porcentaje igual a la tasa de inflación causada96 más un crecimiento adicional 
en forma escalonada de la siguiente manera: para los años 2002, 2003, 2004 y 2005 el 2,5%; para 
los años 2006, 2007, 2008 y 2009 el 2%. A partir del 2009 el monto del Sistema General de 
Participaciones de los departamentos, municipios, entidades territoriales, entre ellas los 
resguardos indígenas, se incrementarán anualmente en un porcentaje igual al promedio de la 
variación porcentual que hayan tenido los ingresos corrientes de la nación durante los cuatro años 
                                                 
93 El Sistema General de Participaciones –SGP- creado mediante el Acto Legislativo 01 de 2001, modificó los artículos 
356 y 357 de la Constitución Política que establecían los montos a transferir a las entidades territoriales, los criterios 
para la distribución (60% en proporción directa al número de habitantes con necesidades básicas insatisfechas y al 
nivel relativo de pobreza de la población, la eficiencia fiscal y administrativa y el progreso de la calidad de vida y el 
aumento porcentual de las transferencias, con base en los ingresos corrientes de la nación hasta el 2002.  
 
 
95 El valor base inicial de 10.962 billones de pesos fue fijado por el gobierno sobre la valoración del monto de los 
recursos que la Nación transfería a las entidades territoriales  antes de entrar en vigencia el acto legislativo por 
concepto de situado fiscal, participación de los municipios en los ingresos corrientes de la Nación y las transferencias 
complementarias al situado fiscal para educación para el año 2001. 
96 En cuanto al porcentaje de inflación aplicado, el artículo 86 de la ley 715 de 2001 que dice “cuando la inflación 
causada certificada por el DANE sea superior a la inflación con la cual se programó el presupuesto general de la 
Nación, el Ministerio de Hacienda presentará al Congreso de la República la correspondiente ley para asignar los 
recursos adicionales en la vigencia fiscal subsiguiente”. Esto implicará un reaforo al presupuesto establecido 
inicialmente 
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anteriores97. Igualmente definió la composición del Sistema General de Participaciones que se 
indica en el cuadro siguiente.  
 
Cuadro 3 
Composición del Sistema General de Participaciones 
 
Concepto Porcentaje Parcial Porcentaje Total 
1.Asignaciones especiales 
Alimentación escolar (municipios y distritos)                  
Ribereños río Magdalena (Municipios y Distritos 
       Fondo de Pensiones Territoriales (Municipios, 
         Distritos y Departamentos)        
       Resguardos Indígenas (población resguardos)             
 
0,5% 
0,08% 
2,9% 
 
0,52% 
4% 
2. Distribución Sectorial 
    Propósito General (Municipios y Distritos)               
    Educación (Municipios, Distritos y Deptos.)             
    Salud (Municipios, Distritos y Deptos.)                     
      Salud Pública:Municipios, Distritos y Departamentos 
        Régimen Subsidiado: Municipios y Distritos 
        Prestación del Servicio: Municipios Certificados,       
        Distritos y   Departamentos). 
 
17% 
58,5% 
24,5% 
 
96% 
Fuente: DNP 
 
Los giros de los recursos  del SGP correspondientes a asignaciones especiales, participaciones de 
educación, salud y propósito general se realizan por mes vencido. Las asignaciones especiales 
(alimentación escolar, resguardos indígenas, municipios ribereños del río Grande de La 
Magdalena y el Fondo de Pensiones Territoriales, Fonpet) son giradas por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público y los recursos de salud y educación son girados por los Ministerios de 
Educación y Salud respectivamente. 
 
Con base en la anterior reglamentación, en el 2002 se liquidó el Sistema General de 
Participaciones de acuerdo con la ley 715 de 2001, quedando conformado como se indica en el 
cuadro 2. 
 
 
 
                                                 
97 Tomado de “Programación y ejecución de los recursos del Sistema General de Participaciones-SGP”. Departamento 
Nacional de Planeación. Bogotá, octubre de 2002. 
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Cuadro 4 
Valor Sistema General de Participaciones 2002 
 
Concepto Porcentaje 2002 
Base de cálculo (2001)         10.962.000 
Incremento anual             
  Inflación causada 
 % de incremento anual             
9,65% 
7,65% 
2,00% 
 1.057.833 
Base de liquidación SGP 
2002 
 12.019.833 
Apropiación 2002 
 
(once doceavas de base de 
liquidación) 
11.018.180 
 
Aunque el monto total de recursos del Sistema General de Participaciones asignados en el 2002 
fue de $12.019.833 millones, el monto apropiado fue de $11.018.180 millones, correspondientes a 
once doceavas. La última doceava ($1.001.653) se incorporó al presupuesto de la siguiente 
vigencia  y se giró en el mes de enero (2003). De acuerdo a dicha liquidación, el valor de la 
distribución del Sistema General de Participaciones en el 2002 se muestra en el cuadro 3. 
 
Cuadro 5.  Distribución del Sistema General de Participaciones 2002 
 
CONCEPTO PORCENTAJE Asignación (Millones de $) 
1. ASIGNACIONES ESPECIALES 4,0% 440.727,2 
1.1 Resguardos Indígenas 0,52% 57.294,5 
1.2 Municipios ribereños del río Magdalena 0,08% 8.814,6 
1.3 Alimentación escolar 0,5% 55.090,9 
1.4 FONPET 2,9% 319.527,2 
2. DISTRIBUCIÓN SECTORIAL 96,0% 10.577.453,0 
2.1 Participación Educación 58,5% 6.187.810,0 
2.2 Participación Salud 24,5% 2.591.476,0 
2.3 Participación Propósito General 17,0% 1.798.167,0 
3. TOTAL (1-2) 100% 11.018.180,2 
   
Fuente: Dirección General de Presupuesto – Ministerio de Hacienda. Cálculos 2002. 
 
Sobre estas cifras empieza a funcionar el Sistema General de Participaciones a partir del año 
2002. Para las vigencias 2003 y 2004 el valor del Sistema General de Participaciones fue 
asignado por los documentos CONPES Social 068 de 2003 y CONPES Social 077 de 2004 
respectivamente, de acuerdo a la distribución que muestra el cuadro 4. 
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Cuadro 6. Valor Sistema General de Participaciones 2003 y 2004 
 
CONCEPTO CALCULO 2003 (Millones de pesos) 
1. Base de cálculo (SGO 2002) 12.019.833 
2. Incremento anual  
    Inflación 2002 (1) 
    % de incremento anual 
8,0% 
6,0% 
2,0% 
3. SGP 2003 (1 x 2) 12.981.420 
4. Apropiación 2003 (once doceavas) 11.899.635 
  
CONCEPTO CALCULO 2004 (Billones de pesos) 
1. Base de Cálculo 13,1 
2. Incremento Anual  
    Inflación 2003(1) 
    % de incremento anual 
8,0% 
6,0% 
2,0% 
3. SGP 2004 (1 x 2) 14,1 
4. Apropiación 2004 (once doceavas) 12,9 
Fuente: Documento CONPES 068 de 2003 y Documento CONPES 077 de 2004 
(1) Inflación utilizada en la programación de la Ley de Presupuesto 2002 y 2003 respectivamente. 
 
D. PARTICIPACIÓN DE LOS RESGUARDOS INDÍGENAS EN EL SGP  
 
Como se señalaba en el capítulo II, las comunidades indígenas tienen derecho a recibir recursos 
económicos por concepto de los ingresos corrientes de la Nación de acuerdo al artículo 357 de la 
Constitución Política de 1991, reglamentada inicialmente por la ley 60 de 1993 y a partir del 2001 
por la ley 715, quedando derogadas todas las normas de la ley 60. 
 
El trámite de la gestión de los recursos del Sistema General de Participaciones a los Resguardos 
Indígenas corresponde a varias instancias del orden nacional y local, así como a las mismas 
comunidades, y es descrito en detalle en el anexo 5.  
 
Los gastos con recursos del SGP deben ser decididos exclusivamente por las comunidades. Sin 
embargo la administración de los mismos está en manos del municipio en que se encuentre el 
resguardo. Para ello debe adelantarse un convenio entre la entidad territorial y las autoridades 
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indígenas del resguardo98, en el que se determine el uso de los recursos en la siguiente vigencia. 
Aunque la definición de actividades financiables en cada uno de los sectores que señala el artículo 
83 de la ley 715 de 2001 está en proceso de reglamentación, el Ministerio de Educación y 
Protección Social, de Agricultura y Comercio, de Industria y Turismo y el INCORA, conceptuaron 
los gastos financiables con los recursos del SGP para cada sector (ver anexo 6). 
 
En la ejecución de los recursos del SGP a los resguardos indígenas se debe aplicar las normas 
del Estatuto Orgánico de Presupuesto (Ley 80 de 1993), el Estatuto de Contratación Administrativa 
y sus decretos reglamentarios, y en especial las disposiciones contempladas en el Decreto 2170 
de 200299. La vinculación de personal docente y promotores de salud se deben tener en cuenta 
las condiciones previstas por la ley  respecto a su calidad de personal bilingüe y la aceptación del 
personal por parte de las comunidades indígenas.  
 
Los recursos deben ser manejados en cuentas bancarias independientes, y son girados por la 
Dirección General del Tesoro Nacional, en los diez (10) primeros días del mes siguiente al que 
corresponde la transferencia. Durante la vigencia se giran las once doceavas del valor total de la 
participación y la última doceava en la siguiente vigencia. El manejo financiero de los recursos del 
SGP a las comunidades indígenas debe ser absolutamente independiente del presupuesto del 
municipio. 
 
Ahora bien, es importante analizar cuáles han sido los mecanismos para calcular las 
transferencias a las comunidades indígenas. Hasta el 2001 el monto de recursos a transferir a las 
comunidades indígenas se calculó con base en lo previsto en el artículo 25 de la ley 60 de 1993100 
                                                 
98 Si en un resguardo existen dos o más autoridades indígenas, sin que exista una autoridad de mayor jerarquía, es 
necesario que se defina “un solo representante para la firma de un solo convenios” con el Alcalde. La autoridad 
indígena ejerce como representante legal del organismo público que representa el resguardo (Cabildo Indígena 
generalmente). 
99 El Decreto 2170 del 2002 reglamenta la ley 80 de 1993, modifica el Decreto 855 de 1994 y dicta disposiciones en la 
aplicación de la Ley 527 de 1999, respecto a temas relacionados con la transparencia de la actividad contractual, de la 
participación ciudadana en la contratación estatal, de la selección objetivo en la contratación directa, de la contratación 
por medios electrónicos y otras disposiciones. 
 
100 El artículo 26 de la ley 30 de 1993 señala: “Los resguardos indígenas que para efectos del artículo 357 sean 
considerados por la Ley como municipios recibirán una participación igual a la transferencia percápita nacional, 
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. Bajo esta norma las comunidades indígenas tenían derecho a la participación de los ingresos 
corrientes de la nación, que son los recursos  que recauda el gobierno por concepto de impuestos, 
tasas, multas y algunas contribuciones (ingresos tributarios y no tributarios), cuyo valor se 
establece con base en el ingreso per capita, es decir, multiplicado la población total de cada 
resguardo por la transferencia per capita nacional (TPC), cifra última que equivale a dividir el total 
de los ingresos corrientes de la nación a distribuir entre municipios y resguardos por la población 
total del país y que es certificada cada año por el Departamento Nacional de Planeación. 
 
1. CÁLCULO DE PARTICIPACIÓN DE LOS RESGUARDOS 
 
Bajo el esquema actual (SGP), la participación de los resguardos indígenas corresponde al 0,52% 
del valor total que se determine para el Sistema General de Participaciones en cada vigencia. El 
valor asignado a cada resguardo indígena se efectúa en proporción a la participación de la 
población de dicho  resguardo, respecto al total de la población indígena del país. Así, para el 
Resguardo de Arara, que tiene una población de 292 habitantes según certificación del DANE 
(2004), el cálculo sería el siguiente: 
   
Población Resguardo Arara (DNP)                                                      292 
Población total indígena vigencia 2004                                        733,477 
Participación de la Población de Arara sobre  
El total de población indígena                                                        0,039% 
Valor Asignación Resguardos Indígenas 
2004 (Ver cuadro No.6)                                                   $67.440.400.000 
Participación del Resguardo Arara sobre 
Asignación Total a Resguardos Indígenas  
                                                                                                                                                 
multiplicada por la población indígena que habite en el respectivo resguardo. Dicha participación se deducirá del 
monto total de la transferencia, pero al proceder a hacer la distribución conforme al artículo 24o., no se tendrá en 
cuenta para los municipios en cuya jurisdicción se encuentre el resguardo, la población indígena correspondiente. Si el 
resguardo se encuentra en territorio de más de un municipio, la deducción se hará en función de la proporción de la 
población del resguardo radicada en cada municipio. La participación que corresponda al resguardo se administrará 
por el respectivo municipio, pero deberá destinarse exclusivamente a inversiones que beneficien a la correspondiente 
población indígena, para lo cual se celebrará un contrato entre el municipio o municipios y las autoridades del 
resguardo. Cuando los resguardos se erijan como Entidades Territoriales Indígenas, sus autoridades recibirán y 
administrarán la transferencia”. 
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para la vigencia 2004                                                       $      26.301.756 
 
2. RECURSOS TRANSFERIDOS POR CONCEPTO DE PARTICIPACIÓN 
 
Con base en la reglamentación de la ley 60 de 1993, el traslado de recursos de la nación a los 
resguardos indígenas se empezó a hacer efectivo en Colombia desde el año 1994. Durante el 
periodo comprendido entre 1994 y 2004 las comunidades indígenas en Colombia han recibido una 
asignación total de $67.440.400.000. Los resguardos y población beneficiada han aumentado en 
este periodo, de 364 resguardos y 439.267 habitantes indígenas en 1994 a 755 resguardos y 
733.477 habitantes indígenas en el 2004. En el cuadro 7 se muestra la participación de los 
resguardos indígenas durante el periodo 1994-2004, en relación con el número de resguardos y la 
población indígena beneficiada. 
 
Cuadro 7 
Asignación Transferencias a resguardos Indígenas 1994-2004 
 
AÑO PARTICIPACIÓN 
(Pesos corrientes) 
RESGUARDOS 
BENEFICIADOS 
POBLACIÓN 
BENEFICIADA 
1994 12.046.244.600 364 439.267 
1995 16.899.414.500 364 478.347 
1996 22.125.297.700 412 503.452 
1997 28.561.430.597 442 511.664 
1998 33.116.839.800 470 522.682 
1999 43.894.212.991 510 590.990 
2000 53.539.472.759 569 621.186 
2001 49.710.225.532 597 646.197 
2002 57.294.500.000 675 679.757 
2003 61.878.100.284 712 689.428 
2004 67.440.400.000 755 733.477 
Fuente: DNP-UDT. Documentos CONPES 51 de 2001, CONPES 57 de 2002, CONPES 68 de 2003 y CONPES 71 de 2004. 
 
A pesar de que el número de resguardos beneficiados aumentó en dicho periodo en un 207%, 
pasando de 364 en 1994 a 755 en 2004, la población indígena beneficiada no aumentó en la 
misma proporción, pasando de  439.627 habitantes en 1994 a 733.477 en el 2004, es decir que 
  
107
tuvo un aumento del 167%. Mientras tanto la participación pasó de 12.046 millones de pesos 
corrientes en 1994 a 67.440 millones de pesos en el 2004 101  
 
Ahora bien, la norma indica que la asignación de recursos se realiza con base en la relación 
existente entre la población indígena de cada resguardo y la población indígena total del país. Sin 
embargo no todas las comunidades indígenas del país están constituidas como resguardos. Así 
las cosas, existe una población que queda por fuera de la base numérica para el cálculo de 
población global, así como de asignación de recursos.102 Más adelante nos detendremos a revisar 
con más cuidado los aspectos poblacionales relacionados con el sistema de transferencias a 
comunidades indígenas. 
 
El anexo 7 nos muestra el comportamiento de los recursos transferidos a los resguardos 
indígenas en el país durante el periodo 1994-2004. Con el ánimo de analizar este comportamiento, 
se estableció la variación nominal y real de dicha participación. Cabe destacar que las variaciones 
reales entre 1994 y 1997 fueron altas, especialmente entre 1994 y 1995 (20,83%) y entre 1998 y 
1999 (23,31%). Sin embargo entre el 2000 y el 2001 se presentó una variación negativa del 7,15% 
en términos nominales y de 14,80% en términos reales (-$3.829.247.227) en los recursos 
transferidos, causadas directamente por la disminución de los recursos corrientes de la nación en 
dicho año103. A excepción de 1998  y hasta el 2002 el aumento de los recursos de transferencias 
estuvo por encima del 15% en términos nominales. En términos reales sólo en los años 1998,  y 
en el 2001 se presentó una variación negativa (0,75% y 14,80% respectivamente). El análisis 
                                                 
101 El análisis que muestra el cuadro No.6 puede indica que los resguardos disminuyeron comparativamente y en 
términos promedios en número de habitantes, ya que si en 1994 existían 364 resguardos con una población de 
439.267, el promedio de habitantes por resguardo es de 1026. Mientras tanto en el 2004 existían 755 resguardos con 
una población de 733.477, es decir, un promedio de 971 habitantes. 
102 El censo oficial del DANE 1993 reportó una población indígena de 532.233. Este censo fue ajustado en junio de 
1997 en 701.860 que corresponde al  1,75% de la población del país. En el 2001 nuevamente el DANE ajustó los 
datos de población indígena en 785.356, cifra que representa el 1,83% de la población del país. (Enrique Sánchez 
Gutiérrez y Raúl Arango Ochoa, “Los Pueblos indígenas de Colombia. El umbral del nuevo milenio”. Pags. 36-42). En 
el 2004 el DANE reporta una población de 733.477, número menor al reportado en los ajustes del 2001. Esto por lo 
menos deja ver una diferencia en las proyecciones. Ahora bien, si aplicamos la última proyección porcentual de 1,83% 
de población indígena respecto al total de población del país, tendríamos para el 2004 una población indígena de 
829.452 (1,83% de 45.325.261). 
103 Como se pudo observa en el anexo 4, los ingresos corrientes de la nación variaron de $13.547 billones en 1997 a 
$14.971 billones en 1998, lo que significa una variación real negativa, superior al 7%.  
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demuestra que la variación real104 promedio de las transferencias entre 1994 y 2004 fue del 
7,58%.  
 
Si revisamos las variaciones reales de los años 2003 y 2004,  correspondientes al 1,51% y 3,49% 
respectivamente, vemos una tendencia decreciente comparada con la tendencia de los primeros 
años. Podemos afirmar que en los últimos años los resguardos han recibido menos recursos en 
promedio respecto a los primeros años (1994-2000), así estos hayan presentando variaciones 
negativas, relacionadas con elementos de inestabilidad económica. 
 
Otro análisis que nos permite realizar el mismo Anexo 5 es identificar el valor asignado por 
habitante, en cada una de las vigencias. Así tenemos que en 1994 un habitante indígena recibió 
$27.424, mientras que en el 2004 recibió $91.946. En este caso también aplicamos la variación de 
asignación en términos nominales y reales entre 1994 y 2004, encontrando que la asignación por 
habitante ha aumentado en términos nominales, a excepción de la variación presentada entre 
2000 y 2001 (-10,75%). En cuanto a las variaciones reales, también ha presentado una tendencia 
creciente, con variaciones negativas entre 1997 y 1998 (-3,19%), 2000 y 2001 (-18,40%), 2002 y 
2003 (-0,10%) y 2004 (-3,06%). Sin embargo las variaciones reales presentan una tendencia 
decreciente a partir del 2000 en relación con el comportamiento de los primeros años. El cambio 
de tendencia obedece a la aplicación de la nueva reglamentación relacionada con el Sistema 
General de Participaciones, que ha disminuido en términos reales la participación de los 
resguardos, tal como se evidencia en el anexo No.5. 
 
E. PARTICIPACIÓN DE  LOS RESGUARDOS INDÍGENAS DE LETICIA EN EL SGP. 
 
1. POBLACIÓN INDÍGENA BENEFICIARIA DEL SGP 
 
Un aspecto importante a revisar en el SGP es la población beneficiaria, dado que la asignación de 
recursos se efectúa con base en el número de habitantes de cada resguardo en relación a la 
población total indígena del país. La ley establece que la entidad encargada de reportar la 
                                                 
104 Por variación real se entiende a la variación porcentual de valores comparados entre dos periodos, descontando el 
índice de inflación del año inmediatamente anterior.  
  
109
población indígena de cada resguardo es el DANE105, quien remite oficialmente cada año esta 
información al DNP para efectos de liquidación de la participación de la población indígena en el 
SGP (Sistema General de Participaciones). 
 
En el anexo 8 se hace un análisis de la población reportada por DNP como base para la 
asignación de recursos a los resguardos del municipio durante el periodo 1994-2004. Si tenemos 
en cuenta la asignación de recursos por año para cada uno de los resguardos del municipio de 
Leticia y lo dividimos por el número total de habitantes de los mismos reportados para cada 
vigencia por el DNP, nos encontramos ante una variación real negativa en la mayoría de las 
vigencias. Esto significa que cada habitante de los resguardos, ha recibido cada vez menos 
recursos durante el periodo señalado.  
 
El mismo anexo 8 nos muestra que la población reportada desde 1994 hasta 2001 no presenta 
variaciones, a excepción de las reportadas entre las vigencias 1998 y 1999: El Vergel de 44 a 55 
habitantes; Nazareth de 192 a 228 habitantes; San Antonio de los Lagos de 143 a 397; San 
Sebastián de 156 a 164 y Santa Sofía El Progreso de 279 a 294; y del año 2003 a 2004 Puerto 
Triunfo que pasó de una población de 104 a 134 habitantes. Estas variaciones corresponden a 
ampliaciones que se efectuaron en dichos resguardos en los años señalados.  
 
A partir del 2001 las proyecciones del DANE presentan una variación anual fija del 1% en la 
población de cada resguardo. La información obtenida del grupo de proyecciones de Población y 
Estudios Demográficos del DANE, encargado de realizar las proyecciones de la población 
indígena a nivel nacional, explicó que las proyecciones de los resguardos indígenas está 
determinada fundamentalmente por la dinámica demográfica del resto del municipio, pero no 
existe una norma específica que reglamente esta proyección. En el mismo anexo 8 se comparó la 
asignación de recursos del SGP a los resguardos, de acuerdo a la población reportada durante los 
años 1998 a 2004, en la que se encontró que las variaciones de participación presentaron un 
comportamiento decreciente en los últimos años, incluso negativo del año 2003 al 2004 (-3,99%).  
                                                 
105 Esta información es avalada….confirmada?...tramitada? por INCODER (Instituto Colombiano de Desarrollo Rural), 
quienes se encargan de efectuar los censos oficiales indígenas sólo en tres casos: creación, ampliación y 
saneamiento de resguardos. 
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Por otro lado, se revisaron las proyecciones obtenidas para el municipio de Leticia durante el 
periodo 2001-2004, encontrándonos con una variación promedio de 2,7% anual, mayor a la 
proyección de los resguardos del municipio. El cuadro 6 muestra la variación de la población total 
del país reportada por el DANE en el periodo 2000-2004 y la variación de la población del 
municipio de Leticia reportada por el DANE para el mismo periodo. En ambos casos, las 
variaciones son superiores a la variación de población de los resguardos (1%). Esto supone una 
clara desventaja  para las comunidades indígenas localizadas en los resguardos del municipio, 
cuya población está proyectándose con tasas más bajas que las del resto del país.  
 
Cuadro 8 – Aumento población nacional y de Leticia según DANE 
 
AÑO POBLACIÓN 
NACIONAL DNP
VARIACIÓN 
POBLACIÓN 
NAL 
POBLACIÓN 
LETICIA 
VARIACIÓN 
POBLACIÓN 
LETICIA 
2000 42.321.386  37.551  
2001 43.070.703 1,77 38.593 2,7 
2002 43.834.115 1,77 39.636 2,7 
2003 44.585.577 1,71 40.690 2,7 
2004 45.325.261 1,66 41.767 2,7 
     
VARIACION 
PROMEDIO 
  
1,73 
  
2,7 
Fuente: Proyecciones DANE. Alcaldía Municipal Leticia. 
 
A lo anterior podemos agregar además el hecho de que el aumento poblacional  en las 
comunidades indígenas, tiene un comportamiento diferente a otras comunidades, que en general 
es superior. Varios estudios reportan datos sobe las tasas de natalidad en comunidades 
indígenas. Entre ellos Arango y Sánchez, citando a Piñeros y Ruiz reportan una tasa de natalidad 
superior en más del doble de la tasa nacional en tres regiones del país106.  
 
Por otro lado la evaluación de la población estimada por el DNP para cada resguardo presenta 
una gran diferencia respecto a la población real de los resguardos. Este es un problema que se da 
desde el censo oficial adelantado por el DANE en 1993. En el anexo 9 se compara la población 
                                                 
106 Raúl Arango Ochoa, Enrique Sánchez Gutiérrez, “Los pueblos indígenas de Colombia. “En el umbral del nuevo 
milenio”. D.N.P. Bogotá, 2004. pag. 62-63. 
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reportada por el Censo DANE 1993, base para la asignación de transferencias, con el censo 
reportado por la División de Asuntos Indígenas en Leticia en 1986. Igualmente se compara la 
población reportada con el Censo DANE 1993 con los censos oficiales establecidos en los 
estudios socioeconómicos formulados para la conformación y legalización de los resguardos. Esta 
comparación permite establecer que el censo de Asuntos indígenas de 1986, así como los censos 
de los estudios socioeconómicos de los resguardos,  presenta para algunas comunidades 
población superior a la reportada por el DANE en 1993. Por lo menos se debe cuestionar las 
herramientas y metodologías utilizadas en el Censo de 1993 en los resguardos del municipio, para 
arrojar resultados tan disímiles, mostrando menor población años después que los censos de 
referencia. De hecho, parece ser que el censo del DANE 1993 recogió la población del censo de 
las resoluciones que crean los resguardos, como es el caso de Arara (282 habitantes), Kilómetro 6 
y 11 (306 habitantes) y Nazareth (192 habitantes). 
 
Las diferencias de censos poblacionales, establecidas por censos efectuados a nivel local y por 
censos reportados por el DANE, se han convertido en los últimos años en una de las principales 
quejas de las comunidades indígenas. El Anexo 10 muestra comparativamente los censos 
reportados por DNP en la vigencia 2004 para los resguardos del municipio de Leticia y censos 
locales realizados por el ICBF, la Secretaría Municipal de Salud y estudiantes de antropología de 
la Universidad Nacional107.  Esta comparación arroja como resultado que existe una gran 
diferencia en la población reportada en los censos locales, superior en la mayor parte de los casos 
a la población reportada por DNP para el 2004. Las diferencias son muy amplias, especialmente 
en los resguardos de Arara, Kilómetro 6 y 11, Santa Sofía el Progreso y Nazareth.  
 
La ley establece que los resguardos reciben transferencias de acuerdo al número de habitantes 
que tenga. Esto por supuesto nos indica que en las actuales condiciones, más del 50% de la 
población de los resguardos indígenas del municipio de Leticia no está reportada en los censos 
oficiales para efectos de transferencias. Esta situación es similar en otras regiones del país, sin 
contar con la población indígena que no habita resguardos legalmente constituidos108. La 
                                                 
107 Grupo de estudiantes del Laboratorio de Investigación en Antropología Social, I ciclo de 2003, Universidad 
Nacional de Colombia, Sede Leticia. 
108 La situación legal actual en torno a la tenencia de tierra indígena en Colombia es la siguiente: reservas indígenas  
con el 0,13% de la población, parcialidades y poseedores individuales con el 9,17% de la población indígena, 
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Dirección Nacional de Planeación Nacional y el INCODER reciben permanentemente censos 
actualizados de las comunidades indígenas, con el fin de ajustar los montos transferidos.  
 
Las entidades encargadas de ajustar los censos poblacionales indígenas, a excepción de los 
casos señalados, indican que un ajuste de la población se debe efectuar a nivel general, para 
garantizar el derecho de igualdad. Este planteamiento tiene su razón de ser si analizamos que si la 
población de un resguardo aumenta, y por tanto, su participación con relación a la población total 
indígena del país, los recursos asignados a este resguardo aumentarán en detrimento de la 
participación del resto de población indígena, puesto que la base para establecer el SGP a las 
comunidades indígenas (0,52%) no varía con relación a la población, sino al comportamiento de 
los ingresos corrientes de la nación y a la inflación. 
 
En el 2005 se tiene proyectado adelantar un Censo Nacional, que por supuesto incluirá las 
comunidades indígenas. Estas tienen una gran esperanza en que al actualizar los censos, 
aumente considerablemente el número de habitantes reportados oficialmente para efectos de 
participación en el SGP y, por tanto, aumente de igual manera el monto de la participación. Sin 
embargo, dado que la participación está amarrada a variantes de índole económico (inflación más 
2,5 puntos actualmente) el valor total a asignar variará de una forma similar al comportamiento de 
los últimos años, y por otro lado, el aumento de población va a ser un común denominador en 
todos los resguardos del país. Lo que pasará seguramente, es que se van a recibir recursos con 
aumentos similares a la tendencia de los últimos años, que e tendrán que repartir entre una 
población más grande, o como podríamos decir en palabras coloquiales “la misma torta, pero con 
tajadas más pequeñas”. Eso también quiere decir que cada que se da el ajuste de población 
indígena, vía legalización de nuevos resguardos o ampliación de los existentes, lo que sucede con 
los recursos transferidos, es que disminuye la participación del resto de resguardos del país. 
 
 
 
                                                                                                                                                 
Resguardos (antiguos y nuevos) con el 86,9% de la población indígena y ocupantes indígenas sin territorio delimitado 
(3,8%). Ver Arango y Sánchez (2004, Pág.101). Las comunidades no constituidas legalmente como resguardos están 
por fuera del Sistema General de Participaciones (SG). En Leticia existen comunidades no constituidas como 
resguardos (San Miguel, San Francisco y El Castañal), cuya falta de reconocimiento como tal, está asociada a la 
ubicación en zonas no establecidas oficialmente como urbanas o rurales.  
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2. ASIGNACIÓN DE RECURSOS DEL SGP  PERIODO 1994-2004 
 
Los resguardos del municipio de Leticia empiezan a recibir recursos transferidos por gobierno 
nacional, como participación de los ingresos corrientes de la Nación desde 1994, al igual que la 
mayoría de resguardos legalmente constituidos en el resto del país. Aunque en 1994 existían diez 
resguardos legalmente constituidos en el municipio, sólo seis resguardos accedieron a los 
recursos en el primer año109. 
 
El acceso de los resguardos del municipio de Leticia a los recursos públicos transferidos por el 
gobierno nacional, se presentó de la siguiente manera:  
1994: Arara, Kilómetro 6 y 11, Nazareth, San Antonio de los Lagos, San Sebastián y Santa Sofía 
el Progreso 
1995: El Vergel, Mocagua y Zaragoza 
 1998: Isla de Ronda 
 2000: La Playa 
 2001: Puerto Triunfo y San Juan de los Parentes 
 
Los resguardos indígenas del municipio de Leticia han recibido un valor total de $2.307.007.089 
por concepto de transferencias públicas durante el periodo comprendido entre 1994 y 2004. En el 
cuadro 7 se indica el valor recibido por cada uno de los resguardos en dicho periodo.  
 
Cuadro. 9 Participación de los Resguardos del Municipio de Leticia 1994-2004   
                                                                  (Pesos) 
Resguardo Periodo 1994-2004 
Arara 213.323.989 
El Vergel 38.016.428 
Kilómetro 6 y 11 231.418.752 
Isla de Ronda 133.523.021 
Macedonia 298.848.307 
Nazareth 164.134.107 
Mocagua 131.936.791 
La Playa 143.476.166 
                                                 
109 Para recibir los recursos, los resguardos debían adelantar los trámites de legalización ante el DNP. Este proceso 
se adelantó gradualmente por los resguardos del municipio entre 1994 y 1996.  
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San Antonio de Los Lagos 242.336.002 
San Sebastián 122.329.393 
Santa Sofía El Progreso 219.001.245 
San José del Río 132.935.775 
Zaragoza 165.366.474 
Puerto Triunfo 41.906.279 
San Juan de los Parentes 28.454.350 
Valor Total Transferido 2.307.007.079 
Fuente: Análisis sobre informes anuales Transferencias DNP. 
 
De acuerdo a la anterior información, el resguardo que más recursos ha recibido durante el 
periodo 1994-2004 es Macedonia, seguida de San Antonio de los Lagos, Kilómetro 6 y 11, Santa 
Sofía y Arara, mientras que los que menos han recibido recursos son El Vergel y Puerto Triunfo.  
 
El anexo 11 muestra el comportamiento de los recursos recibidos por los Resguardos del 
municipio de Leticia y las variaciones reales de los mismos durante el periodo 1994-2004. El 
mismo anexo ha querido establecer la población base de asignación de los recursos en cada año, 
como referente de comparación. Para este análisis se tuvo en cuenta los índices de precios para 
el consumidor  (IPC) reportados por el DANE para cada vigencia110. Se puede apreciar que las 
variaciones reales111 año a año son inestables, presentando variaciones altas en algunas 
vigencias: 9,36% entre 1994 y 1995; 8,63% entre 1999 y 2000. También se presentan variaciones 
relativamente bajas: 0,54% entre 1997 y 1998; 1,29% entre 2000 y 2001; e incluso variaciones 
negativas: -7,11% entre 1998 y 1999. Es decir, que el comportamiento de los recursos transferidos 
a los resguardos de Leticia, tienen un comportamiento similar al de los recursos totales 
transferidos a los resguardos del país, y que en últimas están relacionados con el comportamiento 
de los ingresos corrientes de la nación. 
 
Esto configura un panorama inestable en materia fiscal, más cuando la base de la asignación se 
establece en el número de la población, que en términos reales, aumenta anualmente. Como en 
análisis anteriores, este también nos permite observar que la tendencia del aumento (variación 
real) de los recursos asignados en los primeros años de funcionamiento del sistema era 
                                                 
110 Al disminuir a la variación nominal año el respectivo IPC, obtenemos precios constantes, y por tanto, equiparables, 
de la primera vigencia analizada (1994).  
111Al disminuir a la variación nominal año a año el respectivo IPC, obtenemos precios constantes, y por tanto, 
equiparables, de la primera vigencia analizada (1994). 
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relativamente alto y creciente durante los primeros años de su implementación y que a partir del 
2001 esa tendencia ha ido decreciendo. 
 
 
3. EJECUCIÓN DE LOS RECURSOS ASIGNADOS A LOS RESGUARDOS 
INDÍGENAS DEL MUNICIPIO DE LETICIA 
 
1. Ejecución Presupuestal  
 
Dentro del panorama financiero, la ejecución de los recursos es un elemento clave que nos puede 
mostrar entre otras cosas la capacidad institucional y de las comunidades para adelantar este 
proceso, así como las debilidades de las partes en el mismo. Una óptima ejecución de recursos 
permite cumplir con los objetivos programados en los convenios y proyectos que presentan las 
comunidades e igualmente es un insumo de información que da pautas para planificar acciones 
futuras y realizar los ajustes pertinentes, tendientes a cumplir con los objetivos del sistema. 
 
Para el análisis de la ejecución de los recursos transferidos a las comunidades indígenas de los 
resguardos del municipio de Leticia, se tomó como base la información de las ejecuciones 
presupuestales reportadas por el municipio de Leticia para el periodo de estudio (1994-2004).  En 
esta información se tuvieron en cuenta los siguientes conceptos presupuestales, de acuerdo al 
manejo particular de la Alcaldía de Leticia: 
 
Apropiación inicial: corresponde al valor asignado a cada resguardo para una vigencia 
determinada, según DNP. El valor registrado para cada vigencia corresponde a las once doceavas 
de la respectiva vigencia más la doceava de la anterior vigencia. A este valor se suman los 
reaforos112, en caso de que sean liquidados, dentro de la misma vigencia. 
 
Adiciones: corresponde a los valores no ejecutados, acumulados, de vigencias anteriores, que se 
incorporen en la vigencia. 
                                                 
112 Los reaforos corresponden a la diferencia establecida al reliquidar el valor  base del Sistema General de 
Participaciones con el valor real de inflación presentada respecto a la que se proyectó en la proyección inicial. 
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Apropiación definitiva: El correspondiente a la suma de la apropiación inicial más las adiciones. 
Obligaciones: corresponden a los pagos efectivos. 
Compromisos: corresponde a los compromisos reales adelantados tales como contratos, órdenes 
de compra y órdenes de servicio. Cuentan con registro presupuestal. 
Certificados: Corresponden a los certificados de disponibilidad presupuestal que amparan 
compromisos futuros. 
Disponible: Corresponden a los saldos por ejecutar, sin comprometer, disponibles para la 
siguiente vigencia. 
 
De acuerdo a los anteriores conceptos y para el análisis que nos ocupa, se tomó como ejecutado 
los valores correspondientes a obligaciones, compromisos y certificados. El análisis tuvo algunas 
limitaciones en la presentación de la información brindada, que se señalan a continuación, y que 
de alguna forma pueden incidir en el resultado del mismo. 
 
• Se establecen diferencias menores entre los valores disponibles en una vigencia y las 
adiciones incorporadas en la siguiente. Estos valores deberían coincidir, o, en su defecto, 
mostrar las razones de las diferencias (anulación CDPS, compromisos, etc.). 
• No es claro en la ejecución la incorporación de reaforos (últimas doceavas).  
• No existen ejecuciones de reservas (caja y presupuestales), es decir, ejecuciones de 
compromisos pendientes de pago de vigencias anteriores.  
• Las vigencia 1996 y 1997 no presenta adición de recursos, a pesar de que las vigencias 
anteriores (1994 y 19996 respectivamente) presentan saldos por ejecutar. 
• La Alcaldía no presenta ejecución para la vigencia 1998; sólo se encontró reportes de la 
apropiación inicial. La ejecución se estableció por medio de los soportes de los proyectos 
presentados y ejecutados por los resguardos para dicha vigencia. 
 
En el análisis que se efectúa en el anexo No.12 se compara el valor total apropiado (valor 
asignado según DNP más saldos acumulados de vigencias anteriores) a cada uno de los 
resguardos indígenas del municipio de Leticia durante el periodo 2004-1994 con relación a los 
valores ejecutados según las ejecuciones presupuestales presentadas por la Alcaldía en el mismo 
periodo.  Las relación nos muestra un nivel de ejecución bajo, con un porcentaje promedio anual 
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del 58,06%. Observamos que existen vigencias que no presentan ejecución (1994), vigencias con 
ejecución por debajo del 50% (1999: 36,38%, 2000: 36,38% y 2003: 47,38%). El resto de años 
presentan ejecuciones superiores al 50% (1995:66,67%; 1997:71,65%; 2001:60,81%; 2002: 
57,26% y 20904: 70,07%). Sin embargo el comportamiento durante las vigencias no tiene la 
misma tendencia para todos los resguardos. En algunos años se presenta ejecuciones variables 
entre resguardos; por ejemplo en 2000 El Vergel presenta ejecución de 84,16% mientras que 
Kilómetro 6 y 11 presenta una ejecución de 15.14% y La Playa no presentó ejecución.  
 
En cuanto a los resguardos más “eficientes” a nivel del ejecución, encontramos a Santa Sofía-El 
Progreso con un promedio de ejecución anual durante el periodo de referencia del 74,92%, 
seguido de Zaragoza (59,53%) y Mocagua (68,63%); por su parte los que muestran un más bajo 
nivel de ejecución son La Playa con 47,47% y San Antonio de los Lagos con 48,48%. En la gráfica 
1 se muestran los niveles de ejecución de todos los resguardos en el periodo de evaluación. 
 
Gráfica 1. Porcentaje ejecución anual recursos del SGP resguardos Leticia 1994-2004 
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Los niveles de ejecución se compararon con la los periodos de gobierno de las administraciones 
locales, con el fin de establecer algún tipo de relación entre el nivel de ejecución y las etapas de 
transición de dichos gobiernos. Es así como se evidencia que los cambios en la administración del 
municipio coinciden con bajos niveles de ejecución. En el siguiente cuadro se relacionan los 
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periodos de gobierno de los últimos alcaldes y se relacionan con los niveles de ejecución 
respectivas: 
 
Cuadro 10. Relación periodos de gobierno municipal – Nivel ejecución recursos del SGP 
 
PERIODO ALCALDE NIVEL DE EJECUCIÓN 
1995-1997 Laureano Roa En 1995, año en que se asume la 
administración, el nivel de ejecución es 
relativamente bajo (66,67%), mientras que los 
dos años siguientes presentan una ejecución 
más alta (1996:98,66%; 1997: 71,65%). 
1998-2000 Gilberto Aguirre El periodo del alcalde se extendió hasta enero 
del 2000. Durante gran parte del 2000 el cargo 
de Alcalde estuvo en encargo. El nivel de 
ejecución de 1998 es muy bajo (30,61%), 
coincidiendo con el inicio de la administración. 
En 1999 también se presenta una ejecución 
bajas (36,38%).   
2000-2002 John Alex Benjumea Con relación al año de inicio del periodo (2000) 
presentó un nivel de ejecución bajo (41,14%). 
Durante los años 2001 y 2002 los niveles de 
ejecución aumentaron (60,81% y 57,26% 
respectivamente).   
2003-2004 Juan Carlos Velásquez El primer año de administración (2003) el nivel 
de ejecución fue relativamente bajo (47,38%); 
en el 2003 el nivel de ejecución aumentó al 
70,07%. 
 
 
Vale la pena destacar que el año 2004 muestra en general una ejecución relativamente alta en la 
mayoría de los resguardos. En términos generales podemos concluir que la ejecución promedio 
anual de los resguardos es variable y que existe relación entre las ejecuciones anuales bajas y los 
cambios en la administración municipal113.  
 
2. Ejecución según soportes de Convenios y Proyectos 
 
                                                 
113 Igualmente asociado al cambio de administración municipal, se da el cambio del personal que maneja el proceso 
de las transferencias en el municipio. Así que se conjugarían elementos de índole político, de control, de revisión y de 
conocimiento del manejo de los recursos y su normatividad, que en alguna forma interfieren en la ejecución. 
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La ejecución efectiva de los recursos, con base en los convenios y proyectos presentados por las 
comunidades, se analizó tomando en cuenta los archivos existentes en la Alcaldía para cada 
vigencia y por cada uno de los resguardos; es decir, tomando como ejecución los valores 
correspondientes a actos contractuales tales como contratos, órdenes de compra y órdenes de 
servicio y sus soportes, correspondientes a los proyectos aprobados y concertados en los 
convenios respectivos.  
 
La administración y ejecución de los recursos asignados a los resguardos indígenas, a cargo de la 
Alcaldía, de acuerdo a la reglamentación vigente debe llenar los siguientes requisitos. 
• Actas de concertación de la comunidad en la identificación de de la problemática interna, y 
por tanto, prioridad de inversión.  
• Elaboración de proyectos de inversión por parte de las comunidades de los resguardos, 
que soportan el valor total asignado por vigencia.  
• Firma de un convenio entre el alcalde y el representante legal del municipio en el cual se 
consignan los proyectos. 
• Contratos, órdenes de servicio, de compra y demás actos contractuales que soporten la 
ejecución de los recursos. 
•  Soportes del cumplimiento de los actos contractuales: cotizaciones, facturas, actas de 
recibo de materiales y servicios, constancias de cumplimiento.  
 
Para optimizar el análisis de la ejecución de acuerdo a los soportes se tuvo en cuenta sólo los 
actos contractuales. Se obvio el cumplimiento estricto de los soportes de legalización, tales como 
facturas, actas de recibo de bienes y servicios, comprobantes de pago, etc. Igualmente se hizo 
confrontaciones de los archivos con informes a cargo de los funcionarios responsables de esta 
área en la Alcaldía, que incluyen reportes de contratación y pagos respectivos (tesorería). 
 
En primera instancia se analizó el cumplimiento de los requisitos iniciales que se deben adelantar 
las comunidades para la legalización de los convenios y el trámite de los proyectos relacionados 
ante la Alcaldía. Así se verificó que los trámites iniciales en términos generales tienen un alto nivel 
de cumplimiento: Firma del convenio: 100%; elaboración de perfiles de proyectos: 100%; actas de 
concertación de la comunidad sobre proyectos (100%). Sin embargo las actas de concertación no 
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muestran una participación real de la comunidad; están firmadas generalmente por el Curaca y 
algunos miembros del Cabildo. 
 
Con el objeto de revisar la ejecución total del periodo (1994-2004) y su eficiencia respecto a los 
recursos asignados según el DNP, se halló la proporción de ejecución de las ejecuciones 
reportadas por la Alcaldía114, así como de los valores ejecutados según el análisis de soportes de 
proyectos ejecutados115, con relación a dichos valores (DNP), (ver Anexo No.13). El cuadro No. 8 
muestra en resumen los resultados que arrojó el análisis realizado en el anexo No.13. Si sumamos 
todos los valores ejecutados durante el periodo de referencia, menos los valores por ejecutar a 
diciembre de 2004, nos debe dar una cifra similar al valor total de los recursos transferidos por 
DNP. 
Cuadro  11. Porcentaje de Ejecución según informes de ejecución presupuestal de la 
Alcaldía y soportes de ejecución de proyectos 
 
Resguardo Valor 
Reportado 
DNP  
(1994-2004) 
Ejecución Presupuestal 
Alcaldía (1994-2004) 
Ejecución según 
Soportes Proyectos 
(1994-2004) 
  Valor 
Ejecutado $ 
% 
Ejecución 
Valor 
Ejecutado $ 
% 
Ejecución 
Arara 213.323.989 197.554.275 92,61% 144.025.749 67,52% 
El Vergel 38.016.428 36.971.759 97,25% 25.988.525 68,36% 
Kilómetro 6 y 11 231.418.752 219.555.478 94,87% 165.883.834 71,68% 
Isla de Ronda 133.523.021 132.592.843 99,30% 117.870.016 88,28% 
Macedonia 298.848.307 286.943.814 96,02% 252.533.819 84,50% 
Nazareth 164.134.107 161.850.304 98,61% 109.213.175 66,54% 
Mocagua 131.936.791 131.525.404 99,69% 104.979.285 79,57% 
La Playa 143.476.166 141.216.480 98,43% 74.077.425 51,63% 
San Antonio de Los Lagos 242.336.002 237.514.184 98,01% 175.463.133 72,40% 
San Sebastián 122.329.393 115.052.208 94,05% 74.876.626 61,21% 
Santa Sofía El Progreso 219.001.245 219.971.323 100,44% 157.326.757 71,84% 
San José del Río 132.935.775 135.309.360 101,79% 97.749.737 73,53% 
Zaragoza 165.366.474 167.878.333 101,52% 129.991.321 78,61% 
Puerto Triunfo 41.906.279 41.178.128 98,26% 30.443.908 72,65% 
San Juan de los Parentes 28.454.350 27.914.765 98,10% 15.539.207 54,61% 
TOTALES 2.307.007.079 2.253.028.658 97,66% 1.675.962.517 
 
74,39% 
                                                 
114 A este valor acumulado para el periodo 1994-2004 se le sumó el saldo disponible por ejecutar en la vigencia 2005, 
reportado en la ejecución presupuestal de la vigencia 2004. En este valor además se incluye la última doceava 
pendiente de girar en el 2005, pues al no estar disponible efectivamente, no se tiene como referencia para analizar 
efectividad de ejecución.  
115 A este valor se le incorporó los valores de proyectos que están en ejecución en la vigencia 2004.  
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El anterior análisis nos muestra que existe una diferencia entre el valor reportado por el DNP como 
recursos transferidos a las comunidades indígenas durante el periodo 1994-2004 ($2.307.007.079) 
y el valor total ejecutado según los informes de ejecución presupuestal presentados por la Alcaldía 
y que corresponden al 97,66% ($2.253.028.658), e igualmente con el valor ejecutado según los 
soportes de gastos de los proyectos que equivalen al 74,39% ($1.675.962.517). Ahora bien, si al 
valor ejecutado según los soportes (convenios, proyectos y contratos) se le suma el valor de los 
excedentes por ejecutar a diciembre de 2004 (273.235.896), el porcentaje de ejecución 
aumentaría a 83%. El análisis de ejecución de los recursos nos muestra niveles de ejecución por 
debajo del valor total girado según DNP. 
 
La información financiera en general, y las ejecuciones presupuestales en particular, tienen varias 
debilidades, que impiden efectuar un análisis eficaz de la inversión de los recursos, especialmente 
en los primeros años. Se evidencian algunas fallas en los informes presupuestales que ya fueron 
señaladas, y que de alguna forma inciden en el resultado del análisis. La mayor parte de ellas se 
pueden asimilar a deficiencias en la presentación de la información financiera. Por otro lado 
respecto a los soportes de ejecución de convenios y proyectos, se evidencia una gran 
desorganización en el archivo y presentación de los documentos soportes.  
 
Esto en parte se debe a la dificultad que implicó la implementación del sistema de transferencias, 
el desconocimiento de su reglamentación y trámites, tanto por el municipio como por las 
comunidades. La Alcaldía no tenía un sistema de manejo presupuestal eficiente116, el personal a 
cargo de apoyar la ejecución de los recursos ha cambiado permanentemente, no se ha definido un 
modelo de información que muestre los movimientos reales, asociados y comparables con las 
asignaciones anuales y el flujo de los ingresos girados por el nivel central, que presenta demoras 
tanto en a información como el traslado efectivo, entre otros. 
 
Lo anterior, por supuesto, incide en que el porcentaje de ejecución sea menor (73,11%). Sin 
embargo por lo menos permite plantear que se deben introducir correctivos que permitan tanto a la 
                                                 
116 En la Alcaldía de Leticia se implementó un sistema de información financiera a partir del año 1998. A partir de 1999 
los informes presupuestales son más organizados y completos. 
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institución, a los entes de control y a las mismas comunidades realizar un seguimiento veraz sobre 
los recursos asignados, los valores ejecutados en cada vigencia y los saldos disponibles. 
 
Se debe diseñar una estructura de presentación de la ejecución de los recursos que permita 
identificar y hacer seguimiento a los mismos, por vigencia y en forma acumulada, tales como: 
 
• Debe presentarse como primer soporte, sin excepción, el convenio legalizado, los perfiles 
de proyectos aprobados mediante actas de concertación de la comunidad. 
• Los informes de ejecución tal como se presentan actualmente son claros. Sin embargo 
deben presentar detalle de adiciones y disminuciones (cuantías, origen, fechas, soportes). 
• Debe existir un balance general de la ejecución, que indique los valores ejecutados para 
cada vigencia. En caso de existir saldos por ejecutar, se deben identificar los convenios y 
proyectos asociados a los mismos. 
• Deben existir soportes de ejecución real de los recursos por vigencia, asociados a los 
convenios y proyectos aprobados en las mismas. Los valores de los movimientos 
presupuestales (pagos, registros, disponibilidades), deben coincidir con los soportes de 
los mismos. En caso de que existan ajustes de gastos, deben existir soportes del acuerdo 
de la comunidad en ese sentido. 
• Debe presentarse para cada vigencia informe de ejecución de reservas constituidas 
 
En el siguiente cuadro se quiere mostrar en forma porcentual, el cumplimiento de los trámites que 
debe adelantar la Alcaldía en relación con el manejo administrativo y financiero asociado con la 
ejecución de los recursos transferidos a los resguardos indígenas: 
 
Cuadro 12. Porcentaje cumplimiento trámites Alcaldía 
 
Concepto % Cumplimiento Observaciones 
1. Cuenta bancaria independiente 100% No se ejerce revisión ni control 
desde la Comunidad 
2. Ejecuciones presupuestales 80% Faltan vigencias 
3. Contabilidad independiente 100% Global para todos los resguardos 
4. Incorporación detallada excedentes de 
vigencias anteriores 
n.r. No existe claridad en la 
incorporación de la información 
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5. Incorporación detallada reaforos y 
últimas doceavas 
n.r. No se reporta esta información 
detallada en las ejecuciones.  
6 Ejecución Reservas n.r. No se presentan ejecuciones de 
reservas. 
7 Ejecución por Convenios y proyectos 30% Se ha implementado y organizado 
sobre todo en los últimos años 
8. Control cumplimiento de contratación  20% Es mínimo, orientado a contratos 
de mayor cuantía, revisión de 
obras, recepción de equipos.  
9. Evaluación proyectos n.r. No existe información sistemática 
sobre este aspecto.   
 
Vale la pena destacar que en los últimos años la Alcaldía ha mejorado notablemente la 
sistematización de la información, la presentación de los soportes de ejecución y en general los 
trámites relacionados con la ejecución de los recursos del SGP a los resguardos del municipio, 
que muestran  que existe mayor preocupación por atender la normatividad, por orientar a las 
comunidades en el cumplimiento de la reglamentación, por verificar las necesidades identificadas 
y que las soluciones planteadas sean idóneas.  
 
4. APLICACIÓN DE LOS RECURSOS DEL SGP EN LOS RESGUARDOS DEL 
MUNICIPIO DE LETICIA 
 
El destino de la inversión de los recursos transferidos a las comunidades indígenas, como se vio 
en el capítulo II, varió con la Ley 715 de 2001, que reglamentó los sectores de inversión de los 
mismos117. El análisis realizado debe tener en cuenta que antes del 2001, la inversión estaba 
definida por la ley 60 de 1993118. La ley 715/01 autoriza la inversión de los recursos del SGP en 
los siguientes sectores: 
• Educación 
• Vivienda 
• Salud 
• Saneamiento Básico 
                                                 
117 En el anexo No.01 se pueden identificar los tipos de gastos permitidos en cada uno de los sectores de inversión 
autorizados por la ley 715 de 2001. 
118 La ley 60 de 1993 autorizaba la inversión de los recursos en resguardos indígenas, en los mismos términos 
autorizados para los municipios (sectores), sin definición de topes: educación, salud, agua potable y saneamiento 
básico, educación física, recreación, deportes, cultura y aprovechamiento del tiempo libre. 
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• Desarrollo Agropecuario 
 
Con el ánimo se realizar un análisis de la inversión sectorial de los recursos transferidos a las 
comunidades indígenas del municipio de Leticia durante el periodo 1994-2004, se tomó como base 
de información los archivos que reposan en la Alcaldía de Leticia y que contienen los soportes de 
ejecución, tales como: convenios entre el municipio y los resguardos, perfiles de los proyectos 
aprobados en los convenios, actas de concertación comunitarias, documentos contractuales 
(órdenes de servicio, órdenes de compra, contratos), soportes de ejecución (facturas, 
cotizaciones, solicitudes) y en general los documentos relacionados con la gestión de los 
proyectos. Los resultados que arroja el análisis de los documentos fuentes, fue complementado 
con la información brindada por autoridades y funcionarios de la Alcaldía, curacas, líderes 
indígenas y comunidad en general de los resguardos y que permite establecer en forma general la 
orientación y tendencia de la inversión durante el periodo de estudio. 
 
En este proceso se identificaron 425 proyectos formulados por los 15 resguardos en dicho periodo, 
pero para la evaluación de ejecución de recursos sólo se tuvieron en cuenta 373 proyectos119. El 
análisis de la documentación soporte nos permite establecer algunas limitaciones que pueden 
incidir en el resultado del mismo: 
 
1. Las vigencias 1994 y 1995 no presentan soportes de ejecución en los archivos 
(convenios, proyectos, contratos y soportes de los mismos). Se asume que los valores 
reportados en las ejecuciones presupuestales de la Alcaldía para dichos años, equivalen a 
reservas constituidas y los soportes respectivos no fueron organizados y archivados. En 
algunas comunidades se presenta el mismo caso para otras vigencias. Por lo tanto se 
buscó información adicional con funcionarios que han manejado el área en la Alcaldía y 
que han sistematizado la información relacionada; igualmente se hizo cruce con 
información de la Tesorería, para depurar en la mayor medida posible los valores 
establecidos para el análisis. 
 
                                                 
119 Como se analiza más adelante, muchos de los proyectos aprobados en los Convenios no se ejecutaba o variaban 
su objetivo.  
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2. En algunos casos se encuentran sólo los convenios como soporte de ejecución. Es 
imposible certificar la ejecución sin los contratos y soportes respectivos. En este caso 
estos valores son una orientación de la ejecución, pero no se tuvo en cuenta para el 
análisis de la misma. En otros casos se encuentran los convenios, pero no los proyectos y 
soportes respectivos.  
 
3. Se encuentran pagos relacionados con asignaciones de vigencias anteriores. En tales 
casos, una vez se certificó el soporte del gasto, la ejecución se presenta con base en los 
actos contractuales (órdenes de servicio, órdenes de compra, contratos) legalizados. 
 
4. Existen varios gastos que pueden asociarse a alguno de los sectores autorizados. Sin 
embargo si el proyecto no lo presentó de esta manera, se clasificó como otros. 
 
De acuerdo a lo anterior, el análisis de la inversión de los recursos se realizó por sectores según lo 
reglamenta la Ley 715/01 y se definió uno adicional como OTROS, para aquellos gastos que no 
correspondían a lo reglamentado por la misma. En cada uno de los sectores se identificaron 
actividades diferenciadas que muestran el tipo de gasto que se realizó en cada resguardo para 
cada uno de los años de estudio. Igualmente se revisaron los trámites operativos y administrativos 
de la gestión de los recursos. Dicho análisis permitió establecer la inversión sectorial de los 
recursos así como los elementos más notables en el proceso administrativo y de gestión de  la 
ejecución de los mismos, y que se presenta a continuación.  
 
 
1. Inversión sectorial Arara  
 
 
El anexo 14 muestra la inversión de los recursos para el Resguardo de Arara en el periodo de 
estudio, que se resume en la gráfica 2, y que de acuerdo a los soportes evidenció las siguientes 
características en el proceso de ejecución de los recursos: 
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Gráfica 2. Participación Inversión Sectorial  Resguardo de Arara 
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FUNCIONAMIENTO  • La inversión más alta en este resguardo se dio en el sector educación con una 
participación del 47,03%, especialmente orientada hacia la contratación de docentes 
(33,67%) y en construcción y adecuación de infraestructura educativa (8,65%). 
• En el sector Salud se realizó una inversión total significativa (15,38%), representada en 
pago de promotores de salud (5,4%) y compra de medicamentos (9,98%), 
fundamentalmente. 
• El resguardo presenta mínima inversión en desarrollo agropecuario (1,47%). No se han 
generado proyectos relacionados con este sector. 
• Otra de las inversiones importantes en el resguardo es en el sector vivienda con una 
participación del 8,28%, representada básicamente en adecuación de vivienda. 
• La inversión en “Otros”,  está representada especialmente por adecuación de la casa 
comunal (5,59%) y adquisición de equipos de transporte (5,32%). 
• En Saneamiento básico y agua potable existe una importante inversión (11,12%) 
representada en construcción del acueducto. 
• Existen costos altos de algunos servicios y bienes adquiridos. Para algunos casos no 
existe comparación de ofertas y no se opta  por la opción económicamente más favorable, 
y no existe justificación de la selección. 
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• Se encuentran casos de soportes que no llenan los requisitos legales (facturas en blanco, 
documentos sin firmas). 
 
2. Inversión sectorial El Vergel  
 
La inversión detallada del Resguardo se muestra en el anexo 15, y en forma general en la gráfica 
3. Las siguientes son las características más sobresalientes en la ejecución de recursos en este 
resguardo: 
Gráfica 3 – Inversión Sectorial Resguardo de El Vergel 
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• El sector en el que más invirtió el resguardo fue en educación (48,80%), particularmente 
en dotación y alimentación del restaurante escolar (15,21%) y en pago de docentes 
(28,41%). Otros gastos menores en el sector correspondieron a auxiliares de cocina y 
adecuación de infraestructura. 
• El sector salud presentó una inversión relativamente baja (4,19%), representada en pago 
de promotores. 
•  Es uno de los resguardos que mayor inversión ha efectuado en el sector agropecuario 
(42,22%), dedicado casi en su totalidad a la inversión en una microempresa ganadera. 
Estos gastos están asociados a compra de ganado, compra de medicamentos y 
adecuación de terrenos. 
• El resguardo no ha efectuado inversiones en los sectores de agua potable y vivienda.  
• Se evidencia una gran debilidad en la formulación de los proyectos que no presentan una 
identificación clara de la problemática a atender, justificación, sostenibilidad entre otros. 
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Este aspecto es aún más importante si se tiene en cuenta que se han formulado proyectos 
en el sector agropecuario, que dada la alta inversión y su misma orientación como 
proyecto productivo, debería tener una justificación y estudios complementarios que 
permitieran establecer la viabilidad  y sostenibilidad del mismo.  
• Es uno de los resguardos que más ha atendido la normatividad respecto a la inversión de 
los recursos, pues presenta una mínima inversión en actividades no autorizadas (Otros). 
Esto implica que haya una menor “atomización” en la inversión de los recursos y 
concentración en determinados sectores considerados prioritarios por la comunidad. 
• La ejecución ha sido muy poco efectiva en algunos años, especialmente en 1997, 1998, 
2001 y 2002. 
 
3. Inversión sectorial Kilómetro 6 y 11  
El anexo 16 muestra la inversión de los recursos para el Resguardo de Arara que se evidencia en 
la gráfica 4. El análisis de la ejecución del resguardo Kilómetro 6 y 11 mostró los siguientes 
resultados: 
 
Gráfica 4 – Inversión Sectorial Resguardo Kilómetro 6 y 11 
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• En este resguardo los sectores con mayor participación de inversión es Otros con 39,57% 
y educación con 28,66%. Dentro del sector otros, se destaca la inversión en 
infraestructura y dotación vial y de comunicaciones (13,96%) y la adquisición de equipos y 
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materiales de funcionamiento (6,64%). En educación la inversión se concentra en el pago 
de docentes (6,94%) y en infraestructura educativa (11,2%). 
• La inversión en salud es una de las más bajas de todos los resguardos (1,8%). Una de las 
explicaciones es el relativo fácil acceso a los centros de salud de Leticia. Es de los pocos 
resguardos que ha presentado un proyecto relacionado con medicina tradicional (plantas 
medicinales tradicionales). 
• El sector vivienda presentó una inversión de 14%, representada en construcción de 
vivienda nueva y materiales para mejoramiento de vivienda (7,58% y 6,42% 
respectivamente). 
• El sector agropecuario presenta una inversión de 8,22% representada especialmente en 
compra de ganado y proyectos relacionados con autoconsumo y cultivos tradicionales. 
• Presenta una alta inversión en “Otros” (39,57%), especialmente en infraestructura y 
dotación vial y de comunicaciones (13,96%), cultura y deportes (15,26%) y en equipos y 
materiales de funcionamiento (6,64%). 
• Este es uno de los resguardos donde mas se evidenció problemas en torno a la gestión 
general y la ejecución de los recursos, tales como falta de concertación de las 
comunidades, disputas internas, quejas ante organismos de control, desautorización del 
representante legal de la comunidad, solicitudes de no pago por parte de la comunidad, 
robo de ganado comprado con recursos de transferencias, incumplimiento en ejecución de 
contratos, entre otros.  
• A partir del 2002 la comunidad del Multiétino-Tacana dejó de recibir recursos, después de 
que una consulta de la Alcaldía ante Asuntos Indígenas relacionada con posibilidad de 
ejecución en la comunidad cercana de Casilla-Naira, tuviera como respuesta que esta 
comunidad no hacía parte legal del Resguardo. 
• Es uno de los Resguardos que presenta mayores proyectos relacionados con capacitación 
y formación. 
• Poseen un mecanismo “inequitativo” de distribución de los recursos. Aunque el resguardo 
cuenta con cuatro comunidades que difieren en población120, la asignación de recursos se 
hace en partes iguales entre las cuatro comunidades. 
                                                 
120 Kilómetro 6 (745 hab. Secretaría de Educación Deptal), kilómetro 7 (136  hab. Censo Cabildo), kilómetro 11 (216 
hab. Censo Etnográfico UN) y Moniyamena (102 hab. Censo Etnográfico UN).   
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• En este resguardo se presentan casos de inversión de recursos en un barrio de la ciudad 
de Leticia, cuya justificación corresponde a que uno de los habitantes de la comunidad 
(kilómetro7) habita en Leticia, y tiene derecho a los recursos por pertenecer a la 
comunidad. 
• Las comunidades de este resguardo han presentado una gran debilidad en la formulación 
de los proyectos que no identifican en forma clara el problema o necesidad a atender, 
justificación, sostenibilidad entre otros. En este caso también se hace prioritario una 
formulación juiciosa de proyectos en el área del sector agropecuario y productivo. 
 
4. Inversión sectorial Isla de Ronda 
 
La ejecución sectorial de los recursos se muestra en el anexo 17 y se resume en la gráfica 5. Las 
principales características en el proceso de ejecución en este resguardo son: 
 
Gráfica 5 – Inversión Sectorial Resguardo Isla de Ronda 
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• La inversión en el resguardo se ha concentrado en el sector vivienda con una participación 
del 21,39%, representada en adquisición de materiales para el mejoramiento de vivienda 
(11,29%) y construcción de cocinas (10,10%). 
• Otro de los sectores que presenta mayor inversión es salud con 28,41%, representada en 
pago de docentes (7,71%), infraestructura escolar (5,09%) y restaurante escolar (7,55%).   
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•  La inversión en Otros también ha sido importante con una participación del 29,7%, 
representada especialmente en la construcción de infraestructura vial y de 
comunicaciones (22,67%) y adecuación de terrenos. 
• Sobresale igualmente la inversión en salud (10,95%), representada en compra de 
medicamentos (7,78%) y promotores de salud (3,17%). 
• Presenta igualmente inversión en desarrollo agropecuario, correspondiente a compra de 
ganado (3,39%) y suministro de droga veterinaria (3,19%). 
• Como en otros resguardos, la inversión en proyectos del sector agropecuario no presenta 
proyectos estructurados tendientes a promover acciones reales de desarrollo en el sector.  
• La alta inversión en vivienda corresponde en gran parte al proceso de reubicación del 
resguardo hacia áreas no inundables. 
• Es uno de los resguardos que presenta ejecución en actividades relacionadas con 
mantenimiento de predios (cercados). 
 
5. Inversión sectorial Macedonia 
El anexo 18 muestra la inversión de los recursos para el Resguardo de Arara que se resumen en 
la gráfica 6. El análisis de inversión y gestión de la ejecución de los recursos muestra los 
siguientes resultados: 
Gráfica 6. Participación sectorial resguardo de Macedonia 
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• La más alta inversión del resguardo de Macedonia está representado por el sector 
educación con 35,77%, especialmente en la financiación del restaurante escolar (14,92%), 
pago de docentes (6,44%) e infraestructura educativa (12,03%). 
• En vivienda también se ha efectuado una importante inversión (17,43%), representada en 
la construcción de vivienda nueva (13,07%) 
• La inversión en otros (28,99%) está representada primordialmente por la financiación de 
actividades relacionadas con cultura y deportes (7,11%), infraestructura y dotación vial y 
de comunicaciones (12,41%) y servicios públicos (4,69%). 
• En el sector agua potable se ha invertido en la adquisición de tanques para recolección de 
agua (8,04%). 
• Existen antecedentes de cambios de orientación de los recursos, aunque se demuestra 
concertación comunitaria para tal fin. 
• Algunos de las nuevas orientaciones han correspondido a “celebración de fiestas” en la 
comunidad.  
• Se evidencia en algunos casos, sobrecostos en adquisición de equipos. 
• Existen inversiones con un solo beneficiario, sin que se soporte concertación al respecto. 
 
6. Inversión sectorial Nazareth 
 
La inversión sectorial del Resguardo de Nazareth se muestra en el anexo 19 y en forma de 
participación en la  gráfica 7. El análisis de inversión y gestión de la ejecución de los recursos 
muestra los siguientes resultados: 
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Gráfica 7. Participación sectorial resguardo de Nazareth 
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• El resguardo presenta la más alta inversión en el sector educación con un 35,62% cuya 
participación más alta es en dotación y alimentación para el restaurante escolar 
(12,431%), pago de docentes (6,74%) y auxiliares de cocina restaurante escolar (12,43%). 
• El sector vivienda también ha tenido una alta inversión (21,18%), representada 
especialmente en materiales para mejoramiento de vivienda (9,26%); suministro de 
albercas (6,31%) y construcción de vivienda nueva (5,62%). 
• Los gastos denominados como otros también representan un alto porcentaje de la 
inversión de los recursos (18,09%), orientados especialmente a la financiación de 
actividades de desarrollo comunitario (6,5%) e infraestructura y dotación vial y de 
comunicaciones (8,12%). 
• La inversión en el sector agropecuario está representada en equipos de procesamiento de 
fariña (8,99%) y cultivos medicinales (4,64%). 
• Presenta una baja inversión en salud (3,34%) orientada casi exclusivamente al pago de 
promotores de salud. 
• Los contratos de infraestructura son poco claros en las adecuaciones y materiales que se 
suministran. 
• En el sector agropecuario es de los pocos resguardos que ha presentado proyectos 
relacionados con actividades tradicionales (cultivos medicina tradicional). 
• Gran parte de la inversión se ha orientado a cubrir gastos de funcionamiento (48,19%). 
  
134
7. Inversión sectorial Mocagua 
 
El anexo 20 muestra la inversión de los recursos para el Resguardo de Arara que se resume en la 
gráfica 8. El análisis de inversión y gestión de la ejecución de los recursos muestra los siguientes 
resultados: 
 
Figura 8 – Participación sectorial resguardo de Mocagua 
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• Presenta una de las más altas inversiones en el sector educación (40,27%), que ha 
financiado contratación de docentes (5,13%), auxiliares cocina restaurante escolar 
(8,29%), alimentos para el restaurante escolar (7,61%), construcción casa comedor 
(6,90%) y construcción vía peatonal acceso a escuela (7,95%). 
• El sector salud presenta una inversión del 6,89%, representada en el mejoramiento del 
puesto de salud (0%), pago de promotor y adquisición de bote. 
• También en este resguardo la inversión e “otros” es alta con un 34,96%, representada 
especialmente en infraestructura y dotación vial y de comunicaciones (29,29%). 
• El sector desarrollo agropecuario presenta una inversión del 15,51% , representada en 
financiación de una microempresa ganadera. 
• La inversión mas baja está en el sector agua potable con sólo un 2,69% destinado al 
suministro de equipo de recolección y almacenamiento de aguas lluvias. 
• Es otro de los resguardos que ha implementado con los recursos de transferencias, una 
microempresa ganadera. Como en los anteriores, las deficiencias de un proyecto integral, 
del seguimiento a los resultados y el beneficio comunitario están por medirse. 
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• Es uno de los pocos resguardos que en los proyectos ha sabido orientar los gastos 
asociados a los mismos. 
• Igualmente inversión en infraestructura vial debe mostrar soportes técnicos, sobretodo 
cuando se trata de altas inversiones, como en este caso. 
 
8. Inversión sectorial La Playa  
 
La inversión sectorial del Resguardo La Playa se presenta en el anexo 21 y en la gráfica 9. El 
análisis de inversión y gestión de la ejecución de los recursos arroja los siguientes resultados: 
 
Gráfica 9 – Inversión sectorial resguardo La Playa 
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• La inversión en este resguardo se ha concentrado en el sector educación (31,23%), para 
financiar alimentación restaurante escolar (9,5%), pago de docentes (9,45%), auxiliares de 
cocina restaurante escolar (6,20%), entre otros. 
• También sobresale la inversión en vivienda con un 28,69%, representado en construcción 
de vivienda nueva (17,70%), suministro de tanques de agua. 
• La inversión en salud (9,73%), se ha efectuado exclusivamente en la compra de 
medicamentos. 
• La inversión en “Otros”, se concentra en infraestructura y dotación vial y de 
comunicaciones (13,32%). 
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• El resguardo ha presentado problemas asociados con la ejecución de recursos del SGP, 
especialmente  
• Es un resguardo nuevo, creado en el año 2000, con un proceso de reubicación de algunas 
familias, lo que justifica la alta inversión en vivienda. 
 
9. Inversión sectorial San Antonio de Los Lagos  
 
El anexo 22 muestra la inversión de los recursos para el Resguardo de Arara que se resume en la 
gráfica 10. El análisis de inversión y gestión de la ejecución de los recursos arroja los siguientes 
resultados: 
 
Gráfica 10 – Participación sectorial resguardo San Antonio de los Lagos 
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• La inversión más alta está representada en el sector educación con 39,50%, 
especialmente en alimentación restaurante escolar (6,73%), equipo transporte escuela 
(6,31%), pago docentes (7,75%), auxiliares cocina (5,13%). 
• El sector vivienda también presenta una inversión alta con el 21,54%, correspondiente al 
construcción y mejoramiento de vivienda. 
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• La inversión en “Otros” se orienta principalmente hacia desarrollo comunitario (salón 
comunal, hogar comunitario) con 8,25% e infraestructura y dotación vial y de 
comunicaciones (8,92%). 
• En el sector agropecuario la inversión se orienta hacia el apoyo de una microempresa 
ganadera (7,38%)  y equipo de procesamiento de fariña (3,89%). 
• Existe una importante inversión en actividades orientadas a la adecuación y al 
mantenimiento de terrenos, asociados a la ganadería y al cultivo de chacras. 
 
10. Inversión sectorial San Sebastián 
 
El anexo 23 muestra la inversión de los recursos para el Resguardo de Arara que se evidencia en 
la gráfica 11. El análisis de inversión y gestión de la ejecución de los recursos presenta las 
siguientes características: 
 
Gráfica 11. – Participación sectorial resguardo San Sebastián 
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• Presenta la más alta inversión de recursos en el sector educación con 53,58%, 
representada principalmente en pago de docentes (15,63%), dotación y alimentación 
restaurante escolar (9,95%) auxiliares de cocina (7,13%), infraestructura educativa 
(18,89%). 
• No se ha presentado inversión en los sectores salud y desarrollo agropecuario. 
• El sector de saneamiento básico presenta una alta inversión con el 34,61%, orientados a 
financiar suministro de tanques de recolección de aguas lluvias (12,81%), acometidas 
domiciliarias de acueducto (8,09%) y construcción de letrinas (13,72%). 
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• La inversión en “Otros” está representada en Cultura y deporte (9,09% y equipos y 
materiales de funcionamiento (2,41%) 
• Los gastos por concepto de pago de docentes se han reorientado hacia el pago de 
auxiliares de cocina, en el mismo sector de educación.  
• En el resguardo se ha concentrado la inversión en dos sectores, educación y saneamiento 
básico. Es de los que menos presenta “atomización en la inversión”.  
• La baja inversión en salud se justifica por la cercanía a Leticia, y el fácil acceso a los 
servicios de salud. 
 
11. Inversión sectorial Santa Sofía-El Progreso 
 
La inversión sectorial del Resguardo Santa Sofía-El Progreso se muestra en el anexo 24, y se 
resume en la gráfica 12. El análisis de inversión y gestión de la ejecución de los recursos presenta 
las siguientes características: 
 
Gráfica 12 – Inversión sectorial resguardo de Santa Sofía 
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• La más alta inversión se ha efectuado en el sector educación (32,89%), que ha financiado 
especialmente alimentación del restaurante escolar (6,77%), pago de docentes (8,34%), 
auxiliares de cocina (6,94%), infraestructura educativa (5,23%). 
• Presenta también una alta inversión en el sector de desarrollo agropecuario, con una 
inversión del 21,34%, orientado fundamentalmente a financiamiento de microempresa 
ganadera (19,575). 
• La inversión en “otros” es alta con un 30,71%, para atender principalmente infraestructura 
y dotación vial y de comunicaciones (8,96%),  adecuación terrenos (2,26%) y servicios 
públicos (3,70%) 
• Se destaca igualmente la inversión en el sector vivienda (9,77%) orientado a financiar 
vivienda nueva y mejoramiento de vivienda. 
• Presenta una baja inversión (1,84%) en el sector salud. 
• Es otro de los resguardos con una importante inversión en el sector agropecuario, también 
orientada hacia la ganadería y con las mismas deficiencias. 
• Generalmente los proyectos asociados con ganadería generan gastos de desmonte y 
arreglo de terrenos, así como suministro de medicamentos. 
• Es uno de los resguardos cuya inversión es más variable, es decir, existen múltiples áreas 
y actividades de inversión. 
 
 
12. Inversión sectorial San José del Río 
 
El anexo 25 muestra la inversión sectorial de los recursos en el Resguardo de San José del Río, 
que se resumen en la gráfica 13. El análisis de inversión y gestión de la ejecución de los recursos 
presenta arroja los siguientes resultados: 
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Gráfica 13 – Inversión sectorial resguardo de San José del Río 
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• La mayor inversión del resguardo se efectuó en el sector vivienda (36,27%), orientada 
hacia el suministro de materiales para el mejoramiento de vivienda y construcción de 
baños. 
• La inversión en “Otros” (28,10%), corresponde en su gran mayoría a financiación de 
infraestructura y dotación vial y de comunicaciones (16,21%) y adecuación de terrenos 
(10,11%). 
• Otra importante inversión se efectuó en el sector agua potable (12,04%), destinada a la 
construcción de un tanque comunitario y adquisición de tanques para recolección de agua. 
• La inversión en salud (9,09%) se orientó hacia la contratación de promotores de salud y 
compra de medicamentos. 
• La inversión en desarrollo agropecuario es baja (4,13%) y se atendió el fortalecimiento de 
cultivos tradicionales y maquinaria para procesamiento de fariña. 
• El resguardo presenta un promedio de gasto anual relativamente constante. 
• Los pagos de cofinanciación de proyectos no especifican qué tipo de proyectos se 
financian. 
• Es uno de los pocos resguardos que no presenta financiación de docentes.  
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13. Inversión sectorial Zaragoza 
 
El anexo 26 muestra la inversión de los recursos para el Resguardo de Zaragoza que se evidencia 
en la gráfica 14. El análisis de inversión y gestión de la ejecución de los recursos presenta las 
siguientes características: 
 
Gráfica 14 – Inversión sectorial resguardo de Zaragoza 
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• El resguardo invirtió la mayoría de los recursos asignados en el sector educación 
(30,38%), financiado pago de docentes (14,21%), auxiliares de cocina restaurante escolar 
(5,02%) y alimentación y dotación del restaurante escolar (6,54%). 
• El sector vivienda también presenta una inversión alta (19,16%), representada en 
materiales para mantenimiento y construcción de vivienda nueva. 
• En el sector agropecuario se ha realizado una inversión importante en adquisición de 
ganado (7,58%) y adecuación de terrenos.  
• En otros se han invertido recursos especialmente en infraestructura y dotación vial y de 
comunicaciones (13,69%) y construcción de una balsa (5%). 
 
14. Inversión sectorial Puerto Triunfo 
El anexo. 27 refleja la inversión sectorial 0de los recursos en el Resguardo de Puerto Triunfo, que 
se resume en la gráfica 15 .El análisis de inversión y gestión de la ejecución de los recursos 
presenta las siguientes características: 
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Gráfica 15 – Inversión Sectorial Puerto Triunfo 
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• Puerto Triunfo invirtió gran parte de los recursos en el sector educación (45,77%), para 
financiar dotación y alimentación del restaurante escolar (25,14%), auxiliares de cocina 
(10,51%) y suministro de útiles escolares (7,55%). 
• Otros de los sectores con una alta inversión es salud con 17,39%, orientada hacia la 
financiación de promotores de salud (7,86%) y equipo de transporte para el puesto de 
salud (9,53%) y vivienda (17,40%), que financió materiales para el mejoramiento de 
vivienda. 
• El sector de desarrollo agropecuario orientó toda la inversión hacia el mantenimiento de 
linderos (11,07%).  
• En comparación con otros resguardos presenta una relativa baja inversión en “Otros” 
(8,38%). 
• Los gastos financiados en este resguardo, se pueden clasificar en su gran mayoría como 
funcionamiento.  
 
15. Inversión sectorial San Juan de Los Parentes 
 
La inversión sectorial detallada del Resguardo se presenta en el anexo 28 y su resumen en la 
gráfica 16. El análisis de inversión y gestión de la ejecución de los recursos presenta las 
siguientes características: 
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Gráfica 16 – Inversión Sectorial San Juan de los Parentes 
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• El resguardo concentró la inversión en el sector educación (65,20%), financiando 
fundamentalmente infraestructura educativa (43,90%) y transporte escolar (21,3%). 
• En el sector vivienda se invirtió el 27,85% de los recursos, destinados a la adquisición de 
materiales para el mejoramiento de vivienda.  
 
16. Inversión Sectorial General de los Recursos en los resguardos de 
Leticia 
 
Los anteriores análisis nos permiten en forma general establecer la inversión sectorial que han 
efectuado todos los resguardos indígenas del municipio de Leticia, de los recursos públicos 
transferidos durante el periodo 1994-2004. El anexo 29 muestra el valor consolidado de dicha 
inversión. Los resultados arrojados por el mismo, que se reflejan en la gráfica 17 son los 
siguientes: 
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Gráfica 17 – Inversión Sectorial Resguardos municipio Leticia 1994-2004 
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Sector Educación: El sector educación tuvo el más alto porcentaje de inversión con un 36%, de 
los cuales el gasto más significativo estuvo orientado hacia el pago de docentes, con una inversión 
de $169.301.544 que corresponde al 28,87% como participación dentro del sector y a 10,10% 
como participación respecto al total de los recursos; otro gasto significativo corresponde a la 
dotación y alimentación para restaurantes escolares con una ejecución del 19,40% dentro del 
sector y de 6,83 dentro del total de los recursos; igualmente importante fue la inversión en 
construcción, adecuación y mantenimiento de infraestructura escolar con un participación del 
18,15% en el sector y el 6,39% como participación general; los pagos de auxiliares de cocina de 
restaurantes escolares también son significativos con una participación del 15,9% en el sector y 
del 5,60 respecto del total de los recursos. La inversión en este sector presenta múltiples gastos 
menores destinados a adquisición de equipo de transporte, material didáctico, útiles escolares, 
uniformes, entre otros.  
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Sector Vivienda: Es el segundo sector con mayor inversión, con una participación del 16,21%. 
Las mayores inversiones en este sector se realizaron en adquisición de materiales para el 
mejoramiento de vivienda con un 39,93% de participación sectorial y 6,47% de participación 
respecto al total de los recursos; igualmente la construcción de vivienda nueva representa una alta 
inversión con el 38,25% de participación sectorial y el 39,93% de participación general. Otras 
inversiones en el sector corresponden a suministro de accesorios tales como baños, albercas, 
tanques de agua, letrinas, entre otros.  
 
Sector Salud: En salud los resguardos invirtieron el 6,04% de los recursos transferidos, lo que 
representa una inversión relativamente baja, principalmente en pago de promotores de salud con 
una participación dentro del sector de 39,77% y del 2,40% respecto el total de los recursos; 
también sobresale la inversión adquisición de medicamentos con una participación dentro del 
sector de 45,66% y del 2,76% respecto del total de los recursos. Otros gastos en esta área 
corresponden a equipo de transporte, infraestructura de salud y capacitación. Es de los pocos 
sectores que muestra inversión en actividades tradicionales (medicina tradicional).  
 
Sector Desarrollo Agropecuario: El sector presentó una participación del 9,73%, representado 
en su gran mayoría en la financiación de actividades relacionadas con microempresas ganaderas, 
con una participación del 56,17% dentro del sector y del 5,46% respecto del total de los recursos. 
Igualmente se destaca en este sector la inversión en actividades relacionadas con limpieza y 
mantenimiento de terrenos, potreros y chagras, asociadas con actividades ganaderas y agrícolas, 
con una participación dentro del sector del 17,46% y del 2,5% respecto del total de los recursos. 
Otra de las inversiones que se realiza en el sector es la correspondiente al procesamiento de 
productos naturales, especialmente de yuca con una participación dentro del sector de 18.89% y 
del 1,84 dentro del valor total de los recursos. 
 
Sector Agua potable: La inversión en el sector es relativamente baja con una participación del 
7,29%. Las actividades que se han financiado dentro de este sector están relacionadas con la 
recolección, almacenamiento y distribución de agua en forma artesanal.   
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Otros: Dentro del sector clasificado como “Otros”, se han identificado la inversión en subsectores, 
de los cuales el más representativo es infraestructura y dotación vial y de comunicaciones con una 
inversión del 12,18% respecto del total de los recursos y que financia en gran medida la 
adquisición de botes y motores fuera de borda y la construcción de infraestructura vial tal como 
caminos, puentes, vías. En “Otros” también se destaca la inversión en desarrollo comunitario, 
cultura y deporte con una participación general del 2,68% y 3,97% respectivamente, representada 
en la construcción de casas culturales y comunitarias, infraestructura deportiva y de recreación y 
dotación relacionada, encuentros culturales y capacitación. En este sector se clasificaron 
actividades relacionadas con la limpieza y mantenimiento de terrenos no asociados a empresas 
ganaderas, que tienen una participación del 1,22% respecto del total de los recursos. También se 
clasifica aquí la inversión en materiales y equipos adquiridos dentro de proyectos formulados sin 
orientación sectorial, tales como guadañadoras, motosierras, electro bombas, gasolina, aceites, y 
cuya inversión asciende al 1,50%. Por último se incluye en este sector la inversión en 
capacitación, la cual está representada en su gran mayoría por los aportes que se efectuaban a 
ACITAM para financiar actividades de capacitación, con una participación total del 2,27%. 
 
 
5. ANÁLISIS DE LOS TRÁMITES Y CRITERIOS DE INVERSIÓN DE RECURSOS 
DEL SGP 
 
Aunque en algunos resguardos se presenta con más frecuencia algunos de los aspectos que se 
señalan a continuación, estos son un referente continuo en la ejecución de los recursos para todos 
los resguardos. 
 
• En general la ejecución de los recursos está respaldada por los convenios respectivos 
entre la Alcaldía y el representante del Resguardo (Curaca). Igualmente se cuenta con los 
perfiles de los proyectos autorizados en el convenio respectivo y con las actas de 
concertación iniciales que respaldan los mismos. La Alcaldía ha sido exigente en el 
cumplimiento de estos requisitos; sin embargo algunos documentos no presentan firmas, 
fechas,    
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• Se evidencia una gran debilidad en la formulación de los proyectos. No presentan una 
identificación clara de la problemática a atender, justificación, sostenibilidad entre otros. 
Los proyectos son realmente más una justificación de un gasto. 
• En muchos proyectos se presenta contrapartida de la comunidad, pero no se existen 
soportes (actas, planillas, etc.) que evidencien la misma.  
• En la mayoría de los proyectos no se presenta un proceso de comparación de propuestas 
que identifique ventajas económicas, técnicas, de garantías y demás para la adquisición 
de un bien y/o servicio. 
• Todos los actos contractuales, a excepción de pago de docentes y promotores, son 
celebrados entre la Alcaldía y el Curaca, quedando en manos de este último la 
responsabilidad de la ejecución de los recursos. Esta situación se da en parte por la 
dificultad para la Alcaldía de gestionar los múltiples actos contractuales relacionados con 
la ejecución de recursos; sin embargo esta situación ha cambiado en los últimos años, en 
parte porque la Alcaldía ha reconocido el alto riesgo que implica este procedimiento para 
la ejecución eficiente y transparente de los recursos. 
• Algunos actos contractuales no cuentan con  los soportes completos que respalden el 
cumplimiento y el pago de los mismos, tales como recibos de pago, actas de recibo de 
servicios y/o materiales y equipos (legalizaciones parciales de compromisos). 
• La mayoría de los gastos incluyen gastos de transporte y trámites relacionados con la 
gestión de los mismos, sobre todo los de mayor cuantía. 
• Se encuentran casos de soportes de ejecución que no llenan requisitos legales. 
• Las restricciones de la Ley 715 con relación a la inversión de los recursos, ha disminuido 
en los últimos años la inversión en personal, especialmente el pago de docentes.  
• Se encuentran diferencias entre los proyectos aprobados en los convenios y los realmente 
ejecutados, tanto en actividades como en valores, sin los soportes respectivos (actas de 
reconcertación de las actividades de los convenios). 
• Todos los resguardos reportan aportes a ACITAM (Asociación de Cabildos Indígenas del 
Trapecio Amazónico). Estos recursos han sido utilizados en su gran mayoría para 
financiar actividades de capacitación de líderes y autoridades indígenas en temas 
relacionados con autogobierno, ordenamiento territorial y transferencias. Estos aportes no 
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se realizan actualmente, debido a que la ley 715 no los autoriza. En los últimos años son 
mínimas las inversiones en capacitación. 
• Existen proyectos que por su naturaleza deben contar con el acompañamiento y 
asesoramiento técnico que viabilice su efectividad y sostenibilidad. Un caso claro de ello 
son los proyectos del sector agropecuario que no presentan estudios técnicos 
relacionados. 
• Las inversiones en medicamentos no tienen soportes que indiquen la identificación de 
necesidades específicas en el área. 
• Algunos resguardos presentan inversión de recursos en pago de servicios públicos 
(Kilómetro 6 y 11 y Arara). Los resguardos que han accedido a servicios públicos 
domiciliarios, en este caso energía, tienen problemas por deudas con las empresas 
prestadoras de servicios. La orientación de la inversión en este caso responde a una 
necesidad de la comunidad, aunque no está autorizada por la ley. 
• La inversión en vivienda, por la revisión de los contratos respectivos, indica que las 
características de la vivienda que se está construyendo corresponde a las necesidades 
básicas que indica la comunidad, consistente en un módulo con habitación un área social 
y cocina, construidas en madera y zinc, aunque en los últimos años los proyectos 
presentan construcciones en concreto. 
• El personal contratado pertenece casi siempre a la comunidad. En algunos casos se 
presenta concertación en su selección. Sin embargo se identifica una importante variación 
en los valores cancelados entre comunidades, e incluso dentro de una misma comunidad, 
para servicios de iguales características. 
• En razón a que son recursos que por ley están reglamentados para la ejecución por el 
Estatuto Orgánico de Presupuesto (Ley 80) y demás normas relacionadas. En ese sentido 
no cumplen con los algunos requisitos para contratación pública, entre las que cabe 
destacar: revisión y comparación de los precios del mercado,  procesos de concurso, 
establecimiento de términos de referencia mínimos para adquisición de bienes y servicios, 
publicidad de los procesos, elementos de evaluación en contratación (favorabilidad 
económica y técnica, calidad, capacidad de contratación, experiencia previa, garantías,  
contractuales), condiciones y términos de referencia, revisión de inhabilidades e 
incompatibilidades, entre otras.   
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• Existen algunas problemáticas que son identificadas por las comunidades y por las 
instituciones públicas, pero en las cuales la inversión es mínima. Tal es el caso de 
saneamiento básico, cuya inversión en la mayoría de los resguardos es baja.  
• En muchos contratos no se han exigido garantías de cumplimiento, de calidad del servicio, 
de estabilidad de obra ni de manejos de anticipos. Se han presentado varios casos en los 
cuales se han entregado anticipos y se ha presentado incumplimiento del contrato. El 
Alcalde puede pedir pólizas, en caso de contratar con el resguardo. Si se contrata con una 
persona del resguardo, esta actúa a título personal, y por tanto, no le da ningún trato 
preferencial y debe cumplir lo dispuesto en la ley 80 de 1993. Ahora bien, si se contrata 
con el Curaca, como representante legal de un ente público, el Cabildo, no debe cumplir 
tal requisito. El riesgo es alto si se observa que la mayor parte de la contratación de todo 
tipo se efectúa con el resguardo. 
• Las restricciones de inversión establecidas por la ley 715 de 2001, han reorientado los 
gastos en los últimos años (2002-2004). Se evidencia una concentración en gastos 
asociados con restaurante escolar, mejoramiento de vivienda, empresas agropecuarias y 
promotores de salud. Esto muestra una tendencia a minimizar la “atomización” de la 
inversión de los recursos en múltiples bienes y servicios.  
• Se identifican periodos de muy baja ejecución: 1997-1998 y 2001-2002. La información 
recibida permite de alguna forma relacionar este comportamiento a la posesión de nuevas 
administraciones locales y con situaciones de ingobernabilidad asociadas al manejo 
político del municipio. 
• Existe una alta inversión en actividades relacionadas con el mantenimiento y limpieza de 
potreros, terrenos, fincas y chagras, que en general se asocian con proyectos ganaderos y 
de agricultura. La inversión en estas actividades ha crecido en los últimos años. 
 
En general el análisis de la evolución de la inversión sectorial nos muestra que los recursos se han 
invertido en dos sectores primordialmente: educación y vivienda. Igualmente es notoria la inversión 
en infraestructura vial y de comunicaciones, que en su gran mayoría está representada por la 
adquisición de equipo de transporte. Esto de alguna forma expresa las necesidades más sentidas 
de las comunidades.  
 
  
150
Las restricciones reglamentarias del gasto han determinado que en los últimos años se haya 
reorientado la inversión, desplazando el pago de docentes, la actividad con la inversión más alta 
en todo el periodo, hacia otras actividades. En algunas comunidades el gasto en docentes se ha 
reorientado hacia el mismo sector educativo en adquisición de equipos de transporte, apoyo a los 
restaurantes escolares y dotación escolar. Otros resguardos la han reorientado hacia otros 
sectores como saneamiento básico (Santa Sofía), vivienda (La Playa), desarrollo agropecuario 
(Nazareth). 
 
Otra de las tendencias en la inversión que se presenta en los últimos años, está asociada con la 
cofinanciación de proyectos, cuyos aportantes principales son los entes territoriales, otras 
instituciones públicas y privadas nacionales e internacionales. Este sistema permite a las 
comunidades concentrar los recursos en proyectos mucho más estructurados y a largo plazo. Un 
ejemplo claro de ello es la cooperación con el ICBF para financiar los restaurantes escolares. 
Además facilita a las comunidades gestionar la consecución de recursos, al disponer con 
contrapartidas exigidas por las entidades financiadotas. 
   
Igualmente se observa que aunque existen tendencias de inversión diferenciadas, en las que se 
establecen sectores “prioritarios” en inversión para unos y otros resguardos, las necesidades 
identificadas son similares en todos los resguardos, entre las que sobresalen el apoyo a 
restaurantes escolares y dotación escolar; la adquisición de equipo de transporte; suministro de 
medicamentos; pago de promotores de salud; construcción y adecuación de infraestructura 
educativa; apoyo a microempresas agropecuarias, especialmente la ganadería, presente en nueve 
de los quince resguardos121 y construcción y mejoramiento de vivienda. Esta orientación de la 
inversión también se relaciona con las recomendaciones impartidas desde otras instituciones, 
fundamentalmente la Alcaldía.  
 
Otro análisis importante permite establecer que la mayoría de los recursos invertidos se relacionan 
de manera directa con el pago de personal. La inversión en docentes, promotores de salud, 
bibliotecarios, auxiliares de cocina, jornales en actividades de mantenimiento y limpieza de 
                                                 
121 De acuerdo a la ejecución de los recursos durante el periodo de estudio, siete de los quince resguardos del 
municipio han adelantado actividades relacionadas con ganadería: El Vergel, Kilómetro 6 y 11, Isla de Ronda, 
Mocagua, La Playa, San Antonio de los Lagos, Santa Sofía y Zaragoza. 
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terrenos y chagras e incluso actividades de construcción y adecuación de infraestructura, se 
contrata la mayoría de las veces con personas de la comunidad, generando una “oferta de trabajo”  
relativamente importante dadas las mínimas oportunidades de actividades que les generen 
ingresos a los habitantes de los resguardos. Esto por  supuesto implica una mayor circulación de 
dinero en las comunidades, con implicaciones de demanda de bienes, e incluso discordias 
internas por el beneficio implícito. 
 
Igualmente cabe destacar la alta inversión en equipos (botes, motores, motosierras, altavoces, 
máquinas procesadoras, máquinas de coser, motobombas, plantas eléctricas, etc.), que 
independientemente del servicio que prestan, generan al interior de las comunidades 
responsabilidades y costos relacionados con el cuidado, mantenimiento y compra de insumos para 
su funcionamiento. No es clara la responsabilidad de la comunidad y las autoridades indígenas en 
estos aspectos, ni se han diseñado estrategias para atenderlos. 
 
Aunque en este primer análisis no es fácil identificar la participación comunitaria en los procesos 
del manejo de los recursos que reciben los resguardos, se presentan indicios sobre una baja 
participación en la mayoría de los procesos relacionados con la ejecución de los recursos. Se 
identifica alguna participación es en la priorización de las necesidades comunitarias financiables 
con los recursos asignados; en este proceso el principal acompañante es el Cabildo. En las 
actividades relacionadas con la formulación de proyectos, seguimiento y control de la ejecución de 
recursos no se evidencia mayor participación de la comunidad. 
 
 
6. VISIÓN INSTITUCIONAL DE LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL 
SGP  
 
Aunque la programación de los recursos  del Sistema General de Participaciones asignados a las 
comunidades indígenas es competencia exclusiva de las respectivas comunidades y sus 
autoridades, las autoridades municipales deben prestar asesoría y asistencia técnica en la 
elaboración de los proyectos de inversión, del presupuesto, de la programación del uso de los 
recursos, cuando el Resguardo lo solicite, a través de las Oficinas de Planeación del municipio.  
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Para ello la Secretaría de planeación deben elaborar y ejecutar programas de capacitación, 
asesoría y asistencia técnica, orientados a apoyar la programación, uso y ejecución de los 
recursos, en actividades concertadas con las comunidades y el municipio. 
 
Para la Alcaldía de Leticia, la administración y acompañamiento de la ejecución de los recursos 
asignados a los resguardos indígenas significó una “nueva función”, para la que no cuenta con 
recursos específicos y suficientes. Constituye para el municipio un esfuerzo financiero importante 
la disponibilidad de recursos que debe invertir en personal, equipos, insumos y demás, destinados 
para atender dicha tarea, que está a cargo de la Secretaría de Planeación Municipal en los 
aspectos más relevantes. Para ello se ha designado a un funcionario que apoya a las autoridades 
indígenas en la revisión y ajuste de los proyectos, cumplimiento de las normas, elaboración y 
legalización de los convenios, trámites de contratación, elaboración de informes, verificación de 
cumplimiento de servicios, construcción de obras, entre otros. 
 
Si ejercer la función de administración de los recursos es difícil de asumir por la Alcaldía, lo es 
mucho más ejercer acciones capacitación, seguimiento y control de la ejecución de los recursos, 
que implican la mayoría de las veces el desplazamiento a la comunidad para certificar 
concertación de gastos y ajustes de los mismos, cumplimiento de actividades propuestas en los 
proyectos, ejecución de obras, beneficiarios, etc. 
 
En cuanto a la capacitación, la Alcaldía ha adelantado varios talleres sobre normas de 
transferencias, plazos de ejecución, áreas de inversión, entre otras. Algunas instituciones públicas 
y privadas han adelantado algunas acciones de capacitación, entre ellas el ICBF, la ESAP y GAIA. 
Sin embargo, a la luz de los resultados de la presente investigación, podría afirmarse que los 
procesos de capacitación no han logrado potenciar realmente la capacidad de las autoridades en 
la gestión de la inversión de los recursos.  
 
Durante los primeros años se destinó el 5% del valor total asignado a los resguardos, por iniciativa 
de los mismos, para financiar actividades de capacitación, por medio de contratos con ACITAM, 
dirigidas a líderes y autoridades indígenas en temas de gobernabilidad, administración tradicional 
del gobierno local, planes de ordenamiento territorial, “profesionalización”, desarrollo institucional, 
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entre otros. Independientemente de evaluar si estos procesos fueron efectivos, a partir de la ley 
715 de 2001, que prohibió los aportes para financiar asociaciones indígenas, son mínimos los 
procesos de capacitación que se han adelantado en temas relacionados. 
 
Institucionalmente se reconoce que ha aumentado y mejorado la inversión de recursos en las 
comunidades indígenas y que de alguna forma estos han incidido en el mejoramiento de las 
condiciones en las comunidades, especialmente en las áreas de educación y salud. Los 
problemas más visibles desde la Alcaldía para adelantar eficazmente el proceso son: 
 
• El desconocimiento de la normatividad por parte de las autoridades indígenas, lo que 
genera ajustes reiterativos tanto en la formulación de proyectos, como en la ejecución de 
recursos, que dilatan el proceso. 
• La falta de recursos propios en las comunidades para adelantar los trámites inherentes a 
la administración y ejecución de los recursos. 
• El incumplimiento de los contratos, especialmente aquellos relacionados con obra civil  
• La inexperiencia de los contratistas. 
• La posición de las comunidades respecto a la autonomía para la ejecución de los 
recursos, que establece el criterio de “los recursos son nuestros y podemos gastárnoslos 
como queramos”. 
• La dificultad de las comunidades para identificar sus necesidades y elaborar proyectos 
tenientes a la solución de las mismas. 
• La dificultad de aplicación de las normas de contratación pública 
• La apatía y desinterés en el proceso, por parte de las comunidades. La participación de la 
comunidad es mínima y la gestión recae casi en su totalidad en manos del Curaca o a un 
determinado grupo, generalmente cercano al Curaca.  
 
Para la Alcaldía, el proceso tal como está concebido ha generado que las comunidades sigan 
siendo tratadas bajo una orientación “paternalista” del Estado,  en la que “todo se lo hacen”. Así 
las cosas, no se ha potenciado en las comunidades la capacidad de autogestionar de una manera 
eficaz estos recursos. Específicamente los resguardos del municipio de Leticia no tienen ni la 
capacitación ni la organización suficiente para asumir esta función. Por ello para el municipio es 
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importante que se reciba el apoyo de otras instituciones en capacitación en temas relacionados 
con el manejo de los recursos de participación del SGP y con el asesoramiento técnico en la 
formulación de proyectos.  
 
Desde su óptica, la capacidad de las comunidades para adelantar con mayor autonomía el 
proceso de la gestión y ejecución de los recursos debe ser resultado de un trabajo 
interinstitucional progresivo, liderado por el Estado, que cuente con la “concientización” de las 
comunidades sobre su responsabilidad particular y general respecto del mismo. 
 
   
7. VISIÓN DE LAS COMUNIDADES INDÍGENAS SOBRE LA ADMINISTRACIÓN 
DE LOS RECURSOS DEL SGP  
 
La visión de las autoridades indígenas y de las comunidades en general acerca de la ejecución de 
recursos del SGP, permite en principio establecer que existe disparidad de criterios de acuerdo a 
las experiencias exitosas o no en desarrollo de dicho proceso.  
 
En algunos resguardos indígenas el proceso ha sido mas “exitoso”, en la medida en que se han 
presentado menos problemas asociados al proceso, tales como peleas internas de la comunidad, 
se han ejecutado los recursos con mayor eficiencia, ha existido mayor acompañamiento de la 
Alcaldía. En general se reconoce la participación de la comunidad y del Cabildo en la primera 
etapa del proceso, es decir, en la identificación de las necesidades y definición de los proyectos, 
así como en la información respecto a los recursos asignados para cada vigencia.  
 
Las autoridades indígenas tienen un conocimiento limitado sobre el manejo de los recursos. 
Reconocen que los resguardos no están capacitados para manejar de manera autónoma dichos 
recursos y que la Alcaldía debe seguir administrándolos; sin embargo sienten que debe existir una 
mayor participación de la comunidad en el proceso de administración, a manera de 
“entrenamiento” que posibilite en el futuro la autonomía del manejo de los mismos. 
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La visión de las autoridades y otros miembros de la comunidad difiere en lo relacionado con 
establecer procesos de participación, control, inversión de los recursos, problemas relacionados 
con la ejecución de los recursos al interior de la comunidad, entre otros. Para el común de los 
habitantes el tema es poco conocido, y en ese sentido los aportes tanto en participación directa 
como en la crítica al mismo es muy limitada. 
 
Los Curacas muestran un escenario en el cual “la comunidad participa, se hace control a la 
ejecución de recursos, no existen problemas internos, toda la comunidad se beneficia”. Para ellos 
los mayores problemas se relacionan con los trámites que les “impone” la Alcaldía para la 
ejecución de los recursos, lo insuficiente de los mismos y las limitaciones de la ley en cuanto a la 
inversión.  También reconocen como una gran limitante los gastos de transporte, alimentación, 
alojamiento, etc. que deben asumir las autoridades indígenas para adelantar los trámites 
operativos y de gestión general de los recursos, especialmente del Curaca, que es quien sobre 
recae el peso del trámite de la ejecución.  
 
Los líderes, entre ellos los miembros del Cabildo, tienen una doble visión del proceso, 
dependiendo si hacen parte del grupo que acompaña al Curaca en su gobierno. En caso de 
participar activamente en el proceso, muestran un panorama “benévolo” en el desarrollo de las 
diversas actividades. Por el contrario, si son líderes que no están participando en el proceso, e 
incluso que pertenecen a grupos contrarios al Curaca, hacen duras críticas de la inversión y 
manejo de los recursos, algunas con argumentaciones claras; otras bajo supuestos generales y 
orientaciones algo “subjetivas”.  
 
 
8. EL CONTROL DE LA EJECUCIÓN DE LOS RECURSOS DEL SGP 
 
Según el artículo 89 de la ley 715 de 2001, le corresponde a la Contraloría General de la Nación 
efectuar el control, seguimiento y verificación del uso legal de los recursos del Sistema General de 
Participaciones. Para tal fin debe establecer con las contralorías territoriales un sistema de 
vigilancia especial de dichos recursos. 
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Las irregularidades que se presenten en la administración de los recursos, deben ser puestas en 
conocimiento de las autoridades competentes en materia disciplinaria (Procuraduría), Fiscal 
(Contraloría) y penal (Fiscalía), para adelantar las investigaciones pertinentes 
 
A nivel del municipio de Leticia y después de una investigación realizada en cada uno de los entes 
de control se evidenció que no ha existido durante los años de estudio un control exhaustivo sobre 
la inversión de los recursos del SGP asignados a las comunidades indígenas.  
 
No existen actividades programadas en los entes de control local (Contraloría Departamental y 
Contraloría General de la República) relacionadas con el control de los recursos. La acción de los 
mismos, se ha limitado básicamente a la revisión de informes reportados por la Alcaldía y a 
atender quejas, reclamos y denuncias relacionadas. Las actividades de control adelantadas por 
estos entes  evidencian la siguiente problemática: 
 
• Los recursos están siendo utilizados para “gastos de funcionamiento”. No existe inversión 
en proyectos sostenibles y a largo plazo. El uso de estos recursos se ha convertido en una 
“caja menor” de las comunidades. 
• Se presentan múltiples problemas, peleas y divisiones internas en las comunidades por la 
asignación de recursos y por los beneficiarios de los mismos. Cabe señalar que muchos 
de los proyectos implican el pago de “jornales” en la comunidad, que beneficia a una 
mínima población. 
• Las instituciones públicas “paralizan” en ocasiones el trámite de los gastos, sin 
justificación. 
• Se “disfrazan” gastos para orientarlos en inversión en comida. 
• Las comunidades se han vuelto “expertas” en disfrazar los gastos. 
• Se presentan problemáticas asociadas al manejo de recursos, tales como alcoholismo, 
violencia intrafamiliar,  
• Hay un abandono de algunas actividades tradicionales: pesca, agricultura. 
• Hay preocupación por el proyecto de ley sobre control fiscal, en trámite en el Congreso 
(Proyecto 241/2004), el cual estipula que las comunidades indígenas deben asumir el 
control fiscal del manejo de sus recursos. 
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En la gerencia departamental de la Contraloría General de la República, encargada actualmente 
de vigilar el proceso, se ha dado trámite a múltiples denuncias relacionadas con el manejo de los 
recursos transferidos a los resguardos indígenas durante los últimos años122 y que en su mayoría 
tiene relación con: 
 
• Pago excesivo a contratistas 
• Falta de información de asignación y ejecución de recursos por parte de la Alcaldía 
• Desviación del uso de recursos 
• Incumplimiento de contratos 
• Incumplimiento con la programación de actividades concertadas en las comunidades 
• Pérdida de recursos 
• Incumplimiento de cofinanciación de proyectos con recursos de transferencias 
 
Las investigaciones de irregularidades relacionadas con el manejo de los recursos públicos 
transferidos a las comunidades indígenas en el municipio de Leticia, han sido atendidas por las 
Fiscalías Local y Seccional. Los casos se relacionan en su gran mayoría con hurto de recursos y 
se presenta un último caso de asesinado por intento de hurto de recursos de transferencias. Estas 
entidades judiciales, que han tenido en sus manos la investigación de tales casos, dan un 
panorama del manejo de los recursos y sus principales implicaciones, que se pueden resumir en: 
 
• Los dineros no están llegando en su totalidad a las comunidades, ni se están usando en 
las actividades y servicios en los que deben usarse. 
• Existen desviación de recursos para destinarlos a beneficios personales y de grupos 
determinados. 
                                                 
122 Pueden revisarse las siguientes denuncias en la Contraloría General-Gerencia Amazonas: Denuncia Q-80910-01-
045 del 2001, Q-80910-02-049 del 2002, Q-80910-02-052 del 2002, Q-90910-02-053 del 2002, Q-80910-02-054 del 
2002, Q-90910-02-075 del 2002, Q-80910-02-093 del 2002, Q-80910-03-0176 del 2003, Q-80910-03-0182 del 2003, 
Q-91-04-0009 del 2004, Q-91-04-0039 del 2004 y Q-91-04-0043 del 2004. Estas denuncias están asociados a manejo 
de recursos en el resguardo de Puerto Nariño, Kilómetro 6 y 11, Comeyafú. San Sebastián, Arara, Predio Putumayo, 
Puerto Alegría y Palmeras. Muchos han sido archivados y otros están en proceso de recopilación e investigación de 
pruebas. 
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• Existen limitaciones jurídicas para la investigación de casos de robo, ya que como el 
supuesto responsable del delito, generalmente el curaca, no es un funcionario público, no 
se puede configurar este como un peculado. En estos casos se configura un “abuso de 
confianza”, porque no existe vinculación del Estado y el Curaca es tratado como un 
particular. 
• Se reconoce una alta inseguridad en el proceso de entrega de recursos a los 
representantes de las comunidades, que a la vez configura una falta de control y 
responsabilidad de los entes territoriales.  
• Hay indicios de distribución de recursos de transferencias entre miembros de las 
comunidades indígenas. La misma comunidad conoce los casos y no los denuncia. Existe 
permisividad en algunas comunidades y un “control amañado”, asociado a la posibilidad 
de recibir beneficios directos. 
• El manejo de los recursos ha generado “luchas por el poder” en las comunidades, “brotes 
de inconformidad”, que se expresan en peleas y riñas internas. 
• Surge la necesidad de conformar veedurías ciudadanas en las comunidades que 
colaboren con el control de la inversión de los recursos. 
 
Lo anterior nos muestra un panorama actual del control de la inversión de los recursos con varias 
debilidades de tipo funcional, operativo, de disponibilidad de recursos y de gestión. Desde el 
ámbito institucional, específicamente de los entres de control,  las acciones son limitadas, y 
responden a la evaluación de información financiera e investigación de casos específicos por 
quejas y denuncias. No existe un acompañamiento a las comunidades indígenas para facilitar la 
gestión respectiva y la acción se restringe a la  
 
Los entes de control a nivel local muestran “preocupación” por el trámite que se le están dando al 
Proyecto que reglamenta la Autonomía Judicial de las autoridades de los pueblos indígenas, que 
supuestamente incluirá el control fiscal123, lo que según su análisis, restringirá aún más el limitado 
control que se está efectuando, en detrimento del uso eficiente de esos recursos. 
 
                                                 
123 
  
159
Desde hace tiempo el control fiscal en el país dejó de ser considerado como un “proceso de 
fiscalización y auditaje”, para convertirse en un mecanismo de acompañamiento a los entes 
públicos que facilite el cumplimiento de los objetivos específicos de los mismos. Para ello la 
capacitación y la revisión con miras a identificar deficiencias y estimular su corrección y ajuste, son 
parámetros esenciales del control. Esa misma orientación debe identificar un mecanismo de 
control al manejo de los recursos asignados a los resguardos indígenas, el cual además debe 
considerar la situación especial de la organización interna y la capacidad real de las autoridades 
indígenas para asumir las funciones derivadas del manejo de los recursos, que brinde un apoyo a 
estas comunidades en el desempeño de las mismas. 
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CAPITULO V 
 
EXPERIENCIA DE LA EJECUCIÓN DE RECURSOS DEL SGP EN EL 
RESGUARDO DE ARARA 
 
 
El capítulo IV mostró el panorama general del proceso de ejecución de los recursos públicos 
transferidos a los resguardos del municipio de Leticia, como participación del Sistema General de 
Participaciones (SGP), durante los años 1994 al 2004, tomando como eje de análisis el proceso 
administrativo y financiero que se ha adelantado, así como los mecanismos utilizados para el 
mismo. 
 
Los resultados nos brindan información sobre la forma como se han ejecutado los recursos, entre 
ellas el cumplimiento de la normatividad inherente, las áreas de inversión, los problemas más 
importantes que se dan tanto a nivel institucional como en las comunidades para adelantar este 
proceso, entre otras. Sin embargo, aunque se establecen situaciones específicas y diferenciadas 
entre algunos resguardos, la información obtenida es general para la mayoría. Esto impide 
establecer con mayor certeza cómo se ha adelantado el proceso en las comunidades y los 
impactos que la implementación de este proceso pueda ocasionar al interior de las mismas.  
 
Por este motivo, el presente trabajo realizó un estudio más detallado en el resguardo de Arara. La 
escogencia del resguardo no tiene una causa específica, pero existen elementos que orientaron la 
misma, entre ellas que es uno de los primeros resguardos que recibió recursos del hoy Sistema 
General de Participaciones, y por lo tanto, con mayor experiencia en el mismo;  es uno de los 
resguardos más poblados y el de mayor área en el municipio.  Se pretende igualmente que 
algunas de los supuestos que permitió establecer el análisis general, puedan ser confirmados o no 
relevantes para este caso particular.  
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Figura No.01  Mapa del resguardo de Arara 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
          
 
 
 
Mapa del resguardo de Arara elaborado por la estudiante Ana Lucía Martínez, dentro del Laboratorio de Investigación 
en Antropología Social, I ciclo de 2003, Universidad Nacional de Colombia, Sede Leticia. 
 
 
A. CARACTERIZACION DEL RESGUARDO INDÍGENA DE ARARA 
 
El resguardo de Arara124 tiene la mayor extensión territorial dentro del municipio de Leticia, con 
12.308 Hectáreas. Limita al norte con el resguardo de Santa Sofía, por el sur y el oriente con la  
carretera Leticia-Tarapacá a la altura del kilómetro 21 hasta el resguardo Ticuna Uitoto Km. 6 y 11, 
y hacia el occidente con la margen izquierda del río Amazonas.  
 
En el resguardo se ubica la comunidad de Arara, localizada en el margen derecho de la quebrada 
del mismo nombre. La comunidad se conformó en la década de los sesenta en forma estratégica 
por algunas familias que habitaban los resguardos de Nazareth, Santa Sofía y la zona de 
influencia donde actualmente se ubica la comunidad, entre otras cosas, por el interés del acceso a 
la educación de sus hijos125. El acceso  desde la ciudad de Leticia se hace por vía fluvial, con una 
                                                 
124 La palabra Arara significa guacamaya en lengua ticuna. 
125 El interés de estas familias era acceder a la escuela que funcionaba donde actualmente se encuentra la 
comunidad. Las familias originarias procedían de la actual zona de asentamiento de la comunidad (Macedo y 
Angarita), y de Nazareth y Santa Sofía (familias Ramos, Vento y Bautista). 
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duración de sesenta a noventa minutos en promedio, en un medio de transporte  medianamente 
rápido. A la comunidad también se puede acceder vía terrestre, desde el kilómetro 24 de la vía 
Leticia-Tarapaca, por trocha, con una duración aproximada de dos horas. 
 
La población cuenta con división de calles amplias, algunas con andenes y un sistema de caminos 
que comunica a las viviendas. Existe una zona central donde se ubican los edificios más 
importantes como la casa comunal, el puesto de salud, el colegio, la cancha deportiva y una buena 
cantidad de viviendas localizadas a lado y lado de la calle principal. Las viviendas más alejadas se 
encuentran separadas por la quebrada Santa Rosa.  
 
El uso de la tierra ha definido como de zonas intervenidas, zonas no intervenidas y rastrojos. Las 
zonas intervenidas se utilizan para el cultivo de chagras y en los rastrojos  existen cultivos 
aprovechables por la comunidad. En las zonas no intervenidas se encuentra una gran riqueza 
forestal, representada especialmente por árboles maderables, medicinales, ornamentales y 
artesanales. El uso de los recursos tiene un carácter eminentemente comunitario.  
 
La mayor parte de los habitantes pertenecen a la etnia ticuna y una mínima parte son yaguas126. 
La población actual de la comunidad de Arara es de 685 personas según censo efectuado en el 
año 2003 por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. Sin embargo, otros censos dan cuenta 
de un número diferente; entre ellos el censo efectuado por Ana Lucía Martínez 127 que asciende a 
689 habitantes y el que realizó  la comunidad en el 2004 y que asciende a 812 habitantes.  
 
1. ORGANIZACIÓN SOCIAL Y POLÍTICA: 
 
La organización interna sigue los patrones sociales de la etnia Ticuna. Aunque los diagnósticos 
antropológicos dan cuenta de situaciones divergentes en torno a los cambios de su organización 
social128, la comunidad ha conservado varias de las costumbres tradicionales129. En su 
                                                 
126 Según información brindada por José Federico Huaines, habitante conocedor de la historia de la comunidad, el 
resguardo cuenta con cinco familias tikuna con veinte miembros  y una familia cocama con tres integrantes. 
127 Censo adelantado en el trabajo etnográfico que caracteriza la comunidad de Arara, dentro del Laboratorio de 
Investigación en Antropología Social., a cargo del profesor Juan Alvaro Echeverri.  Universidad Nacional de Colombia , 
Departmanto de Antropología. 2004. 
128 Ver Zarate (1998) y Vieco y Oyuela (1997) 
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organización social y política se mantienen los clanes y las uniones entre ellos y ciertas jerarquías 
entre linajes asociados a la ubicación de la vivienda130.  
 
Esta comunidad se caracteriza por mantener aún elementos  y rasgos culturales propios. Sin 
embargo, ha experimentado transformaciones sociales y culturales que han configurado un 
espacio donde conviven rituales como la pelazón, y la minga con costumbres “occidentales” como 
el acceso a la energía eléctrica, a la radio, a la televisión y el uso de electrodomésticos131. La 
comunidad no posee maloca y practican ritos religiosos del catolicismo. 
 
El Cabildo se constituye en la principal autoridad del resguardo, conformado por el Curaca, el 
vicecuraca, el fiscal, el secretario, el tesorero y el vocal. Es elegido por la comunidad mediante un 
ejercicio democrático para un periodo de un año. El Curaca, como representante del Cabildo, se 
convierte en el representante legal de la comunidad ante las instituciones del Estado, lo que le da 
una doble visión de representante político y administrativo. 
 
La selección del curaca recae generalmente sobre los líderes con cierto nivel de capacitación, 
quienes tienen mayor capacidad de interlocución con las instituciones, los representantes de los 
gobiernos regionales y los representantes de otras instituciones públicas y privadas. Sus 
funciones, que son compartidas por el Cabildo, consisten en la administración de los recursos de 
“transferencias”132; la gestión de los proyectos de la comunidad; dar solución a los problemas de 
diversa índole que sucedan en la comunidad;  convocar y coordinar el trabajo comunitario y en 
general “velar por la comunidad y apoyarla en todas sus necesidades”, lo que configura un 
conjunto de funciones diverso y con una amplia responsabilidad. 
 
                                                                                                                                                 
129 Ver Diagnóstico ICBF 2002, pag…. 
130 La filiación a un clan se transmite por línea paterna y los miembros se consideran hermanos entre si. El matrimonio 
se hace entre miembros de clanes opuestos, aunque últimamente se ha flexibilizado estos “límites culturales”. 
 
131 En la comunidad se usan varios electrodomésticos, entre ellos neveras, televisores, máquinas de coser, radios y 
estufas a gas. Gran parte de ellos no se usan por falta de insumos como las estufas a gas, que necesitan de los 
cilindros de gas para funcionar; esto supone gastos adicionales para la adquisición y el transporte. Algunos están 
fuera de servicio por falta de reparación o mantenimiento.  
132 El término “transferencias” corresponde al uso común de los habitantes para designar los recursos del Sistema 
General de Participaciones (SGP), y que es usado eventualmente en el texto cuando los conceptos quieren ser más 
cercanos al pensamiento de la comunidad.  
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Han existido en la comunidad varias expresiones de asociación comunitaria que no se han 
consolidado, entre ellas una Junta Comunitaria de Acción Comunal, que se estableció tratando de 
asimilar esta figura “occidental” la minga comunitaria. Para ello se conformaron comités en 
diversos sectores133, cuyas funciones consisten en apoyar a las autoridades del resguardo en la 
solución de los problemas de cada uno de las áreas que representan; sin embargo estos comités y 
en general la Junta no ha operado de una forma efectiva. Igualmente se organizó una asociación 
de mujeres, cuyo principal objetivo es el trabajo comunitario en las chagras para beneficio de sus 
miembros134.  
 
2. EDUCACIÓN 
 
A partir del año 2003, la educación contratada pasó del manejo de la Iglesia Católica por 
intermedio de la Prefectura Apostólica, a la administración de la Gobernación del Amazonas. En 
abril de 2003, atendiendo a una decisión estatal, se asoció el colegio de Arara con el internado de 
Nazareth, en el marco de una política educativa nacional que propende por la cobertura educativa 
para poblaciones rurales, fusionando curricularmente escuelas y colegios135. Así, los estudiantes 
que culminen grado noveno en Arara podrán continuar sus estudios de décimo y once en el 
internado de Nazareth. 
 
En la comunidad se encuentra el colegio San Juan Bautista de la Salle que brinda desde 
preescolar hasta noveno de bachillerato. Posee 10 aulas, dos áreas de sanitarios, cocina, 
comedor de profesores o salón de juntas, biblioteca, taller de costura, cancha de básquetbol, y una 
habitación para la directora del mismo. El colegio maneja un programa en etnoeducación que 
contempla la enseñanza de la lengua ticuna, las materias chagras y artesanías y se dictan clases 
en ticuna y español. El Colegio cuenta con 15 profesores; algunos pertenecen a la comunidad y 
otros se desplazan desde Leticia136.  Las instalaciones y dotación general del colegio se pueden 
                                                 
133 Están conformados los Comités de deportes, salud, piscicultura y consejos. 
134 Esta experiencia ha sido más “exitosa”. Actualmente las mujeres trabajan en una chagra comunitaria y 
comercializan en Leticia los productos de la misma. 
135 Extractado de la Etnografía realizada por Ana Lucía Martínez en la Comunidad de Arara, dentro del Laboratorio de 
Investigación en Antropología Social, I ciclo de 2003, Universidad Nacional de Colombia, Sede Leticia. 
136 Ibid, Etnografía Ana Lucía Martínez, 2003. 
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considerar como buenas y la cobertura se puede considerar del 100% porque todos los niños y 
jóvenes de la comunidad asisten a él137. 
 
3. SALUD 
 
El resguardo cuenta con un puesto de salud y un promotor que es pagado con recursos de la 
Alcaldía. El puesto de salud presta servicios de atención prioritaria y urgencias menores; las 
atenciones más comunes obedecen a resfriados, tratamiento de cuadros diarreicos, accidentes 
menores, dolores de cabeza, entre otros. El promotor de salud adelanta campañas de vacunación 
y de prevención de enfermedades endémicas. Las condiciones físicas del centro de salud no son 
las mejores, así como la dotación de medicamentos y equipos, lo que limita la prestación de un 
óptimo servicio. En casos que revisten mayor gravedad, los pacientes deben ser trasladados a 
Leticia para su tratamiento.  
 
Los habitantes de la comunidad están afiliados al Régimen Subsidiado de Salud; las empresas 
que prestan el servicio a la comunidad son ALLAZAS y CAPRECOM, así como el SISBEN. Las 
dos primeras, se “disputan” la gran mayoría de de afiliaciones, gracias al reconocimiento de la 
comunidad sobre “un mejor servicio prestado” frente al SISBEN, que entre otras cosas comprende 
la realización periódica de brigadas de salud que comprenden diagnósticos médicos talleres, 
valoración nutricional y suministro de medicamentos. 
 
La responsabilidad de la prestación del servicio de salud de acuerdo al Sistema de Seguridad 
Social del Estado, está distribuido en responsabilidades en manos de la Alcaldía y la 
gobernación138.  La Alcaldía apoya a la comunidad con el suministro de medicamentos, pago del 
promotor de salud en algunas ocasiones y maneja el Plan de Atención Básica en Salud. La 
gobernación por su parte adelanta programas de promoción y prevención y saneamiento básico.  
 
                                                 
137 Según información recibida por los líderes de la comunidad, sólo un niño no asiste al colegio, por falta de recursos 
de los padres. La comunidad ha establecido que los padres de niños que asisten a la escuela deben aportar un valor 
mínimo (entre mil y dos mil pesos) para colaborar con el transporte de los alimentos y el pago de las cocineras del 
restaurante escolar. 
138 Según la ley, los pueblos indígenas se deben beneficiar de los planes y programas previstos en la ley 100 de 1994 
en: Plan Obligatorio de Salud, Pablo Obligatorio de Salud Subsidiado, Plan de Atención Básica, Atención de Urgencias 
y Atención de accidentes de tránsito y eventos catastróficos.  
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4. ACTIVIDADES ECONÓMICAS Y PRODUCTIVAS 
 
La producción agrícola en la chagra es una de las actividades fundamentales de la comunidad, 
que garantiza el autoconsumo. Se comercializan lo excedentes agrícolas en la ciudad de Leticia, 
para lo cual cada semana el bote de la comunidad transporta los productos139. Esta actividad 
implica unos ingresos entre $40.000 y $50.000 por familia. En las chagras se siembra 
principalmente yuca dulce y brava, plátano, piña, caimo, guama, yuca dulce y brava, maíz, 
pimentón, asaí, copoazú, chontaduro, plantas medicinales, entre otras.  
 
La pesca es otra importante actividad productiva de la comunidad que brinda uno de los elementos 
básicos de la dieta. Es ejercida principalmente por los hombres, mediante herramientas 
artesanales como arpón, flecha, atarrayas y últimamente con mallas. La producción se destina 
fundamentalmente para el autoconsumo y el intercambio. Los excedentes para la comercialización 
son muy pequeños y se producen especialmente en las épocas de abundancia de pesca.  
 
Algunos pobladores adelantan actividades artesanales con fines comerciales; sin embargo esta 
actividad no es muy dinámica en  razón a la poca afluencia de turistas a la comunidad, según lo 
expresan los pobladores, lo que se acentúa aún más en  la temporada seca que impide el acceso 
por la quebrada. La actividad artesanal se basa la elaboración de productos a base de 
yanchama140 con pinturas vegetales como el huito y el achiote, a base de chambira como 
chinchorros, mochilas, y manillas, y canastos en yare. Existe una mínima comercialización directa 
con la ciudad de Leticia y se han dado contacto con operadores turísticos y representación en 
ferias artesanales. 
 
Los recursos obtenidos por la comercialización de productos se destina para cubrir necesidades 
relacionadas con vestido, pago de energía eléctrica, cuotas de educación primaria y secundaria, la 
                                                 
139 El bote de la comunidad se desplaza a la ciudad de Leticia tres veces por semana, llevando en promedio un 
representante de treinta diferentes familias para vender los productos agrícolas de la chagra en la ciudad de Leticia. 
140 La yanchama es una corteza vegetal con la cual se elaboran con la cual se elaboran diversos productos 
artesanales como vestidos, pinturas, billeteras, bolsos, títeres, máscaras, etc. 
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compra de alimentos y diversos insumos141. El truque se constituye en una actividad importante en 
el abastecimiento de productos para las familias de la comunidad; generalmente se hace entre 
pescado y productos agrícolas y optimiza la redistribución de los productos para el consumo. 
 
5. SERVICIOS 
 
Tradicionalmente el suministro de agua se ha efectuada por medio de la recolección  y el 
abastecimiento de agua potable por vivienda, por medio de tanques de fibra de vidrio que 
recolecta las aguas lluvias a partir de canales de zinc en cada vivienda. Se implementó hace 
algunos años un sistema de acueducto rudimentario, que dada su precariedad no se encuentra 
funcionando. En la actualidad se va a iniciar la construcción de un acueducto, que cuenta con 
cofinanciación de la Organización Mundial de la Salud (OMS), la Alcaldía de Leticia y recursos de 
la participación en el SGP, cuyo diseño comprende un sistema de bombeo manual, una bomba de 
hipoclorito para la potabilización del agua y la red de suministro de agua. 
 
Las viviendas cuentan con letrina para la disposición de excretas. No hay un manejo adecuado  de 
las basuras, pues son arrojadas a la parte trasera de las casas, sin ningún tipo de tratamiento, lo 
que genera en focos de contaminación tanto en las viviendas como en la quebrada y se asocia 
con la presencia de enfermedades como fiebre, gripas, diarrea, granos, etc.  
 
La comunidad cuentan con servicio de energía eléctrica, que es suministrada mediante una red 
conectada desde la ciudad de Leticia por la Empresa de Energía del Amazonas. Las casas 
cuentan con contador para la facturación del servicio; muchas de las familias tienen deudas por la 
prestación de este servicio. Igualmente cuentan con una oficina de Compartel que presta el 
servicio de comunicación telefónica, que se hace con tarjetas prepago que se adquieren en 
Leticia142.  
El trabajo en este estudio de caso pretendió ante todo tener un conocimiento más amplio del 
resguardo, especialmente de la estructura actual que determina la forma de relacionarse con el 
                                                 
141 Los principales alimentos de los que se abastece los pobladores en la ciudad de Leticia son arroz, pastas, aceite, 
panela, chocolate, sal, azúcar. Entre los insumos, estos pueden ir desde un par de pilas, gasolina, accesorios de 
pesca, útiles escolares, vestuario, herramientas, entre otros.  
142 Ibid, Etnografía por Ana Lucía Martínez. 2003. 
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Estado y las dinámicas más sobresalientes que se dan alrededor del manejo de los recursos 
públicos, y que determinan la efectividad de una política pública, que en últimas está orientada a 
mejorar los niveles de bienestar de la comunidad, de participación y de autonomía.  
 
El análisis trabajó el término “transferencias” como indicador de la participación del resguardo en 
el SGP, dado el uso familiar y referente continuo de dicho término en la comunidad. Para ello se 
utilizaron mecanismos que implicaron la observación de procesos, evaluación de resultados de 
proyectos, suministro de información de fuentes primarias, que se resumen en las siguientes 
actividades: 
 
• Revisión y certificación de procesos y actividades relacionadas con la participación, 
decisión y concertación de la comunidad en las acciones que se adelantan en torno a la 
ejecución de los recursos del Sistema General de Participaciones. 
• Diagnóstico con el Curaca, autoridades y líderes del Resguardo, por medio de entrevistas 
directas, aplicación de encuestas y análisis de casos específicos relacionados con el 
manejo de los recursos, así como caracterización general del resguardo. 
• Taller sobre el Sistema General de Participaciones y análisis de la gestión y resultados en 
el resguardo con participación de 60 habitantes de la comunidad, entre autoridades 
indígenas, jóvenes, líderes, mujeres y ancianos. La diversidad de género y edades del 
grupo participante tenía la intención de tener fuentes diferenciadas de información 
respecto al tema del manejo de los recursos públicos transferidos al resguardo. Se 
promovió la participación de la comunidad mediante la elaboración de mapas sociales, la 
réplica a planteamientos, la solución a preguntas, el planteamiento de problemáticas, 
necesidades y propuestas asociadas con el tema. 
• Aplicación de encuestas a 100 habitantes de la comunidad, mayores de 15 años, que 
definió parámetros de ocupación, sexo, edad y nivel de capacitación, para establecer 
conocimientos, participación, beneficios, identificación de problemáticas, propuestas, entre 
otras, en torno al tema de la aplicación de los recursos del Sistema General de 
Participaciones143. 
                                                 
143 La participación de la población encuestada se relacionó contra el total de habitantes mayores de 15 años (197 
hombres, 161 mujeres), según censo adelantado por Ana Lucía Martínez en el 2003 (Ver anexo 30).  
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• Consulta sobre la organización y funcionamiento del resguardo con autoridades y 
funcionarios locales, especialmente asociada con la gestión de los recursos del Sistema 
General de Participaciones. 
• Consulta de diversas fuentes sobre diagnósticos, estudios y evaluaciones efectuadas en 
el resguardo. 
• Evaluación con la comunidad de uso, impacto y sostenibilidad de productos obtenidos con 
los recursos del Sistema General de Participaciones, asociados con la ejecución de los 
proyectos formulados. Esta evaluación se adelantó con base en el estudio previo 
efectuado sobre la inversión de los recursos en el resguardo durante el periodo 1994-2004 
y que es analizado en el capítulo IV de este documento. 
 
En los casos necesarios, y dado el desconocimiento del tema por gran parte de los participantes, 
se informó en términos generales el funcionamiento del Sistema General de Participaciones, se 
mostraron los resultados de la investigación efectuada respecto a la inversión de los recursos en el 
Resguardo y se promovió la identificación de la comunidad respecto a los diferentes aspectos 
evaluados. Buena parte de la información se evalúo diferenciado las respuestas por seco, como 
un aporte que permita identificar diferencias relacionadas con este aspecto. 
 
A continuación se presenta los resultados hallados con relación a algunos de los procesos más 
importantes relacionados con el manejo de las transferencias públicas en el resguardo de Arara. 
 
 
B. EVALUACIÓN DE ASPECTOS RELACIONADOS CON LA ORGANIZACIÓN INTERNA 
DEL RESGUARDO. 
 
1. LA REPRESENTACIÓN LEGAL DEL RESGUARDO 
 
Como se mencionó anteriormente, el Cabildo es el ente público representante de la comunidad. El 
proceso de elección se realiza por votación, para lo cual se convoca a la comunidad. La elección 
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se hace mediante un mecanismo que permite que el voto sea secreto144. Luego se procede a 
suscribir un acta de elección, en la que se relaciona el número de votantes, se firma por un 
delegado de la Alcaldía, un delegado de ACITAM y un delegado de AZCAITA. Igualmente se 
anexa las firmas de los votantes. Se revisó el último proceso adelantado en el 2004 para la 
elección del cabildo como referencia de revisión del proceso, encontrándose algunas deficiencias 
en la misma. Aunque el acta de elección relaciona 208 electores, sólo se anexan nombres de 48 
electores, algunos sin firma. Igualmente no aparece registrada la firma de testigos. 
 
Esto por lo menos permite establecer debilidades en el principal proceso que actualmente es el 
más importante como expresión de la democracia interna de la comunidad, que además significa 
su representatividad ante el Estado y otras comunidades y el asumir funciones relativas con el 
manejo de los recursos y con tomar decisiones vitales para el futuro de las comunidades. Se 
observa que estos procesos no son avalados, revisados ni evaluados por instancias externas, que 
aunque no se configuren como control, permitan por lo menos establecer la participación de la 
comunidad. 
 
2. EL PAPEL DEL CABILDO Y EL CURACA 
 
El Cucara es una figura muy reconocida en la comunidad. La mayoría de la población sabe quién 
es (96,28%), cómo se elige (94,55%) y las funciones que tiene a cargo (96,28%).  La labor del 
Curaca es muy bien calificada por la mayoría de la población (93,06%), que considera que es una 
figura que “hace muchas cosas” por la comunidad y en general trabaja por el bienestar de la 
misma145. Las definiciones sobre su labor lo hacen responsable de múltiples actividades que 
atraviesan los principales aspectos de la vida comunitaria, tales como la educación, la salud, la  
información, el trabajo comunitario, el manejo de recursos, la protección, entre otras. Así esta 
                                                 
144 La información reporta el proceso de elección del Cabildo así: se convoca a la comunidad y cada uno de los 
votantes señala su voto en un tablero, frente al nombre del candidato elegido, en forma que no sea identificado por 
otras personas. Una vez finalizado, se cuentan los votos y se suscribe el acta respectiva. 
145 Algunos de los términos utilizados por la comunidad para indicar la función del Curaca fueron: “es quien protege la 
comunidad”, “es el que manda a la gente”, “”es el que hace trabaja por la comunidad y hace proyectos”, “es un líder 
que trabaja por la comunidad”, “es la máxima autoridad de la comunidad”, “es una autoridad competente que hace 
trabajos comunitarios”, “es el que vela por la salud de la comunidad”, “es el que organiza la comunidad y hace 
reuniones”, “es el jefe de la comunidad”, “es la persona con mayor autonomía”, “es el que brinda información”, “es 
quien vigila y se preocupa por la comunidad”, “es el que administra”, “es la máxima autoridad que tiene funciones”, “es 
quien dirige la comunidad”, “es el que maneja proyectos”. 
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figura se ha erigido en casi el único líder de referencia en la mayoría de los aspectos de la vida de 
la comunidad, en el cual se ha concentrado no sólo múltiples funciones y responsabilidades sino 
también el poder de decisión de la mayoría de los asuntos de la comunidad.  Este “poder” está 
directamente relacionado con la tutela del manejo de los recursos del SGP, cuyo modelo ha 
establecido un diálogo casi “unilateral” entre el Estado y el Curaca, quien como representante legal 
ha sido el interlocutor de las comunidades ante la Alcaldía en el proceso.  
 
Gráfica 18. - Hay curaca dentro del Resguardo?
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Por el contrario el Cabildo, aunque es reconocido por la comunidad, no tiene tan buena calificación 
como el Curaca; el 52,96% de la población considera que su labora ha sido buena, el 35,63% que 
ha sido regular y el 11,40% mala. Aunque identifican que acompañan y colaboran al Curaca, las 
apreciaciones dan cuenta de falta de apoyo al Curaca, es decir, es criticado en la mayoría de los 
casos, en relación con el apoyo que brinda al Curaca. El cabildo no tiene funciones adicionales o 
diferentes a las del Curaca, de ahí surge que sea visto como un “organo apático, poco 
participativo, que desconoce y sin autonomía”, por un sector de la comunidad. Su éxito depende 
de la capacidad de liderazgo y capacitación de sus miembros.  
 
Gráfica 21. Hay cabildo en el Resguardo?
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Gráfica 22. Conoce las funciones del cabildo?
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Gráfica 23. Como es la labor del cabildo dentro de la 
comunidad?
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Se identifica una tendencia a ser más crítico respecto a las autoridades del resguardo, relacionada 
con un mayor nivel educativo de la persona. Igualmente los jóvenes son más críticos respecto a la 
función de las autoridades de la comunidad, pero por otro lado se muestran menos interesados en 
conocer e involucrarse en los procesos organizativos y políticos del resguardo.   
 
3. LAS REFERENCIAS DE AUTORIDAD 
 
En comunidades que están experimentando cambios en su forma de relacionarse con el Estado y 
otras comunidades, es indispensable determinar los referentes de autoridad en los roles más 
comunes de la vida comunitaria. Tradicionalmente se asume que la máxima autoridad en una 
comunidad, es también referente de consulta, apoyo y aprobación en aspectos relacionados con la 
salud, la educación, el trabajo y múltiples aspectos del ámbito familiar y comunitario.  
 
El papel del Curaca antes de que se implementara el sistema de participación en los ingresos 
corrientes de la nación a las comunidades indígenas,  hoy SGP, tenía mayor ingerencia en los 
asuntos familiares. Actualmente, aunque de igual manera se reconoce su autoridad, la referencia 
se circunscribe en gran medida al manejo de recursos y su representación e interlocución con el 
Estado. Igualmente los referentes de autoridad en las necesidades de la población, recaen en 
“figuras” y “modelos” instaurados en las últimas décadas, asociados también a la presencia estatal 
como: las necesidades relacionadas con la salud tienen como referente al puesto de salud y el 
promotor de salud (68,57%); para las necesidades en el área de educación, el referente es el 
colegio y el profesor (56,17%); al plantearse problemas relacionados con el trabajo, la población 
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tiene como referente la familia y el “empleo”; las necesidades relacionadas con la alimentación y la 
agricultura tienen como principal referencia la familia.  
 
 
C. EVALUACIÓN DE LOS PROCESOS OPERATIVOS DEL MANEJO DE LOS RECURSOS 
DEL SGP. 
 
1. LA RESPONSABILIDAD DE LA GESTIÓN DE LOS RECURSOS DEL SGP 
 
La gestión de los recursos del SGP en el resguardo recae casi en su totalidad en al Curaca, que 
es el encargado de la interlocución directa con la Alcaldía en la gestión de la inversión y la 
ejecución de los recursos. Para ello debe desplazarse continuamente a la ciudad de Leticia, con el 
fin de adelantar los trámites que requiere su ejecución.  
 
El proceso de identificación y priorización de los problemas y necesidades de la comunidad 
también es liderado por el Curaca, con la participación del Cabildo. Se realiza una reunión con la 
comunidad, en la cual se informa el monto de recursos asignados para la vigencia.  
 
El Curaca gestiona directamente la elaboración de los proyectos; eventualmente recibe la 
colaboración de algunos líderes de la comunidad en este proceso, generalmente del profesor y del 
promotor de salud. Las orientaciones que da la Alcaldía sobre las actividades a financiar son muy 
importantes a la hora de formular los proyectos. Se evidencia que los Cabildos participan poco en 
este proceso. De hecho buena parte de los cabildantes no tienen el nivel de preparación 
necesarios para “enfrentarse” al proceso de elaboración de un proyecto, que tal como está 
diseñado actualmente, requiere conocimientos básicos sobre elaboración de proyectos, unas 
bases de conocimiento matemático, de redacción, etc. Mínimos para “armar un documento 
coherente”.  
 
Esto explica en parte la debilidad de la formulación de los proyectos en el resguardo, problema 
común a todos los resguardos del municipio. Los proyectos identifican una necesidad puntual, ya 
sea de un servicio, un equipo o una obra; recoge información general sobre el sector de inversión, 
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la población beneficiaria y el costo. No presentan elementos que brinden una solución integral a 
una problemática identificada, que contemplen la participación de la comunidad y posibilidades de 
sostenibilidad a mediano y largo plazo.   
 
Es el Curaca quien debe desplazarse todas las semanas a Leticia, para “gestionar”, de acuerdo a 
la época, los distintos procesos relacionados con la ejecución de los recursos. Una vez es 
informado por la Alcaldía sobre el monto de asignación anual del SGP, procede a informar a la 
comunidad en una reunión o asamblea sobre los recursos disponibles y la distribución 
“concertada” de los mismos de acuerdo a las necesidades de la comunidad. La distribución de los 
recursos se ha adelantado previamente mediante la elaboración de los perfiles de los proyectos de 
inversión. El siguiente paso consiste en presentar a la Alcaldía los proyectos formulados por la 
comunidad, que la mayoría de las veces implican correcciones por no ajustarse a la 
reglamentación vigente, por deficiencias en la concepción del proyecto, por desajustes 
presupuestales entre otras cosas. 
 
Una vez la Alcaldía da el visto bueno a los proyectos, el Curaca gestiona la firma del Convenio 
respectivo con la Alcaldía, en el cual queda consignado cada uno de los proyectos financiables 
con los recursos asignados. La siguiente etapa, correspondiente a la ejecución de los recurso, 
implica que el Curaca se desplace permanentemente a Leticia para adelantar la firma de los 
contratos, en caso de que estos recaigan en la comunidad; la presentación de actas de 
concertación, la presentación de cotizaciones, el cobro de los pagos contratados con la comunidad 
y la legalización de los gastos respectivos.  
 
La responsabilidad de manejar los recursos recae en gran parte en el Curaca. En el análisis 
específico se evidenció  una gran debilidad en el proceso de ejecución de recursos, que configura 
un escenario de alto riesgo para el manejo de los mismos, dado por varios factores como: 
• Falta de capacitación a las comunidades en los procesos relacionados, y especialmente 
del curaca y los líderes comunitarios.  
• Contratación directa con el Curaca que limita los procesos de control y efectividad en la 
inversión de los recursos. 
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• Mínimo control de los procesos de ejecución, tanto por parte de la Alcaldía como de los 
entes de control y la comunidad. 
 
D. EVALUACIÓN DEL CONOCIMIENTO, INFORMACIÓN, PARTICIPACIÓN Y 
BENEFICIOS DE LA POBLACIÓN RESPECTO AL SGP. 
 
1. EL CONOCIMIENTO SOBRE LA ASIGNACIÓN Y MANEJO DE LOS 
RECURSOS DEL SGP 
 
El conocimiento sobre el proceso de asignación y manejo de los recursos transferidos por el 
gobierno nacional a la comunidad, es diferenciado de acuerdo a la población. En general se 
evidencia que la comunidad tiene “una idea general” sobre estos recursos, que hace referencia a 
“plata que les manda el gobierno”.  Se podría afirmar que las transferencias son “populares” en la 
comunidad, pues las acciones relacionadas con ellos son visibles. 
 
Gráfica 24.Conoce qué son los recursos del SGP?
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De hecho y acorde a su función, el Curaca es una de las personas que más conoce el tema. 
Aunque desconoce muchos aspectos de su normatividad, operatividad, elaboración de proyectos, 
reglamentación de ejecución de recursos, entre otros.  
 
En la comunidad, el 40,36% de la población expresa conocer qué son los recursos del SGP, que 
para ellos siguen denominándose “transferencias”; de ellos el 12,11% son mujeres y el 37% son 
hombres. Dentro del grupo de las mujeres las amas de casa tienen más conocimiento sobre el 
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tema, mientras que las mujeres dedicadas a actividades como agricultura, artesanía e incluso 
estudiantes tienen menos conocimientos relacionados. Dentro de los hombres,  se observa que los 
adultos de mayor edad tienen menos conocimiento del tema, mientras que los estudiantes 
hombres tienen un alto conocimiento del tema. Igualmente se detectó que las personas con mayor 
nivel de educación, hombres y mujeres conocen más sobre los recursos del SGP. 
 
Así, el mayor conocimiento acerca del SGP está concentrado en los hombres y se relaciona con 
un mayor nivel educativo, con la edad (25-50 años) y con las actividades a las que se dedican, 
especialmente los líderes, docentes, amas de casa. Esto presupone que las personas que hacen 
mayor “presencia” en la comunidad, tal vez tienen mayores oportunidades de informarse sobre los 
procesos relacionados con las transferencias públicas.  
 
2. LA INVERSIÓN DE LOS RECURSOS DEL SGP 
 
Se encontró que la comunidad conoce en un 45,07% en qué se invierten los recursos de 
transferencias. Las cifras entre hombres y mujeres tienen una proporción similar al conocimiento 
general: 31,23% hombres, 13,84% mujeres. La proporción del conocimiento sobre la inversión de 
los recursos se da de manera similar al conocimiento general sobre las transferencias en relación 
con el sexo, la ocupación, la edad y el carácter de líder comunitario.  
 
Gráfica 25. Sabe en qué se invierte los recursos del SGP 
ren su comunidad?
0
20
40
60
HOMBRES MUJERES TOTAL POBLACION
%
SI SABE NO SABE NS-NR
 
 
Dentro del grupo de las mujeres, el 69% no conoce sobre la inversión de los recursos y el 31% 
tienen conocimiento al respecto. Las mujeres reconocen una mayor inversión en orden en salud, 
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vivienda y educación. El conocimiento de la inversión es general. El sector en el que se conoce 
mayor detalle en la inversión es en educación en actividades como mobiliario, alimentación 
escolar. Otras de las inversiones conocidas es la compra de medicamentos, equipos, contratos de 
personas y saneamiento básico.  
 
Por su parte en el grupo de los hombres, el 52% tiene conocimiento sobre la inversión de los 
recursos, la cual indican de mayor a menor proporción en: vivienda, salud, educación, 
infraestructura, contrato de personas, compra de medicamentos, saneamiento básico, 
alimentación y sector agropecuario.  
 
Mientras que para las personas adultas (25-50) años la principal inversión es la vivienda, para los 
estudiantes y jóvenes en general, los beneficios están más asociados con salud y educación. 
 
Una comparación de los resultados obtenidos en el análisis de inversión sectorial en el resguardo, 
realizado en el capítulo IV y los resultados obtenidos en el presente análisis, nos permite comparar 
la orientación acertada del sentir de la comunidad respecto a la inversión: 
 
Sector/Actividad                         Inversión Sectorial               Mujeres              Hombres 
Educación                                    Primero (47%)                        Tercero                Tercero                 
Salud                                            Segundo (15,38%)                 Primero                Segundo 
Agua Potable                               Tercero (11,12%)                    Séptimo               Séptimo 
Vivienda                                       Cuarto (8,28%)                       Segundo               Primero 
 
La comparación anterior permite establecer que la comunidad tiene un conocimiento acertado de 
la inversión de los recursos. Tal vez la inversión en educación no coincide con el de mayor 
reconocimiento porque algunas de las actividades adelantadas se identifican por la comunidad 
como infraestructura y alimentación. La inversión en vivienda también se asocia con la inversión 
en agua potable y saneamiento básico, que adelantan actividades específicas en las viviendas 
como suministro de tanques para recolección de agua y letrinas. Cabe resaltar por otro lado que la 
“contratación de personas” es una actividad claramente identificada en forma aislada, como 
inversión de los recursos. 
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3. MECANISMOS DE CAPACITACIÓN E INFORMACIÓN A LA COMUNIDAD 
 
En general la comunidad ha recibido poca capacitación con relación al tema de las transferencias. 
Tan sólo el 11,40% de la población ha recibido capacitación, y de ellos, el 1,73% son mujeres y el 
9,67% son hombres. Las personas que han recibido capacitación son generalmente docentes, 
líderes comunitarios y estudiantes. Los niveles de capacitación también están asociados de forma 
proporcional con los niveles de formación.  Los rangos de edad también están asociados con los 
niveles de capacitación, presentándose mayor participación entre los adultos de 25 a 50 años. Los 
niveles de capacitación específica en el grupo de jóvenes (15-25 años) es relativamente baja.  
 
Gráfioca 26. Ha recibido capacitacion sobre el SGP?
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Las fuentes de capacitación son múltiples: colegio, Alcaldía, ICBF, Sena, Contraloría, Universidad 
Nacional entre otros. En general la capacitación ha estado orientada fundamentalmente hacia 
líderes indígenas, docentes y eventualmente a estudiantes del colegio y personas que por interés 
particular acceden a la misma. Los procesos han sido esporádicos y puntuales, lo que refleja 
esfuerzos institucionales aislados, repetitivos, que no consideran necesidades específicas y 
continuidad de procesos. 
 
Hay un reconocimiento alto sobre la información que dan las autoridades indígenas respecto a los 
recursos asignados y la definición de necesidades con el fin de elaborar los proyectos específicos 
(85,9% de la población). El 92% de los hombres encuestados afirman participar en este proceso 
inicial donde se informa sobre el presupuesto (monto de asignación), necesidades a atender y 
convenios. El 77% de las mujeres han participado en procesos informativos. La información se 
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recibe casi siempre del curaca y en menor grado de los líderes. Los mecanismos utilizados para 
informar a la comunidad son reuniones o “asambleas” con el Curaca y el Cabildo, generalmente al 
comienzo y final de cada año, en procesos de definición e información de inversión 
respectivamente.  
 
Gráfica 27. Ha recibido información de las autoridades 
del resguardo sobre el  SGP?
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Igualmente la comunidad reconoce que la persona que más conoce sobre las transferencias es el 
Curaca y en menor grado los líderes y el Cabildo. Los hombres presentan una información más 
detallada sobre mecanismos de participación, lo que podría explicarse por su mayor acercamiento 
al proceso.  
 
 
4. PARTICIPACIÓN COMUNITARIA EN EL PROCESO 
 
a. Identificación de Problemas: de acuerdo al Sistema General de 
Participaciones relacionados con la gestión de la comunidad, en 
primer orden se evaluó la participación de la comunidad en la 
identificación de problemas y necesidades, lo que arrojó un 
porcentaje de participación general del 34,43%%, del cual una menor 
proporción corresponde a las mujeres (6,92%), mientras que los 
hombres tienen una participación más alta en este proceso (27,51%). 
Los jóvenes presentan un menor nivel de participación y nuevamente 
la participación más activa corresponde a adultos entre los 25 y 50 
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años. Este tipo de participación se “asocia” con la participación en 
reuniones generales donde se le informa a la comunidad sobre las 
necesidades de la población. 
 
Gráfica 28. Participa en la identificacion de problemas y 
necesidades?
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b. Asignación de recursos: Una vez identificadas las necesidades se 
debe definir el valor de los recursos a invertir en los proyectos 
respectivos. En ese proceso la participación de la comunidad es del 
31,23%, la cual recae por completo en los hombres, especialmente en 
los líderes, porque las mujeres expresan no participar en este 
proceso. Parece ser que la participación está mas asociada con 
“recibir información” relacionada con la inversión  que a “definir 
valores” de la inversión. Por las observaciones realizadas, en este 
proceso son mínimos los aportes de la comunidad; muy pocas 
personas opinan sobre “hacer propuestas”, “revisar presupuestos” y 
actividades similares, que indiquen un mayor compromiso. La mayor 
participación también está asociada con el rango de edad, 
presentándose una menor participación en el grupo los jóvenes (15-
25 años) y los adultos mayores (mayores de 50 años).  
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Gráfica 29. Participa en la asignacion de recursos?
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c. Elaboración de proyectos:   Sólo el 11,4% de la población dice 
haber participado en el proceso de elaboración de proyectos. De ellos 
el 9,67% son hombres, incluidos los líderes y el 1,73% son mujeres, 
con cargos asociados a la docencia. Las personas que más participan 
son los adultos entre 25 y 50 años; los jóvenes y los adultos mayores 
presentan una baja participación. El nivel de educación también se 
asocia con este proceso, presentándose una mayor participación de 
las personas con mayor nivel de preparación, especialmente 
bachillerato y otros estudios superiores. Aquí sobresale la 
participación del docente, quien se ha convertido en un “colaborador 
permanente” del Curaca en el proceso. El grupo de personas que 
participa en este proceso, da cuenta de una acción más activa, 
expresada en actividades tales como “dando propuestas”, “ubicando 
problemas y solución a los mismos”, “dando sugerencias y evaluando 
problemas”, “realizando proyectos con los líderes y participando en 
reuniones”. 
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Gráfica 30. Participa en la elaboracion de proyectos?
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d. Actividades contractuales (contratos, compras, cotizaciones, etc.): 
En general la comunidad participa poco en este proceso, pues sólo el 
11,64% confirma su participación, de la cual el 8,18% corresponde a 
hombres y el 3,46% a las mujeres. Esta participación la relaciona la 
comunidad principalmente con la contratación directa, cuyos 
principales beneficiarios son docentes y personas contratadas para 
servicios como suministro de alimentación, construcción de obra y 
trabajos agrícolas. 
 
Gráfica 31. Participa en  las actividades relacionadas con 
contratos?
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La comunidad reconoce que el Curaca es la persona que más participa en todo lo relacionado con 
el proceso del manejo de los recursos transferidos, y en menor grado los líderes, el profesor, el 
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promotor de salud y el Cabildo. La participación del Cabildo se asocia más a un proceso inicial 
informativo que al proceso general de gestión y ejecución de los recursos. 
 
Como se puede observar, la participación en los procesos de gestión y ejecución de los recursos 
se concentra en el Curaca y en muy bajo nivel en los líderes, el profesor y el Cabildo.  Esta visión 
coincide con el análisis efectuado previamente en todos los procesos contractuales y de 
concertación, así como en la visión de la Alcaldía sobre el mismo. La participación tiene una 
diferenciación marcada por el género, la edad, el nivel educativo y la ocupación, donde las 
mujeres, los jóvenes y adultos mayores, las personas con menor nivel educativo y quienes tienen 
ocupaciones que implican desplazamiento de la comunidad como la agricultura, la pesca, 
participan menos en el proceso. 
 
En general la participación del proceso está relacionada directamente con el nivel escolar de las 
personas, con el sexo, con la edad y con la ocupación, que determina que los hombres, las 
personas entre 25 y 50 años y las personas con un nivel de formación, al menos de primaria y en 
su mayoría con estudios de bachillerato y en algunos casos superior, sean quienes más participan. 
No existen procesos definidos y diferenciados de participación de la comunidad en cada uno de 
los procesos relacionados con el SGP, específicamente la identificación de problemas, la 
asignación de recursos, la elaboración de proyectos y la evaluación y seguimiento de su ejecución. 
La participación de la comunidad es “pasiva” en el sentido en que aporta muy poco y no tiene en 
gran parte capacidad para ejercer dichas actividades. Todos estos procesos se dan en reuniones 
o asambleas que se tornan más informativas que deliberativas y decisorias.  
 
5. BENEFICIOS DE LOS RECURSOS DEL SGP 
 
Uno de los intereses particulares del trabajo era evaluar los beneficios directos recibidos por las 
personas de la comunidad, cuya fuente de financiación sean los recursos del SGP. Al respecto el 
64,85% de las personas encuestadas respondieron haber recibido beneficios directos de los 
recursos asignados al resguardo, de ellos el 37,18% corresponden a hombres, y el 27,67% a las 
mujeres. Hombres y mujeres consideran que los mayores beneficios directos se relacionan con 
mejoramiento de vivienda y construcción de obras. 
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Gráfica 32. Ha recibido beneficios directos del SGP?
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La construcción de viviendas, el mejoramiento de las mismas, la ampliación de la red eléctrica, la 
construcción de una cancha deportiva, la remodelación de la casa comunal, el suministro de 
tanques para almacenamiento de agua, son obras que han cubierto a buena parte de la 
comunidad, cuyos beneficios son tangibles y permanentes. El servicio de restaurante escolar, el 
suministro de medicamentos, la contratación de docentes y promotores, son servicios a los que 
permanentemente acude la comunidad, que han apoyado la sensación de bienestar relacionada 
con la ejecución de recursos del SGP. En general la comunidad muestra una sensación de 
bienestar directamente relacionada con los recursos asignados por el SGP, que textualmente 
expresas como un “mejoramiento de la calidad de vida”. 
 
E. EVALUACIÓN SOBRE LAS NECESIDADES Y EXPECTATIVAS RESPECTO AL SGP. 
 
1. IDENTIFICACIÓN DE NECESIDADES DE LA COMUNIDAD 
 
Para la mayoría de la población las principales necesidades de la comunidad, en orden de 
prioridad son: fortalecimiento de la salud tradicional, apoyo a los jóvenes, vivienda, construcción 
de obras e infraestructura, educación y empleo. La elaboración de mapas sociales para identificar 
la problemática que desea la comunidad sea atendida con recursos de transferencias, mostró un 
alto interés en la construcción de obras (ver mapas 13, 14 y 15).  
 
 
  
186
 
Foto 13. Identificación problemas de la comunidad. Mapa social elaborado por grupo de 
adultos. Infraestructura. 
 
 
 
La salud tradicional y el apoyo a los jóvenes, que se refiere especialmente a actividades de 
capacitación, empleo y estudio, no tienen antecedentes de inversión en la comunidad y surgen 
como posibles nuevas “áreas de inversión”. El determinar el “empleo” como problema o necesidad 
también es una concepción relativamente nueva en la comunidad, relacionado con las crecientes 
posibilidades de obtener recursos, influenciada en parte por la “presencia” de los recursos del 
SGP, que sin lugar a dudas ha propiciado cambios en las expectativas de necesidades de la 
población, hacia un escenario en el que el dinero determina múltiples roles de consumo, de 
beneficios, de relaciones y de poder146. Vale la pena destacar que hay sectores que no son 
identificados o mínimamente identificados como prioritarios en inversión, como el sector 
agropecuario, el saneamiento básico o necesidades alimentarias, a pesar de que en estos 
sectores se identifican múltiples necesidades de la comunidad. 
 
 
                                                 
146 Existen referencias de“celos” y “envidias” en la comunidad por el pago de “sueldos”. 
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Foto 14. Identificación problemas de la comunidad. Mapa social elaborado por grupo de  
jóvenes. Medio ambiente, fauna e infraestructura. 
 
 
 
Foto 15. Identificación problemas de la comunidad. Mapa social elaborado por grupo de  
Mujeres. Medio ambiente,  infraestructura y vivienda. 
 
 
 
2. IDENTIFICACIÓN DE PROBLEMAS RELACIONADOS CON EL MANEJO DE LOS 
RECURSOS 
 
Buena parte de la comunidad (46,31%) reconoce la existencia de problema asociados con el 
manejo de los recursos; otra gran parte no saben o no responden al respecto (46%) y un mínima 
parte de la población expresan que no existen problemas relacionados (7,68%). Dentro de los 
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problemas identificados, los más relevantes fueron la pérdida de recursos, los sobrecostos de 
contratos, el incumplimiento de contratos (obras), la falta de contratación de personas de la 
comunidad, las disputas internas por desacuerdo en la inversión y el cambio de destino de los 
recursos. Los hombres tienen un mayor reconocimiento sobre la existencia de problemas 
asociados con el 58% reconoce que existen problemas de esta índole, mientras que sólo el 27% 
de las mujeres reconocen este hecho.  
 
Gráfica 33. Identifica problemas asociados con el manejo de 
recursos?
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El mayor conocimiento de problemas asociados con la ejecución de los recursos del SGP también 
está asociado con la edad, identificándose que los adultos hombres de 25 a 50 años son los que 
mayor conocimiento tienen sobre este tema, así como las personas con mayor nivel de educación. 
 
 
3. EL PLAN DE VIDA DE LA COMUNIDAD DE ARARA 
 
Dado que las políticas públicas dirigidas hacia las comunidades indígenas tienen como referencia 
importante tanto para su planteamiento como para su desarrollo los planes de vida de dichas 
comunidades, con la intención de responder a las características e intenciones reales de ellas, es 
prioritario revisar la existencia, desarrollo e incorporación del Plan de Vida de la Comunidad, 
especialmente en relación con la ejecución de los recursos del SGP. 
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Con referencia al conocimiento de si existe un plan de vida en la comunidad, la mayoría de la 
población no sabe o no responde (71,51%); el 19,82% reconoce la existencia de un plan de vida y 
el 7,68% dice que no existe. Los hombres son los que más conocen la existencia del Plan de vida 
(21%) mientras que sólo el 7,6% de las mujeres creen que existe. Sin embargo, cuando se 
pregunta a la comunidad si conoce el plan de vida, el porcentaje aumenta respecto al 
conocimiento de la existencia del mismo (81,16%).  La comunidad encuentra congruencia entre las 
actividades financiadas con recursos del SGP y las que deberían contener el plan de vida, pues 
están orientadas a satisfacer las necesidades de la población. Para los líderes las actividades que  
más se relacionan con el plan de vida tienen que ver con la etnoeducación y reconocen que es un 
instrumento válido para “profundizar en la cultura y autonomía del resguardo” que no han sido 
atendidos hasta el momento. Por su parte, a pesar de que los jóvenes no son el grupo más 
participativo, tienen el más alto conocimiento sobre el plan de vida; este hecho tal vez esté 
asociado a la capacitación en los colegios sobre el tema.  
 
 
Gráfica 34. Conoce el Plan de vida?
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Aunque las versiones son diversas, una fuente “creíble” de la comunidad expresó que no existe un 
plan de vida y ni siquiera un borrador del mismo. Se han hecho ejercicios comunitarios y en 
conjunto con instituciones para plasmar los posibles componentes de un plan de vida de la 
comunidad. Contrario a lo que pareciera plantearse desde las instituciones públicas, para el 
resguardo el plan de vida no ha sido un tema prioritario en su organización y planificación. El 
trabajo desarrollado en torno a él es relativamente reciente y ha sido “introducido” por factores 
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foráneos, especialmente institucionales, que lo han mostrado como referente fundamental para la 
aplicación de políticas públicas, especialmente en lo relacionado con el ordenamiento territorial y 
la participación en el Sistema General de Participaciones.  Como tal, la visión de la comunidad es 
que es casi una “obligación” su elaboración y en tanto suponga beneficios, no hay rechazo para su 
elaboración, pero si muy poco compromiso para adelantarlo. 
 
4. PROPUESTAS SOBRE LA EJECUCIÓN DE LOS RECURSOS DEL SGP 
 
La comunidad piensa que deben manejar directamente los recursos, pero deja en manos del 
curaca la responsabilidad de la ejecución de los mismos (60,37%), y en menor grado de la 
Alcaldía (21,53%). Las causas corresponden al deseo de que se reconozca la capacidad de la 
comunidad para manejar sus asuntos y sus recursos y evitar la “manipulación de las instituciones”, 
así como generar mayores procesos de autonomía y conocimiento. Ahora bien, no deja de 
reconocerse que el resguardo no tiene la capacidad de manejar solo los recursos y por eso no se 
descarta del todo el apoyo de la Alcaldía. Si la comparación se hace entre el Curaca y el Cabildo, 
la opción elegida es el Curaca (78,45%), comparada con el Cabildo (0,74%), o con la posibilidad 
de que se dé un manejo compartido (7,44%).  
 
Gráfica 35. Quien debe manejar los recursos del SGP?
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La alianza con otros resguardos como una estrategia para el manejo de los recursos del SGP es 
una opción con buena aceptación en la comunidad (80,68%), con mayor aceptabilidad  en las 
mujeres (88%) que en los hombres (80%). Estas “alianzas” permitirían que al estar unidos logren  
mayor apoyo, autonomía y propiciar formas para administrar mejor los recursos e invertirlos en las 
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cosas que realmente las necesiten, que indudablemente desde ya empieza a ser visto como un 
posible mecanismo de fortalecimiento de las comunidades, orientado hacia la futura conformación 
de las ETIS (Entidades Territoriales Indígenas). En general los hombres tienen mayor 
conocimiento sobre los futuros esquemas de ordenamiento territorial de las comunidades 
indígenas y la conformación funcionamiento de las futuras ETIS es un tema que está en debate 
permanentemente, aunque reducido a aquellos miembros de la comunidad más involucrados en el 
proceso como los líderes, el Cabildo y los docentes. 
 
 
Sin embargo un sector de la comunidad no está de acuerdo con estas “alianzas” (16,34%), porque 
consideran que cada comunidad tiene necesidades y pensamientos diferentes, que podrían 
establecerse disputas sobre territorio y en general por elementos que dan cuenta del temor a 
compartir los recursos con otras comunidades. Igualmente la mayoría de los líderes descartan la 
unión con otros resguardos y comunidades para  organizarse y buscar mecanismos que les 
permitan manejar de una manera mas eficiente los recursos, en razón principalmente  por las 
dificultades que podrían presentarse por la disputa del manejo de los recursos, por las diferencias 
entre las comunidades y por la perdida de autonomía que esto pueda implicar. 
 
5. LA VISIÓN DEL ESTADO Y DEL SGP  
 
Cuando a la comunidad se le cuestiona sobre la visión respecto al Estado y al gobierno, dentro del 
contexto del SGP, la apreciación es aceptable: buena (37,605), regular (40,85%) y mala (21,53%). 
Esta visión cambia cuando el análisis se hace respecto a medir si el papel del Estado ha mejorado 
en al comunidad: el 74,75% de la comunidad considera que no.  
 
Gráfica 36. Deben hacerse alianzas con otros resguardos para 
efectos de ejecución de recursos del SGP?
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Gráfica 37. Como es la vision sobre el Estado?
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La visión negativa del Estado está asociada especialmente a una apreciación sobre la falta de 
ayuda y de apoyo a la comunidad, a la manipulación que efectúa las instituciones en general a un 
sentimiento de “olvido” por parte del Estado que no reconoce sus derechos y autonomía. Se 
asocia también a temas particulares sobre el SGP como la dificultad para la aprobación de 
proyectos y las restricciones de la inversión. La visión positiva del Estado está identificada 
preponderantemente con la asignación de recursos del SGP y la ayuda para la ejecución de los 
mismos. 
 
Existen pues, contradicciones en el análisis de la visión del Estado y elementos que pueden tanto 
generar apreciaciones positivas como negativas de la comunidad. Lo que si es indudable, es que a 
pesar de las “múltiples quejas”, la participación en el SGP ha mejorado la visión del Estado y de su 
función dentro de la comunidad. 
 
 
 
Gráfica 38. Cree que el SGP ha sido bueno?
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En general se aprecia que la mayor parte de la comunidad cree que las transferencias han sido 
“buenas” y que han contribuido a mejorar el nivel de vida d la comunidad y las condiciones en los 
diferentes sectores, unos más que otros, en la medida en que se han visto beneficiados de los 
mismos. Los resultados muestran que el 98,51% de la población tienen una visión positiva sobre 
los recursos del SGP y sólo el 1,49% cree que no lo han sido. Así mismo creen que los recursos 
han mejorado las condiciones de varios aspectos organizativos y de inversión, entre los cuales se 
destacan la posibilidad de mejorar la autonomía de las comunidades en la decisión de inversión de 
los recursos (81,68%), el apoyo al saneamiento básico (56,43%), la formación de líderes (50,72%), 
el apoyo a la salud (43,55%) y a la educación (37,86%). Por el contrario buena parte cree que no 
han ayudado mucho a consolidar procesos de ordenamiento y organización territorial (42,82%), 
participación de la comunidad en el manejo de los recursos (70,28%), y el sector agropecuario 
(76,49%).  
 
 
39. Mejoro la participacion de la comunidad en el manejo de 
recursos?
0
20
40
60
80
HOMBRES MUJERES TOTAL POBLACION
%
SI MEJORO NO MEJORO NS-NR
 
 
Gráfica 40. Mejoro la autonomia de la comunidad en la 
inversion de los recursos?
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Gráfica 41. Ha ayudado a establecer mecanismos de 
ordenamiento  y organización del territorio?
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Gráfica 42. Mejoro la formacion de lideres?
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Gráfica 43. Mejoro el apoyo a la salud de la comunidad?
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Gráfica 44. Mejoro el apoyo a la educacion en la comunidad?
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Gráfica 45. Mejoro el apoyo al saneamiento basico y 
servicios publicos?
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Gráfica 46. Mejoro el apoyo al sector agropecuario del 
reguardo?
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6. EL PAPEL DE LOS LÍDERES 
 
Es indudable que además del curaca, aunque en una menor proporción, los lideres han ejercido 
un papel visible dentro del proceso de gestión y manejo de los recursos del SGP, que aunque no 
comprende todas las actividades relacionadas, convirtiéndose en la representación más visible del 
a comunidad en el mismo. En ello y en que son la base de la organización actual y futura del a 
comunidad alrededor de este proceso y de muchos otros procesos comunitarios, radica la 
importancia de evaluar su visión sobre el proceso, su conocimientos sobre el mismo y las 
expectativas hacia el futuro. 
 
Los lideres encuestados son todos hombres, con edades que oscilan entre los 22 y 44  años, y 
escolaridad secundaria en su gran mayoría, aunque también hay algunos con niveles de primaria y 
uno de educación superior. Dentro del grupo hay miembros del Cabildo, profesores, el promotor de 
salud, el Curaca y otros líderes reconocidos. En general tienen un mayor conocimiento sobre el 
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proceso del SGP porque han participado directamente en él, lo que permite establecer diferencias 
de apreciaciones con la comunidad. 
 
Para la mayoría de los líderes, a diferencia de la comunidad, quienes establecen las necesidades 
de inversión son las instituciones públicas (60%), seguidas del curaca (10%) y no reportan 
información el 40%. Esta concepción esta muy asociada a las restricciones normativas, conocidas 
por algunos de ellos, así como por el contacto directo con las autoridades de la Alcaldía que 
“orientan” a las comunidades sobre las mismas. 
 
Su visión sobre la participación de la comunidad en la decisión de la inversión de los recursos del 
SGP, en la elaboración de proyectos y en procesos de ejecución y evaluación de los mismos es 
alta (88%); reconociendo  una mayor participación de los hombres, seguida de los jóvenes y las 
mujeres. Sin embargo cuándo se les pregunta quién elabora los proyectos, reconocen que es “el 
curaca, los docentes y el Cabildo los directos encargados de la elaboración de  los proyectos”. El 
reconocimiento de los niveles de participación difiere de la visión de la comunidad, que reporta 
menores niveles de participación, lo que puede dar cuenta de una evaluación que tiene como 
referencia una población especifica que “casi siempre participa” a través de “las reuniones que se 
efectúan con el Curaca, el Cabildo y los líderes”, pero igualmente de la intención de mostrar unas 
condiciones “aceptables” de participación comunitaria, relacionada con su papel que de alguna 
forma los identifica como colaboradores directos del proceso.  
 
Los conceptos sobre la inversión de los recursos del SGP también difieren de la opinión de la 
comunidad. La gran diferencia es que lar eferencia de inversión es muy especifica, señalando la 
financiación de adquisición de medicamentos, dotación de libros, construcción de baños, compra 
de muebles y enseres, alimentación escolar y remodelación de aulas como las actividades de 
mayor inversión, muy relacionadas con los sectores de educación y salud, que al fin y al cabo son 
a las que se asocia el tipo de ocupación de algunos de ellos (docentes y promotores de salud). 
También existen diferencias con la comunidad al plantear las necesidades del resguardo, que para 
ellos recaen especialmente en el apoyo a jóvenes para educación superior, construcción de un 
puesto de salud, construcción de una carretera y el desarrollo agropecuario. 
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Consideran que “el control” del proceso lo ejercen la Contraloría y la Alcaldía, pero no explican los 
procedimientos utilizado para hacerlo efectivo. Las principales referencias al respecto tienen 
relación con la “vigilancia del manejo de los recursos” y las “acciones de planeación e informes”.  
Las mayores problemáticas relacionadas con la ejecución de los recursos tienen que ver con la 
“imposición de la contratación por la Alcaldía”, el sobrecosto y la no ejecución de obras. 
Igualmente señalan como inconveniente la falta de capacitación específica sobre el SGP, pues el 
75% de los encuestados reconocen no haberla recibido. 
 
En general consideran que el SGP ha sido bueno porque ha permitido una mayor disponibilidad de 
recursos para atender las necesidades de la población. A pesar de las críticas a la Alcaldía, el 
50% de los encuestados considera que su gestión ha sido buena y reconocen la importancia del 
trabajo conjunto para adelantar los trámites que implica el sistema y en ese sentido también 
apoyan la participación de diversas instituciones públicas.  
 
Las críticas más importantes tienen que ver con la falta de autonomía de la comunidad, la falta de 
información, capacitación y la insuficiencia de los recursos.  En razón a  ello creen que el 
mecanismo debe ser mejorado, incorporando mayores posibilidades de opinar de la comunidad y 
de tener autonomía sobre la inversión de los recursos. La principal solicitud hace referencia a la 
necesidad de promover la capacitación, especialmente en la elaboración de proyectos, dirigida 
ante todo a jóvenes, líderes y el Cabildo, que son las personas con mayores “potencialidades” 
para manejar con autonomía los recursos. También se hace eferencia a aumentar la contratación 
de personas de la comunidad en las actividades propuestas en los proyectos y darle mayor 
reconocimiento del Cabildo para el manejar recursos.    
  
Los líderes ven la formación de las futuras ETIS  como la posibilidad para logra runa mayor 
autonomía y poder de ejecución directa del os recursos. Las posibilidades para convertirse en una 
ETI están relacionadas con el reconocimiento del territorio y la elaboración del plan de vida como 
elementos básicos, así como en crear estrategias de organización para conformar una estructura 
funcional que no descarte las “alianzas cono tras comunidades” para lograr un mayor apoyo y que 
debe poyarse en la capacitación de los jóvenes, incluso si debe cambiarse reglas internas. 
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7. LA INVERSIÓN DE LOS RECURSOS DEL SGP  
 
En el anterior capítulo se analizó la inversión que efectuó el resguardo con recursos del SGP 
desde 1994 hasta el 2004. Los resultados arrojaron que la educación fue el sector con mayor 
inversión, seguido de la inversión en salud, desarrollo agropecuario y saneamiento básico.  
 
El cuadro 13 muestra los resultados del análisis que se realizó conjuntamente con la comunidad y 
con los líderes sobre la inversión de los recursos, de acuerdo a los proyectos ejecutados en el 
periodo de evaluación. Se revisaron elementos como cumplimiento,  problemas identificados, 
beneficiarios y sostenibilidad de las actividades adelantadas tales como adquisición de equipos, 
construcción de obras y contratación de servicios. 
 
Cuadro 13 – Evaluación resultados de los proyectos ejecutados con recursos del SGP 
en el resguardo de Arara 1994-2004 
 
EDUCACIÓN % CUMPL OBSERVACIONES 
Pago docentes 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Auxiliar restaurante 
escolar, bibliotecario. 
 
 
 
Jardín comunitario 
 
Dotación biblioteca 
   100% 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
   100% 
 
 
 
 
   100% 
 
   100% 
La comunidad expresa que no se estaba revisando 
el perfil de las personas contratadas y que debería 
definirse un sistema de selección interno para un 
docente o incluso para cualquier otra persona que se 
contrate con una responsabilidad específica. Se 
reconoce el cumplimiento de este tipo de servicio y 
el beneficio general recibido de él, especialmente 
porque la designación recae directamente en la 
comunidad cuando se paga con recursos propios. 
 
En general las actividades relacionadas con 
contratación de personal de apoyo a la educación no 
refleja mayores inconvenientes y se reconoce su 
cumplimiento y beneficio. 
 
Está prestando actualmente servicio a la comunidad. 
 
Se adquirieron libros, de acuerdo a las indicaciones 
de la Prefectura. El material se está utilizando y 
beneficia a los estudiantes. 
SALUD % CUMPL OBSERVACIONES 
  
199
Promotores de salud 
 
 
 
 
 
Suministro de 
medicamentos 
  100% 
 
 
       
 
 
     n.r. 
Se certifica el cumplimiento del servicio del personal 
contratado. Existen algunas dudas sobre algunos de 
los nombres reportados como promotores, si 
prestaron efectivamente este servicio o el de 
docentes. 
 
La comunidad define los medicamentos necesarios 
con el apoyo del promotor. No existe un control de la 
comunidad sobre el manejo de los mismos. Se 
detectó posibilidad de daño de medicamentos por 
subutilización de los mismos; sin embargo una 
rotación alta de las compras. 
DESARROLLO 
AGROPECUARIO 
% CUMPL OBSERVACIONES 
Motor procesamiento de 
yuca 
  100% Uso parcial. En la actualidad está inservible 
AGUA POTABLE % CUMPL OBSERVACIONES 
Suministro de motobomba 
 
 
 
 
 
Construcción sistema de 
acueducto y alcantarillado 
 
100% 
 
 
 
 
 
0% 
 
 
La motobomba está fuera de servicio porque no es 
necesaria en el colegio, sitio par el cual fue 
adquirida.  No existe un responsable del equipo ni se 
toman decisiones sobre su reubicación. Requiere de 
insumos y mantenimiento para la operación. 
 
Aunque el proyecto fue aprobado en el 2003 con 
recursos del SGP, no se han iniciado las obras. 
Existen expectativas en torno a la posibilidad de 
contratación de  personas de la comunidad. 
VIVIENDA % CUMPL OBSERVACIONES 
Acometida eléctrica y 
contadores vivienda 
 
 
  
 
Pintura viviendas 
 
 
Construcción viviendas 
 
 
 
 
100% 
 
 
 
 
100% 
 
 
100% 
Se percibe una buena aceptación del proyecto en la 
comunidad, que en su mayoría se ha beneficiado del 
mismo. Algunas personas creen que hubo 
sobrecosto en la adquisición de los materiales y 
equipos. 
 
Se evalúa sobrecosto en la adquisición de los 
materiales.  
 
Se recibieron las obras a satisfacción por la 
comunidad. Sin embargo en actividades 
relacionadas con obra civil, la comunidad está 
interesada en participar directamente en la 
contratación. 
DESARROLLO 
COMUNITARIO 
% CUMPL OBSERVACIONES 
Construcción casa 
comunitaria 
100% 
 
Sin inconvenientes. En uso. Beneficia a toda la 
comunidad. Se invirtió saldo en la construcción de 
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Dotación casa comunal 
 
 
 
  100% 
puente. 
 
Los equipos fueron recibidos y se están utilizando en 
la casa comunal. 
INFRAESTRUCTURA 
VIAL Y 
COMUNICACIONES 
% CUMPL OBSERVACIONES 
Adquisición equipo de 
transporte fluvial 
 
 
 
 
Adquisición chalecos 
Salvavidas 
100% 
 
 
 
 
 
100% 
Uno de los botes adquiridos se deterioro. El  motor y 
bote adquiridos más reciamente fue hurtado de la 
comunidad. No se determinan responsables del 
cuidado de los equipos. Algunos señalan sobrecosto 
en la adquisición de estos equipos. 
 
Ejecución sin inconvenientes. Equipos deteriorados. 
ADQUISICIÓN EQUIPOS % CUMPL OBSERVACIONES 
Adquisición guadañadora 
 
 
Adquisición motosierra 
 
100% Se recibió, pero se encuentra dañada y fuera de 
servicio. 
 
Se recibió. El uso se hace por los miembros de la 
comunidad que la necesiten, quienes tienen que 
cubrir costos de insumos y mantenimientos o 
reparaciones si es necesario. 
ADECUACIÓN 
TERRENOS 
% CUMPL OBSERVACIONES 
Mantenimiento linderos 100% La comunidad reporta que esta actividad se ha 
cumplido y que es necesaria debido a la disminución 
del trabajo de minga, mediante el cual se 
adelantaban dichas actividades. 
CAPACITACIÓN % CUMPL OBSERVACIONES 
Aportes ACITAM  
(Capacitación y asesoría 
líderes indígenas) 
n.r Es imposible reportar el cumplimiento de la 
actividad, pues los aportes se realizaban para 
actividades de capacitación globales para todos los 
resguardos. Los únicos que reportan un beneficio de 
esta actividad son algunos líderes y el curaca.  
 
La inversión en educación estuvo en gran parte orientada hacia el pago de docentes y la 
construcción de obras de infraestructura. Los resultados de estas acciones se pueden evaluar al 
confirmar la existencia y funcionamiento de las obras, así como en la sensación de la población de 
beneficios directos recibidos, fruto de estas inversiones.  
 
La restricción del pago de docentes y otro personal relacionados con el servicio de educación ha 
permitido liberar recursos para ser reorientados en otros gastos, sin embargo, también es visto por 
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la comunidad como una restricción a la autonomía porque al contratar docentes con “sus 
recursos”, podían elegirlos directamente sin que las autoridades de la Alcaldía o el departamento 
se los impusieran. Durante los años 2002 y 2004 se dio un periodo de transición, en el cual se 
realizaron los últimos pagos a docentes, que serán asumidos en adelante por la gobernación, y 
cuya selección debe recaer en personas elegidas conjuntamente con la comunidad. 
 
A pesar de que la inversión en salud ha sido relativamente alta, las condiciones del puesto de 
salud no son idóneas para la prestación de un buen servicio. La infraestructura es deficiente, así 
como la dotación de equipos y medicamentos. No existen controles sobre el suministro de 
medicamentos que optimicen el uso de los mismos. La inversión que se venía realizando en 
medicamentos, prohibida por la ley, debe ser desplazada hacia otras actividades que respondan a 
las necesidades reales de la población en esta área, que como lo indican otras evaluaciones 
pueden responder a las expectativas de adelantar actividades en salud tradicional.  
 
Se confirmó en la comunidad la adquisición de la mayoría de los equipos contemplados en los 
proyectos financiados con recursos del Sistema General de Participaciones. Sin embargo la 
mayoría de estos equipos no se están usando actualmente porque están dañados, no se tienen 
los recursos para su reparación o simplemente porque ya están inservibles. También se presentan 
casos de equipos que “ya no son necesarios”, otros que se han perdido, y otros cuya operación 
implica el suministro de insumos tales como repuestos, gasolina, aceites, etc. Esto ha generado 
internamente la “creación de nuevas responsabilidades” frente a los bienes adquiridos dirigidas 
hacia el cuidado, mantenimiento y operación de los mismos. Frente a este hecho la comunidad no 
tiene claro quien debe asumir estas funciones, e incluso se plantean la posibilidad de pagar por 
este tipo de servicio, lo que implicaría el aporte económico de la población. Esto refleja un mínimo 
beneficio en relación con los costos de adquisición y operación, con la vida útil y con las 
responsabilidades que genera su uso.  
 
La comunidad reconoce que la inversión en obras ha sido importante, acorde con las necesidades 
en esta área. En estos casos han tenido problemas para formular los proyectos porque sostienen 
que tienen dificultades para que “les aprueben proyectos que contemplan construcción de obras 
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como puentes, caminos, vías, etc.”; muchos de estos problemas están relacionados con el deseo 
de la comunidad para que sus habitantes participen directamente como contratistas.  
 
Se observa que la comunidad cree que han existido sobrecostos de bienes y servicios adquiridos 
con recursos del SGP y otros problemas relacionados con la ejecución de los recursos; sin 
embargo no existen antecedentes de reclamos ante entes de control ni la Alcaldía. La posibilidad 
de tener beneficios, así estos presenten este tipo de problemas, le resta importancia a los mismos; 
el hecho de la pérdida de recursos por incumplimiento y por sobrecostos en la contratación parece 
no tener la misma connotación que puede tener en otras comunidades, y la reacción en general es 
“pasiva”. Este punto debe analizarse con mayor cuidado porque mas que el desinterés o 
desconocimiento de las normas, puede reflejar una actitud determinada por otro tipo de roles y 
relaciones al interior de la comunidad. 
 
La expectativa de recibir recursos directos del SGP es notable. La posibilidad de ser “contratados” 
con estos recursos es creciente y se dan indicios de incluir en los proyectos a financiar actividades 
que antes se realizaban en mingas a través del trabajo comunitario, tales como limpieza de 
terrenos y de chagras. La información recibida reporta que en la comunidad se adelantaron en el 
2004 “tan sólo cinco mingas”, una actividad que hasta hace unos años se hacía semanalmente y 
que era la base del trabajo asociado que atendía no sólo las necesidades de la población sino que 
también eran espacios de encuentro y socialización. Este punto también debe ser analizado con 
mayor detenimiento en aras de conocer posibles desplazamientos de actividades tradicionales por 
injerencia de la presencia de  
 
La gran mayoría de las actividades, bienes y obras adelantados con recursos del SGP se han 
recibido y beneficiado a la comunidad. No obstante algunos de los problemas identificados han 
limitado una mayor eficacia en la inversión, que podría estar reorientada hacia bienes y servicios 
que respondan a problemas más significativos, a actividades de mayor aliento a mediano y largo 
plazo, que además de mejorar las condiciones de vida de la comunidad, dinamicen procesos de 
desarrollo propios. 
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8. INVERSION DE RECURSOS ASOCIADA A  PROBLEMÁTICA DE LA COMUNIDAD 
 
En la comunidad se han adelantado durante los últimos años múltiples diagnósticos que han 
permitido establecer los problemas más sobresalientes. En el cuadro 14 se hace una relación de 
estos problemas, algunos de ellos identificados directamente por la comunidad y otros por 
instituciones públicas, investigadores y el mismo trabajo de campo que se adelantó y se relacionó 
con los proyectos formulados y ejecutados con recursos del SGP, con el fin de evaluar si la 
inversión de los recursos ha estado orientada a solucionar los mismos. 
 
Cuadro 14- Evaluación de la inversión de los recursos del SGP con relación 
a la problemática identificada en el resguardo de Arara 
 
 
PROBLEMÁTICA IDENTIFICADA PROYECTOS ASOCIADOS FINANCIADOS 
CON RECURSOS DEL SGP 
Se identifica falta de disponibilidad de zonas 
que permitan la transitoriedad de los cultivos 
de chagras, dado por la alta intervención de 
los suelos, que conlleva a no lograr la 
autosuficiencia de productos. 
 
No se aprecian proyectos formulados en esta 
área. Al contrario, se ha invertido en proyectos 
que podrían acentuar el problema, como la 
disposición de suelos para ganadería. 
Disminución de la fauna por sobrecaza y 
deforestación, especialmente por el uso de 
las motosierras. Esto implica menos recursos 
disponibles para alimentación 
No se contemplan acciones que apunten a 
una solución relacionada. La adquisición de 
equipos como guadañadoras y motosierras 
para el abastecimiento de madera para 
viviendas podría ser contraproducente para 
esta problemática. 
Disminución de la pesca, incluso de identifica 
“extinción” de peces. Esto ha incidido en un 
mayor esfuerzo es las faenas pesqueras, 
pues cada vez tienen que desplazarse más 
lejos para “ubicar lagos” donde hayan más 
peces.  
 
No se han formulado proyectos relacionados 
con mejorar la producción de la pesca. 
Erosión de las orillas de la quebrada, porque 
se han talado los bosques: “la quebrada se 
ha desbarrancado”. 
 
No se han formulado proyectos que indiquen 
actividades relacionadas con reforestación, a 
pesar de que se han visto afectadas viviendas 
por este problema. Se evidencia la necesidad 
de establecer un plan de uso del suelo y 
manejo de los recursos. 
Se han aumentado los focos de 
contaminación, causada por el desecho de 
No existen proyectos formulados orientados a 
atender este tipo de problemas, que aun 
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basuras, las letrinas. Ha afectado incluso la 
quebrada. Se asocia el mal manejo de 
residuos (excretas, cocinas) con la 
presentación de enfermedades (fiebres, 
gripas, dolor de cabeza, diarrea, granos) 
 
persiste en la comunidad, e incluso se han 
ampliado. Para el 2005 tampoco existen 
proyectos que respondan a esta problemática. 
En agua potable la precariedad del sistema 
de acueducto, que presta un servicio muy 
deficiente y de recolección de agua lluvia 
(tanques) inservible en época de verano. 
 
Con recursos del SGP se comprometió una 
contrapartida para financiar un proyecto que 
pretende construir el acueducto en el 
resguardo, con cofinanciación de la Alcaldía y  
la OMS. 
Energía eléctrica permanente. La energía de 
Leticia falla. Es extraño como ven una 
desventaja en el servicio prestado desde 
Leticia porque “los servicios han cambiado”. 
 
 
Varias actividades financiadas con recursos 
del SGP han apoyado la prestación de este 
servicio tales como: ampliación de red 
eléctrica, suministro materiales para el 
alumbrado público (bombillos, contadores, 
acometidas viviendas, entre otros). 
Necesidad de la construcción de viviendas 
para familias que no la poseen y 
mejoramiento de las existentes. 
Es una de las necesidades más atendidas con 
recursos del SGP y cuyos beneficios más se 
sienten por la comunidad. El éxito de esta 
actividad depende en gran parte en que se ha 
contado con recursos adicionales de otras 
fuentes institucionales que han permitido la 
cobertura de casi toda la comunidad. 
El transporte para adelantar “diligencias” en 
la ciudad. Transportar alimentos, estudiantes 
y otros asuntos de la comunidad. 
 
Es una de las necesidades mas atendidas con 
recursos del SGP. Se han adquirido varios 
botes y motores fuera de borda.  
Necesidad de fomentar y fortalecer la cultura 
propia, las tradiciones, las costumbres y la 
autonomía de la comunidad. 
En el resguardo no se han formulado 
proyectos relacionados con el fortalecimiento 
de su cultura, tradiciones y costumbres. Tal 
vez las única actividad que se relaciona con el 
problema expuesto sea el apoyo a la casa 
comunal, que aunque es elemento de 
encuentro comunitario, se enfoca en las 
actividades administrativas, políticas, 
recreacionales e institucionales.  
Problemáticas asociadas con los jóvenes y 
familia en general, como alcoholismo, 
drogadicción, violencia intrafamiliar, peleas, 
riñas, entre otras. Con este mismo problema 
se relacionan los casos recurrentes de 
suicidios de jóvenes en la comunidad, así 
como problemas asociados con la tolerancia 
y la convivencia. 
No se han presentado proyectos orientados a 
atender este tipo de problemáticas.  
Fuentes: Problemáticas identificadas en “…” Juan Carlos Murillo, Diagnóstico ICBF 2002 y en trabajo de campo 
  
205
De las once problemáticas identificadas, tan sólo cuatro han sido atendidas con recursos del SGP: 
El apoyo a la instalación y funcionamiento de la red eléctrica, apoyo al mejoramiento y 
construcción de vivienda, adquisición de equipo de transporte y apoyo a la construcción del 
alcantarillado. Como se observa la mayoría de estas actividades está relacionada con la con la 
ejecución de obras y la adquisición de equipos. El proyecto de apoyo a la construcción del 
alcantarillado se aprobó en el 2003, año en el que se restringió e pago a docentes, que como se 
anotaba anteriormente, era una de las actividades con mayor inversión en le resguardo. Sin 
embargo problemas tan importantes como el saneamiento básico, la promoción de su cultura y los 
problemas asociados a la familia y los jóvenes no han sido atendidos. 
 
Cuando a la comunidad se le pide hacer propuestas para solucionar sus problemas y necesidades 
más sentidas, las posibilidades presentadas son múltiples, dispersas, inalcanzables y poco 
coherentes. Van desde proyectos de turismo como alojamientos y museos; proyectos productivos 
como procesamiento de frutas, elaboración de muebles, exportación de maderas, industria de 
papel, estanques piscícolas; proyectos pesqueros como adquisición de equipo de transporte, 
construcción de cuartos fríos, procesamiento de pescado, entre muchos otros. Es por tanto, 
indispensable que se adelante un proceso que ayude a las comunidades a establecer soluciones 
viables, efectivas, realizables y duraderas a las necesidades más sentidas, las cuales deben 
igualmente ser priorizadas.  
 
F. A MODO DE RESUMEN 
 
Arara se identifica una comunidad relativamente organizada, que cuenta con los servicios básicos 
de salud y educación para sus habitantes y con ciertas obras que han generado una sensación de 
bienestar en los mismos, proceso que ha ayudado a consolidar la disponibilidad y ejecución de los 
recursos del SGP, de acuerdo a su misma apreciación.  
 
El sistema tal como está planteado ha centralizado casi todas las gestiones en la cabeza del 
Curaca. Esto por supuesto la limitado la participación y la autonomía de la comunidad y no ha 
ayudado a fortalecer la organización interna, donde es visible el débil papel del Cabildo y su 
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mínima ingerencia en el proceso, el cual se da en una relación directa Curaca-Alcaldía, en donde 
la población es en la mayoría de los casos una receptora de ciertos niveles de información. 
 
El ejercicio de la autonomía está más asociada con la decisión de la inversión de los recursos; sin 
embargo esta misma autonomía es cuestionada por los líderes y el curaca, quien al fin y al cabo 
son los que están mas relacionados con el proceso, lo que indica que las autoridades comunitarias 
se sienten presionadas o inducidas institucionalmente al decidir los sectores de inversión de los 
recursos 
 
La población muestra un gran interés en el proceso y ansias de “saber y hacer,” que no han sido 
potenciadas. Se requiere crear una organización interna que asuma las funciones relacionadas 
con los diferentes procedimientos del SGP, que podría ser el mismo Cabildo. Igualmente se 
requiere un mecanismo de veeduría comunitaria que revise y de cuenta del manejo e inversión de 
los recursos. Para adelantar todos estos propósitos es indispensable la formación por parte del 
Estado, no sólo a las autoridades indígenas, sino a representantes comunitarios que posibiliten un 
ejercicio más participativo en torno al SGP. 
 
Dado que en varios sectores, especialmente en educación y salud, la comunidad se ve 
beneficiada con recursos del SGP y de las funciones inherentes a los entes territoriales, es 
prioritario que se de una planificación conjunta de los tres entes, de acuerdo a un diagnóstico 
actual y real de las necesidades de la comunidad, para optimizar el uso de los recursos, evitar la 
duplicidad de actividades y poder potenciar el financiamiento de proyectos más grandes y con 
mayor cobertura, vía cofinanciación de recursos. 
 
Con base en todo lo anterior se refuerza la idea de que las comunidades deben tener unos 
objetivos claros de lo que esperan sea su futuro y sus posibilidades, orientadas hacia el bienestar 
de sus habitantes, quiera llamarse plan de vida o de cualquier otra manera. En él deben quedar 
plasmados los mecanismos de organización interna que le permitan al resguardo articularse con el 
resto del aparato estatal como respuesta a un hecho ineludible que además les ha sido “impuesto” 
precariamente, que a la vez sea garante de procesos reales de autonomía y participación de la 
mayoría de la comunidad. 
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CAPITULO VI 
 
CONSIDERACIONES FINALES 
 
 
A manera de consideraciones, se presentan a continuación los resultados más visibles del 
presente documento, en un intento por identificar cómo se ha implementado el actual Sistema 
General de Participaciones en los resguardos Indígenas del municipio de Leticia, destacando 
elementos que pueden ser punto de referencia de análisis y acciones futuras. Igualmente se dejan 
planteados varios interrogantes que ojalá sean acogidos por estudiosos del tema, para profundizar 
en su conocimiento y explicaciones,  partiendo de que de un mejor entendimiento de las 
comunidades indígenas que habitan estos resguardos y de las dinámicas que viven en la 
actualidad, que en mucho se relacionan con las políticas públicas implementadas por el Estado, 
dependerá el futuro de las mismas. Un futuro que debe propender por brindar no sólo bienestar a 
sus habitantes, sino posibilidades reales de posicionarse en el tejido social de la nación como un 
par de las otras comunidades en aspectos como la autonomía, la participación, el respeto por el 
patrimonio cultural y natural, las formas de organización y de gobierno, la propiedad colectiva de la 
tierra y expresiones culturales por nombrar las mas relevantes. 
 
 
La conformación de los resguardos indígenas del municipio de Leticia 
 
La caracterización general de los resguardos del municipio nos muestra a comunidades con una 
alta interacción con un núcleo urbano como Leticia, lo que condiciona muchas de sus actividades 
sociales, económicas, políticas, culturales y demás. Además son resguardos con poblaciones 
pequeñas y poco organizadas, con mínima capacidad de gestión  y con una limitada estructura 
que les permita asumir las responsabilidades que implicaría convertirse en una Entidad Territorial 
Indígena (ETI). La situación actual de los resguardos del municipio es diferente a la de otros 
resguardos del país, e incluso de la misma región amazónica. Dentro del grupo de resguardos, 
también existen diferencias marcadas, dadas especialmente por la cercanía a Leticia; en esa 
medida los resguardos ubicados en el río, y cuyo acceso a Leticia es más limitado que los 
resguardos que se ubican en el sector de los Lagos y la vía Tarapacá-Leticia, tienen un mayor 
contacto con la ciudad y dependencia de los bienes y servicios que allí se ofrecen.  
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En el capítulo III (cuadro No. 6) se analizó como los resguardos del municipio han disminuido en 
promedio el número de habitante, así como la tendencia a conformar resguardos con territorios 
menores en comparación con los resguardos más antiguos. Esto por lo menos debe promover la 
evaluación de la incidencia de las políticas públicas relacionadas con el ordenamiento territorial y 
la asignación de recursos, en favorecer la “atomización” de dichas comunidades, cuya tendencia 
es conformarse por núcleos pequeños de habitantes y en terrenos más pequeños. 
 
La información recogida en el presente documento da cuenta de que el acceso a los recursos del 
SGP ha influido en el interés de las comunidades de organizarse como resguardo, para acceder a 
los mismos. Esto podría presentarse como un limitante para promover procesos de integración 
entre las comunidades, necesarios en aras de unir esfuerzos, recursos y potencialidades en torno 
a consolidar procesos que fortalezcan su participación y autonomía. Por otro lado tendría que 
evaluarse si la concepción en torno al territorio, que ha sido fundamental para los pueblos 
indígenas, haya perdido peso por influencia de este tipo de políticas, dejando de ser un referente 
fundamental en la conformación de los resguardos, sobre todo de aquellos que se conforman muy 
cerca a un núcleo urbano con mayor factibilidad de abastecerse de bienes y servicios. 
 
 
La ley de Ordenamiento Territorial y la conformación de las ETIS 
 
El estado actual del trámite que se adelanta en el Senado al proyecto de Ley de ordenamiento 
territorial (Ley 01 de 2003) indica por lo menos que la misma tiene probabilidades de ser 
aprobada. La reglamentación inherente a la conformación y funcionamiento de las futuras 
Entidades Territoriales Indígenas (ETI) es general en sus concepciones, y aunque esta 
“flexibilidad” es aplaudida por muchos sectores y se orienta a las disímiles características de 
organización de las comunidades indígenas del país, puede también ser interpretada, por su falta 
de precisión, como un limitante en su pronta aplicación.  
 
La ley no establece instrumentos precisos que apoyen un proceso progresivo de adaptación de las 
comunidades a las nuevas reglas de juego. Las responsabilidades fiscales, la estructura y 
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organización interna, el aporte de recursos propios y otros tantos “deberes” de la Entidad 
Territorial Indígena no se adquieren de la noche a la mañana y es necesario hacer un 
acompañamiento a estas comunidades para lograr estos supuestos, más aun en casos como los 
resguardos del municipio de Leticia,  que poseen un organización precaria. 
  
Seguramente la situación de los resguardos del municipio no cambie en la medida en que no 
cumplan los “requisitos para conformarse” como una ETI. Ello se desprende tanto del análisis de 
su situación actual, así como del sentir de sus habitantes y las autoridades locales. Sin embargo 
puede promover, también acudiendo a la flexibilidad, la conformación de estructuras de 
coadministración de los recursos, formadas por varios resguardos, obedeciendo a criterios que 
podrían ir desde intereses comunes, límites territoriales, afinidad étnica, entre otras. 
 
 
El cambio del Sistema de Transferencias Públicas al SGP 
 
Un análisis un tanto práctico de la situación fiscal del país a finales de la década de los noventa, 
de alguna manera permite no justificar, pero si por lo menos hallar algunas razones que 
determinaron la decisión del gobierno de cambiar el mecanismo de liquidación de las 
transferencias públicas, de los ingresos corrientes de la nación, a un valor base que aumenta  al 
ritmo del índice de inflación causada. El comportamiento de los ingresos corrientes de la nación 
durante los noventa, que se mantiene actualmente, es de un crecimiento constante, lo que a su 
vez condicionaba un crecimiento en los recursos transferidos a los entes territoriales como 
participación en el SGP. Es lógico que el gobierno decidiera eliminar este procedimiento, porque al 
fin y al cabo, lo que ganaba vía aumento de impuestos, lo volvía a perder vía transferencias. O en 
el peor de los casos, creaba un déficit fiscal cuando el recaudo real de los impuestos no 
correspondía a los valores proyectados, como pasó en el año 1998.  
 
El gobierno ha garantizado que hasta el año 2009 el sistema de asignación de recursos sea “más 
predecible” y no desajuste sus cálculos macroeconómicos. El actual sistema, si bien ha hecho 
decrecer la tendencia de participación de las comunidades indígenas en los últimos años, ha 
mentido el aumento en términos reales durante el periodo estudiado (1994-2004). Ahora bien, 
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habrá que esperar que pasa después del 2009, porque seguramente el gobierno de turno 
intervendrá para “evitar” que nuevamente el sistema se amarre directamente al comportamiento de 
los ingresos corrientes de la nación tal como está previsto en la ley 715 de 2001. Es muy difícil 
pensar que los ingresos corrientes de la nación vayan a disminuir y, por el contrario, el 
comportamiento previsible es el de un aumento creciente vía impuestos, la “salida más fácil” que 
nuestros gobiernos suelen encontrar al déficit fiscal y en general a los problemas de índole 
económico. Pero por lo menos debe evitarse que nuevas reglamentaciones de participación y de 
liquidación, signifiquen una pérdida real de recursos transferidos a las comunidades.  
 
 
La asignación de recursos del SGP con base en la población indígena 
 
En el desarrollo de este estudio se evidencia que a diferencia de lo que esperan la mayoría de las 
comunidades indígenas del país, la actualización de los censos indígenas difícilmente hará 
aumentar la participación de los recursos del SGP, dado que el valor a distribuir no presentará 
cambios sustanciales. En la medida en que la desactualización de los censos demográficos es un 
elemento común a todos los resguardos del país, es muy probable que el aumento reportado vía 
actualización del próximo censo será generalizado, y la participación no presentará grandes 
variaciones. Por lo menos las cifras permitirán establecer la participación real por cada habitante 
indígena, que disminuirá en términos reales.  
 
Ahora bien, en tanto que la actualización del censo indígena en el 2005 arroje unas cifras 
superiores de población a las que oficialmente maneja el gobierno para efectos de asignación de 
recursos, los resultados deben ser elemento de análisis para establecer si tal como está 
contemplada la ley es justa en la asignación para los habitantes indígenas. Es decir, si el 0,52% 
que establece la ley 715 del 2001 es apropiada, por decirlo de alguna forma, para el cumplimiento 
de las políticas y objetivos sociales que la orientaron, y que en su momento se basaron sobre una 
población mucho menor.  
 
Especial atención merecen las proyecciones de aumento de población en los resguardos 
indígenas, que deben por lo menos, en coherencia con el derecho de igualdad, medirse bajo los 
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mismos parámetros de las proyecciones del resto de población del país, y no con índices menores 
como sucede actualmente. Los planes del DANE para el manejo y proyección de los censos 
poblacionales a partir de la realización del censo programado para el 2005, tiene como 
fundamento utilizar una “nueva metodología que implica la recolección básica y una expansión a 
través de muestras específicas durante un periodo de tiempo, lo cual permite profundizar en 
distintos aspectos de la sociedad y tiene la certeza técnica y científica que requiere el sistema 
estadístico de acuerdo con las normas y parámetros internacionales”. 
 
Dicha explicación resulta poco clara, pero ojalá que dicha metodología permita visualizar con 
mayor exactitud la población indígena del país, no tanto para aumentar los recursos transferidos 
que como ya se explicó es poco probable, pero por lo menos para justificar la aplicación de 
recursos de otras fuentes de políticas públicas que operan bajo las estadísticas poblacionales, 
tales como las inversiones en educación y salud a cargo de los entes territoriales.  
 
 
La gestión de los recursos del Sistema General de Participaciones 
 
El manejo de los recursos implica para las comunidades indígenas asumir funciones para las que 
algunas no están capacitadas ni organizadas.  El deber de cumplir la normatividad inherente al 
manejo de los recursos públicos,  es de difícil cumplimiento en el ámbito de dichas comunidades, 
dadas las limitadas estructuras administrativas y operativas de que disponen. 
 
La administración de los recursos en manos de la Alcaldía, incorpora al proceso elementos de tipo 
político que afectan su ejecución, así como las mismas limitaciones operativas y administrativas 
del ente territorial, que pueden evidenciarse en los bajos niveles de ejecución anual (58,067%) y 
las deficiencias de la información financiera en general. Por otra parte la concentración del manejo 
de los recursos en manos del Curaca, vía contrataciones directas con la comunidad, así como la 
falta de mecanismos de control institucional y comunitario, configura un escenario de alto riesgo 
para la ejecución de los recursos. Muestra de ello son los casos en los que se evidencian 
sobrecostos, incumplimiento de obras y servicios, sin profundizar en la confiabilidad de gran parte 
de los soportes que legalizan los gastos. 
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La Alcaldía y los entes de control deben implementar medidas que posibiliten el uso eficaz de los 
recursos asignados a las comunidades indígenas, no sólo para hacer más eficaz su inversión, sino 
también para evitar los conflictos internos que este tipo de situaciones pueda acarrear. Por otro 
lado las comunidades deben ejercer también acciones de control sobre la administración que hace 
la Alcaldía de los mismos, pues no existe en la actualidad acciones de este tipo. 
 
El principal escollo es el desconocimiento del proceso y la normatividad relevante. Para ello ante 
todo se deben brindar capacitación integral sobre el SGP que incluya aspectos operativos, legales, 
financieros y de proyectos. Las actividades en este campo hasta ahora han estado orientadas a 
ofrecer talleres repetitivos y puntuales, dirigidas casi siempre a las autoridades indígenas. 
También se deben dar procesos de capacitación a los funcionarios públicos, no solo en los temas 
relativos al SGP, sino también para ampliar sus conocimientos sobre las comunidades indígenas, 
lo que posiblemente mejoraría los niveles de interlocución entre ambos. 
 
Igualmente es necesaria la implementación de sistemas de coadministración internos en las 
comunidades, a manera de Juntas Administradoras o un modelo similar, así como la conformación 
de veedurías ciudadanas comunitarias, conformadas por miembros de la comunidad capacitados 
para adelantar dichas actividades e independientes de los núcleos de poder interno, para 
garantizar el manejo eficiente de los recursos y promover la participación de la comunidad. Esta 
labor debe contar con el acompañamiento de la Alcaldía y entidades de control estatal, en 
actividades de seguimiento, control y evaluación de la gestión.  
 
Por otro lado la inestabilidad de los gobiernos locales, específicamente del municipio, afectan la 
normal ejecución de los recursos que  dependen en gran medida del interés y disponibilidad de los 
mismos para adelantar los procesos relacionados. 
 
 
 
La ingerencia del SGP en la organización interna de los resguardos 
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La administración del os recursos del SGP ha consolidado la figura del cabildo como órgano de 
gobierno en los resguardos del municipio de Leticia. El Cabildo, que se denominará en el futuro 
Consejo Indígena si sea prueba la ley de ordenamiento Territorial que hace tramite en el congreso, 
y el Curaca, son las autoridades visibles y reconocidas en las comunidades, en las que coinciden 
el manejo de lo “público y administrativo”, con otros roles al interior de la comunidad, como lo es la 
representación ante otras autoridades públicas y privadas, la solución de problemas de diverso 
índole al interior de la comunidad, la concertación del trabajo de chagras, entre otras, que dan 
cuenta de responsabilidades de tipo tradicional. 
 
Sin embargo el papel del cabildo es “casi inexistente” en lo relacionado con la gestión de los 
recursos del SGP, a pesar del carácter de “órgano público” del resguardo, y de que su estructura 
(curaca, vicecuraca, fiscal, tesorero, vocal), pareciera responder a varias de las funciones 
tendientes a hacer acompañamiento a este proceso. El papel del cabildo, en la medida que es un 
órgano que “ayuda, colabora y reemplaza” al Curaca y, por tanto, no tiene funciones diferenciadas 
a las de él, se convierte en “accesorio”, fácilmente eludible si se trata de un Curaca con capacidad 
para gestionar y conseguir resultados.  
 
Desde el sector institucional (Alcaldía) y desde la misma comunidad, la autoridad y el gobierno se 
reconocen eminentemente en el Curaca, y esa visión que en principio se relaciona con la gestión 
de los recursos, tiende a generalizarse en otros aspectos de la organización de la comunidad. 
Acaso se necesitaría una figura diferente que separe las funciones inherentes a la administración 
de los recursos del SGP de las del Curaca o la autoridad tradicional. Este es un interrogante que 
queda planteado para futuros análisis, en virtud de la conveniencia tanto para la administración de 
los recursos como para el funcionamiento interno de los resguardos. 
 
Los supuestos del gobierno con las políticas de descentralización dirigidas a las comunidades 
indígenas pretendían el “impulso y apoyo al desarrollo institucional de las futuras Entidades 
Territoriales Indígenas, sobre la base del fortalecimiento de sus propias formas de gobierno y de 
su articulación a la estructura del Estado”. Bajo este supuesto y revisando los resultados 
particulares del estudio realizado, se puede deducir que no se ha logrado fortalecer las formas 
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propias de gobierno, porque el modelo de funcionamiento ha obedecido a formas “impuestas” por 
el gobierno, y la articulación con la estructura del Estado no se ha establecido. Se da una relación 
directa, en este caso entre el Curaca y la Alcaldía, limitando la conformación de un real proceso de 
organización y fortalecimiento de una estructura de gobierno. 
 
La mayoría de los conceptos asociados con la administración de los recursos del SGP son 
conceptos que han sido “trasladados” desde el ámbito estatal hacia las comunidades, sin un 
proceso previo de apropiación, transformando expresiones propias o conjugándolas con las 
mismas, que han afectado su organización social para adaptarse al esquema estatal. 
 
 
La Inversión de los recursos del SGP 
 
La inversión de los recursos del SGP en los resguardos del municipio de Leticia de 1994 a 2004 se 
concentró en los sectores de educación y salud, en los cuales se utilizó casi la mitad de los 
recursos recibidos durante el periodo (42%), la cual se orientó especialmente a cubrir el pago de 
personal, especialmente docentes y auxiliares de cocina (16,3%). Aunque por lo menos el estudio 
de caso efectuado nos permite establecer que la comunidad se ha visto beneficiada con dicha 
inversión, gran parte de las actividades financiadas corresponden a las funciones básicas del 
Estado en estos sectores. En este caso no debe olvidarse el carácter de “complementariedad” y 
“subsidiariedad” de estos recursos, que buscan complementar las necesidades de las poblaciones 
indígenas, evidentemente en desventaja respecto a otras comunidades del país, además de la 
obligación del Estado de proteger la diversidad étnica y cultural. 
 
El objetivo de los recursos del SGP está orientado a “satisfacer las necesidades básicas 
insatisfechas de la población del resguardo”, y hacia allí deben orientarse los objetivos de los 
proyectos planteados. La intención es evitar la “atomización” de los recursos y la inversión en 
proyectos de baja incidencia en el mejoramiento de la calidad de vida de la población indígena. En 
el caso de los resguardos indígenas del municipio de Leticia, se evidenció la atomización de la 
inversión de los recursos, en múltiples y disímiles gastos, que muchas veces no obedecen a la 
problemática real de los resguardos. 
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Sin embargo existen elementos que permiten establecer que la inversión de los recursos del SGP 
ha redundado en el mejoramiento del nivel de vida de las comunidades, en relación con los 
servicios, bienes y obras que han sido aprovechados y siguen siendo aprovechadas por los 
habitantes, la ampliación de la cobertura de muchos servicios, el mejoramiento de estos mismos 
servicios y la sensación de beneficio recibido expresado por la población. Queda entonces 
planteada una pregunta: hay equivalencia entre el costo-beneficio, en relación con el uso eficiente 
de los recursos y con la orientación de la inversión. 
 
La orientación de la inversión de los recursos ha cambiado en los últimos años. En parte se debe a 
la necesidad de ajustarse a la normatividad (ley 715); también a que la Alcaldía se ha vuelto más 
exigente para que la inversión se ajuste a la ley. Pero igualmente se debe considerar que dicha 
reorientación obedece a metas ya cumplidas, es decir se han cubierto necesidades  y problemas 
inicialmente identificados. Al cubrir los mismos, por ejemplo el mejoramiento de vivienda, las 
comunidades han pasado a identificar otras necesidades, que se reflejan en las nuevas 
intenciones de inversión. 
 
Se debe impulsar el carácter comunitario de la inversión. Cuando esta beneficia parcialmente a 
habitantes y/o familias de la comunidad, deben existir sistemas de concertación y selección que la 
respalden. En su defecto, se promueven las disputas y problemas internos en las comunidades. 
Sin embargo existen evidencias de decisiones de inversión que benefician a unas personas o 
familias de la comunidad, “exitosas” en la medida que incorporan al objetivo de bienestar general 
de la comunidad,  la premisa de la existencia de desventajas de algunos de sus miembros, como 
por ejemplo la construcción y adecuación de viviendas para familias que poseen viviendas en 
pésimas condiciones o simplemente no las tienen. 
 
Dada la alta inversión en infraestructura, sobre todo en lo que tiene que ver con salud y educación, 
el Estado debe verificar que las mismas correspondan a unos mínimos establecidos para la 
prestación eficiente de los servicios. Se observa en muchos casos construcción y adecuación de 
aulas que no contemplan los requerimientos mínimos de área, iluminación, aireación, servicios 
complementarios, lo que redunda en la construcción de obras inadecuadas para prestar los 
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servicios a las que están destinadas,  limitaciones identificadas tanto por los entes de control, 
como por las mismas comunidades.  
 
Otro aspecto a destacar relacionado con la inversión de los recursos del SGP es la inflexibilidad de 
las normas a las que está sujeta la ejecución de los mismos, dadas las características de los 
resguardos y a sus limitaciones en la operatividad y administración, lo que limita su cumplimiento. 
Así las cosas, ó debería ajustarse el marco legal de la ejecución de dichos recursos para que no 
se incurra en irregularidades, ó por lo menos facilitar el cumplimiento de los mismos. De todas 
formas se reconoce que debería existir un escenario legal más flexible que facilite la ejecución de 
los recursos sin incumplir la ley.  
 
 
Los gastos de administración de los recursos del SGP 
 
La Ley 715 dispuso que los recursos del SGP no se pueden utilizar para financiar gastos de 
funcionamiento como pago de salarios, honorarios y/o bonificaciones al personal vinculado por el 
resguardo para la atención de asuntos relacionados con la administración del resguardo; tampoco 
es posible financiar los gastos generales requeridos para el funcionamiento del resguardo, ni los 
aportes para financiar las asociaciones a las cuales esté afiliado. En ese sentido, dispone que las 
comunidades deben adelantar estas actividades con “recursos propios”.  
 
Esta premisa resulta un tanto absurda para un conocedor mediano de los resguardos del 
municipio de Leticia, que no cuentan con recursos propios dadas las limitadas actividades 
generadoras de los mismos. Siendo realistas, el funcionamiento y administración de los 
resguardos se ha concentrado en la administración de los recursos del SGP. Así las cosas, es  
indispensable que para administrar “eficazmente” los recursos del SGP, los resguardos cuenten 
con los medios que faciliten la gestión de los mismos, tales como transporte, alojamiento y 
alimentación de las personas encargadas de su gestión, especialmente del Curaca.  
 
Antes de la expedición de la Ley 715 se incluían este tipo de gastos en los proyectos financiados. 
Si la ley hoy no lo permite es muy probable que las comunidades se vean abocadas a “disfrazar” 
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este tipo de gastos dentro del valor de los contratos. Estas “estrategias” para facilitar la ejecución 
de recursos, fácilmente pueden propiciar eventos de corrupción que ni siquiera corresponden a la 
necesidad de la ejecución de los recursos, sino simplemente a la “facilidad” de su práctica, dados 
los mínimos controles y a la concentración de la gestión en una persona: el curaca.  
 
Aquí vale la pena destacar el papel del Curaca, en quien recae gran parte de la responsabilidad de 
la ejecución de los recursos. El actual esquema del SGP lo ha posicionado como el interlocutor 
ante el Estado, el planificador de las acciones, el ejecutor de los recursos.  Así, el “nuevo curaca” 
no sólo tiene que ocuparse de las actividades inherentes a su papel como autoridad en relación 
con el manejo interno del resguardo, sino que ha pasado a ejercer la función de “administrador” de 
los recursos. 
 
Las nuevas y numerosas “funciones” de los curacas, han propiciado que tengan que desplazar las 
actividades que garantizan la manutención de su familia (chacra, pesca, etc.), para ocuparse de 
los nuevos asuntos “institucionales” del resguardo, que han desbocado su capacidad. En ese 
sentido, la ley no interpreta la realidad de las comunidades. Los gastos de la administración de los 
recursos del SGP así como el diseño de una estructura mínima que acompañe al Curaca en la 
administración de los recursos, que cuente con los recursos y el personal necesario para ello 
deben ser un factor a considerar y normatizar. Incluso para impedir que se propicien acciones que 
luego se configuren como irregularidades.  
 
Por otro lado, la construcción de obras civiles e infraestructura de servicios, así como la 
adquisición de materiales y equipos, genera costos permanentes de funcionamiento tales como 
repuestos, mantenimiento, reparaciones, personal que los opere, cuidado, distribución, etc. Esto 
configura un nuevo esquema interno en la comunidad, que está redefiniendo nuevas funciones en 
relación con los bienes y servicios recibidos, así como gastos permanentes, que por ahora no 
tienen ni responsables ni recursos para atenderlos.  
 
Lo anterior indica que alrededor de la administración de los recursos del SGP surgen nuevas 
“funciones” al interior de las comunidades, que en la medida que demandan conocimiento y tiempo 
de dedicación, podrían constituirse en una especie de “funcionarios públicos”. Una de las quejas 
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de los entes de control al adelantar investigaciones por el uso inadecuado de los recursos del 
SGP, es la imposibilidad de juzgar a  los representantes de las comunidades como servidores 
públicos. Estos elementos deben por lo menos permitir la revisión del sistema en los términos en 
que esta planteada, poco realista y hasta injusta al exigir a comunidades sin recursos asumir los 
gastos de administración de los mismos, y a personas que deben desplazar las actividades 
normales que implican su subsistencia, colaborar en dicho proceso. El hecho de que sean 
recursos para su beneficio no es incompatible con los anteriores planteamientos y al contrario 
podría significar un mejoramiento en la  gestión de los mismos. 
 
 
La elaboración de los proyectos 
 
En la medida que los proyectos que presentan las comunidades son la base de la inversión de los 
recursos del SGP, vale la pena reflexionar sobre este punto. En este estudió se detectó una 
deficiencia alta en la elaboración de los proyectos, que no se formulan en forma integral sino como 
solicitudes específicas de bienes y servicios. Es necesario concientizar a las comunidades que 
esas actividades se deben incorporar a procesos integrales que beneficien a la comunidad, que 
ante todo definan un objetivo claro y alcanzable 
 
Se nota una deficiencia en la identificación de los problemas. El problema no es la falta de un bien 
o servicio específico, sino las consecuencias que esa deficiencia está causando. Así, en un 
ejemplo específico, el problema no es la falta de un bote o motor; el problema es lograr la 
comercialización de los productos agrícolas excedentes, lo que ayudará a ubicar otras limitaciones 
para lograr solucionar el problema, que siguiendo el ejemplo citado, puede comprender 
adquisición de semillas, equipos de procesamiento y almacenamiento, canales de 
comercialización, etc. Esto redundará en la elaboración de proyectos más estructurados  que 
atienden problemas de forma integral. 
 
Los proyectos igualmente deben definir con claridad unos objetivos alcanzables, las fuentes de 
financiación, la población beneficiaria, la participación de la comunidad. Ideas innovadoras pueden 
por medio de los proyectos fomentar el trabajo y la participación comunitario y solidario como 
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contrapartida de los mismos, que promueva la responsabilidad conjunta de la comunidad. Esto  
debería ser un componente importante que genere compromiso y no permita que muchas 
actividades que se han ejecutado tradicionalmente (limpieza de terrenos, cultivos, etc) pasen a 
crear expectativas salariales. 
 
Otra cosa preocupante es que en la mayoría de los casos la inversión de los recursos no coincide 
con la problemática más visible como es el caso del saneamiento básico, el agua potable, la 
recuperación y mantenimiento de la cultura y tradiciones y proyectos relacionados con la garantía 
alimentaria, que deberían figurar entre las líneas prioritarias de inversión. O con alternativas 
potenciales por su ubicación como apoyo a iniciativas de preservación, vigilancia, reposición y 
aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 
 
Los proyectos productivos son relativamente pocos y su inversión baja. Este es un factor en el que 
se debe trabajar con mayor cooperación, pues la inversión en este tipo de proyectos podría 
generar mayores procesos de desarrollo y mejoramiento a mediano y largo lazo. Se requiere 
acompañamiento de las instituciones locales en áreas especificas tales como Umata en sector 
agropecuario, Corporamazonia en sector ambiental, Incoder en los sectores pesca y territorial, las 
Secretarías de Salud y Educación en estos respectivos sectores, entre otras. 
 
 
Los Planes de Vida en los resguardos del municipio de Leticia 
 
El Plan de vida para las comunidades de los resguardos del municipio de Leticia ha sido 
“incorporado” desde ámbitos foráneos, lo que da como resultado una mínima apropiación del 
mismo. En estos resguardos no existen planes de vida; sólo existen ejercicios alrededor de los 
mismos, en los cuales se ha intentado incorporar la historia y la proyección de las comunidades, 
especialmente en aspectos relacionados con la educación, la salud, procesos productivos y de 
autosotenimiento y apoyo al gobierno propio, auspiciados por instituciones publicas, ONGs y otras 
instancias. El plan de vida no debe ser solo un instrumento para “llenar un requisito”  o estar en 
concordancia con las políticas institucionales que tal vez se orientan por experiencias exitosas en 
otros resguardos del país. Bajo este esquema su conocimiento y desarrollo ha estado en manos 
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de un sector muy pequeño de las comunidades, lo que se refleja en el desconocimiento del mismo 
ene l estudio de caso efectuado ene l presente trabajo (00%).  
 
Sin embargo el plan de vida o un instrumento similar, tal como esta concebido,  puede sin lugar a 
dudas convertirse en un instrumento de planificación que nazca de la participación y la 
concertación de  la comunidad, del reconocimiento de sus posibilidades y limitaciones y que pueda 
tener una lectura desde el ámbito institucional que facilite la aplicación de las políticas estatales. 
Esto podría subsanar las dificultades que tienen las comunidades para invertir los recursos con 
base en proyectos a mediano y largo plazo capaces de responder a las necesidades reales de las 
comunidades. 
 
 
Mejoramiento del nivel de vida de las comunidades 
 
Desde hace algunas décadas y como una forma de reivindicación del Estado ante las 
comunidades indígenas, las políticas públicas se han guiado por el objetivo de “mejorar la calidad 
de vida” de las mismas, aplicando a ello los mismos criterios por los que se mide en otras 
comunidades. Aunque la normatividad generalmente reconoce las especificidades culturales de 
las comunidades, esto no se expresa en políticas apropiadas para lograr estos supuestos. Para 
ello, lo primero que debería definirse es cómo se mejoran los niveles de vida de nuestras 
comunidades indígenas, partiendo de un diagnóstico que permita identificar entre otras cosas las 
diferencias entre las mismas poblaciones indígenas, el grado de articulación con otras 
comunidades, las potencialidades de desarrollo y los criterios de bienestar de sus habitantes, lo 
que daría como resultado seguramente un esquema con indicadores diferentes a los “clásicos”147. 
 
Existen elementos que dan claros indicios del mejoramiento del nivel de vida de las comunidades 
indígenas que habitan los resguardos del municipio de Leticia, que se pueden señalar en aspectos 
tales como. La legalización de sus territorios, la capacidad e gestión de sus recursos, el 
mejoramiento del servicio de educación y salud expresado tanto en cubrimiento como en 
                                                 
147 Los indicadores clásicos sobre calidad de vida usado por instancias gubernamentales y económicas tienen como 
referencia entre otros, acceso a servicios públicos, calidad de la vivienda, ingreso per capita, índices de morbilidad y 
natalidad, expectativa de vida, desnutrición, entre otras.  
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infraestructura y servicios, la construcción de obras como andenes, salones comunales, 
adecuaciones físicas de jardines infantiles, bibliotecas , el suministro de equipos de transporte y 
varios mas que sin duda no solo promueven el sentimiento de “bienestar” sin oque efectivamente 
han permitido brindar condiciones de comodidad y bienestar de las comunidades. 
 
Ahora bien, muchos de estos resultados se deben parcialmente a la inversión de los recursos del 
SGP, pues las comunidades reciben bienes y servicios de otras fuentes públicas y privadas. Vale 
la pena preguntarse si estas condiciones serían similares si no se les hubiera otorgado a las 
comunidades los recursos del SGP. Lo más probable es que la respuesta sea afirmativa,  puesto 
que el Estado trataría de suministrar los servicios esenciales por alguna vía institucional. De allí se 
desprende que la inversión de los recursos del SGP puede potenciar el desarrollo de actividades 
adicionales o complementarias a los servicios básicos del Estado que incidan de una forma más 
efectiva en mejorar las condiciones de vida de las comunidades.   
 
La gente está satisfecha porque recibe servicios, bienes, obras y recursos. Al fin y al cabo hasta 
hace unos años no tenían estos recursos. Sean muchos o pocos, se extravién o no parte de ellos, 
se inviertan en obras realmente eficientes o en equipos que realmente se necesiten, tal vez no es 
lo más importante para ellos, sino los beneficios que perciben de los mismos. Ante este hecho se 
debe concientizar a las comunidades que no sólo es bueno que reciban recursos o los beneficios 
fruto de su inversión, sino que como se debe velar por el uso más eficaz que se oriente hacia el 
empoderamiento de los habitantes en el proceso en conjunto. 
 
Loe efectos de la “monetarización” en las comunidades 
 
Los resguardos del municipio, aunque en menor grado tal vez que otros resguardos de la región, 
aún conservan formas tradicionales de producción y autoabastecimiento que cubren en parte sus 
necesidades básicas y que son prioritarias para su subsistencia.  
 
La mayoría de las comunidades que habitan los resguardos indígenas del municipio de Leticia 
mantienen un muy limitado flujo de dinero en su interior, consecuente con una economía de 
subsistencia y mínima vinculación con el comercio y la fuerza laboral. La circulación de dinero en 
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las comunidades es una realidad desde hace varias décadas atrás asociada con fenómenos como 
el narcotráfico, los trabajos en fincas, la vinculación con las administraciones territoriales y el 
comercio. Sin embargo los flujos han sido escasos. 
 
El estudio que se hace en el presente trabajo nos indica que la administración de los recursos del 
SGP ha aumentado dicho flujo, expresado en las labores pagas (jornales) que adelantan 
miembros del a comunidad. En principio este podría ser considerado como un hecho beneficioso. 
Sin embargo, los efectos del manejo, cada vez más creciente, de recursos económicos en las 
comunidades indígenas, debe por lo menos quedar planteada, como necesario de ser estudiado 
con más detenimiento, pues igualmente se evidencian problemas asociados a este fenómeno.  
 
Por un lado las discusiones internas por el acceso a los recursos. Existen celos y peleas internas 
por ser contratado y tener acceso a un “salario”. Igualmente, la disponibilidad de dinero en las 
comunidades se ha asociado cono otros problemas como el aumento del alcoholismo a nivel 
interno de las comunidades, lo que a su vez degenera en problemas de violencia intrafamiliar. 
 
El presente trabajo evidenció que muchas actividades que tradicionalmente han sido realizadas 
por las comunidades, han pasado a configurarse como mecanismos de recepción de recursos. 
Entre ellas tenemos la limpieza y adecuación de terrenos, la siembra de pastos y la limpieza de 
chagras,  en la modalidad de contratación de mano de obra. Es preocupante, por lo menos, que 
estas actividades se ejecuten a la espera de una contraprestación económica y que desmotiven la 
solidaridad y el trabajo comunitario, base de la subsistencia de dichas comunidades. Un claro 
indicio de ellos es la disminución del trabajo de mingas, base del trabajo comunitario de las 
comunidades indígenas. O simplemente que sean desplazadas para adelantar otras actividades 
que les generen recursos a los pobladores. 
 
El dinero tiene una connotación diferente para las comunidades indígenas, al cual no se asocian 
conceptos de ahorro, acumulación, inversión, etc. El dinero se convierte en un medio de 
adquisición de bienes y servicios inmediato, lo que establece “nuevas necesidades“ que han 
pasado a sumarse a supuestos de bienestar y satisfacción. Esto por supuesto también apoya el 
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desplazamiento de actividades tradicionales, como la agricultura, cuando se pueden “comprar” los 
productos cosechados 
 
Por ello es altamente prioritario impulsar y fortalecer el trabajo comunitario, no sólo al interior de la 
comunidad sino entre comunidades. Los recursos del SGP puede utilizarse en esta vía, mediante 
alternativas que dispongan mecanismos de trabajo comunitario como un compromiso de la 
comunidad para acceder a los mismos. 
 
 
Autonomía y Participación de las comunidades indígenas en el marco del SGP 
 
Existe un sentimiento y hechos específicos que dan inicios de una mayor autonomía y 
participación de las comunidades en relación con la gestión de los recursos del SGP, que se 
relaciona específicamente con cierto grado de ingerencia en la decisión de inversión y 
administración de los mismos. Sin embargo en los resguardos del municipio los procesos de 
participación y decisión de sus asuntos es aún es muy incipiente. 
 
Las mayores expresiones de participación se asocian con la ejecución de los recursos. Existe un 
sentimiento, tanto del lado institucional como de las comunidades, que esta labor recae en la 
comunidad. Sin embargo la capacidad de identificar problemas y concertar su solución es mínima 
en las comunidades. Se visualiza en que este aspecto la Alcaldía ejerce una “orientación” bastante 
fuerte que para algunos miembros, especialmente para las autoridades indígenas, “limita la 
autonomía”, concepto también muy relacionado con las restricciones normativas en la inversión de 
los recursos. 
 
Los niveles de participación se asocian con el género, la edad, el nivel educativo y las actividades 
que desarrollan los habitantes de las comunidades, determinando que son los hombres adultos, 
con cierto nivel de capacitación el grupo más participativo y que generalmente corresponde a los 
líderes indígenas. Es claro que las personas que más participan son las que mas capacidades 
tienen para entender los conceptos y normatividad que implica el sistema, así como los que tienen 
más tiempo para estar en las “reuniones y asambleas”.  
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Un ejercicio válido de autonomía y participación no implica sólo tomar decisiones. Inherente a ello 
debe existir responsabilidad en la toma de las mismas que además dinamice el empoderamiento 
de la capacidad de gobernabilidad de las comunidades. En la medida en que en los resguardos 
del municipio no se ha logrado promover la organización interna y la capacidad de gestión de sus 
asuntos, dicha autonomía es muy limitada. Este es un proceso que no se consigue de la noche a 
la mañana, que responde a una adaptación progresiva a los nuevos roles que el Estado ha 
dispuesto para las comunidades indígenas, y que debe definir mecanismos que promuevan la 
participación que sean incluyentes. 
 
Las anteriores consideraciones respecto al análisis de la aplicación de una política tendiente a 
promover la descentralización en los resguardos indígenas del municipio, como es el acceso al 
SGP, nos muestra que se han producido transformaciones en distintos órdenes que atraviesan las 
relaciones sociales, culturales, económicas y políticas. Que si bien han promovido ciertos niveles 
de bienestar y participación en estas comunidades, no han promovido el espíritu esencial de dicha 
política como es promover una mayor autonomía de las comunidades, lo que se expresa en sus 
deficientes niveles de organización y gobierno y en la relación que se establece con el Estado y 
con otras comunidades.  
 
Su experiencia no ha sido tan diferente, guardando las proporciones, que la que tuvieron otros 
entes territoriales en Colombia por la deficiencia en la implementación de los procesos de 
descentralización, especialmente por la falta de capacitación, de recursos, de infraestructura y de 
responsabilidad que les permita realizar una gestión eficiente. 
 
Parte del éxito futuro para que una política del orden fiscal como es el SGP promueva realmente la 
descentralización en estas comunidades, es el hecho de que sea lo suficientemente flexible como 
para definir diferentes escenarios en la relación Estado-comunidades de acuerdo a las 
características particulares de las mismas. 
 
Por último se debe plantear la necesidad de establecer estrategias de vinculación de las 
comunidades indígenas con los diversos sectores de la comunidad regional. Las políticas públicas 
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establecen una  relación comunidades indígenas-Estado y se salta los otros sectores de la 
comunidad regional, que sin duda, son importantes en la formación de región propia. 
Independientemente de de que una política pública quiera lograr supuestos de autonomía y 
participación, esta no se alcanza si no se hace efectiva en las relaciones con las otras 
comunidades que comparten el territorio. 
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Anexo 1 
 
Principales Aportes del Actual Proyecto de Ordenamiento Territorial 
(Ley 016 de 2003) relacionado con las Entidades Territoriales Indígenas 
 
Capítulo II 
Entidad Territorial Indígena 
 
El artículo 7. Define a las Entidades Territoriales Indígenas como “divisiones político-
administrativas del Estado, constituidas mayoritariamente por uno o más pueblos indígenas, sobre 
un territorio delimitado y reglamentado conforme al procedimiento que se establece en la presente 
ley”. 
 
El artículo 8 define la naturaleza y régimen de las Entidades Territoriales Indígenas, que gozan de 
autonomía cultural, política, administrativa y presupuestal para la gestión de sus propios asuntos, 
dentro de los límites que establecen la Constitución y la Ley.  La finalidad de las Entidades 
Territoriales Indígenas es garantizar la identidad cultural, el desarrollo de los pueblos y 
comunidades que los habitan y el cumplimiento de los fines esenciales del Estado. 
 
El artículo 9 determina los requisitos para la conformación de las ETIS: 
 
1. Que los territorios tengan unidad territorio, es decir,  que se trate de territorios de asentamiento 
titulado o poseído de manera regular y permanente por uno o más pueblos o comunidades 
indígenas o que constituyan su ámbito tradicional de actividades sociales, económicas y 
culturales. 
 
2. Que los pueblos o comunidades indígenas, por medio de las autoridades, presenten al 
Ministerio del Interior y de Justicia una propuesta de conformación de la ETI, con los siguientes 
componentes: 
a) Delimitación, competencias, funciones y recursos. 
b) Propuesta sobre conformación y funcionamiento del Consejo Indígena, estructura 
administrativa del territorio y un plan de desarrollo y fortalecimiento institucional. 
c) Una consulta sobre la conformación y funcionamiento del Consejo Indígena, estructura 
administrativa del territorio y un plan de desarrollo y fortalecimiento institucional. 
d) Consulta avalada ante el Ministerio del Interior y de Justicia cuando exista población no 
indígena en el territorio, presentada por las autoridades indígenas.  
Parágrafo: la solicitud debe indicar el nombre de las personas que representarán a los 
solicitantes en todo el proceso de conformación y delimitación de la Entidad Territorial Indígena 
y el departamento con el que se articulará la Entidad Territorial Indígena en el caso que esta 
comprenda áreas de dos o más departamentos. 
 
3. El concepto de la Comisión de Ordenamiento Territorial que verifique el cumplimiento de los 
anteriores requisitos y el resultado favorable de la consulta ante el Ministerio del Interior y Justicia 
sobre población no indígena. 
 
El artículo 10 señala el procedimiento para la delimitación y reglamentación del funcionamiento de  
las Entidades Territoriales Indígenas, de acuerdo al siguiente procedimiento: 
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1. Recibida la solicitud, el Ministerio del Interior y de Justicia dará traslado de la misma para 
su concepto, a la Comisión de Ordenamiento Territorial, para lo cual dispondrá un plazo 
máximo de un mes. 
2. Para el caso de territorios donde existe población no indígena, las Autoridades Indígenas 
convocarán la consulta en un plazo máximo de 3 meses, con el aval del Ministerio del 
Interior y de Justicia. 
3. Concepto de la Comisión de Ordenamiento Territorial. 
4. El Ministerio del Interior y Justicia convocará a las autoridades indígenas para concertar 
las propuestas presentadas en la solicitud, en un término máximo de un mes posterior al 
concepto de la Comisión de Ordenamiento Territorial. El acuerdo al que se llegue, 
constará en un acta suscrita por las partes. 
5. Una vez adelantada la concertación, el Ministerio del Interior y de Justicia expide el 
Decreto de conformación y delimitación de la Entidad Territorial Indígena, el cual debe 
incluir la especificación de los límites, las competencias, funciones, recursos y 
mecanismos de articulación con las demás Entidades Indígenas . 
6. Además debe contener:  
a) Conformación y funcionamiento del Consejo Indígena. 
b) Definición de la estructura administrativa de la Entidad Territorial Indígena 
c) Definición de un Programa de Desarrollo Institucional a ser implementado una vez se 
conforma la entidad territorial. 
d) La definición del departamento al cual se articulará la Entidad Territorial Indígena. 
7. Durante los siguientes 6 meses a la expedición del Decreto, el instituto Geográfico Agustín 
Codazzi adelantará el deslinde del territorio respectivo y publicará el mapa oficial de la 
Entidad Territorial Indígena.  
Parágrafo: A solicitud del Consejo Indígena, el Gobierno Nacional revisará de manera 
concertada el Decreto de Conformación y Delimitación de la Entidad Territorial Indígena, 
con el fin de ajustarlo al proceso de desarrollo de la misma, para lo cual se seguirá el 
procedimiento definido en este artículo  
 
El artículo 11 trata del gobierno y las competencias de las Entidades Territoriales Indígenas. 
Determina que serán gobernadas por los Consejos Indígenas, conformados según los usos y 
costumbres de los pueblos de las comunidades  y ejercerán además las funciones señaladas en el 
artículo 330 de la Constitución148 y la Ley, las funciones y competencias que se señalen en el 
Decreto de conformación de la respectiva Entidad territorial Indígena y en lo que no esté 
reglamentado, sus competencias y recursos se asimilarán a las de los municipios. 
El Parágrafo (1) establece que las entidades territoriales indígenas formarán parte de los 
departamentos. Cuando el territorio de una entidad territorial indígena incluya áreas de dos o más 
                                                 
148 El artículo 330 de la Constitución Política señala que los territorios indígenas estarán gobernados por consejos 
conformados y reglamentados según los usos y costumbres de las comunidades y define sus funciones como: 1. Velar 
por la aplicación de las normas legales sobre usos del suelo y doblamiento de sus territorios; 2. Diseñar las políticas y 
los planes y programas de desarrollo económico y social de su territorio, en armonía con el Plan Nacional de 
Desarrollo; 3. Promover las inversiones públicas en sus territorios y velar por su debida ejecución; 4. Percibir y 
distribuir sus recursos; 5. Velar por la preservación de los recursos naturales; 6. Coordinar los programas y proyectos 
promovidos por las diferentes comunidades en su territorio; 7. Colaborar con el mantenimiento del orden público 
dentro de su territorio de acuerdo con las instrucciones y disposiciones del Gobierno Nacional; 8. Representar a los 
territorios ante el Gobierno Nacional y las demás entidades a las cuales se integren, y 9. Las que les señalen la 
Constitución y la ley. 
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departamentos, su integración a cada uno de ellos se definirá por consulta popular a los 
ciudadanos de la Entidad Territorial Indígena. En ningún caso se modificarán los límites 
departamentales por la integración que se haga de la Entidad Territorial Indígena a uno y otro 
departamento. 
 
El Parágrafo 2 define que “Cuando de la conformación de una Entidad Territorial Indígena, 
resultare que uno o varios municipios no cumplen con los requisitos mínimos establecidos en la 
Ley 617 de 2000, el territorio deberá anexarse a otro municipio, previo concepto de la Comisión de 
Ordenamiento Territorial”149. 
 
El artículo 12 hace referencia a los Planes de Vida de las Entidades Territoriales Indígenas. 
Determina que el Consejo Indígena debe adoptar un plan de vida o plan de desarrollo, 
acompañado de su respectivo plan plurianual de inversiones. El Plan de Vida se definirá de 
manera participativa, respetando las diferencias culturales de los pueblos y teniendo en cuenta 
aspectos  económicos, sociales, ambientales, geográficos y políticos, conforme a los usos, 
costumbres y cosmovisiones d los pueblos y comunidades indígenas que integran la Entidad. 
 
El artículo 13 trata de las finanzas públicas de las entidades territoriales indígenas definiéndolas 
como la totalidad de los ingresos que perciben las Entidades Territoriales Indígenas por concepto 
del Sistema General de Participaciones, regalías, recursos propios, recursos de cofinanciación, 
cooperación y cualquier otra fuente que ingrese al territorio para la implementación de sus planes 
de vida o desarrollo.  
 
El Parágrafo 1 de dicho artículo establece que las Entidades Territoriales Indígenas recibirán del 
Sistema General de Participaciones en proporción a la población de su jurisdicción y de acuerdo a 
las competencias y funciones definidas en el Decreto de Conformación y Delimitación de cada 
Entidad Territorial Indígena. 
 
El Parágrafo 2 determina que cada Entidad Territorial Indígena debe expedir sus normas 
presupuestales en concordancia con la Ley Orgánica de Presupuesto, “adaptándolas a su 
organización y condiciones particulares”, señalando que mientras se expide dicha ley, se aplicará 
la Ley Orgánica de Presupuesto “en lo que fuera  pertinente”. 
                                                 
149 El artículo 2 de la Ley 17 de 2000 establece la categorización de los municipios y distritos, reformando la ley 136 de 
1994 y define seis categorías municipales así: Categoría especial: distritos y municipios con población superior o igual 
a 500.001 habitantes e ingresos corrientes de libre destinación anuales superiores a 400.000 salarios mínimos legales 
mensuales. Primera categoría: distritos y municipios con población entre 100.001 y 500.000 habitantes e ingresos 
corrientes de libre destinación anuales superiores a 100.000 y hasta 400.000 salarios mínimos legales mensuales. 
Segunda categoría: distritos y municipios con población entre 50.001 y 100.000 habitantes e ingresos corrientes de 
libre destinación anuales  superiores a 50.000 y hasta 100.000 salarios mínimos legales mensuales. Tercera 
categoría: distritos y municipios con población entre 30.001 y 50.000 habitantes e ingresos corrientes de libre 
destinación anuales  superiores a 30.000 y hasta 50.000 salarios mínimos legales mensuales. Cuarta categoría: 
distritos y municipios con población entre 20.001 y 30.000 habitantes e ingresos corrientes de libre destinación 
anuales  superiores a 25.000 y hasta 30.000 salarios mínimos legales mensuales. Quinta categoría: distritos y 
municipios con población entre 10.001 y 20.000 habitantes e ingresos corrientes de libre destinación anuales  
superiores a 15.000 y hasta 25.000 salarios mínimos legales mensuales. Sexta categoría: Todos los distritos y 
municipios con población igual o inferior a 10.000  habitantes e ingresos corrientes de libre destinación anuales  
superiores a 15.000 salarios mínimos legales mensuales. 
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Anexo 2 
 
El Presupuesto Público Colombiano 
 
El presupuesto público en Colombia en un instrumento de carácter financiero y económico que le 
permite al sector público (estatal) planear y programar los ingresos y gastos públicos, de acuerdo 
a las proyecciones realizadas. Por tanto, se convierte en una herramienta para el cumplimiento de 
las proyecciones del gobierno respecto de la inversión pública y social. 
 
El ordenamiento jurídico colombiano regula la actividad presupuestaria de acuerdo con los 
objetivos establecidos en la política económica (cambiaria, monetaria y física) y macroeconómica 
(empleo, crecimiento y estabilidad de precios) y se materializa en las disposiciones relacionadas 
contenidas en la Constitución Política, en el Estatuto Orgánico de Presupuesto y en la doctrina 
fuentes del derecho en esta materia. 
 
Conformación del Sistema Presupuestal en Colombia 
 
El Estatuto Orgánico de Presupuesto determina que el sistema está constituido por: 
 
1. Plan Financiero: Programa que establece los ingresos y gastos de caja y sus 
disponibilidades de financiamiento, que pueden efectuarse durante una vigencia, base 
para el programa anual de caja – PAC. 
 
2. Plan Operativo Anual de Inversiones –POAI-: comprende los proyectos de inversión con 
posibilidades reales de ser incorporados al Banco Nacional de Proyectos del 
Departamento Nacional de Planeación. 
 
3. Presupuesto Anual de la Nación: compuesto por: 
• Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital 
• Presupuesto de Gastos y Ley de Apropiaciones 
• Disposiciones Generales 
 
 
Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital 
 
1. Ingresos Corrientes de la Nación: comprende los ingresos corrientes, recursos de capital, 
contribuciones parafiscales y fondos especiales. Se clasifican en tributarios y no 
tributarios. 
 
a. Ingresos Tributarios: conformados por las transferencias obligatorias al gobierno 
sin contraprestación alguna. Comprende: 
 
1) Impuestos Directos: tributos que recaen sobre los ingresos de trabajo y de 
propiedad, y en general sobre el patrimonio representando en activos físicos o 
financieros, cuya titularidad está referida a una persona natural o jurídica, teniendo 
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como elemento esencial la capacidad de pago de la misma. Como ejemplo 
tenemos el impuesto al patrimonio, a las remesas, a las ganancias ocasionales, 
las cotizaciones a seguridad social, etc.  
 
2) Impuestos Indirectos: tributos que gravan una actividad y no consultan la 
capacidad de pago del contribuyente. Se imponen sobre el gasto o consumo de 
mercancías o servicios. Encontramos el IVA, sobretasa a la gasolina, impuesto de 
industria y comercio, timbre, aduanas, entre otros. 
 
b. Ingresos no tributarios: Dependen de las decisiones del contribuyente o provienen 
de la prestación de servicios. Corresponden a las tasas, multas, tarifas, etc. 
 
2. Recursos de Capital: Son ingresos extraordinarios (esporádicos) que recibe la nación. 
Entre estos encontramos:  
a. Recursos del crédito interno y externo 
b. Recursos del balance 
c. Rendimientos financieros 
d. Diferencial cambiario 
e. Donaciones 
f. Excedentes financieros 
g. Utilidades del Banco de La República 
 
3. Contribuciones Parafiscales: son los gravámenes establecidos con carácter obligatorio por 
la ley, que afectan a un determinado y único grupo social o económico y se utilizan para 
beneficio del propio sector como el cafetero, arrocero, etc. Forman parte especialmente 
los impuestos a la nómina. 
 
4. Fondos Especiales: son ingresos creados y definidos en la ley para la prestación de un 
servicio público específico, así como los pertenecientes a fondos sin personería creados 
por el legislador como: 
a. Fondo Nacional de Regalías 
b. Fondo de Solidaridad Pensional 
c. Fondo de Inversiones para la Paz 
  
 
Clasificación del Presupuesto de Gastos 
 
1. Gastos de Funcionamiento: son aquellos que tienen por objeto atender las necesidades 
de los órganos o instituciones del sector público, para cumplir con las funciones asignadas 
en la constitución y en la ley (operación de transferencias). 
 
2. Servicio de la deuda públicas:  tiene por objeto atender el cumplimiento de las 
obligaciones correspondientes al pago de capital, los intereses, las comisiones y los 
imprevistos originados en operaciones de crédito tanto interno como externo de la nación 
y que incluye los gastos necesarios para la consecución de los créditos realizados 
conforme a la ley. 
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3. Gastos de Inversión: orientado a la inversión de recursos en sectores que permitan 
acrecentar la capacidad de producción y productividad en el campo de la estructura física, 
económica y social del país. 
 
Disposiciones Generales 
 
Son las normas tendientes a asegurar la correcta ejecución del Presupuesto General de la 
Nación, que rigen únicamente para el año fiscal para el cual se expiden 
 
Principios del Sistema Presupuestal 
 
La Constitución Política de la República de Colombia y el Estatuto Orgánico de Presupuesto 
incorporan “principios”, que se constituyen en instrumentos orientadores y sirven de base para 
cumplir de manera satisfactoria con las diferentes fases del sistema presupuestal del sector 
público. Son los siguientes: 
 
1. Planificación: El Presupuesto General de la Nación debe guardar concordancia con el 
Plan Nacional de Desarrollo, el Plan Financiero y el Plan Operativo Anual de Inversiones, 
2. Anualidad: El año fiscal comienza el 01 de enero y termina el 31 de diciembre de cada 
año. 
3. Universalidad: El presupuesto contienen la totalidad de los gastos que se espera realizar 
durante la vigencia fiscal respectiva. 
4. Unidad de Caja: Todos los dineros recaudados cualquiera que sea su procedencia van a 
un fondo común. 
5. Programación integral: El programa presupuestal incluye las obras complementarias que 
garanticen su cabal ejecución. 
6. Especialización: Las apropiaciones se deben ejecutar según su objeto y función para la 
cual fueron programadas. 
7. Inembargabilidad: Las rentas incorporadas al PGN (Presupuesto General de la Nación) y 
bienes no son embargables. 
8. Coherencia Macroeconómica: El presupuesto es compatible con las metas 
macroeconómicas fijadas por el gobierno en coordinación con la Junta Directiva del Banco 
de la República. 
9. Homeostasis Presupuestal: orientada a que el crecimiento del presupuesto debe ser 
congruente con el crecimiento de la economía, de tal manera que no genere un 
desequilibrio macroeconómico.  
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Anexo 3 
 
Reglamentación Descentralización Fiscal Posterior a la Constitución de 1991 
 
NORMA CONCEPTO 
Decreto 2132 de 1992 Con el cual se constituye el sistema Nacional 
de Cofinanciación, que busca concentrar el 
trámite de todas las fuentes de cofinanciación 
de los recursos apropiados en el presupuesto 
nacional en pocas. Complementado 
posteriormente por la Ley 105 de 1993. Este 
sistema está basado en los principios de 
descentralización y autonomía territorial, 
articulación con políticas nacionales, promoción 
y consolidación de la cultura de proyectos, 
equidad regional en la asignación de recursos y 
participación comunitaria. 
 
Ley 60 de 1993 En ella se dictan las normas sobre la 
distribución de competencia y recursos entre 
entidades territoriales. Modifica y complementa 
la ley 46 de 1971 (situado fiscal), la ley 12 de 
1986 (participación de los municipios en el IVA), 
el decreto 77 de 1987 (competencias de los 
municipios), la ley 29 de 1989 (servicios en el 
sector educativo) y la ley 10 de 1990 (organiza 
el servicio de salud). Sus principales aportes 
son:  
• Define las competencias 
departamentales y municipales 
especialmente en las áreas de 
educación y salud. 
• Amplía el monto de recursos de 
transferencias a los entes territoriales, 
aplicando un criterio de equidad a favor 
de las entidades más precarias en 
términos fiscales, es decir los 
municipios con mayores necesidades y 
menos recursos deben recibir mayores 
transferencias que aquellos con 
mayores recursos. 
Promueve mayor inversión en los sectores más 
deprimidos, garantizando un el financiamiento 
de un mínimo de cobertura de políticas sociales 
en todo el país 
Ley 99 de 1993 Determina nuevas funciones para las entidades 
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territoriales en el ámbito del medio ambiente. 
Entre los más importantes: promover y ejecutar 
programas medio ambientales, dictar normas 
para la administración de los recursos 
naturales, expedir normas sobre medio 
ambiente, apoyo a las corporaciones para 
ejecución de proyectos. 
 
Ley 100 de 1993 complementarán la prestación de los servicios 
de salud y educación, respectivamente. 
Complementada luego por la ley 15 de 1994. 
Ley 141 de 1994 Reglamenta los artículos 360 y 361 de la 
Constitución Nacional sobre regalías y Fondo 
Nacional de Regalías. Amplía los recursos de la 
descentralización y establece las distribuciones, 
destinación y control de los recursos 
provenientes de las regalías y compensaciones 
causadas por la explotación de recursos 
naturales no renovables propiedad del Estado. 
 
Ley 358 de 1997 regula y controla la deuda de las entidades 
territoriales y con ella se adoptan un conjunto 
de normas que fijan las pautas a las entidades 
territoriales para su endeudamiento 
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Anexo 5 
Trámite de la Gestión de los recursos del Sistema General de Participación 
a los Resguardos Indígenas 
 
 
1. El Ministerio del Interior (Dirección General de Asuntos Indígenas) reporta al Departamento 
Nacional de Estadísticas y a la UDT (Unidad Administrativa Especial de Desarrollo Territorial) del 
DNP (Departamento Nacional de Planeación), los resguardos legalmente constituidos, en el año 
inmediatamente anterior para la que se programen los recursos. 
 
2. El DANE determina y reporta al DNP la población de resguardos indígenas por cada vigencia. 
 
3. La UDT establece la participación de cada resguardo, con base en la población total indígena 
reportada por el DANE y en el valor  a transferir a las comunidades, de acuerdo con el IPC 
causado más dos puntos según el mecanismo vigente. En el mes de enero se asigna el valor 
oficial a transferir, cuando se aprueba el Presupuesto General de la Nación. 
 
4. La UDT establece la participación de cada resguardo, con base en la población total indígena 
reportada por el DANE y en el valor  a transferir a las comunidades, de acuerdo con el IPC 
causado más dos puntos según el mecanismo vigente. En el mes de enero se asigna el valor 
oficial a transferir, cuando se aprueba el Presupuesto General de la Nación. 
 
 5. La UDT informa a los resguardos la estimación preliminar del valor a transferir a través de las 
Alcaldías de los municipios. 
 
6. Una vez las autoridades indígenas de los resguardos conocen el monto de participación, deben 
empezar a definir las áreas prioritarias y proyectos en los que invertirán los recursos, de acuerdo a 
lo estipulado en el artículo 83 de la ley 715 de 2001150: 
• Necesidades básicas de salud, incluyendo la afiliación al Régimen subsidiado 
• Educación preescolar, básica primaria y media 
• Agua potable 
• Vivienda 
• Desarrollo agropecuario, de la población indígena 
 
7. Una vez identificadas y priorizadas las necesidades por la comunidad y las autoridades del 
resguardo, de deben elaborar los proyectos de inversión, que deben contener como mínimo 
información sobre el sector de inversión, nombre del proyecto, problema identificado, solución 
planteada, población beneficiada, resultantes y metas esperadas, descripción del proyecto, 
especificaciones técnicas mínimas y costo (presupuesto del proyecto). 
 
                                                 
150 Aunque la definición de actividades financiables en cada uno de los sectores que señala el artículo 83 de 
la ley 715 de 2001 están en proceso de reglamentación, el Ministerio de Educación y Protección Social, de 
Agricultural y Comercio, de Industria y Turismo y el INCORA determinaron que los gastos financiables 
con los recursos del SGT en cada sector son: Salud: acciones de salud pública definidas como prioritarias 
para el país por el Ministerio de Protección Social en Promoción, Prevención, Plan de Atención Básica y 
Acciones de Protección Específica y D 
  
236
8. De acuerdo a los recursos asignados del SGP y a los proyectos formulados, se prioriza y define 
la inversión de los proyectos a financiar con los recursos aprobados para cada vigencia. Los 
recursos por ejecutar de anteriores vigencias (excedentes) se suman a los asignados en la 
vigencia actual, para efectos de financiación de proyectos. 
 
9. Se debe suscribir un contrato (Convenio) entre el municipio y las autoridades del resguardo, 
antes del 31 de diciembre de cada año, en el que se determine el uso de los recursos en el año 
siguiente. Copia de dicho contrato debe remitirse antes del 20 de enero de la vigencia siguiente al 
Ministerio del Interior. 
 
10. La Alcaldía debe adelantar un proceso de revisión del presupuesto de inversión y de los 
proyectos presentados por el representante del Resguardo. Si se encuentra financiación de gastos 
no autorizados, debe informar al representante del Resguardo para que se efectúen las 
correcciones pertinentes. El alcalde no puede objetar la realización de un proyecto por razones de 
conveniencia. 
 
11. Convenio debe discriminar cada uno de los proyectos y valores  a financiar con la asignación 
entregada para la vigencia al resguardo.  
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Anexo 6 
 
Actividades financiables con Recursos del Sistema General de Participaciones (SGP) 
en los Resguardos Indígenas 
Conceptos del Ministerio de Educación, Protección Social (Salud), Agricultura y Comercio, 
Industria y Turismo (Desarrollo Económico) y el INCORA 
 
1. Sector Salud 
• Acciones de salud pública definidas como prioritarias para el país por el Ministerio 
de Protección Social (Salud) en Promoción  Prevención, Plan de Atención Básica y 
Acciones de Protección Específica y Detección Temprana; complementarias a los 
programadas por las EPS Indígenas y/o entidades territoriales respectivas de 
acuerdo con competencias,  funciones, recursos y prioridades. 
• Actividades de medicina tradicional propia de la cultura, demandadas, priorizadas y 
concertada previamente en la comunidad respectiva, sustentadas en actas, de 
acuerdo con lo establecido en las normas vigentes. 
• Estudios que permitan la adecuación etnocultural de las acciones en salud. 
• Acciones de saneamiento básico correspondientes a salud. 
• Régimen subsidiado 
• Promotores de salud. 
 
2. Sector Educación: Proyectos orientados a mejorar la calidad del servicio educativo 
únicamente en los niveles preescolar, básica primaria y media así: 
• Proyectos de construcción y mantenimiento de infraestructura educativa. 
• Dotación de establecimientos educativos. 
• Dotación de establecimientos educativos. 
• Transporte escolar. 
• Alimentación escolar.  
• Canasta educativa, entendida como los elementos de soporte pedagógico que 
influyen de manera directa en la calidad de la prestación del servicio educativo: 
dotaciones escolares incluídos los mobiliarios, bibliotecas, materiales audiovisuales 
y didácticos, textos y útiles escolares. Se estableció que sólo durante las vigencias 
2002 y 2003 (régimen de transición), se podía atender el pago de personal docente 
que venían siendo financiado con recursos determinados por la Ley 60 de 1993. 
Una vez definidas y aprobadas las plantas de personal en las entidades territoriales, 
el resguardo no podrá atender el pago de personal docente con cargo a los 
recursos que reciban del Sistema General de Participaciones. La vinculación de 
docentes para la prestación de servicios educativos de las comunidades indígenas 
se debe sujetar a los dispuesto por:  
 
                       -El artículo 62 de la ley 115 de 1994 (Ley general de Educación), que señala: 
“Las autoridades competentes, en concertación con los grupos étnicos, 
seleccionarán a los educadores que laboren en sus territorios, preferiblemente, 
entre los miembros de las comunidades en ellas radicados. Dichos educadores 
deberán acreditar formación en etnoeducación, poseer conocimientos básicos del 
respectivo grupo étnico, en especial de su lengua materna, además del castellano.  
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La vinculación, administración y formación de docentes para los grupos étnicos se 
efectuará de conformidad con el estatuto docente y con las normas especiales 
vigentes aplicables a tales grupos.  
 
El Ministerio de Educación Nacional, conjuntamente con las entidades territoriales y 
en concertación con las autoridades y organizaciones de los grupos étnicos 
establecerán programas especiales para la formación y profesionalización de 
etnoeducadores o adecuará los ya existentes, para dar cumplimiento a lo dispuesto 
en esta ley y en la Ley 60 de 1993.  
 
-La Reglamentación que expida el Ministerio de Educación en desarrollo de: 
 *Parágrafo del artículo 7 del Decreto 1278 de 2002. El artículo 7 trata del ingreso al 
servicio educativo estatal y determina el nivel educativo de los aspirantes a ingresar 
al servicio educativo estatal. El Parágrafo señala: “El gobierno Nacional determinará 
los casos y términos en que, por tratarse de zonas de difícil acceso, poblaciones 
especiales o áreas de formación técnicas o deficitarias puedan vincularse 
provisionalmente al servicio educativo personas sin los títulos académicos mínimos 
señalados en este artículo, pero sin derecho a inscribirse en el escalafón docente”. 
 
*Inciso 5 del artículo 11 del Decreto 3020 de 2002. El artículo 11 señala: “Alumnos 
por docente. Para la ubicación del personal docente se tendrá como referencia que 
el número promedio de alumnos por docente en la entidad territorial sea como 
mínimo 32 en la zona urbana y 22 en la zona rural. Para el cumplimiento del 
proceso educativo, las entidades territoriales ubicarán el personal docente de las 
instituciones o los centros educativos, de acuerdo con los siguientes parámetros: 
  -Preescolar y educación básica primaria: un docente por grupo 
  -Educación básica secundaria y media académica: 1,36 docentes por grupo 
  -Educación media y técnica: 1,7 docentes por grupo 
Para fijar la planta de personal de los establecimientos educativos que atienden 
estudiantes con necesidades especiales, o que cuenten con innovaciones y 
modelos educativos aprobados por el Ministerio de Educación Nacional o con 
programas de etnoeducación, la entidad territorial atenderá los criterios y 
parámetros establecidos por el Ministerio de Educación Nacional.  
 
   
3. Sector Desarrollo Agropecuario: 
• Proyectos productivos y empresariales agropecuarios sostenibles generadores de 
ingresos y/o que permitan la seguridad alimentaria. 
• Transformación de la producción primaria. 
• Manejo de postcosecha y apoyo a la comercialización. 
• Asistencia técnica agropecuaria. 
• Protección de los conocimientos tradicionales. 
• Ajuste y desarrollo tecnológico. 
• Actividades en desarrollo alternativo. 
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• Producción y comercialización de productos: adquisición de equipos de trabajo, 
construcción de centros de acopio, manejo y adecuación de tierras (sistemas de 
riego). 
• Adquisición de predios con destino a la ampliación de los resguardos y mejoras 
para el saneamiento y reestructuración de los mismos, con el acompañamiento y 
asesoría del INCORA, tendiendo el respectivo estudio socioeconómico y jurídico 
elaborado por dicha entidad, quien emitirá concepto técnico y jurídico sobre la 
viabilidad de la adquisición. 
 
4. Sector Agua Potable: 
• Preinversión en diseños, estudios e interventorías de obras para el abastecimiento 
de agua y saneamiento básico. 
• Diseños e implementación de esquemas organizacionales para la administración y 
operación de los servicios de abastecimiento de agua y saneamiento básico. 
• Construcción, ampliación y rehabilitación de sistemas de abastecimiento de agua y 
saneamiento básico, de sistemas de potabilización del agua y de tratamiento de 
aguas residuales. 
• Tratamiento y disposición final de residuos sólidos. 
• Conservación, reforestación y protección de micro cuencas y fuentes de 
abastecimiento de agua. 
• Programas de macro y micro medición y de reducción y de reducción de agua no 
contabilizada. 
• Equipos requeridos para la operación de los sistemas de agua potable y 
saneamiento básico. 
  
5. Sector Vivienda: 
• Promover y apoyar programas y proyectos de mejoramiento y construcción de 
vivienda, mediante la asignación de subsidios, para la población indígena que 
habita en el resguardo indígena. 
 
Se recomienda explícitamente que los recursos del SGP no se pueden utilizar para financiar 
gastos de funcionamiento como pago de salarios, honorarios, bonificaciones al personal vinculado 
al resguardo para la atención de asuntos relacionados con la administración del resguardo; no se 
puede financiar gastos generales requeridos para el funcionamiento del resguardo, ni aportes para 
financiar las asociaciones indígenas a las cuales esté afiliado. Este tipo de gastos deben ser 
financiados con recursos propios del resguardo. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
AÑO VALOR VARIACIÓN NÚMERO IPC VARIACION VARIACIÓN ASIGNACIÓN VARIACION VARIACION
TRANSFERIDO (PESOS) HABITANTES NOMINAL (%) REAL (%) POR HABITANE NOMINAL REAL
1994 12.046.244.600 439.267 27.424
1995 16.899.414.500 4.853.169.900 478.347 19,46 40,29 20,83 35.329 28,83 9,37
1996 22.125.297.700 5.225.883.200 503.452 21,63 30,92 9,29 43.947 24,39 2,76
1997 28.561.430.597 6.436.132.897 511.664 17,68 29,09 11,41 55.821 27,02 9,34
1998 33.116.839.800 4.555.409.203 522.682 16,70 15,95 -0,75 63.359 13,51 -3,19
1999 43.894.212.991 10.777.373.191 590.990 9,23 32,54 23,31 74.272 17,22 7,99
2000 53.539.472.759 9.645.259.768 621.186 8,75 21,97 13,22 86.189 16,04 7,29
2001 49.710.225.532 -3.829.247.227 646.197 7,65 -7,15 -14,80 76.927 -10,75 -18,40
2002 57.294.500.000 7.584.274.468 679.157 6,99 15,26 8,27 84.361 9,66 2,67
2003 61.878.100.284 4.583.600.284 689.428 6,49 8,00 1,51 89.753 6,39 -0,10
2004 67.440.400.000 5.562.299.716 733.477 5,50 8,99 3,49 91.946 2,44 -3,06
VARIACIÓN PROMEDIO 19,59 7,58 13,48 1,47
Fuente: DNP
VARIACIÓN PARTICIPACIÓN RESGUARDOS INDÍGENAS DEL PAÍS EN EL SGP
PERIODO: 1994-2004
Anexo 7
1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005
ARARA 282                 282               282                282               285               288               292                295              
EL VERGEL 44                   55                 55                  55                 56                 57                 57                  58                
K.6 Y 11 TARAPACA 306                 306               306                306               309               313               316                320              
ISLA DE RONDA 225                  225               225                225               227               230               232                235              
MACEDONIA 410                  410               410                410               414               419               424                429              
NAZARETH 192                  228               228                228               230               233               235                238              
MOCAGUA 181                  181               181                181               183               185               187                189              
LA PLAYA 311                311               314               318               321                325              
SAN ANTONIO DE LOS LAGOS 143                  397               397                397               401               406               410                415              
SAN SEBASTIAN 156                  164               164                164               166               168               170                172              
STA SOFIA EL PROGRESO 279                  294               294                294               297               301               304                308              
SAN JOSE DEL RIO 224                  224               224                224               226               229               231                234              
ZARAGOZA 227                  227               227                227               229               232               234                237              
PUERTO TRIUNFO 102               103               104               134                136              
SAN JUAN DE LOS PARENTES 74                 75                 76                 77                  78                
TOTALES 2.669              2.993            3.304             3.480            3.515            3.559            3.624             3.669           
(1)Valores transferidos por vigencia(pesos) 169.104.796 200.070.609 259.245.794 297.452.454 323.201.561 351.667.182 363.508.686
(2)Número de habitantes Resguardo(DNP) 2.669 2.993 3.304 3.480 3.515 3.559 3.624
Valor transferido por habitante (1/2) 63.358,86 66.846,18 78.464,22 85.474,84 91.949,23 98.810,67 100.305,93
Variación nominal por habitante 5,50 17,38 8,93 7,57 7,46 1,51
Indice de inflación anual 9,23 8,75 7,65 6,99 6,49 5,50
Variación real por habitante -3,73 8,63 1,28 0,58 0,97 -3,99
Fuente: Información oficial DANE. Reportes específicos solicitados. El DNP sólo reporta población en relación con Asignación Participaciones a partir de 1998. 
La población reportada para 1998 es igual a la reportada para DANE 1993, a excepción de resguardos que hayan sido ampliados.
PARTICIPACIÓN PERCAPITA EN EL S.G.P. RESGUARDOS INDÍGENAS MUNICIPIO DE LETICIA
SEGÚN POBLACIÓN OFICIAL REPORTADA POR  DANE Y D.N.P. PERIODO 1998-2004
Anexo 8
RESGUARDO CENSOS según CENSO 1986 DANE 1993 Variación
Resoluciones División Asuntos Censo 1986/
Creación Resguardos Indígenas Leticia DANE 93
ARARA 282                                   351                                  282                              (69)                               
% Variación -19,66
EL VERGEL (2)                                     74                                    44                                 (30)                               
% Variación -40,54
K.6 Y 11 TARAPACA 306                                   278                                  306                               28                                
% Variación 10,07
ISLA DE RONDA
% Variación
MACEDONIA (2)721 423                                  410                               (13)                               
% Variación -3,07
NAZARETH 192                                   319                                  192                               (127)                             
% Variación -39,81
MOCAGUA (2)                                     295                                  181                               (114)                             
% Variación -38,64
LA PLAYA
% Variación
SAN ANTONIO DE LOS LAGOS (1)328 172                              
% Variación
SAN SEBASTIAN (1)                                     146                                  156                               10                                
% Variación 6,85
STA SOFIA EL PROGRESO 210                                   431                                  279                               (152)                             
% Variación -35,27
SAN JOSE DEL RIO
% Variación
ZARAGOZA (2) 227                                  227                               -                               
% Variación 0,00
PUERTO TRIUNFO
% Variación
SAN JUAN DE LOS PARENTES
% Variación
TOTALES 2.544                               2.249                           
Fuentes: Censo Dane 1993, Censo 1986 efectuado por la Oficina de Asuntos Indígenas en Leticia
               Resoluciones Incora creación de Resguardos Indígenas Leticia.
               (1) El Diagnóstico de la Resolución señala en 328 la población de San Sebastián y San Antonio de los Lagos, sin discriminarlas
               (2) El dignóstico corresponde a la resolucion de cuatro resguardos: Zaragoza, El Vergel, Mocagua y Macedonia y señala una población de
               721 habitantes para los cuatro resguardos.
Anexo 9
COMPARACIÓN CENSOS DANE Y CENSOS LOCALES 
Resguardos Indígenas Municipio de Leticia
RESGUARDO Censo 2004
DANE-DNP (1) I.C.B.F. (2) UNAL (3) SSM I.C.B.F. UNAL SSM
2002/2004 2003/2004 2004 2002/2004 2003/2004 2004
ARARA 292               685                689               (393)                 (397)                
% Variación -135 -136
EL VERGEL 57                  169                201               (112)                 (144)                
% Variación -196 -253
K.6 Y 11 TARAPACA 316                1.325             (1.009)              
% Variación -319 0
ISLA DE RONDA 232                312                (80)                   
% Variación -34 0
MACEDONIA 424                664                651               (240)                 (227)                
% Variación -57 -54
NAZARETH 235                614                673               623              (379)                 (438)                (388)               
% Variación -161 -186 -165
MOCAGUA 187                447                393               447              (260)                 (206)                (260)               
% Variación -139 -110 -139
LA PLAYA 321                367                349              (46)                   (28)                 
% Variación -14 0 -9
SAN ANTONIO DE LOS LAGOS 410                282                128                  
% Variación 31 0 0
SAN SEBASTIAN 170                400                372              (230)                 (202)               
% Variación -135 0 -119
STA SOFIA EL PROGRESO 304                1.163             (859)                 
% Variación -283 0 0
SAN JOSE DEL RIO 231                175                56                    
% Variación 24 0 0
ZARAGOZA 234                128                488               106                  (254)                
% Variación 45 -109 0
PUERTO TRIUNFO 134 108 26                    
% Variación 19 0 0
SAN JUAN DE LOS PARENTES 77 69 86 8                      (9)                    
% Variación 10 -12 0
TOTALES 3.624            6.908             
Fuentes: (1) Diagnósticos sociales adelantados por el ICBF años 2002 y 2004 
(2) Cesos efectuados por estudiantes del Laboratorio de Antropología Social - Universidad Nacional de Colombia-Facultad Ciencias Humanas
(3) Censo efectuados por Secretaría de Salud Municipio de Leticia 2004
CENSOS LOCALES Variacion Censo 2004 DNP/Censos Locales
Anexo 10
COMPARACIÓN CENSO DNP 2004 Y CENSOS LOCALES 2003 Y 2004
Resguardos Indígenas Municipio de Leticia
(Pesos)
AÑO 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL
IPC 22,59 19,46 21,63 17,68 16,7 9,23 8,75 7,65 6,99 6,49 5,5 VALOR
ARARA 7.733.400       9.962.700       12.393.100     15.743.877     18.458.292     18.850.320     22.126.620     24.103.905     26.205.530      28.457.189      29.289.056      213.323.989       
POBLACIÓN 282                 282                 282                 288                 292                 
VARIACIÓN REAL 9,37 2,76 9,36 0,54 -7,11 8,63 1,29 1,73 2,10 -2,58
EL VERGEL 1.554.500       1.933.700       2.456.489       2.879.974       3.676.481       4.315.476       4.701.116       5.149.156        5.632.152        5.717.384        38.016.428         
POBLACIÓN 44                   55                   55                   57                   57                   
VARIACIÓN REAL 2,76 9,36 0,54 18,43 8,63 1,29 2,54 2,89 -3,99
K.6 Y 11 TARAPACA 8.391.600       10.810.600     13.447.800     17.083.770     20.029.223     20.454.604     24.009.737     26.155.300     28.412.312      30.927.431      31.696.375      231.418.752       
POBLACIÓN 306                 306                 306                 313                 316                 
VARIACIÓN REAL 9,37 2,76 9,36 0,54 -7,11 8,63 1,29 1,64 2,36 -3,01
ISLA DE RONDA 14.727.355     15.040.150     17.654.218     19.231.839     20.872.475      22.726.227      23.270.757      133.523.021       
POBLACIÓN 225                 225                 225                 230                 232                 
VARIACIÓN REAL -7,11 8,63 1,29 1,54 2,39 -3,10
MACEDONIA 14.484.800     18.018.300     22.890.044     26.836.525     27.406.495     32.169.909     35.044.684     38.066.980      41.401.257      42.529.313      298.848.307       
POBLACIÓN 410                 410                 410                 419                 424                 
VARIACIÓN REAL 2,76 9,36 0,54 -7,11 8,63 1,29 1,63 2,27 -2,78
NAZARETH 5.265.300       6.783.100       8.437.900       10.719.250     12.567.350     15.240.686     17.889.608     19.488.263     21.148.322      23.022.657      23.571.671      164.134.107       
POBLACIÓN 192                 228                 228                 233                 235                 
VARIACIÓN REAL 9,37 2,77 9,36 0,54 12,04 8,63 1,29 1,53 2,37 -3,12
MOCAGUA 6.394.600       7.954.400       10.105.128     11.847.381     12.098.965     14.201.838     15.470.946     16.826.709      18.279.792      18.757.032      131.936.791       
POBLACIÓN 181                 181                 181                 185                 187                 
VARIACIÓN REAL 2,76 9,36 0,54 -7,11 8,63 1,29 1,77 2,15 -2,89
LA PLAYA 24.402.053     26.582.675     28.872.058      31.421.480      32.197.900      143.476.166       
POBLACIÓN 311                 318                 321                 
VARIACIÓN REAL 1,29 1,62 2,34 -3,03
SAN ANTONIO DE LOS LAGOS 3.921.600       5.052.000       6.284.400       7.983.588       9.360.090       26.537.509     31.149.887     33.933.511     36.871.641      40.116.732      41.125.044      242.336.002       
POBLACIÓN 143                 397                 397                 406                 410                 
VARIACIÓN REAL 9,36 2,76 9,36 0,54 174,29 8,63 1,29 1,67 2,31 -2,99
SAN SEBASTIAN 4.278.100       5.511.300       6.855.800       8.709.359       10.210.953     10.962.599     12.867.963     14.017.873     15.263.572      16.600.027      17.051.847      122.329.393       
POBLACIÓN 156                 164                 164                 168                 170                 
VARIACIÓN REAL 9,37 2,77 9,36 0,54 -1,87 8,63 1,29 1,90 2,27 -2,78
STA SOFIA EL PROGRESO 7.651.200       9.856.700       12.261.300     15.576.452     18.262.000     19.652.462     23.068.178     25.129.602     27.308.920      29.741.715      30.492.716      219.001.245       
POBLACIÓN 279                 294                 294                 301                 304                 
VARIACIÓN REAL 9,37 2,77 9,36 0,54 -1,62 8,63 1,29 1,68 2,42 -2,97
SAN JOSE DEL RIO 14.661.958     14.973.305     17.575.755     19.146.364     20.780.525      22.627.417      23.170.451      132.935.775       
POBLACIÓN 224                 224                 224                 229                 231                 
VARIACIÓN REAL -7,11 8,63 1,29 1,55 2,40 -3,10
ZARAGOZA 8.019.600       9.976.000       12.673.266     14.858.249     15.173.840     17.811.144     19.402.788     21.056.374      22.923.847      23.471.366      165.366.474       
POBLACIÓN 227                 227                 227                 232                 234                 
VARIACIÓN REAL 2,77 9,36 0,54 -7,11 8,63 1,29 1,53 2,38 -3,11
PUERTO TRIUNFO 8.718.433       9.470.771        10.276.207      13.440.868      41.906.279         
POBLACIÓN 104                 134                 
VARIACIÓN REAL 1,64 2,01 25,30
SAN JUAN DE LOS PARENTES 6.325.138       6.896.192        7.509.536        7.723.484        28.454.350         
POBLACIÓN 76                   77                   
VARIACIÓN REAL 2,04 2,40 -2,65
TOTALES 37.241.200     78.429.900     97.562.700     123.941.223   174.699.350   200.067.416   259.242.386   297.452.437   323.201.537   351.663.666   363.505.264   2.307.007.079    
Fuente: Informes de Transferencias anuales DNP. Valores ajustados con reaforos y doceavas entregadas en vigencias siguientes.
El valor asignado para la vigencia 2004 según documento Conpes 077 (once doceavas), fue ajustado proyectado la última doceava pendiente de asignación.
Anexo 11
PARTICIPACIÓN DE LOS RESGUARDOS INDÍGENAS DEL MUNICIPIO DE LETICIA EN LOS RECURSOS DEL SGP
PERIODO 1994-2004
VALORES TOTALES ASIGNADOS Y VARIACIÓN REAL BASE 1994
Pesos
RESGUARDO RESGUARDO 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 PROM.EJEC
ARARA VALOR ANUAL APROPIADO 8.303.500 9.588.800 12.873.600 14.961.431 36.082.300 38.088.083 39.449.156 36.227.400 44.055.045 34.230.257 52.771.781
VALOR EJECUTADO 0 4.794.300 12.701.200 4.778.894 17.146.345 16.952.586 20.642.078 18.604.482 35.673.597 10.915.157 29.425.358
% EJECUCIÓN 0,00 50,00 98,66 31,94 47,52 44,51 52,33 51,35 80,98 31,89 55,76 54,49
EL VERGEL VALOR ANUAL APROPIADO 1.496.100 2.008.600 2.334.405 5.629.800 12.275.359 10.437.832 5.051.217 6.351.536 8.677.274 6.871.000
VALOR EJECUTADO 748.050 1.981.800 0 116.795 3.724.011 8.784.196 3.889.853 2.790.172 7.563.451 4.800.000
% EJECUCIÓN 50,00 98,67 0,00 2,07 30,34 84,16 77,01 43,93 87,16 69,86 60,35
KM.6 Y 11 VALOR ANUAL APROPIADO 9.010.200 10.404.900 13.969.200 16.234.733 39.153.100 59.084.696 56.460.201 66.813.510 65.079.924 62.200.574 50.176.153
VALOR EJECUTADO 0 10.404.900 13.780.980 10.947.000 1.649.000 15.982.500 8.549.594 30.393.734 30.971.980 43.914.232 36.082.218
% EJECUCIÓN 0,00 100,00 98,65 67,43 4,21 27,05 15,14 45,49 47,59 70,60 71,91 54,81
ISLA DE RONDA VALOR ANUAL APROPIADO 28.789.000 28.429.558 28.619.659 20.644.129 25.686.376 29.412.298 40.232.823
VALOR EJECUTADO 6.965.225 16.440.932 21.383.536 16.014.039 16.917.224 12.594.083 20.270.002
0 % EJECUCIÓN 57,83 74,72 77,57 65,86 42,82 50,38 61,53
MACEDONIA VALOR ANUAL APROPIADO 13.941.200 18.716.900 21.752.445 52.460.100 57.283.184 74.495.577 62.396.704 65.994.756 48.348.546 62.992.768
VALOR EJECUTADO 4.727.800 18.466.000 17.983.209 15.096.508 8.324.044 37.426.509 34.801.149 55.252.637 28.135.812 29.770.004
% EJECUCIÓN 33,91 98,66 82,67 28,78 14,53 50,24 55,77 83,72 58,19 47,26 61,53
NAZARETH VALOR ANUAL APROPIADO 5.653.500 6.528.500 8.765.000 10.186.520 24.566.700 32.145.695 33.340.244 30.920.047 23.683.246 27.661.253 28.194.566
VALOR EJECUTADO 0 3.264.250 8.647.600 0 14.236.977 15.240.482 16.504.714 28.571.589 16.934.398 23.184.304 24.815.340
% EJECUCIÓN 0,00 50,00 98,66 0,00 57,95 47,41 49,50 92,40 71,50 83,82 88,01 63,93
MOCAGUA VALOR ANUAL APROPIADO 6.154.500 8.262.800 10.002.920 23.159.200 28.249.104 28.219.233 30.597.189 30.603.293 28.527.456 33.434.069
VALOR EJECUTADO 6.154.500 8.152.200 9.609.000 2.780.450 11.335.250 8.803.174 16.965.474 18.680.107 13.962.855 24.790.397
% EJECUCIÓN 100,00 98,66 96,06 12,01 40,13 31,20 55,45 61,04 48,95 74,15 68,63
LA PLAYA VALOR ANUAL APROPIADO 26.804.815 48.326.460 32.662.619 44.899.549 65.364.377
VALOR EJECUTADO 0 44.788.162 16.304.464 11.930.000 44.575.328
% EJECUCIÓN 0,00 92,68 49,92 26,57 68,20 47,47
SAN ANTONIO VALOR ANUAL APROPIADO 4.210.600 4.862.400 6.528.100 7.586.816 18.297.100 42.182.277 63.234.171 73.703.575 93.194.330 98.581.632 116.399.426
DE LOS LAGOS VALOR EJECUTADO 0 4.231.200 6.440.600 6.672.020 3.000.687 10.790.134 14.054.952 17.701.600 31.052.339 23.557.253 76.580.854
% EJECUCIÓN 0,00 87,02 98,66 87,94 16,40 25,58 22,23 24,02 33,32 23,90 65,79 48,49
SAN SEBATIAN VALOR ANUAL APROPIADO 4.593.400 5.304.400 7.121.500 8.276.517 19.960.400 18.237.802 22.135.791 23.980.710 23.002.107 28.653.543 30.512.181
VALOR EJECUTADO 0 2.652.200 7.026.200 7.837.710 7.402.900 8.743.681 8.286.048 16.371.998 9.427.036 15.293.777 13.856.142
% EJECUCIÓN 0,00 50,00 98,66 94,70 37,09 47,94 37,43 68,27 40,98 53,37 45,41 57,39
SANTA SOFIA EL VALOR ANUAL APROPIADO 8.215.200 9.486.800 12.736.600 14.802.330 35.698.500 31.386.066 36.781.148 36.703.137 35.613.383 40.913.894 47.576.698
PROGRESO VALOR EJECUTADO 0 9.486.800 12.565.899 14.802.330 18.390.201 21.864.200 18.239.625 28.635.890 21.715.079 24.014.971 39.048.632
% EJECUCIÓN 0,00 100,00 98,66 100,00 51,52 69,66 49,59 78,02 60,97 58,70 82,08 74,92
SAN JOSÉ VALOR ANUAL APROPIADO 28.661.200 24.086.865 32.149.635 24.175.906 26.919.205 36.891.572 41.794.183
DEL RIO VALOR EJECUTADO 10.000.000 12.455.690 21.811.149 18.220.153 10.581.026 18.410.993 40.045.977
% EJECUCIÓN 51,71 67,84 75,36 39,31 49,91 95,82 63,32
ZARAGOZA VALOR ANUAL APROPIADO 7.718.600 10.362.800 12.043.425 29.044.900 32.818.922 36.012.177 33.719.508 34.985.580 24.336.785 37.014.140
VALOR EJECUTADO 3.859.300 10.223.900 12.043.425 7.759.640 5.213.319 16.315.410 19.975.883 31.471.447 10.939.259 35.190.811
% EJECUCIÓN 50,00 98,66 100,00 26,72 15,89 45,31 59,24 89,96 44,95 95,07 69,53
PUERTO VALOR ANUAL APROPIADO 7.846.590 9.553.383 18.887.675 23.596.101
TRIUNFO VALOR EJECUTADO 7.846.590 0 8.554.285 23.496.101
% EJECUCIÓN 100,00 0,00 45,29 99,58 61,22
SAN JUAN DE VALOR ANUAL APROPIADO 5.692.624 7.238.654 11.436.414 14.589.396
LOS PARENTES VALOR EJECUTADO 5.407.993 2.623.454 4.615.200 13.772.714
% EJECUCIÓN 95,00 36,24 40,36 94,40 66,50
VALOR ANUAL APROPIADO 39.986.400 75.486.200 101.345.100 118.181.542 341.502.300 404.267.611 488.139.639 506.798.706 524.623.437 543.658.722 651.519.662
TOTAL EJECUTADO 0 50.323.300 99.986.379 84.673.588 104.544.728 147.066.829 200.800.985 308.188.589 300.394.960 257.585.632 456.519.878
% TOTAL EJECUCIÓN 0,00 66,67 98,66 71,65 30,61 36,38 41,14 60,81 57,26 47,38 70,07 58,06
Fuente: ejecuciones presupuestales Alcaldía Leticia. Para las vigencia 1996 y 1998 se elaboró directamente la ejecución de acuerdo a los soportes obtenidos en la Alcaldía de Leticia.
Para cada vigencia se presenta como valor total asignado los recursos asignados en la misma más los saldos por ejecutar acumulados.
Anexo 12
PERIODO: 1994-2004
RECURSOS DEL S.G.P. ASIGNADOS A LOS RESGUARDOS DEL MUNICIPIO DE LETICIA
PORCENTAJE DE EJECUCIÓN ANUAL
(Pesos)
1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 SALDO VIGENC VALORES %
2004 (1) TOTALES EJECUC
ARARA ASÍGNACIÓN SEGÚN DNP 7.733.400     9.962.700     12.393.100      15.743.877     18.458.292     18.850.320     22.126.620      24.103.905     26.205.530      28.457.189      29.289.056     213.323.989      
EJECUCIÓN SEGÚN ALCALDIA 0 4.794.300 12.701.200 4.778.894 17.146.345 16.952.586 20.642.078 18.604.482 35.673.597 10.915.157 29.425.358 25.920.278      197.554.275      92,61
EJECUCIÓN SOPORTES CONTRATOS 9.645.659       5.236.945       20.197.800     15.722.900     19.488.478      6.170.818       33.911.393      15.171.809      18.479.947     144.025.749      67,52
EL VERGEL ASÍGNACIÓN SEGÚN DNP 1.554.500     1.933.700       2.456.489       2.879.974       3.676.481       4.315.476       4.701.116       5.149.156       5.632.152        5.717.384       38.016.428        
EJECUCIÓN SEGÚN ALCALDIA 748.050 1.981.800 0 116.795 3.724.011 8.784.196 3.889.853 2.790.172 7.563.451 4.800.000 2.573.431 36.971.759        97,25
EJECUCIÓN SOPORTES CONTRATOS 2.008.600       -                  -                 3.607.216       9.099.622       -                  400.000          5.115.910        5.757.177       25.988.525        68,36
K.6 Y 11 ASÍGNACIÓN SEGÚN DNP 8.391.600     10.810.600   13.447.800      17.083.770     20.029.223     20.454.604     24.009.737      26.155.300     28.412.312      30.927.431      31.696.375     231.418.752      
EJECUCIÓN SEGÚN ALCALDIA 0 10.404.900 13.780.980 10.947.000 1.649.000 15.982.500 8.549.594 30.393.734 30.971.980 43.914.232 36.082.218 16.879.340 219.555.478      94,87
EJECUCIÓN SOPORTES CONTRATOS 34.052.147      11.298.000     11.656.500     12.538.500     13.412.215      18.778.904     7.000.000       35.257.758      21.889.810     165.883.834      71,68
ISLA DE RONDA ASÍGNACIÓN SEGÚN DNP 14.727.355     15.040.150     17.654.218      19.231.839     20.872.475      22.726.227      23.270.757     133.523.021      
EJECUCIÓN SEGÚN ALCALDIA 6.965.225 16.440.932 21.383.536 16.014.039 16.917.224 12.594.083 20.270.002 22.007.802 132.592.843      99,30
EJECUCIÓN SOPORTES CONTRATOS 7.965.225       28.831.987     20.255.394      7.820.000       17.654.264      20.643.146      14.700.000     117.870.016      88,28
MACEDONIA ASÍGNACIÓN SEGÚN DNP 14.484.800   18.018.300      22.890.044     26.836.525     27.406.495     32.169.909      35.044.684     38.066.980      41.401.257      42.529.313     298.848.307      
EJECUCIÓN SEGÚN ALCALDIA 4.727.800 18.466.000 17.983.209 15.096.508 8.324.044 37.426.509 34.801.149 55.252.637 28.135.812 29.770.004 36.960.142 286.943.814      96,02
EJECUCIÓN SOPORTES CONTRATOS 20.370.900      21.765.962     11.300.000     17.300.580     27.979.872      51.555.325     30.904.801      43.581.403      27.774.976     252.533.819      84,50
NAZARETH ASÍGNACIÓN SEGÚN DNP 5.265.300     6.783.100     8.437.900       10.719.250     12.567.350     15.240.686     17.889.608      19.488.263     21.148.322      23.022.657      23.571.671     164.134.107      
EJECUCIÓN SEGÚN ALCALDIA 0 3.264.250 8.647.600 0 14.236.977 15.240.482 16.504.714 28.571.589 16.934.398 23.184.304 24.815.340 10.450.650 161.850.304      98,61
EJECUCIÓN SOPORTES CONTRATOS 8.765.000       -                  15.199.165     8.328.453       15.059.204      14.736.754     14.485.029      20.912.590      11.726.980     109.213.175      66,54
MOCAGUA ASÍGNACIÓN SEGÚN DNP 6.394.600     7.954.400       10.105.128     11.847.381     12.098.965     14.201.838      15.470.946     16.826.709      18.279.792      18.757.032     131.936.791      
EJECUCIÓN SEGÚN ALCALDIA 6.154.500 8.152.200 9.609.000 2.780.450 11.335.250 8.803.174 16.965.474 18.680.107 13.962.855 24.790.397 10.291.997 131.525.404      99,69
EJECUCIÓN SOPORTES CONTRATOS 8.632.650       9.128.550       2.300.000       11.496.554     12.503.174      -                  25.445.119      16.603.770      18.869.468     104.979.285      79,57
LA PLAYA ASÍGNACIÓN SEGÚN DNP 24.402.053      26.582.675     28.872.058      31.421.480      32.197.900     143.476.166      
EJECUCIÓN SEGÚN ALCALDIA 0 44.788.162 16.304.464 11.930.000 44.575.328 23.618.526 141.216.480      98,43
EJECUCIÓN SOPORTES CONTRATOS 19.466.847     9.474.356       28.541.394      16.594.828     74.077.425        51,63
SAN ANTONIO ASÍGNACIÓN SEGÚN DNP 3.921.600     5.052.000     6.284.400       7.983.588       9.360.090       26.537.509     31.149.887      33.933.511     36.871.641      40.116.732      41.125.044     242.336.002      
DE LOS LAGOS EJECUCIÓN SEGÚN ALCALDIA 0 4.231.200 6.440.600 6.672.020 3.000.687 10.790.134 14.054.952 17.701.600 31.052.339 23.557.253 76.580.854 43.432.545 237.514.184      98,01
EJECUCIÓN SOPORTES CONTRATOS 14.032.200     9.149.207       9.100.000       18.054.952      23.175.616     24.362.755      36.213.355      41.375.048     175.463.133      72,40
SAN SEBASTIANASÍGNACIÓN SEGÚN DNP 4.278.100     5.511.300     6.855.800       8.709.359       10.210.953     10.962.599     12.867.963      14.017.873     15.263.572      16.600.027      17.051.847     122.329.393      
EJECUCIÓN SEGÚN ALCALDIA 0 2.652.200 7.026.200 7.837.710 7.402.900 8.743.681 8.286.048 16.371.998 9.427.036 15.293.777 13.856.142 18.154.516 115.052.208      94,05
EJECUCIÓN SOPORTES CONTRATOS 7.121.500       7.867.710       6.988.810       13.448.605     2.400.000       -                  20.188.377      15.078.472      1.783.152       74.876.626        61,21
STA SOFIA ASÍGNACIÓN SEGÚN DNP 7.651.200     9.856.700     12.261.300      15.576.452     18.262.000     19.652.462     23.068.178      25.129.602     27.308.920      29.741.715      30.492.716     219.001.245      
EL PROGRESO EJECUCIÓN SEGÚN ALCALDIA 0 9.486.800 12.565.899 14.802.330 18.390.201 21.864.200 18.239.625 28.635.890 21.715.079 24.014.971 39.048.632 11.207.696 219.971.323      100,44
EJECUCIÓN SOPORTES CONTRATOS 18.349.792      9.351.907       18.671.226     20.014.727     12.601.399      15.332.594     14.705.623      26.607.919      21.691.570     157.326.757      71,84
SAN JOSE DEL ASÍGNACIÓN SEGÚN DNP 14.661.958     14.973.305     17.575.755      19.146.364     20.780.525      22.627.417      23.170.451     132.935.775      
RIO EJECUCIÓN SEGÚN ALCALDIA 10.000.000 12.455.690 21.811.149 18.220.153 10.581.026 18.410.993 40.045.977 3.784.372 135.309.360      101,79
EJECUCIÓN SOPORTES CONTRATOS 11.000.000     8.165.200       11.001.539      10.100.000     16.450.203      20.553.393      20.479.402     97.749.737        73,53
ZARAGOZA ASÍGNACIÓN SEGÚN DNP 8.019.600     9.976.000       12.673.266     14.858.249     15.173.840     17.811.144      19.402.788     21.056.374      22.923.847      23.471.366     165.366.474      
EJECUCIÓN SEGÚN ALCALDIA 3.859.300 10.223.900 12.043.425 7.759.640 5.213.319 16.315.410 19.975.883 31.471.447 10.939.259 35.190.811 14.885.939 167.878.333      101,52
EJECUCIÓN SOPORTES CONTRATOS 10.223.900      12.050.700     12.269.104     22.254.451     10.320.000      6.853.125       11.580.775      20.822.652      23.616.614     129.991.321      78,61
PUERTO TRIUNF ASÍGNACIÓN SEGÚN DNP 8.718.433       9.470.771       10.276.207      13.440.868     41.906.279        
EJECUCIÓN SEGÚN ALCALDIA 7.846.590 0 8.554.285 23.496.101 1.281.152 41.178.128        98,26
EJECUCIÓN SOPORTES CONTRATOS 7.846.590       -                  9.334.292        13.263.026     30.443.908        72,65
SAN JUAN DE ASÍGNACIÓN SEGÚN DNP 6.325.138       6.896.192       7.509.536        7.723.484       28.454.350        
LOS PARENTES EJECUCIÓN SEGÚN ALCALDIA 5.407.993 2.623.454 4.615.200 13.772.714 1.495.404 27.914.765        98,10
EJECUCIÓN SOPORTES CONTRATOS 5.407.993       -                  6.821.214        3.310.000       15.539.207        54,61
TOTAL ASIGNACIÓN SEGÚN DNP 37.241.200   78.429.900   97.562.700      123.941.223   174.699.350   200.067.416   259.242.386    297.452.437   323.201.537   351.663.666    363.505.264   -                  2.307.007.079   
TOTAL EJECUCIÓN ALCALDIA -                50.323.300   99.986.379      84.673.588     104.544.728   147.066.829   200.800.985    308.188.589   300.394.960   257.585.632    456.519.878   242.943.790    2.253.028.658   97,66
TOTAL EJECUCIÓN SOPORTES CONT -                -               119.170.148    90.731.974     126.697.037   170.809.173   172.175.849    187.244.566   226.562.695   321.259.077    261.311.998   -                  1.675.962.517   74,39
Fuente: ejecuciones presupuestales Alcaldía 1994-2004 y soportes físicos archivo Alcaldía Leticia sobre ejecución recursos.
(1) Corresponde al saldo por ejecutar de la vigencia 2004 presentado por la Alcaldía.
Anexo 13
PORCENTAJE DE EJECUCIÓN DE LOS RECURSOS DEL S.G.P. ASIGNADOS A LOS RESGUARDOS INDIGENAS DEL MUNICIPIO DE LETICIA
PERIODO 1994-2004
SECTOR ACTIVIDAD 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL PARTICIP. PARTICIP.
SECTOR (1) GENERAL (2) F I
EDUCACIÓN Contratación Maestros 1.600.000     3.788.400     6.600.000      10.000.000   11.500.000    15.000.000   48.488.400     71,59 33,67 33,67
Personal restaurante escolar 2.794.595      2.794.595      4,13 1,94 1,94
Bibliotecario 1.500.000     1.500.000      1.500.000     4.500.000      6,64 3,12 3,12
Suministro alimentos restaurante escolar 2.000.000     2.000.000      2,95 1,39 1,39
Jardín comunitario 3.600.000      3.600.000      5,32 2,50 2,50
Dotación biblioteca (libros, equipos, mat.) 997.800        3.164.000      4.161.800      6,14 2,89 2,89
Horno panadería restaurante escolar 2.186.000      2.186.000      3,23 1,52 1,52
VALOR TOTAL SECTOR 1.600.000     3.788.400    11.197.800   11.500.000   13.000.000   -             16.500.000   8.144.595      2.000.000     67.730.795    100,00 47,03
SALUD Promotores de salud 600.000        700.000        1.000.000      2.000.000     2.000.000      1.479.947     7.779.947      35,12 5,40 5,40
Compra de medicamentos 879.880        1.000.000      2.175.055     1.468.763      5.000.000     3.850.514      14.374.212     64,88 9,98 9,98
VALOR TOTAL SECTOR 1.479.880     700.000       2.000.000     2.175.055     1.468.763     -             7.000.000     5.850.514      1.479.947     22.154.159    100,00 15,38
DESARROLLO Motor procesamiento yuca 2.123.318   2.123.318      100,00 1,47 1,47
AGROPECUARIO -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -               -               -                -               -                2.123.318   -               -                -               2.123.318      100,00 1,47
AGUA POTABLE Suministro motobomba 1.020.000     1.020.000      6,37 0,71 0,71
Contruccion sistema acueducto, alcantar. 15.000.000   15.000.000     93,63 10,41 10,41
VALOR TOTAL SECTOR 1.020.000     -               -                -               -                -             -               -                15.000.000   16.020.000    100,00 11,12
VIVIENDA Acometida eléctrica viviendas 7.000.000      7.000.000      58,72 4,86 4,86
Pintura viviendas 4.920.795      4.920.795      41,28 3,42 3,42
contadores de energía -                 0,00 0,00
Construcción 13 viviendas -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -               -               7.000.000     -               4.920.795     -             -               -                -               11.920.795    100,00 8,28
OTROS
DESARROLLO Remodelación casa comunal 5.545.779     5.545.779      68,93 3,85 3,85
COMUNITARIO Dotación salón comunal (sillas) 2.500.000     2.500.000      31,07 1,74 1,74
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 5.545.779     -               -                -               -                -             2.500.000     -                -               8.045.779      100,00 5,59
INFRAESTRUCTURADotación motor 40 6.480.083     6.480.083      84,63 4,50 4,50
Y DOTACION VIAL Adquisición chalecos salvavidas 1.176.700      1.176.700      15,37 0,82 0,82
Y DE COMUNIC. -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -               -               -                -                -                -              6.480.083     1.176.700      -               7.656.783      100,00 5,32
EQUIPOS Y Adquisición guadañadora 1.154.500     1.154.500      22,19 0,80 0,80
MATERIALES Adquisicioón motosierra 4.047.500   4.047.500      77,81 2,81 2,81
FUNCIONAMIENTO -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -               -               -                1.154.500     -                4.047.500   -                -                -               5.202.000      100,00 3,61
ADECUACION Mantenimiento linderos 1.431.310     1.431.310      100,00 0,99 0,99
TERRENOS -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -               -               -                -                -                -              1.431.310     -                -               1.431.310      100,00 0,99
OTROS Aporte ACITAM 98.920          98.920           5,68 0,07 0,07
Capacitación líderes indigenas 893.345        893.345         51,32 0,62 0,62
Asesoría dirigentes comunidades 748.545        748.545         43,00 0,52 0,52
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -               748.545       -                893.345        98.920          -             -               -                -               1.740.810      100,00 1,21
VALOR TOTAL SECTOR 5.545.779     748.545       -                2.047.845     98.920          4.047.500   10.411.393   1.176.700      -               24.076.682    16,72
VALORES TOTALES 9.645.659 5.236.945 20.197.800 15.722.900 19.488.478 6.170.818 33.911.393 15.171.809 18.479.947 144.025.749 100,00 70,23 29,77
(1) PARTICIPACIÓN GASTOS POR ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO POR SECTOR
(2) PARTICIPACIÓN GASTO POR SECTOR Y ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO 
CLASIFICACIÓN 
(Pesos)
Anexo 14
EJECUCIÓN SECTORIAL RECURSOS SGP RESGUARDO DE ARARA
PERIODO 1994-2004
SECTOR ACTIVIDAD 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL PARTICIPAC. PARTICIP.
SECTOR (1) GENERAL (2 F I
EDUCACIÓN Dotación, alimentación restaurante escolar 1.972.800     1.980.000      3.952.800      31,17 15,21 15,21
Pago docentes 3.607.216    3.777.392     7.384.608      58,23 28,41 28,41
Auxiliares de cocina restaurante escolar 400.000        400.000         3,15 1,54 1,54
Adecuacion escuelas y restaurante escolar 454.979       454.979         3,59 1,75 1,75
Chalecos salvavidas estudiantes 490.000        490.000         3,86 1,89 1,89
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR 454.979       -             -              3.607.216   3.777.392     -              400.000        1.972.800     2.470.000     12.682.387    100,00 48,80
SALUD Personal (auxiliares,  promotores) 1.090.000      1.090.000      100,00 4,19 4,19
Compra de medicamentos -                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -               -             -              -              -               -              -               -               1.090.000     1.090.000      100,00 4,19
DESARROLLO Microempresa procesamiento fariña 1.553.621    1.553.621      14,16 5,98 5,98
AGROPECUARIO Microempresa ganadera 4.867.420     3.143.110     1.408.877      9.419.407      85,84 36,24 36,24
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR 1.553.621    -             -              -              4.867.420     -              -               3.143.110     1.408.877     10.973.028    100,00 42,22
AGUA POTABLE -                 0,00
-                 
-                 
-                 
-                 
VALOR TOTAL SECTOR -               -             -              -              -               -              -               -               -                -                 0,00 0,00
VIVIENDA -                 0,00 0,00
Materiales construcción mejoramiento vivienda -                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -               -             -              -              -               -              -               -               -                -                 0,00 0,00
OTROS
DESARROLLO Suministro altoparlante 788.300        788.300         100,00 3,03 3,03
COMUNITARIO -                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
VALOR TOTALSUB- SECTOR -               -             -              -              -               -              -               -               788.300        788.300         100,00 3,03
OTROS Aporte Acitam 198.810        198.810         43,71 0,76 0,76
Asesoría líderes indigenas 116.695        116.695         25,66 0,45 0,45
Capacitacion Acitam 139.305        139.305         30,63 0,54 0,54
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -               -             -              -              454.810        -              -               -               -                454.810         100,00 1,75
VALOR TOTAL SECTOR -               -             -              -              454.810        -              -               -               788.300        1.243.110      4,78
VALORES TOTALES 2.008.600 0 0 3.607.216 9.099.622 0 400.000 5.115.910 5.757.177 25.988.525 100,00 56,03 43,97
(1) PARTICIPACIÓN GASTOS POR ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO POR SECTOR
(2) PARTICIPACIÓN GASTO POR SECTOR Y ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO GENERAL
CLASIFICACIÓN
Anexo 15
(Pesos)
EJECUCIÓN SECTORIAL RECURSOS SGP RESGUARDO EL VERGEL
PERIODO 1994-2004
(Pesos)
SECTOR ACTIVIDAD 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL PARTICIPAC. PARTICIP.
SECTOR (1) GENERAL (2) F I
EDUCACIÓN Dotación, alimentación restaurante escolar 1.000.000      1.000.000      1.573.830      3.573.830      7,52 2,15 2,15
Pago docentes 700.000         1.000.000        1.649.000      3.600.000      2.364.600      2.200.000      11.513.600    24,22 6,94 6,94
Auxiliares de cocina restaurante escolar 550.000         1.160.000      2.652.907      4.362.907      9,18 2,63 2,63
Construcción, adecuacion escuelas 14.544.000    14.544.000    30,59 8,77 8,77
Mantenimiento hogar comunitario 1.000.000      1.000.000      2,10 0,60 0,60
Compra útiles escolares 500.000         7.023.250      7.523.250      15,82 4,54 4,54
Construccion (apoyo) centro educativo -                 0,00 0,00 0,00
Mejoramiento Maloca enseñanza lengua mater 4.023.157      4.023.157      8,46 2,43 2,43
Elaboracion material didáctico aprendizaje 1.000.000      1.000.000      2,10 0,60 0,60
VALOR TOTAL SECTOR 15.244.000    1.000.000       1.649.000      4.150.000      3.524.600      500.000         2.000.000      16.899.314    2.573.830      47.540.744    100,00 28,66
SALUD Personal (auxiliares,  promotores) 649.000           649.000         21,76 0,39 0,39
Compra de medicamentos 234.074         1.000.000      1.234.074      41,37 0,74 0,74
Capacitac. Uso plantas medicinales 1.100.000      1.100.000      36,87 0,66 0,66
VALOR TOTAL SECTOR -                 649.000          -                 -                 234.074         -                 -                 1.000.000      1.100.000      2.983.074      100,00 1,80
DESARROLLO Compra ganado 8.000.000        8.000.000      58,64 4,82 4,82
AGROPECUAR Fortalecimiento cultivos tradicionales 1.573.830      1.573.830      11,54 0,95 0,95
Proyecto Innovación autoconsumo sostenible 2.872.452      2.872.452      21,06 1,73 1,73
Construcción pozo artesiano B/11 Nov. 1.195.868      1.195.868      8,77 0,72 0,72
Cofinanciación Proyecto RESA -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                 8.000.000       -                 -                 -                 -                 -                 -                 5.642.150      13.642.150    100,00 8,22
AGUA POTABL Adquisición motobomba 379.750         379.750         2,96 0,23 0,23
SANEAMIENTO Acueducto comunitario 3.298.000      3.298.000      25,67 1,99 1,99
BASICO Suministro tanques de agua y tazas (2003:tanques) 4.170.250      5.000.000      9.170.250      71,37 5,53 5,53
Adecuación torre elevada agua -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                  3.677.750      -                 -                 -                 -                 4.170.250      5.000.000      12.848.000    100,00 7,75
VIVIENDA Ampliación redes eléctricas 3.489.750      3.489.750      15,02 2,10 2,10
Materiales construcción mejoramiento vivienda 7.165.037      7.165.037      30,85 4,32 4,32
Construcción viviendas Km.6 5.000.000      7.573.830      12.573.830    54,13 7,58 7,58
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                  3.489.750      -                 -                 -                 -                 12.165.037    7.573.830      23.228.617    100,00 14,00
OTROS
CULTURA Y Remodelación centro cultural 1.649.000        1.649.000      6,51 0,99 0,99
DEPORTE Restauración maloca 1.640.000      5.000.000      6.640.000      26,23 4,00 4,00
Construcción cancha deportiva 4.258.674      4.258.674      16,82 2,57 2,57
Construcción sede comunal 5.184.942      5.184.942      20,48 3,13 3,13
Construcción casa típica cultural 2.789.750      2.789.750      11,02 1,68 1,68
Dotación implementos deportivos 700.000         700.000         2,77 0,42 0,42
Construcción museos cultural huitoto 4.090.920      4.090.920      16,16 2,47 2,47
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 1.649.000       1.640.000      3.489.750      4.090.920      9.443.616      5.000.000      -                 -                 25.313.286    100,00 15,26
INFRAESTRUCTUConstrucción puente 12.298.100    1.200.000      13.498.100    58,30 8,14 8,14
Y DOTACION VIA Mantenimiento vías 700.000         700.000         3,02 0,42 0,42
Adquisicion vehículo transporte 5.884.942      5.884.942      25,42 3,55 3,55
Construcción puente peatonal 2.045.500      1.023.157      3.068.657      13,25 1,85 1,85
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 14.343.600    -                  1.200.000      -                 -                 6.584.942      -                 1.023.157      -                 23.151.699    100,00 13,96
EQUIPOS Y Suministro aceite, gasolina y ACPM 962.122         962.122         8,73 0,58 0,58
MATERIALES Compra motosierra 2.530.000      1.649.000      4.179.000      37,94 2,52 2,52
FUNCIONAMIENT Sum. Guadaña, electrobomba arreglo camino 5.562.621      5.562.621      50,50 3,35 3,35
Instalación electrobomba 311.596         311.596         2,83 0,19 0,19
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 3.492.122      -                  -                 1.649.000      5.562.621      311.596         -                 -                 -                 11.015.339    100,00 6,64
SERVICIOS Servicio de energía 972.425         972.425         100,00 0,59 0,59
PUBLICOS -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 972.425         -                  -                 -                 -                 -                 -                 -                 -                 972.425         100,00 0,59
OTROS Taller administración tradicional gobierno local 1.360.000      1.360.000      26,21 0,82 0,82
Capacitación Plan Ordamiento Territorial 1.889.750      1.938.750      3.828.500      73,79 2,31 2,31
Construcción famihoteles -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 -                  -                 3.249.750      -                 1.938.750      -                 -                 -                 5.188.500      100,00 3,13
VALOR TOTAL SECTOR 18.808.147    1.649.000       2.840.000      8.388.500      9.653.541      18.278.904    5.000.000      1.023.157      -                 65.641.249    39,57
VALORES TOTALES 34.052.147 11.298.000 11.656.500 12.538.500 13.412.215 18.778.904 7.000.000 35.257.758 21.889.810 165.883.834 100,00 33,21 66,79
(1) PARTICIPACIÓN GASTOS POR ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO POR SECTOR
(2) PARTICIPACIÓN GASTO POR SECTOR Y ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO GENERAL
CLASIFICACIÓN 
Anexo 16
EJECUCIÓN SECTORIAL RECURSOS SGP RESGUARDO DE KILOMETRO SEIS Y ONCE
PERIODO 1994-2004
SECTOR ACTIVIDAD 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL PARTICIPAC. PARTICIP.
SECTOR (1) GENERAL (2) F I
EDUCACIÓN Contratación Maestros 1.890.000   6.000.000      1.200.000     9.090.000      27,14 7,71 7,71
Construccion dos aulas escuela 6.000.000     6.000.000      17,91 5,09 5,09
Suministro alimentos restaurante escolar 3.000.000     4.702.420      1.200.000      8.902.420      26,58 7,55 7,55
Suministro útiles escolares 4.000.000      4.000.000      11,94 3,39 3,39
Suministro motor transporte escolar 5.500.000      5.500.000      16,42 4,67 4,67
VALOR TOTAL SECTOR -             -            1.890.000   6.000.000      1.200.000     -               9.000.000     4.702.420      10.700.000   33.492.420    100,00 28,41
SALUD Personal (auxiliares,  promotores) 1.100.000   1.200.000      1.440.000     3.740.000      28,98 3,17 3,17
Compra de medicamentos puesto salud 2.167.225   1.000.000     1.896.663     4.101.023      9.164.911      71,02 7,78 7,78
VALOR TOTAL SECTOR -             -            3.267.225   1.200.000      2.440.000     -               1.896.663     4.101.023      -                12.904.911    100,00 10,95
DESARROLLO Compra de ganado para cria 4.000.000     4.000.000      51,56 3,39 3,39
AGROPECUARIO Compra terrenos ampliación resguardo -                 0,00 0,00
Compra herramientas procesam. Fariña -                 0,00 0,00
Suministro droga veterianaria 3.757.601     3.757.601      48,44 3,19 3,19
Apoyo progra ma RESA -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -             -            -              -                4.000.000     -               3.757.601     -                -                7.757.601      100,00 6,58
AGUA POTABLE Tanques y baños para la comunidad 4.000.000      4.000.000      100,00 3,39 3,39
SANEAM.BASICO -                 
VALOR TOTAL SECTOR -             -            -              -                -               -               -               -                4.000.000     4.000.000      100,00 3,39
VIVIENDA Compra madera mejoramiento vivienda -                 0,00 0,00
Aporte construcción 49 cocinas 11.902.619   11.902.619     47,21 10,10 10,10
Materiales mejoramiento vivienda 1.468.800      11.839.703    13.308.503     52,79 11,29 11,29
VALOR TOTAL SECTOR -             -            -              1.468.800      11.902.619   -               -               11.839.703    -                25.211.122    100,00 21,39
OTROS
INFRAESTRUCTURA Construcción de dos puentes 13.094.500    13.094.500     49,00 11,11 11,11
Y DOTACION VIAL Adquisición motor fuera de borda 2.808.000   5.820.000     8.628.000      32,29 7,32 7,32
Y DE COMUNIC. Bote de madera 3.000.000      2.000.000     5.000.000      18,71 4,24 4,24
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -             -            2.808.000   16.094.500    -               7.820.000    -               -                -                26.722.500    100,00 22,67
ADECUACION Materiales cercado Resguardo 3.577.500      3.577.500      100,00 3,04 3,04
TERRENOS -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -             -            -              3.577.500      -               -               -               -                -                3.577.500      100,00 3,04
EQUIPOS Y Gasolina 491.187        491.187         100,00 0,42 0,42
MATERIALES -                 0,00 0,00
FUNCIONAMIENTO -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -             -            -              491.187        -               -               -               -                -                491.187         100,00 0,42
SERVICIOS Repuestos planta generadora energía 3.000.000     3.000.000      100,00 2,55 2,55
PUBLICOS -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -             -            -              -                -               -               3.000.000     -                -                3.000.000      100,00 2,55
OTROS Taller capacitación indigenas 712.775        712.775         100,00 0,60 0,60
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -             -            -              -                712.775        -               -               -                -                712.775         100,00 0,60
VALOR TOTAL SECTOR -             -            2.808.000   20.163.187    712.775        7.820.000    3.000.000     -                -                34.503.962    29,27
VALORES TOTALES 0 0 7.965.225 28.831.987 20.255.394 7.820.000 17.654.264 20.643.146 14.700.000 117.870.016 100,00 47,77 52,23
(1) PARTICIPACIÓN GASTOS POR ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO POR SECTOR
(2) PARTICIPACIÓN GASTO POR SECTOR Y ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO GENERAL
CLASIFICACIÓN 
(Pesos)
Anexo 17
EJECUCIÓN SECTORIAL RECURSOS SGP RESGUARDO DE ISLA DE RONDA
 PERIODO 1994-2004
SECTOR ACTIVIDAD 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL PARTICIPAC. PARTICIP.
SECTOR (1) GENERAL (2) F I
EDUCACIÓN Dotación, alimentación restaurante escolar 10.000.000   8.000.000    18.000.000    19,93 7,13 7,13
Pago docentes, auxiliar biblioteca 3.000.000      1.720.000      5.000.000      6.555.394    16.275.394    18,02 6,44 6,44
Auxiliares de cocina restaurante escolar 3.600.000     4.350.000     6.045.000     5.665.000     19.660.000    21,77 7,79 7,79
Adecuacion escuelas, construcción infra. Educ 15.530.960    4.460.600     5.000.000     5.400.000    30.391.560    33,65 12,03 12,03
Remodelación unidad sanitaria escuela 2.000.000     2.000.000      2,21 0,79 0,79
Huerta escolar -                 0,00 0,00
Suministro motobomba escuela 4.000.000    4.000.000      4,43 1,58 1,58
VALOR TOTAL SECTOR 3.000.000      17.250.960    5.000.000      6.555.394    3.600.000     6.350.000    10.505.600  20.665.000   17.400.000  90.326.954    100,00 35,77
SALUD Personal (auxiliares,  promotores) 2.520.000    1.941.427     4.400.000    8.861.427      49,88 3,51 3,51
Compra de medicamentos 2.000.000     3.000.000     5.000.000      28,14 1,98 1,98
Construcción puesto salud -                 0,00 0,00
Capacitación promotores de salud 3.905.556     3.905.556      21,98 1,55 1,55
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                 -                 2.520.000    -                2.000.000    6.905.556    1.941.427     4.400.000    17.766.983    100,00 7,04
DESARROLLO Construcción casa tostadora fariña 6.926.351    6.926.351      100,00 2,74 2,74
AGROPECUARIO -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                 -                 6.926.351    -                -               -               -                -               6.926.351      100,00 2,74
AGUA POTABLE Adquisición 127 tanques recolección agua lluvia 20.307.100   20.307.100    100,00 8,04 8,04
SANEAM.BASICO -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                 -                 -              -                20.307.100  -               -                -               20.307.100    100,00 8,04
VIVIENDA Construccion casa gobernador cabildo 11.002.007   11.002.007    25,00 4,36 4,36
Mejoramiento viviendas comunidad -                 0,00 0,00
Construcción 16 viviendas (+ 24 2003) 18.004.110   15.000.000   33.004.110    75,00 13,07 13,07
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                 -                 -              11.002.007   18.004.110  -               15.000.000   -               44.006.117    100,00 17,43
OTROS
DESARROLLO Taller comunitario elaboración proyectos 2.011.000     2.011.000      50,20 0,80 0,80
COMUNITARIO Construcción oficina cabildo 1.995.029     1.995.029      49,80 0,79 0,79
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 -                 -                 -              -                2.011.000    1.995.029    -                -               4.006.029      100,00 1,59
CULTURA Y Encuentro cultural 6.000.000     6.000.000      33,43 2,38 2,38
DEPORTE Remodelación casa de la cultura 5.974.976     5.974.976    11.949.952    66,57 4,73 4,73
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 -                 -                 -              -                -               6.000.000    5.974.976     5.974.976    17.949.952    100,00 7,11
INFRAESTRUCTUR Adquisición bote de madera 4.250.900      2.000.000     6.250.900      19,94 2,48 2,48
Y DOTACION VIAL Construcción vía peatonal 11.000.000    11.000.000    35,09 4,36 4,36
Y DE COMUNIC. Cofinanciación motor fuera de borda 718.494         718.494         2,29 0,28 0,28
Adquisición bote y motor fuera de borda 9.340.000     9.340.000      29,80 3,70 3,70
Adquisición peke-peke y bote madera 4.037.865     4.037.865      12,88 1,60 1,60
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 15.250.900    718.494         -                 -              13.377.865   -               2.000.000    -                -               31.347.259    100,00 12,41
SERVICIOS Adquisicion planta eléctrica 2.120.000      2.120.000      17,90 0,84 0,84
PUBLICOS Adquisición generador eléctrico 3.426.693      -                 3.426.693      28,93 1,36 1,36
Compra tanque almacenamiento (4000 gls) 6.300.000      6.300.000      53,18 2,49 2,49
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 2.120.000      3.426.693      6.300.000      -              -                -               -               -                -               11.846.693    100,00 4,69
EQUIPOS Y Adquisicion ACPM motobomba comunidad 3.498.616     3.498.616      100 1,39 1,39
MATERIALES -                 0,00 0,00
FUNCIONAMIENTO -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 -                 -                 -              -                -               3.498.616    -                -               3.498.616      100,00 1,39
OTROS Aporte ACITAM 1.577.011     1.577.011      34,65 0,62 0,62
Asesoría Proyectos 369.815         369.815         8,12 0,15 0,15
Taller de especializacion y profesionalizacion 1.298.835    1.298.835      28,53 0,51 0,51
Remodelación balsa flotante 1.306.104     1.306.104      28,69 0,52 0,52
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 369.815         -                 1.298.835    -                2.883.115    -               -                -               4.551.765      100,00 1,80
VALOR TOTAL SECTOR 17.370.900    4.515.002      6.300.000      1.298.835    13.377.865   4.894.115    13.493.645  5.974.976     5.974.976    73.200.314    28,99
VALORES TOTALES 20.370.900 21.765.962 11.300.000 17.300.580 27.979.872 51.555.325 30.904.801 43.581.403 27.774.976 252.533.819 100,00 42,12 57,88
(1) PARTICIPACIÓN GASTOS POR ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO POR SECTOR
(2) PARTICIPACIÓN GASTO POR SECTOR Y ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO GENERAL
CLASIFICACIÓN 
Anexo 18
(Pesos)
EJECUCIÓN SECTORIAL RECURSOS SGP RESGUARDO DE MACEDONIA
PERIODO 1994-2004
SECTOR ACTIVIDAD 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL PARTICIPAC. PARTICIP.
SECTOR (1)GENERAL (2) F I
EDUCACIÓN Dotación, alimentación restaurante escolar 9.648.720       3.726.980  13.375.700     34,84 12,25 12,25
Pago docentes, personal auxiliar cocina, bibli 2.595.940    2.900.000   1.081.650  685.825      7.263.415       18,92 6,65 6,65
Auxiliares de cocina restaurante escolar 2.400.000    2.400.000  2.800.000   2.800.000  3.000.000       13.400.000     34,90 12,27 12,27
Adecuacion escuelas, biblioteca -                 0,00 0,00
Maestro indigena 2.742.730  2.742.730       7,14 2,51 2,51
Manenimiento, dotación Jardín comunitario -                 0,00 0,00
Suministro instrumentos musicales banda estud. 1.609.685       1.609.685       4,19 1,47 1,47
VALOR TOTAL SECTOR -             -          4.995.940   5.142.730  5.700.000   3.881.650  685.825     14.258.405    3.726.980  38.391.530     100,00 35,15
SALUD Personal (auxiliares,  promotores) 3.000.000  3.000.000       83,29 2,75 2,75
Compra de medicamentos -                 0,00 0,00
Motor y bote puesto de salud -                 0,00 0,00
Mejoramiento, dotacion puesto de salud -                 0,00 0,00
Reparación motor fura de borda puesto salud 601.685         601.685          16,71 0,55 0,55
VALOR TOTAL SECTOR -             -          -              -            -             -            -             601.685         3.000.000  3.601.685       100,00 3,30
DESARROLLO Equipos procesamiento fariña 9.683.225    9.683.225       65,95 8,87 8,87
AGROPECUARIO Producción cultivo medicina tradicional 5.000.000  5.000.000       34,05 4,58 4,58
VALOR TOTAL SECTOR -             -          9.683.225   -            -             -            -             -                5.000.000  14.683.225     100,00 13,44
AGUA POTABLE Construccion sistema agua lluvias 8.765.000   8.765.000       100,00 8,03 8,03
-                 
VALOR TOTAL SECTOR 8.765.000   -          -              -            -             -            -             -                -            8.765.000       100,00 8,03
VIVIENDA Compra 38 albercas 6.799.204   6.799.204       29,78 6,23 6,23
Materiales construcción mejoramiento vivienda 9.978.133  9.978.133       43,71 9,14 9,14
Construcción 5 viviendas 6.052.500       6.052.500       26,51 5,54 5,54
VALOR TOTAL SECTOR -             -          -              -            -             9.978.133  6.799.204   6.052.500      -            22.829.837     100,00 20,90
OTROS
DESARROLLO Remodelacion, ampliacion casa comunal 7.000.000   7.000.000       100,00 6,41 6,41
COMUNITARIO -            -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -             -          -              -            -             -            7.000.000   -                -            7.000.000       100,00 6,41
CULTURA Y DEPORTE Construcción casa artesanal -                 0,00 0,00
Implementos deportivos 1.445.510  1.445.510       60,30 1,32 1,32
Materiales construccion mesas 951.862     951.862          39,70 0,87 0,87
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -             -          -              2.397.372  -             -            -             -                -            2.397.372       100,00 2,20
INFRAESTRUCTURA motor fuera de borda 8.190.444   8.190.444       93,59 7,50 7,50
Y DOTACION VIAL Construcción bote de madera 560.525      560.525          6,41 0,51 0,51
Y DE COMUNIC. -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -             -          -              -            8.750.969   -            -             -                -            8.750.969       100,00 8,01
OTROS Aporte ACITAM 520.000       788.351     608.235      876.971     2.793.557       100,00 2,56 2,56
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -             -          520.000      788.351     608.235      876.971     -             -                -            2.793.557       100,00 2,56
VALOR TOTAL SECTOR -             -          520.000      3.185.723  9.359.204   876.971     7.000.000   -                -            20.941.898     19,18
VALORES TOTALES 8.765.000 0 15.199.165 8.328.453 15.059.204 14.736.754 14.485.029 20.912.590 11.726.980 109.213.175 100,00 48,87 51,13
(1) PARTICIPACIÓN GASTOS POR ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO POR SECTOR
(2) PARTICIPACIÓN GASTO POR SECTOR Y ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO GENERAL
CLASIFICACIÓN 
Anexo 19
(Pesos)
EJECUCIÓN SECTORIAL RECURSOS SGP RESGUARDO DE NAZARETH
PERIODO 1994-2004
SECTOR ACTIVIDAD 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL PARTICIPAC. PARTICIP.
SECTOR (1) GENERAL (2) F I
EDUCACIÓN Adecuaci'on escuela 3.700.000   3.700.000       8,75 3,52 3,52
Docentes 1.000.000    500.000       1.500.000   1.700.000   685.825         5.385.825       12,74 5,13 5,13
Auxiliar cocina restaurante escolar 3.600.000      5.100.000     8.700.000       20,58 8,29 8,29
Suministro alimentos restaurante escol 3.000.000      1.712.500     3.279.526      7.992.026       18,90 7,61 7,61
Construcción casa-comedor escuela 7.245.042      7.245.042       17,14 6,90 6,90
Adecuación hogar comunitario 907.000        907.000          2,15 0,86 0,86
Vía peatonal acceso a escuela 8.344.900      8.344.900       19,74 7,95 7,95
VALOR TOTAL SECTOR 1.000.000    500.000      1.500.000   1.700.000   3.700.000   -              7.285.825      7.719.500     18.869.468    42.274.793     100,00 40,27
SALUD Adquisición bote puesto salud 1.733.915     1.733.915       23,97 1,65 1,65
Promotor de salud 1.000.000     1.000.000       13,82 0,95 0,95
Construccion puesto de salud -                 0,00 0,00
Programa bienestar pers.tercera edad -                 0,00 0,00
Mejoramiento puesto de salud 4.500.000      4.500.000       62,21 4,29 4,29
VALOR TOTAL SECTOR -              -              -             -             -             -              4.500.000      2.733.915     -                7.233.915      100,00 6,89
DESARROLLO Compra ganado, arreglo potrero 10.133.915    6.150.355     16.284.270     100,00 15,51 15,51
AGROPECUARIO -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -              -              -             -             -             -              10.133.915    6.150.355     -                16.284.270     100,00 15,51
AGUA POTABLE Equipo recoleccion y abast. Agua lluvia 2.489.453   2.489.453       100,00 2,37 2,37
SANEAM.BASICO -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -              -              -             2.489.453   -             -              -                -               -                2.489.453      100,00 2,37
VIVIENDA Adecuacion, mejoramiento vivienda -                 0,00
Construcción viviendas (6) -                 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -              -              -             -             -             -              -                -               -                -                 0,00 0,00
OTROS
CULTURA Y Remodelación casa cultura comunitaria -                 0,00 0,00
DEPORTE Construccion parque recreativo infantil 3.287.716      3.287.716       81,63 3,13 3,13
Altavoz para comunidad 740.000      740.000         18,37 0,70 0,70
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -              -              -             740.000      -             -              3.287.716      -               -                4.027.716      100,00 3,84
INFRAESTRUCTURA Construccion via peatonal 8.628.550    5.364.957   8.803.174   22.796.681     74,14 21,72 21,72
Y DOTACION VIAL bote de madera 2.389.400    800.000      3.189.400       10,37 3,04 3,04
Y DE COMUNIC. Implementos bote comunidad 614.800       614.800          2,00 0,59 0,59
Adquisición motor fuera de borda 40 Hp 4.148.000    4.148.000      13,49 3,95 3,95
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 7.152.200    8.628.550   800.000      5.364.957   8.803.174   -              -                -               -                30.748.881     100,00 29,29
OTROS Aporte ACITAM 628.754      237.663         866.417          45,12 0,83 0,83
Taller capacitación líderes 480.450       573.390      1.053.840       54,88 1,00 1,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 480.450       -              -             1.202.144   -             -              237.663        -               -                1.920.257      100,00 1,83
VALOR TOTAL SECTOR 7.632.650    8.628.550   800.000      7.307.101   8.803.174   -              3.525.379      -               -                36.696.854     34,96
VALORES TOTALES 8.632.650 9.128.550 2.300.000 11.496.554 12.503.174 0 25.445.119 16.603.770 18.869.468 104.979.285 100,00 35,62 64,38
(1) PARTICIPACIÓN GASTOS POR ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO POR SECTOR
(2) PARTICIPACIÓN GASTO POR SECTOR Y ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO GENERAL
CLASIFICACIÓN 
Anexo 20
(Pesos)
EJECUCIÓN SECTORIAL RECURSOS SGP RESGUARDO DE MOCAGUA
    PERIODO 1994-2004
SECTOR ACTIVIDAD 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL PARTICIPAC. PARTICIP.
SECTOR (1) GENERAL (2) F I
EDUCACIÓN Dotación, alimentación restaurante escolar 3.550.682       530.000          2.954.828       7.035.510       30,42 9,50 9,50
Pago docentes (2004: en lengua materna) 7.000.000       7.000.000       30,26 9,45 9,45
Auxiliares de cocina restaurante escolar 2.196.000       2.400.000       4.596.000       19,87 6,20 6,20
Suministro útiles escolares 2.500.000       2.500.000       10,81 3,37 3,37
Adquisición bote transporte escolar 2.000.000       2.000.000       8,65 2,70 2,70
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                 -                 -                 -                 2.196.000      3.550.682      11.930.000    5.454.828      23.131.510    100,00 31,23
SALUD Personal (auxiliares,  promotores) -                  0,00 0,00
Compra de medicamentos 3.709.994       3.500.000       7.209.994       100,00 9,73 9,73
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                 -                 -                 -                 -                 3.709.994      3.500.000      -                 7.209.994      100,00 9,73
DESARROLLO Adquisición ganado 4.000.000       4.000.000       100,00 5,40 5,40
AGROPECUAR Microempresa panadería Comunidad -                  0,00 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                 -                 -                 -                 4.000.000      -                 -                 -                 4.000.000      100,00 5,40
AGUA POTABL Construcción pozo artesiano 2.213.680       2.213.680       0,00 2,99 2,99
SANEAMIENTO Suministro tanques recolección agua 3.000.000       3.000.000       0,00 4,05 4,05
BASICO -                  0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                 -                 -                 -                 -                 2.213.680      -                 3.000.000      5.213.680      0,00 7,04
VIVIENDA Construcción viviendas 13.111.394     13.111.394     61,70 17,70 17,70
Suministro tanques vivienda 4.580.000       4.580.000       21,55 6,18 6,18
Suministro motosierra extracción madera viv 3.560.000       3.560.000       16,75 4,81 4,81
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                 -                 -                 -                 -                 -                 13.111.394    8.140.000      21.251.394    100,00 28,69
OTROS
DESARROLLO Adquisición amplificadores y accesorios 2.305.755       2.305.755       100,00 3,11 3,11
COMUNITARIO -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                 -                 -                 -                 2.305.755      -                 -                 -                 2.305.755      100,00 3,11
INFRAESTRUCTUAdquisición bote y motor 9.867.000       9.867.000       100,00 13,32 13,32
Y DOTACION VIAL -                 0,00 0,00
Y DE COMUNIC. -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                 -                 -                 -                 9.867.000      -                 -                 -                 9.867.000      100,00 13,32
OTROS Cofinanciacion proyecto ACITAM 1.098.092       1.098.092       100,00 1,48 1,48
-                  0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                 -                 -                 -                 1.098.092      -                 -                 -                 1.098.092      100,00 1,48
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                 -                 -                 -                 13.270.847    -                 -                 -                 13.270.847    17,91
VALORES TOTALES 0 0 0 0 0 19.466.847 9.474.356 28.541.394 16.594.828 74.077.425 100,00 56,17 43,83
(1) PARTICIPACIÓN GASTOS POR ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO POR SECTOR
(2) PARTICIPACIÓN GASTO POR SECTOR Y ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO GENERAL
CLASIFICACIÓN 
Anexo 21
(Pesos)
EJECUCIÓN SECTORIAL RECURSOS SGP RESGUARDO DE LA PLAYA
PERIODO 1994-2004
SECTOR ACTIVIDAD 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL PARTICIPAC PARTICIP.
SECTOR (1) GENERAL (2) F I
EDUCACIÓN Dotación, alimentación restaurante escolar 3.000.000    800.000         2.000.000      6.000.000     11.800.000     17,03 6,73 6,73
Pago docentes 2.500.000      4.600.000    3.000.000      3.500.000      13.600.000     19,62 7,75 7,75
Auxiliares de cocina restaurante escolar 1.500.000    3.000.000      4.500.000      9.000.000      12,99 5,13 5,13
Adecuacion infraestructura escuelas 5.335.566      5.335.566      7,70 3,04 3,04
Adquisición amplificador escuela 3.180.400      3.180.400      4,59 1,81 1,81
Adquisición útiles escolares 3.000.000      4.767.659     7.767.659      11,21 4,43 4,43
Suministro uniformes escolares, impl. Deport 7.555.300     7.555.300      10,90 4,31 4,31
Suministro motor y bote estudiantes (2) 11.068.089   11.068.089     15,97 6,31 6,31
VALOR TOTAL SECTOR -              2.500.000      -               9.100.000   -                 5.335.566      9.980.400      13.000.000    29.391.048   69.307.014    100,00 39,50
SALUD Personal (auxiliares,  promotores) -                 0,00 0,00
Compra de medicamentos 4.000.000      2.000.000      6.000.000      100,00 3,42 3,42
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -              -                 -               -              4.000.000      -                 -                 2.000.000      -               6.000.000      100,00 3,42
DESARROLLO Compra ganado 5.544.400      5.544.400      22,77 3,16 3,16
AGROPECUAR Equipo procesamiento fariña 6.825.000      6.825.000      28,02 3,89 3,89
Mantenimiento de linderos 4.584.000     4.584.000      18,82 2,61 2,61
Desarrollo agropecuario chagras 7.400.000     7.400.000      30,39 4,22 4,22
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -              -                 -               -              -                 5.544.400      6.825.000      -                 11.984.000   24.353.400    100,00 13,88
AGUA POTABLE -                 
-                 
-                 
VALOR TOTAL SECTOR -              -                 -               -              -                 -                 -                 -                 -               -                 0,00 0,00
VIVIENDA Construcción viviendas 7.557.355      18.213.355     25.770.710     68,18 14,69 14,69
Materiales construcción mejoramiento vivienda 4.712.020      4.315.742      3.000.000      12.027.762     31,82 6,85 6,85
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -              4.712.020      -               -              4.315.742      -                 7.557.355      21.213.355    -               37.798.472    100,00 21,54
OTROS
DESARROLLO Mantenimiento y dotación salón comunal 6.440.600      6.528.100     12.968.700     89,63 7,39 7,39
COMUNITARIO Materiales construcción hogar comunitario 1.500.000      1.500.000      10,37 0,85 0,85
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -              6.440.600      6.528.100     -              1.500.000      -                 -                 -                 -               14.468.700    100,00 8,25
CULTURA Y Dotación implementos deportivos 2.000.000      2.000.000      43,28 1,14 1,14
DEPORTE Adquisición materiales construcción capilla 2.621.107     2.621.107      56,72 1,49 1,49
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -              -                 2.621.107     -              2.000.000      -                 -                 -                 -               4.621.107      100,00 2,63
SERVICIOS Adquisición de una planta eléctrica 2.428.650      2.428.650      100,00 1,38 1,38
PUBLICOS -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -              -                 -               -              -                 2.428.650      -                 -                 -               2.428.650      100,00 1,38
INFRAESTRUCTU Adquisicion motor peque-peque 5.786.200      5.786.200      36,96 3,30 3,30
Y DOTACION VIA Adquisición bote y motor 9.867.000      9.867.000      63,04 5,62 5,62
Y DE COMUNIC. -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -              -                 -               -              5.786.200      9.867.000      -                 -                 -               15.653.200    100,00 8,92
OTROS Taller autoridades indigenas 379.580         453.010         832.590         100,00 0,47 0,47
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -              379.580         -               -              453.010         -                 -                 -                 -               832.590         100,00 0,47
VALOR TOTAL SECTOR -              6.820.180      9.149.207     -              9.739.210      12.295.650    -                 -                 -               38.004.247    21,66
VALORES TOTALES 0 14.032.200 9.149.207 9.100.000 18.054.952 23.175.616 24.362.755 36.213.355 41.375.048 175.463.133 100,00 51,80 48,20
(1) PARTICIPACIÓN GASTOS POR ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO POR SECTOR
(2) PARTICIPACIÓN GASTO POR SECTOR Y ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO GENERAL
CLASIFICACIÓN 
Anexo 22
(Pesos)
EJECUCIÓN SECTORIAL RECURSOS SGP RESGUARDO DE SAN ANTONIO DE LOS LAGOS
PERIODO 1994-2004
SECTOR ACTIVIDAD 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL PARTICIPAC. PARTICIP.
SECTOR (1) GENERAL (2) F I
EDUCACIÓN Dotación, alimentación restaurante escolar 1.057.900      1.140.000      1.659.840       1.809.072     1.783.152      7.449.964       18,57 9,95 9,95
Pago docentes, personal auxiliar cocina, bibli 1.000.000      5.500.000     5.201.636      11.701.636     29,17 15,63 15,63
Auxiliares de cocina restaurante escolar 2.340.000       3.000.000     5.340.000       13,31 7,13 7,13
Adecuacion escuelas 6.121.500      6.121.500       15,26 8,18 8,18
Material didáctco escuela 1.488.810     1.488.810       3,71 1,99 1,99
Construcción cocina y comedor 5.619.014      2.400.000     8.019.014       19,99 10,71 10,71
VALOR TOTAL SECTOR 7.121.500      1.057.900     6.988.810     11.960.650   2.400.000     -               3.999.840      4.809.072     1.783.152      40.120.924    100,00 53,58
SALUD -                  0,00
-                  0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                -               -                -               -               -                 -                -                 -                 0,00 0,00
DESARROLLO -                  0,00 0,00
AGROPECUARIO -                  0,00 0,00
-                  0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                -               -                -               -               -                 -                -                 -                 0,00 0,00
AGUA POTABLE Tanques recolección aguas lluvias 9.589.965       9.589.965       37,01 12,81 12,81
SANEAMIENTO Acomeditas domiciliarias acueducto 1.260.800      4.794.982       6.055.782       23,37 8,09 8,09
BASICO Construcción 58 letrinas -                  0,00 0,00 0,00
Construcción 58 albercas 10.269.400   10.269.400     39,63 13,72 13,72
-                  0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                -               1.260.800     -               -               14.384.947    10.269.400   -                 25.915.147    100,00 34,61
VIVIENDA -                  0,00
Materiales construcción mejoramiento vivienda -                  0,00
-                  0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                 -                -               -                -               -               -                 -                -                 -                 0,00 0,00
OTROS
CULTURA Y Remodelación sede cultural 6.809.810      6.809.810       100,00 9,09 9,09
DEPORTE -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 6.809.810     -               -                -               -               -                 -                -                 6.809.810      100,00 9,09
EQUIPOS Y Adquisición combustible motobomba 1.803.590       1.803.590       100,00 2,41 2,41
MATERIALES -                 0,00 0,00
FUNCIONAMIENTO -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 -                -               -                -               -               1.803.590      -                -                 1.803.590      100,00 2,41
OTROS Aporte ACITAM 227.155         227.155          100,00 0,30 0,30
-                  0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 -                -               227.155        -               -               -                 -                -                 227.155         100,00 0,30
VALOR TOTAL SECTOR -                 6.809.810     -               227.155        -               -               1.803.590      -                -                 8.840.555      11,81
VALORES TOTALES 7.121.500 7.867.710 6.988.810 13.448.605 2.400.000 0 20.188.377 15.078.472 1.783.152 74.876.626 100,00 35,42 64,58
(1) PARTICIPACIÓN GASTOS POR ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO POR SECTOR
(2) PARTICIPACIÓN GASTO POR SECTOR Y ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO GENERAL
CLASIFICACIÓN 
Anexo 23
(Pesos)
EJECUCIÓN SECTORIAL RECURSOS SGP RESGUARDO DE SAN SEBASTIAN DE LOS LAGOS
PERIODO 1994-2004
SECTOR ACTIVIDAD 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL PARTICIPAC. PARTICIP.
SECTOR (1) GENERAL (2) F I
EDUCACION Dotación, alimentación restaurante escolar 600.000         1.131.937      5.537.400      3.386.600      10.655.937     20,59 6,77 6,77
Construcción cocina restaurante escolar 1.506.000      1.506.000       2,91 0,96 0,96
Pago docentes, personal auxiliar cocina, bibli 2.700.000      6.884.532    3.540.030      13.124.562     25,36 8,34 8,34
Auxiliares de cocina restaurante escolar 1.870.000   1.907.118      7.135.690      10.912.808     21,09 6,94 6,94
Construcción centro capacitación lengua materna 6.498.828      6.498.828       12,56 4,13 4,13
Adecuación infraestructura escuela 507.000         1.232.164    1.739.164       3,36 1,11 1,11
Suministro horno panadería 2.000.000      2.000.000       3,86 1,27 1,27
Pago bibliotecario 2.800.000      2.800.000       5,41 1,78 1,78
Adquisición motor transporte estudiantes 2.514.378      2.514.378       4,86 1,60 1,60
VALOR TOTAL SECTOR 1.107.000      -              2.700.000      8.116.696    1.870.000   4.514.378     13.077.913   16.979.090   3.386.600      51.751.677    100,00 32,89
SALUD Personal (auxiliares,  promotores) 2.900.000      2.900.000       0,00 1,84 1,84
Compra de medicamentos -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                 -              -                -               -              -                -                -                2.900.000      2.900.000      0,00 1,84
DESARROLLO Microempresa ganadera 5.773.205      4.916.849    2.468.599      2.507.424    3.991.425   2.424.855      4.073.883      4.633.045      30.789.285     91,71 19,57 19,57
AGROPECUARIO Compra máquinas procesamiento fariña 1.221.000      1.221.000       3,64 0,78 0,78
Mantenimiento potrero 1.562.249      1.562.249       4,65 0,99 0,99
VALOR TOTAL SECTOR 5.773.205      4.916.849   2.468.599      2.507.424    3.991.425   2.424.855     1.221.000     5.636.132     4.633.045      33.572.534    100,00 21,34
AGUA POTABLE Suministro tanques almacenamiento agua 1.515.594      1.515.594       27,97 0,96 0,96
SANEAMIENTO Mejoramiento acueducto 3.903.971      3.903.971       72,03 2,48 2,48
BASICO -                 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                 -              -                -               -              -                -                -                5.419.565      5.419.565      100,00 3,44
VIVIENDA Construcción viviendas 2.370.580      2.370.580       15,43 1,51 1,51
Materiales construcción mejoramiento vivienda 7.263.007      2.498.888      1.232.163    2.000.000      12.994.058     84,57 8,26 8,26
VALOR TOTAL SECTOR 9.633.587      -              2.498.888      1.232.163    -              -                -                -                2.000.000      15.364.638    100,00 9,77
OTROS
DESARROLLO Ampliación salón comunal 937.123      937.123         17,95 0,60 0,60
COMUNITARIO Equipo de altavoz 1.000.000    1.000.000       19,15 0,64 0,64
Construcción casa comunitaria 2.012.587      2.012.587       38,55 1,28 1,28
Ampliación sede comunal 1.271.225    1.271.225       24,35 0,81 0,81
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 -              2.012.587      2.271.225    937.123      -                -                -                -                5.220.935      100,00 3,32
CULTURA Y Reparación casa cultura comunitaria 1.111.255    1.111.255       20,25 0,71 0,71
DEPORTE Construcción casa cultural 4.377.251   4.377.251      79,75 2,78 2,78
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 -              -                1.111.255    4.377.251   -                -                -                -                5.488.506      100,00 3,49
INFRAESTRUCTURA Adquisición motor fuera de borda 4.815.748      4.815.748       34,18 3,06 3,06
Y DOTACION VIAL Adquisición bote madera 1.200.000    1.200.000       8,52 0,76 0,76
Y DE COMUNIC. Adquisición hélice motor 362.123         362.123         2,57 0,23 0,23
Adquisición motor 2.935.058    2.935.058       20,83 1,87 1,87
Adquisición motor peke-peke 1.425.600   3.352.360      4.777.960       33,91 3,04 3,04
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 2.935.058   4.815.748      1.200.000    1.425.600   362.123        -                -                3.352.360      14.090.889    100,00 8,96
EQUIPOS Y MATERIAL Suministro motosierra 1.836.000      1.836.000       57,87 1,17 1,17
FUNCIONAMIENTO Adquisición guadañadora 1.336.878      1.336.878       42,13 0,85 0,85
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 1.836.000      -              -                -               -              1.336.878     -                -                -                3.172.878      100,00 2,02
SERVICIOS Adquisición planta eléctrica 2.920.000      2.920.000       50,15 1,86 1,86
PUBLICOS Compra generador 2.902.262      2.902.262       49,85 1,84 1,84
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 -              -                -               -              5.822.262     -                -                -                5.822.262      100,00 3,70
ADECUACION Desmonte y limpieza finca 3.558.254      3.558.254       100,00 2,26 2,26
TERRENOS -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 -              3.558.254      -               -              -                -                -                -                3.558.254      100,00 2,26
MICROEMPRESAS Creación microempresa artesanal 2.507.424    2.507.424       62,57 1,59 1,59
Microempresa modistería (materiales) 1.500.000    1.500.000       37,43 0,95 0,95
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 1.500.000   -                2.507.424    -              -                -                -                -                4.007.424      100,00 2,55
OTROS Cofinanciación proyecto desarrollo instituc. 567.942         406.710         974.652         14,01 0,62 0,62
Aporte ACITAM 617.150         456.961       304.156         1.378.267       19,81 0,88 0,88
Construcción balsa flotante 3.992.697      3.992.697       57,39 2,54 2,54
Asesoría autoridades indigenas 611.579       611.579         8,79 0,39 0,39
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -                 -              617.150         1.068.540    -              872.098        406.710        3.992.697     -                6.957.195      100,00 4,42
VALOR TOTAL SECTOR 1.836.000      4.435.058   11.003.739    8.158.444    6.739.974   8.393.361     406.710        3.992.697     3.352.360      48.318.343    30,71
VALORES TOTALES 18.349.792 9.351.907 18.671.226 20.014.727 12.601.399 15.332.594 14.705.623 26.607.919 21.691.570 157.326.757 100,00 46,71 53,29
(1) PARTICIPACIÓN GASTOS POR ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO POR SECTOR
(2) PARTICIPACIÓN GASTO POR SECTOR Y ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO GENERAL
CLASIFICACIÓN 
(Pesos)
PERIODO 1994-2004
Anexo 24
EJECUCIÓN SECTORIAL RECURSOS SGP RESGUARDO DE SANTA SOFIA
SECTOR ACTIVIDAD 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL PARTICIPAC PARTICIP.
SECTOR (1) GENERAL (2) F I
EDUCACIÓN Dotación, alimentación restaurante escolar 1.950.000      1.687.200      3.637.200       35,88 3,72 3,72
Pago docentes, personal auxiliar cocina -                 0,00 0,00
Auxiliares de cocina restaurante escolar 1.000.000     1.000.000       1.000.000     2.000.000      5.000.000       49,32 5,12 5,12
Adecuacion escuelas -                 0,00 0,00
Adquisición útiles escolares 1.500.000      1.500.000       14,80 1,53 1,53
VALOR TOTAL SECTOR -              -              1.000.000     1.000.000      1.000.000     -              -               5.450.000     1.687.200     10.137.200     100,00 10,37
SALUD Personal (auxiliares,  promotores) 750.000          750.000        1.500.000      4.837.000      7.837.000       88,18 8,02 8,02
Compra de medicamentos 1.050.000      1.050.000       11,82 1,07 1,07
VALOR TOTAL SECTOR -              -              -               750.000         750.000        -              -               2.550.000     4.837.000     8.887.000      100,00 9,09
DESARROLLO Adquisición maquinaria (horno, picadora, -                 0,00 0,00
AGROPECUARIO   motor, hélice) 2.482.590       2.482.590       61,56 2,54 2,54
Fortalecimiento cultivos tradicionales 1.550.000    1.550.000       38,44 1,59 1,59
VALOR TOTAL SECTOR -              -              -               2.482.590      -               1.550.000   -               -               -               4.032.590      100,00 4,13
AGUA POTABLE Construcción tanque comunitario recol. Agua 10.000.000    10.000.000     84,96 10,23 10,23
Tanques plásticos recolección de agua 1.769.601      1.769.601       15,04 1,81 1,81
VALOR TOTAL SECTOR -              -              -               -                 -               -              11.769.601   -               -               11.769.601     100,00 12,04
VIVIENDA -                 0,00 0,00
Materiales construcción mejoramiento vivienda 10.000.000   9.251.539     11.525.724    30.777.263     86,80 31,49 31,49
Construcción baños 4.680.602      4.680.602       13,20 4,79 4,79
VALOR TOTAL SECTOR -              -              10.000.000   -                 9.251.539     -              4.680.602     11.525.724   -               35.457.865     100,00 36,27
OTROS
INFRAESTRUCTUR Construcción puente madera 6.200.000      6.200.000       39,12 6,34 6,34
Y DOTACION VIAL Construcción balsa -                 0,00 0,00 0,00
Y DE COMUNIC. Bote de madera 1.100.000      8.550.000   9.650.000      60,88 9,87 9,87
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -              -              -               1.100.000      -               8.550.000   -               -               6.200.000     15.850.000     100,00 16,21
ADECUACION Adquisición madera y materiales linderos 2.123.000       2.123.000       21,49 2,17 2,17
TERRENOS Adecuación chagras (limpieza, quema, siembra) 7.755.202     7.755.202       78,51 7,93 7,93
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -              -              -               2.123.000      -               -              -               -               7.755.202     9.878.202      100,00 10,11
OTROS Taller autoridades indigenas 709.610          709.610          40,85 0,73 0,73
Cofinanciación proyectos 1.027.669      1.027.669       59,15 1,05 1,05
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -              -              -               709.610         -               -              -               1.027.669     -               1.737.279      100,00 1,78
VALOR TOTAL SECTOR -              -              -               3.932.610      -               8.550.000   -               1.027.669     13.955.202   27.465.481     28,10
VALORES TOTALES 0 0 11.000.000 8.165.200 11.001.539 10.100.000 16.450.203 20.553.393 20.479.402 97.749.737 100,00 22,36 77,64
(1) PARTICIPACIÓN GASTOS POR ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO POR SECTOR
(2) PARTICIPACIÓN GASTO POR SECTOR Y ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO GENERAL
CLASIFICACIÓN 
Anexo 25
(Pesos)
EJECUCIÓN SECTORIAL RECURSOS SGP RESGUARDO DE SAN JOSE DEL RIO
    PERIODO 1994-2004
SECTOR ACTIVIDAD 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL PARTICIPAC. PARTICIP.
SECTOR (1) GENERAL (2) F I
EDUCACIÓN Adecuaci'on escuela 861.100        861.100           2,18 0,66 0,66
Docentes 7.844.104     4.210.000      720.000        2.700.000       3.000.000      18.474.104      46,78 14,21 14,21
Auxiliar cocina restaurante escolar 880.000         2.100.000     3.550.500      6.530.500        16,54 5,02 5,02
Suministro bote escuela 3.000.000      3.000.000        7,60 2,31 2,31
Alimentos, dotacion restaurante escolar 630.000          2.697.455      5.180.000      8.507.455        21,54 6,54 6,54
Suministro útiles escolares 2.116.614      2.116.614        5,36 1,63 1,63
VALOR TOTAL SECTOR 861.100        -                 7.844.104     5.090.000      2.820.000     3.330.000       -                9.247.955      10.296.614   39.489.773      100,00 30,38
SALUD Promotor salud 1.000.000     1.000.000        31,50 0,77 0,77
Suministro medicamentos 2.175.055      2.175.055        68,50 1,67 1,67
-                  0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -               -                 1.000.000     2.175.055      -               -                 -                -                -               3.175.055       100,00 2,44
DESARROLLO Adquisicion ganado 4.574.650       5.276.300      9.850.950        45,98 7,58 7,58
AGROPECUARIO Horno procesamiento farina -                  0,00 0,00
Recuperación 25 Has. Cultivo alimentos 11.574.697    11.574.697      54,02 8,90 8,90
-                  0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -               4.574.650       -               5.276.300      -               -                 -                11.574.697    -               21.425.647      100,00 16,48
AGUA POTABLE Construcción sistema abastecimiento 9.362.800     9.362.800        100,00 7,20 7,20
agua lluvia -                  0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR 9.362.800     -                 -               -                -               -                 -                -                -               9.362.800       100,00 7,20
VIVIENDA Pintura viviendas -                  0,00 0,00
Materiales mejoramiento vivienda 11.580.775     1.000.000      12.580.775      50,52 9,68 9,68
Construcción vivienda 11.000.000    11.000.000      44,18 8,46 8,46
Motosierra suministro madera viviendas 1.320.000      1.320.000        5,30 1,02 1,02
-                  0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -               -                 -               -                -               -                 11.580.775    -                13.320.000   24.900.775      100,00 19,16
OTROS
DESARROLLO Adquisicion altavoz 650.000          650.000           20,71 0,50 0,50
COMUNITARIO Equipo de panadería 2.487.986      2.487.986       79,29 1,91 1,91
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -               -                 -               2.487.986      -               650.000          -                -                -               3.137.986       100,00 2,41
INFRAESTRUCTUR Tanque almacenamiento combustible 3.425.000     3.425.000        19,24 2,63 2,63
Y DOTACION VIAL Adquisicion motor 6.873.800       2.000.000     8.873.800        49,86 6,83 6,83
Y DE COMUNIC. Canoa aluminio 5.500.000     5.500.000        30,90 4,23 4,23
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -               6.873.800       3.425.000     -                7.500.000     -                 -                -                -               17.798.800      100,00 13,69
ADECUACION Mantenimiento trocha limites resguardo 2.000.000       2.000.000        100,00 1,54 1,54
TERRENOS -                  0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -               -                 -               -                -               2.000.000       -                -                -               2.000.000       100,00 1,54
OTROS Aporte ACITAM 602.250          719.110         873.125          2.194.485        25,22 1,69 1,69
Materiales construcción balsa 6.506.000      6.506.000        74,78 5,00 5,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 0 602.250 0 7.225.110 0 873.125 0 0 0 8.700.485 100,00 6,69
VALOR TOTAL SECTOR 0 7.476.050 3.425.000 9.713.096 7.500.000 3.523.125 0 0 0 31.637.271 24,34
VALORES TOTALES 10.223.900 12.050.700 12.269.104 22.254.451 10.320.000 6.853.125 11.580.775 20.822.652 23.616.614 129.991.321 100,00 52,28 47,72
(1) PARTICIPACIÓN GASTOS POR ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO POR SECTOR
(2) PARTICIPACIÓN GASTO POR SECTOR Y ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO GENERAL
CLASIFICACIÓN 
Anexo 26
(Pesos)
EJECUCIÓN SECTORIAL RECURSOS SGP RESGUARDO DE ZARAGOZA
PERIODO 1994-2004
SECTOR ACTIVIDAD 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL PARTICIPAC. PARTICIP.
SECTOR (1) GENERAL (2) F I
EDUCACIÓN Dotación, alimentación restaurante escolar 4.354.292       3.300.000       7.654.292       54,93 25,14 25,14
Pago docentes, personal auxiliar cocina, bibli -                 0,00 0,00
Auxiliares de cocina restaurante escolar 3.200.000       3.200.000       22,96 10,51 10,51
Adecuacion escuelas -                 0,00 0,00
Suministro útiles escolares 2.300.000       2.300.000       16,51 7,55 7,55
Chalecos salvavidas estudiantes 780.000          780.000          5,60 2,56 2,56
VALOR TOTAL SECTOR -               -                -               -                 -                   8.334.292      5.600.000      13.934.292     100,00 45,77
SALUD Personal (auxiliares,  promotores) 1.000.000       1.394.350       2.394.350       45,22 7,86 7,86
Compra de medicamentos -                 0,00 0,00
Motor puesto de salud 2.900.000       2.900.000       54,78 9,53 9,53
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -               -                -               -                 -                   1.000.000      4.294.350      5.294.350      100,00 17,39
DESARROLLO Mantenimiento linderos 3.368.676       3.368.676       100,00 11,07 11,07
AGROPECUARIO -                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -               -                -               -                 -                   -                 3.368.676      3.368.676      100,00 11,07
AGUA POTABLE -                 0,00
-                 
-                 
VALOR TOTAL SECTOR -               -                -               -                 -                   -                 -                 -                 0,00 0,00
VIVIENDA -                 0,00 0,00
Materiales construcción mejoramiento vivienda 5.296.590       5.296.590       100,00 17,40 17,40
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -               -                -               5.296.590       -                   -                 -                 5.296.590      100,00 17,40
OTROS
INFRAESTRUCTURA Adquisición motor peque-peque 2.550.000       2.550.000       100,00 8,38 8,38
Y DOTACION VIAL -                 0,00 0,00
Y DE COMUNIC. -                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SUB-SECTOR -               -                -               2.550.000       -                   -                 -                 2.550.000      100,00 8,38
VALOR TOTAL SECTOR -               -                -               2.550.000       -                   -                 -                 2.550.000      100,00 8,38
VALORES TOTALES 0 0 0 7.846.590 0 9.334.292 13.263.026 30.443.908 100,00 73,08 26,92
(1) PARTICIPACIÓN GASTOS POR ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO POR SECTOR
(2) PARTICIPACIÓN GASTO POR SECTOR Y ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO GENERAL
CLASIFICACIÓN 
Anexo 27
(Pesos)
EJECUCIÓN SECTORIAL RECURSOS SGP RESGUARDO DE PUERTO TRIUNFO
PERIODO 1994-2004
SECTOR ACTIVIDAD 1999 2000 2001 2002 2003 2004 TOTAL PARTICIPAC PARTICIP.
SECTOR (1)GENERAL (2) F I
EDUCACIÓN Dotación, alimentación restaurante escolar -                 0,00 0,00
Pago docentes, personal auxiliar cocina, bibli -                 0,00 0,00
Auxiliares de cocina restaurante escolar -                 0,00 0,00
Adecuacion escuelas -                 0,00 0,00
Constr. escuela Enseñanza lengua materna 6.821.214         6.821.214       67,33 43,90 43,90
Bote en madera para transporte de alumnos 1.200.000         1.200.000       11,84 7,72 7,72
Adquisición motor peque-peque 2.110.000         2.110.000       20,83 13,58 13,58
VALOR TOTAL SECTOR -                      -                     -                   -                   6.821.214         3.310.000        10.131.214     100,00 65,20
SALUD Personal (auxiliares,  promotores) -                 0,00 0,00
Compra de medicamentos -                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                      -                     -                   -                   -                   -                  -                 0,00 0,00
DESARROLLO -                 0,00 0,00
AGROPECUARIO -                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                      -                     -                   -                   -                   -                  -                 0,00 0,00
AGUA POTABLE -                 0,00
-                 
-                 
VALOR TOTAL SECTOR -                      -                     -                   -                   -                   -                  -                 0,00 0,00
VIVIENDA -                 0,00 0,00
Materiales construcción mejoramiento vivienda 4.327.500         4.327.500       100,00 27,85 27,85
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                      -                     4.327.500         -                   -                   -                  4.327.500      100,00 27,85
OTROS Taller comunitario sobre elaboración proyectos 1.080.493         1.080.493       100,00 6,95 6,95
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
-                 0,00 0,00
VALOR TOTAL SECTOR -                      -                     1.080.493         -                   -                   -                  1.080.493      100,00 6,95
VALORES TOTALES 0 0 5.407.993 0 6.821.214 3.310.000 15.539.207 100,00 21,30 78,70
(1) PARTICIPACIÓN GASTOS POR ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO POR SECTOR
(2) PARTICIPACIÓN GASTO POR SECTOR Y ACTIVIDAD RESPECTO AL TOTAL EJECUTADO GENERAL
CLASIFICACIÓN 
(Pesos)
PERIODO 1994-2004
Anexo 28
EJECUCIÓN SECTORIAL RECURSOS SGP RESGUARDO DE SAN JUAN DE LOS PARENTES
SECTOR ACTIVIDAD ARARA EL VERGEL KM. 6 Y 11 RONDA MACEDONIA NAZARETH MOCAGUA LA PLAYA SAN ANTONIOSAN SEBASTIAN SANTA SAN JOSE ZARAGOZA PUERTO SAN JUAN DE TOTALES PARTIC. PARTIC.
LOS LAGOS LOS LAGOS SOFIA DEL RIO TRIUNFO LOS PARENTE SECTOR GENERAL
EDUCACION Dotación, alimentación restaurante escolar 2.000.000 3.952.800 3.573.830 8.902.420 18.000.000 13.375.700 7.992.026 7.035.510 11.800.000 7.449.964 10.655.937 3.637.200 8.507.455 7.654.292 114.537.134 19,40 6,83
Construcción casa-comedor escuela 7.245.042 8.019.014 1.506.000 16.770.056 2,84 1,00
Pago docentes, personal auxiliar cocina, bibli 48.488.400 7.384.608 11.513.600 9.090.000 16.275.394 7.263.415 5.385.825 7.000.000 13.600.000 11.701.636 13.124.562 18.474.104 169.301.544 28,67 10,10
Maestro indigena 2.742.730 2.742.730 0,46 0,16
Auxiliares de cocina restaurante escolar 2.794.595 400.000 4.362.907 19.660.000 13.400.000 8.700.000 4.596.000 9.000.000 5.340.000 10.912.808 5.000.000 6.530.500 3.200.000 93.896.810 15,90 5,60
Construcción centro capacitación lengua materna 4.023.157 6.498.828 6.821.214 17.343.199 2,94 1,03
Adecuación infraestructura escuela y rest. Escolar 454.979 14.544.000 6.000.000 30.391.560 3.700.000 5.335.566 6.121.500 1.739.164 861.100 69.147.869 11,71 4,13
Pago bibliotecario 4.500.000 2.800.000 7.300.000 1,24 0,44
Dotación biblioteca (libros, equipos, mat.) 4.161.800 4.161.800 0,70 0,25
Jardín comunitario 3.600.000 3.600.000 0,61 0,21
Adquisición amplificador escuela 3.180.400 3.180.400 0,54 0,19
Suministro instrumentos musicales banda estud. 1.609.685 1.609.685 0,27 0,10
Suministro uniformes escolares, impl. Deport 7.555.300 7.555.300 1,28 0,45
Horno panadería restaurante escolar 2.186.000 2.000.000 4.186.000 0,71 0,25
Chalecos salvavidas estudiantes 490.000 780.000 1.270.000 0,22 0,08
Mantenimiento hogar comunitario 1.000.000 907.000 1.907.000 0,32 0,11
Vía peatonal acceso a escuela 8.344.900 8.344.900 1,41 0,50
Compra útiles escolares 7.523.250 4.000.000 2.500.000 7.767.659 1.500.000 2.116.614 2.300.000 27.707.523 4,69 1,65
Material didáctico escuela 1.488.810 1.488.810 0,25 0,09
Elaboracion material didáctico aprendizaje 1.000.000 1.000.000 0,17 0,06
Remodelación unidad sanitaria escuela 2.000.000 2.000.000 0,34 0,12
Suministro motobomba escuela 4.000.000 4.000.000 0,68 0,24
Adquisición motor peque-peque bote estdiantes 2.110.000 2.110.000 0,36 0,13
Adquisición bote y motor transporte estudiantes 5.500.000 2.000.000 11.068.089 2.514.378 3.000.000 1.200.000 25.282.467 4,28 1,51
VALOR TOTAL SECTOR 67.730.795 12.682.387 47.540.744 33.492.420 90.326.954 38.391.530 42.274.793 23.131.510 69.307.014 40.120.924 51.751.677 10.137.200 39.489.773 13.934.292 10.131.214 590.443.227 100,00 35,23
SALUD Personal (auxiliares,  promotores) 7.779.947 1.090.000 649.000 3.740.000 8.861.427 3.000.000 1.000.000 2.900.000 7.837.000 1.000.000 2.394.350 40.251.724 39,77 2,40
Adquisición bote puesto salud 1.733.915 1.733.915 1,71 0,10
Mejoramiento puesto de salud 4.500.000 4.500.000 4,45 0,27
Motor puesto de salud 601.685 2.900.000 3.501.685 3,46 0,21
Capacitac. Uso plantas medicinales 1.100.000 1.100.000 1,09 0,07
Capacitación promotores de salud 3.905.556 3.905.556 3,86 0,23
Compra de medicamentos 14.374.212 1.234.074 9.164.911 5.000.000 7.209.994 6.000.000 1.050.000 2.175.055 46.208.246 45,66 2,76
VALOR TOTAL SECTOR 22.154.159 1.090.000 2.983.074 12.904.911 17.766.983 3.601.685 7.233.915 7.209.994 6.000.000 0 2.900.000 8.887.000 3.175.055 5.294.350 0 101.201.126 100,00 6,04
DESARROLLO Microempresa ganadera 9.419.407 8.000.000 4.000.000 16.284.270 4.000.000 5.544.400 30.789.285    9.850.950 87.888.312 53,87 5,24
AGROPECUARIOCompra máquinas procesamiento fariña 9.683.225 6.825.000 1.221.000 17.729.225 10,87 1,06
Adquisición maquinaria (horno, picadora, motor, helice 2.482.590 2.482.590 1,52 0,15
Microempresa procesamiento fariña 1.553.621 1.553.621 0,95 0,09
Construcción casa tostadora fariña 6.926.351 6.926.351 4,25 0,41
Mantenimiento de linderos 4.584.000 3.368.676 7.952.676 4,87 0,47
Mantenimiento potrero 1.562.249 1.562.249 0,96 0,09
Motor procesamiento yuca 2.123.318 2.123.318 1,30 0,13
Desarrollo agropecuario chagras 7.400.000 7.400.000 4,54 0,44
Fortalecimiento cultivos tradicionales 1.573.830 1.550.000 3.123.830 1,91 0,19
Recuperación 25 Has. Cultivo alimentos 11.574.697 11.574.697 7,09 0,69
Proyecto Innovación autoconsumo sostenible 2.872.452 2.872.452 1,76 0,17
Construcción pozo artesiano B/11 Nov. 1.195.868 1.195.868 0,73 0,07
Suministro droga veterianaria 3.757.601 3.757.601 2,30 0,22
Producción cultivo medicina tradicional 5.000.000 5.000.000 3,06 0,30
VALOR TOTAL SECTOR 2.123.318 10.973.028 13.642.150 7.757.601 6.926.351 14.683.225 16.284.270 4.000.000 24.353.400 0 33.572.534 4.032.590 21.425.647 3.368.676 0 163.142.790 100,00 9,73
Anexo 29
INVERSIÓN SECTORIAL RECURSOS DEL SGP RESGUARDOS DEL MUNICIPIO DE LETICIA
1994-2004
AGUA POTABLE Suministro tanques almacenamiento agua 9.170.250 4.000.000 20.307.100 3.000.000 9.589.965 1.515.594 1.769.601 49.352.510 40,42 2,94
SANEAMIENTO Mejoramiento acueducto 3.903.971 3.903.971 3,20 0,23
BASICO Contruccion sistema acueducto, alcantar. 15.000.000 3.298.000 18.298.000 14,98 1,09
Equipo recoleccion y abast. Agua lluvia 2.489.453 9.362.800 11.852.253 9,71 0,71
Acomeditas domiciliarias acueducto 6.055.782 6.055.782 4,96 0,36
Construcción 58 albercas 10.269.400 10.269.400 8,41 0,61
Construccion sistema agua lluvias 8.765.000 10.000.000 18.765.000 15,37 1,12
Construcción pozo artesiano 2.213.680 2.213.680 1,81 0,13
Suministro de motobomba 1.020.000 379.750 1.399.750 1,15 0,08
VALOR TOTAL SECTOR 16.020.000 0 12.848.000 4.000.000 20.307.100 8.765.000 2.489.453 5.213.680 0 25.915.147 5.419.565 11.769.601 9.362.800 0 0 122.110.346 100,00 7,29
VIVIENDA Construcción viviendas 12.573.830 33.004.110 6.052.500 13.111.394 25.770.710 2.370.580 11.000.000 103.883.124 38,25 6,20
Construccion casa gobernador cabildo 11.002.007 11.002.007 4,05 0,66
Acometida eléctrica viviendas 7.000.000 3.489.750 10.489.750 3,86 0,63
Suministro motosierra extracción madera vivienda 3.560.000 1.320.000 4.880.000 1,80 0,29
Suministro de tanques vivienda 4.580.000 4.580.000 1,69 0,27
Pintura viviendas 4.920.795 4.920.795 1,81 0,29
Compra 38 albercas 6.799.204 6.799.204 2,50 0,41
Construcción baños 4.680.602 4.680.602 1,72 0,28
Aporte construcción 49 cocinas 11.902.619 11.902.619 4,38 0,71
Materiales construcción mejoramiento vivienda 7.165.037 13.308.503 9.978.133 12.027.762 12.994.058 30.777.263 12.580.775 5.296.590 4.327.500 108.455.621 39,93 6,47
VALOR TOTAL SECTOR 11.920.795 0 23.228.617 25.211.122 44.006.117 22.829.837 0 21.251.394 37.798.472 0 15.364.638 35.457.865 24.900.775 5.296.590 4.327.500 271.593.722 100,00 16,21
OTROS
DESARROLLO Ampliación salón comunal 5.545.779 7.000.000 937.123 13.482.902 29,98 0,80
COMUNITARIO Equipo de altavoz 1.000.000 650.000 1.650.000 3,67 0,10
Equipo de panadería 2.487.986 2.487.986 5,53 0,15
Dotación salón comunal (sillas) 2.500.000      12.968.700 15.468.700 34,40 0,92
Construcción casa comunitaria 2.012.587 2.012.587 4,48 0,12
Construcción oficina cabildo 1.995.029 1.995.029 4,44 0,12
Adquisición amplificadores y accesorios 2.305.755 2.305.755 5,13 0,14
Suministro altoparlante 788.300 788.300 1,75 0,05
Materiales construcción hogar comunitario 1.500.000 1.500.000 3,34 0,09
Taller comunitario elaboración proyectos 2.011.000 2.011.000 4,47 0,12
Ampliación sede comunal 1.271.225 1.271.225 2,83 0,08
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 8.045.779 788.300 0 0 4.006.029 7.000.000 0 2.305.755 14.468.700 0 5.220.935 0 3.137.986 0 0 44.973.484 100,00 2,68
CULTURA Y Reparación casa cultura comunitaria 11.949.952 6.809.810 1.111.255 19.871.017 29,83 1,19
DEPORTE Remodelación centro cultural 1.649.000      1.649.000 2,48 0,10
Restauración maloca 6.640.000 6.640.000 9,97 0,40
Construcción cancha deportiva 4.258.674 4.258.674 6,39 0,25
Construcción sede comunal 5.184.942 5.184.942 7,78 0,31
Construcción casa típica cultural 2.789.750 4.377.251 7.167.001 10,76 0,43
Dotación implementos deportivos 700.000 1.445.510 2.000.000 4.145.510 6,22 0,25
Construcción museos cultural huitoto 4.090.920 4.090.920 6,14 0,24
Construccion parque recreativo infantil 3.287.716 3.287.716 4,94 0,20
Altavoz para comunidad 740.000 740.000 1,11 0,04
Adquisición materiales construcción capilla 2.621.107 2.621.107 3,94 0,16
Encuentro cultural 6.000.000 6.000.000 9,01 0,36
Materiales construccion mesas 951.862 951.862 1,43 0,06
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 0 0 25.313.286 0 17.949.952 2.397.372 4.027.716 0 4.621.107 6.809.810 5.488.506 0 0 0 0 66.607.749 100,00 3,97
INFRAESTRUCTURAdquisición motor fuera de borda 8.628.000 718.494 8.190.444 4.815.748 8.873.800 31.226.486 15,29 1,86
Y DOTACION VIAL Adquisición bote madera 5.000.000 6.250.900 560.525 3.189.400 1.200.000 9.650.000 25.850.825 12,66 1,54
Y DE COMUNIC. Adquisición hélice motor 362.123 362.123 0,18 0,02
Adquisición motor peke-peke y bote madera 4.037.865 5.786.200 4.777.960 2.550.000 17.152.025 8,40 1,02
Adquisición chalecos salvavidas 1.176.700 614.800 1.791.500 0,88 0,11
Canoa aluminio 5.500.000 5.500.000 2,69 0,33
Dotación motor 40 6.480.083 4.148.000 2.935.058 13.563.141 6,64 0,81
Construcción puente 13.498.100 13.094.500 6.200.000 32.792.600 16,06 1,96
Mantenimiento vías 700.000 700.000 0,34 0,04
Adquisicion vehículo transporte 5.884.942 5.884.942 2,88 0,35
Construcción puente peatonal 3.068.657 3.068.657 1,50 0,18
Tanque almacenamiento combustible 3.425.000 3.425.000 1,68 0,20
Adquisición bote y motor fuera de borda 9.340.000 9.867.000 9.867.000 29.074.000 14,24 1,73
Construcción vía peatonal 11.000.000 22.796.681 33.796.681 16,55 2,02
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 7.656.783 0 23.151.699 26.722.500 31.347.259 8.750.969 30.748.881 9.867.000 15.653.200 0 14.090.889 15.850.000 17.798.800 2.550.000 0 204.187.980 100,00 12,18
EQUIPOS Y Sum. Guadaña, electrobomba arreglo camino 5.562.621 5.562.621 22,09 0,33
MATERIALES Suministro aceite, gasolina y ACPM 962.122 491.187 3.498.616 1.803.590 6.755.515 26,83 0,40
FUNCIONAMIENTOAdquisición motosierra 4.047.500 4.179.000 1.836.000 10.062.500 39,96 0,60
Instalación electrobomba 311.596 311.596 1,24 0,02
Adquisición guadañadora 1.154.500 1.336.878 2.491.378 9,89 0,15
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 5.202.000 0 11.015.339 491.187 3.498.616 0 0 0 0 1.803.590 3.172.878 0 0 0 0 25.183.610 100,00 1,50
SERVICIOS Servicio de energía 972.425 972.425 4,04 0,06
PUBLICOS Adquisicion planta eléctrica 2.120.000 2.428.650 2.920.000 7.468.650 31,03 0,45
Adquisición generador eléctrico 3.426.693 2.902.262 6.328.955 26,29 0,38
Compra tanque almacenamiento (4000 gls) 6.300.000 6.300.000 26,17 0,38
Repuestos planta generadora energía 3.000.000 3.000.000 12,46 0,18
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 0 0 972.425 3.000.000 11.846.693 0 0 0 2.428.650 0 5.822.262 0 0 0 0 24.070.030 100,00 1,44
ADECUACION Mantenimiento linderos 1.431.310 2.123.000 3.554.310 17,38 0,21
TERRENOS Mantenimiento trocha limites resguardo 2.000.000 2.000.000 9,78 0,12
Desmonte y limpieza finca 3.558.254 3.558.254 17,40 0,21
Adecuación chagras (limpieza, quema, siembra) 7.755.202 7.755.202 37,93 0,46
Materiales cercado Resguardo 3.577.500 3.577.500 17,50 0,21
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 1.431.310 0 0 3.577.500 0 0 0 0 0 0 3.558.254 9.878.202 2.000.000 0 0 20.445.266 100,00 1,22
MICROEMPRESAS Creación microempresa artesanal 2.507.424 2.507.424 62,57 0,15
Microempresa modistería (materiales) 1.500.000 1.500.000 37,43 0,09
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0 4.007.424 0 0 0 0 4.007.424 100,00 0,24
OTROS Capacitación Plan Ordamiento Territorial 3.828.500 974.652         1.027.669 5.830.821 15,35 0,35
Aporte ACITAM 98.920 198.810 1.577.011 2.793.557 866.417 1.098.092     227.155 1.378.267 2.194.485 10.432.714 27,46 0,62
Capacitación líderes indígenas 893.345 116.695 712.775 1.298.835 1.053.840 832.590 709.610 1.080.493 6.698.183 17,63 0,40
Taller administración tradicional gobierno local 1.360.000 1.360.000 3,58 0,08
construcción balsa flotante 3.992.697 3.992.697 10,51 0,24
Remodelación balsa flotante 1.306.104 6.506.000 7.812.104 20,56 0,47
Asesoría autoridades indigenas 748.545 139.305 369.815 611.579 1.869.244 4,92 0,11
VALOR TOTAL SUB-SECTOR 1.740.810 454.810 5.188.500 712.775 4.551.765 2.793.557 1.920.257 1.098.092 832.590 227.155 6.957.195 1.737.279 8.700.485 0 1.080.493 37.995.763 100,00 2,27
VALOR TOTAL SECTOR 24.076.682 1.243.110 65.641.249 34.503.962 73.200.314 20.941.898 36.696.854 13.270.847 38.004.247 8.840.555 48.318.343 27.465.481 31.637.271 2.550.000 1.080.493 427.471.306 25,51
VALORES TOTALES 144.025.749 25.988.525 165.883.834 117.870.016 252.533.819 109.213.175 104.979.285 74.077.425 175.463.133 74.876.626 157.326.757 97.749.737 129.991.321 30.443.908 15.539.207 1.675.962.517 100,00
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CENSO RESGUARDO DE ARARA AÑO 2003 
 
 
 
Edades Hombres Mujeres TOTAL 
70+ 8 2 10 
65-69 0 3 3 
60-64 5 7 12 
55-59 4 3 7 
50-54 14 6 20 
45-49 18 8 26 
40-44 12 14 26 
35-39 20 18 38 
30-34 10 19 29 
25-29 23 24 47 
20-24 34 27 61 
15-19 49 30 79 
10-14 59 54 113 
5-9 62 46 108 
0-4 49 53 102 
Sumas 367 314 681 
Sin edad 4 4 8 
TOTAL 371 318 689 
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Censo elaborado entre marzo y junio de 2003 por Ana Lucía Martínez (estudiante de antropología de la Universidad Nacional de Colombia) bajo la dirección de Juan 
Alvaro Echeverri, profesor del Instituto Amazónico de Investigaciones IMANI de la Universidad Nacional de Colombia, Sede Leticia. Curaca-gobernador: Oliveillo 
Marciano Coello. Junio 25, 2003. 
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